ÍMDICE 

I* las cansas i malcrías í«ulcuidas nt e.sle qnlutu limo de la 2* s*rio. 



(OUlillllUCIUII ti 4*1 «kllV 

CUSA NCVI. 

].u>» Sii's. Vicente i Usares é hijo contra lo> ¡¡res, Jojju 
l¡f)l t'" hijus. par cubro du [)e$ti& 

áíiííifi* í».— 1" iWoiioWdos los servicios que se cubra», 
y m> hahiirudo cunveiuu aeeieii d- los jireriitf, deben estas 
¡iat;ar:.e se^un la larda con arreglo al usu del roiuerrio y i 
J.i jun^Hinli'iia.i couMunle de los tribunales naáuiudes. 

v 2- Kl lilipnta ijiuí uu ha taui.lu ¡'¡ira Litigar, de- 
be ser condenado t*n lais ios las ü 

CAUSA XCV1I. 

Los Sres. Vicenta Ciares i' hijo euntra los Srcs. Jorge Itell é 
hijo, por cobro de pesos 

áMMhirú). — 1" N» haciéndose observación respecto á los 
precios de una cuenta, deben ctuisídeearse aceptados 

Aunque es do práctica une los Uuclioros cobren el 
corretaje ron la sola descama en «I muelle de la aduana ; 
sin eudiui'jzu cuando los efectos venidos por un buque se 
piden á despacho directa, el deluT del lanchero es cumlu- 
rhlos á la casa del cqn$igHainrio, y itu liacieudou», un tie- 
ne ili'recho á robrar el acarreo. 

3- No pueden deducirse reclamaciones por averías, un ha- 
biéndose practicado el reconociiuienta judicial señalado por 
í*1 articulo lilli del Código de Comercio 10 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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CAUSA XCYIII. 

D. José* M*. Zavalla contra la Aduana de San Juan, sobre 
devolución Je derechos tic ¡mpiuhcmu. 

Sumario.— Corresponde al Administrad» de Aduana co- 
nocer de las reclamaciones por errores camélidos en las 
liquidaciones de lus derechos de importación y esporla- 

CAUSA XCIW 

Los Señores Casas, Baño y C\ y Casas y I erres con D. 
Tomás Arinslrung, sibre terceria cscl oyente de dominio. 

Sumario. — I" Cada estado tiene poder csiiusívu de la le- 
ji^bicíon sobre los bienes raices situados en su territorio, 
y estos no pueden ser poseídas, adquiridos ni vendidos, 
*mó conforme á las leyes ó estatuto real de la tierra don- 
de eslén ubicados. 

2" Las provincias de la República son soberanas 6 inde- 
pendientes entre ellas; por consiguiente» es aplicable k los 
contratos sobre bienes reales celebrados en una de rilas con 
respecto ü las dc¿nás, la disposición consignada en el Código 
Civil, art. iü, lít. de los preliiu. v "■'>, cap. fi, til. í u , sec. 
3¡>, lib. 2. 

3" La prolocoli/acion de las escrituras de venta de bienes 
raices celebradas en país esiranjero i'» en otra provincia, es 
necesaria la tranquilidad del comercio y la seguridad de los 
contratos. 

4* En la provincia de Córdoba no tienen efecto jurídico 
Jas escrituras de veotas de bienes raices no otorgadas ó un 
protocolizadas en la provincia. Arls, 1 y 8; Ley iü da 
Noviembre de 18<iQ. 

f» fl Las escrituras de ventas de bienes raices que no con- 
tengan la cláusula del comtitulo posesor^ no conlieren la 
tradición ni el dominio de Jos bienes vendidos 18 

CAUSA C. 

Criminal, conlra los autores del atentado conlra la vida del 
Presidente de la Kepública : Incidente subre competencia. 
Sumario.— í" El alentado contra la vida del Presidente de 
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Piimu. 

la República es un crimen que no ha sido definido ni pe- 
nado |n»r la Constitución ni las leyes del Congreso. 

2* La Constitución y bs leyes del Congreso son las fuen- 
tes de donde; emana "la jurisdicción de los Tribunales Na- 
cionales. 

3° Habría gran dificultad y sumo peligro en dejar á los 
Tribunales Nacionales la facultad do establecer lo que cons- 
tituye un delito contra la Nación, cuando la ley no lo ha 
definido cípre^mente. 

4» t- s mas seguro limitar la jurisdicción de los Tribunales 
Federales, en las causas criminales, ú los delitos delimitas 
y penados por la ley nacional, y á tas casos comprendidos 
deulru de la jurisdicción espresatnentu concedida por la 
Constitución. 

5 o Es preferible que los alentados contra la vida ó la per- 
dona del (iefe Supremo ¡te la .Nación, que debieran estar ba- 
jo la protección de los Tribunales Nacionales, queden su- 
jetos, por falla de ley, a la jurisdicción ordinaria de los 
Tribunales de la Provincia cu cuyo territorio se hubiesen co- 
metido, antes que consentir que los Jueces Nacionales asu- 
man el poder lejislativo ■ 20 

CAUSA CJ. 

Criminal, coulra Carlos Puelman (prófugo) y Pedro Du- 
m.is, por falO ti ración de moneda. 

Sumaria.— 1" Los actos de fabricar, introducir ó espender 
moneda Talsa constituyen el delito de falsilicacion de mo- 
neda. 

S> A los cómplices en esto delito se les impone una pena 
menor que h los autores. 

3» Mucho mas si la complicidad es posterior ¿ la fabri- 
cación * • • • * • 3. 

CAUSA CH. 

La Municipalidad de la ciudad de Únenos Aires, contra D. 
Jacinto Pebres de liuvira, sobre rescisión de un contrato.— 
Incidente s^bre personería. 

Sumaria. -La calidad de Adminisir.ulora de los edificios 
y terrenos de Patermo que corresponde a la Municipalidad 
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ile l.i ciudad de Rueños Aires, comprende ta facultad de pre- 
sentarse en juicio solicitando lo que crea convenir a esos bienes. :|& 

causa cm. 

Jourdan y Tronchen, contra D. Beruardo Pomlal, por cobro 
de pesos. 

Sumario. — Tanto en lo civil como en lo mercantil es es- 
presamente prohibido a los jueces suplir do oürio la esrpp- 
cion do prescripción ;js 

CAUSA CÍV. 

D, Leopoldo Guem contra D. Alejan ilro Paz, por cobro 
de peso?. 

Sumnrío.— La falla ile aceptación por parto del deudor ■lo 
la cesión del crédito hecha por el acreedor, no tiene por 
efeclo la nulidad de la cesión, sitió que el deudor tenca 
el derecho de oponer al cesionario, todas las esrepetoues 
que tuviese contra el cedente, aun las meramente personales.. 41 

CAUSA CV. 

D. David Arguello y contra D. José Manuel del Mo- 
ral, por cobro de pesos. 

Sumario. — l ü En la segunda instancia pueile presen la rse 
documentos simples de prueba, que antes esluhau cstravto- 
dos, siempre que se acompañen con juramento de que la 
parte no pudo proporcionárselo en tiempo oportuno. 

2» La prescripción se interrumpe ron el hecho ríe reco- 
nocer el deudor el ilerecho de aquel contra quién presrribb. 15 

CAUSA CVI. 

Grellel Vi&ier y Ca, contra Qiiüsnell Unos y Ca. sobre com- 
petencia. 

Sumario. — l fl El conocimiento de las cuestiones sobri* cum- 
plimiento do un contrato fie colonización en p,ds esiniiiym-o, 
no rorresponrle a la justicia nacional. 

¿" La justicia nacional es improro-ahle 5Í- 

CAUSA GVI1. 

f>. EíUSvan Solí ivan con Ira los S.es. Anselmo \ Camilo Ho- 
to, sobre cobro de pesos. 
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Stímarw.-\" En los contratos bilaterales, una de las par- 
les m. puede demandar á la otra el cumplimiento siué prue- 
ba haber ella cumplido; por consiguiente no puede exigirse 
la multa por trabajos no acabados si él que debía ejecutar- 
los había podido hacerlos en el tiempo esublecido a pesar 
de haberlas empezado mas Urde de lo convenido, y solo 
no pudo concluirlos por haberle fallado los medios que la 
otra parle oslaba obligada á suministrarle. 

I» No pueden considerarse como comprendidos en la de- 
manda los reclamos que se han reservado para enlabiarse 
después. 

<§• La Corte Suprema no puede fallar en 2* instancia so- 
bre ningún capilnlu que no se halla propuesto á la decisión 
del inferior, y no sea conformo ü las acciones deducidas en 
el juicio - • * 



causa cvm 

D. Enrique Erdmann, contra D. Agustín Muñoz Salvigni, 
sobre cobro de pesos. 

.Sumario.— El actor debe probar su demanda en las liases 
con que fue entablada por H y admitida por el juw, y no _ 
haciéndolo debe absolverse el demandado ' (j 

CAUSA CIX. 

Los herederos de D. José D. Molina con D. Alejandro 
Lloverás sobre reivindicación. Incidente sobre competencia. 

Surttfirío.-La jurisdicción competente para conocer de 
una causa, lo es también para resolver las cuestiones inci- 
dentales que se ligan con ella 

CAUSA CX. 

JK Angela Bedoya de Amadey, contra D, Pedro Terruchi- 
ji.i, sobre cobro de pesas- 

Sumario.— V El autor debe seguir el Tuero del reo, es- 
pecialmente no teniendo éste fuera del lugar .le su domi- 
cilio bienes en que se pudiera trabar embargo. 

5*> El lugar del contrato surto fuero Un solo hallándose 
en él el demandado .. 



80 
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CAUSA CXI. 

D. Juan Suarez Monleiro, contra lus 
sobre cobro ejecutivo de (leles. 

Sumaria.— 1° Justificada la entrega ile las mercancías á los 
representantes ó consignatarios del fletador, el fletante lie- 
no perfecto derecho para dirijirsfl ejecutivamente contra ellos 
por el cubro del flete. 

2° El ejecutado debe exonerarse del pago de las costas en 
caso de justificarse en parle su resistencia por la phis pvfi- 
tim del ejecútame 85 



D. Julio M. Junas contra l)\ Aurelia Ciriallu de Parodini, 
sobre cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario.— I" Los juicios testamentarios corresponden á la 
jurisdicción provincial. 

2" Los juicios testamentarios son universales y atraen A 
fí todas las causas que se promueven contra la les la menta ría. 

3* En eslus juicios la jurisdicción nacional es improroga- 
ble, aunque medie el consentimiento de las partes 02 

causa mth 

J). Pablo Guastavino contra (Mena y Pichi-i, pur cobro do 
averías. 

Sumario.— 1" El portador está obligado a entregar los 
efectos cargados en el mismo estado en que Jos recibió. 

2* Son de su cuenta los daños 6 menoscabos que sufran lus 
efectos siempre que no provengan Ue vicio propio, fuerza 
mayor ó caso fortuito. 

> Cuando el efecto del daño es solo la disminución en 
el valor de lus efectos, el porteador solo está ob ligado a 
abonar lo que importe el menoscabo üti 

CAUSA CXIV. 

D. Carlos Watzon contra D. Sebastian Carriol), por cobro 
de pesos. 

Sumario. —No mejorándose el recurso en el término del 
emplazamiento, so declara desierta Id apelación á la primera 
rebeldía que anise el apelado tOt 
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CAUSA CXV. 

Phfítit*. 

D, Florencio Madero y O. contra D. Gregorio Lezama, 
sobre rescisión üe un eo ni rato. 

Sumario.— 1°. Cuandü los hechos alegado» por una parle 
no se nitigaii por la otra, no es necesario lla nar la causa á. 
prueba, ni la omisión del auto de prueba es causa de nuli- 
dad. 

9? El pacto comisorio es reprobado por derecho aun en ¡os 
casos en que uo está cunden:' Jo por disposición, evpresa de 
la ley. 

3« Para la existencia y valides da Iüs contratos conmutativos 
se requiere que lo que uno de los contraíanles da, sea 
una cosa seria y no irrisoria en relación de la que recibe, 
y (pie la proporción enlre lo que se da y lo que se reci- 
be uo sea tal que no pueda e.-.taldecerse por personas de 
sano juicio y con animo de hacer un negodi». 

■t" La libertad de contra lar tiene su3 limites y un pacto 
reprobado por el derecho y condenado por la ley es siem- 
pre ¡licito y nulo, sea cualquiera H forma que el asuma, 

5" Hay casos en el derecho en que el locador pueble re- 
cia ninr directamente contra el sublocalario y vice-versa ; el 
subloca'ario tiene por consiguiente el derecho de tener co- 
nocimiento de lo convenido entre el locador y el localario 
para poder usar de sus derechos o evitar sus responsabi- 
lidades con respecto al locador. 

tí» El deudor que no cumple su obligación uo iunirre en 
la pena convenida, cuando no puede, verificar su cumpli- 
miento por caucas provocadas ú ocasionadas por el acree- 
dor IU3 

CAUSA CXYI. 

Don José Gregorio Lewma contra Save Hermanos, sobre 
rescisión de un contrato.— Incidente sobre defecto en el mo- 
do de proponer la demanda. 

Sumario.— 1.a falla de cumplimiento á la obligación que 
tiene el ador de acompañar á la demanda loi documentos 
que la justifiquen, no basta para fundar por parte del de- 
mandado, una esecpcioii perentoria S-í 
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CAUSA CXVI1. 

l'i.M. . 

D. Leopoldo Rucchi, contra la Municipalidad del Rosario 
de Sanla-fro, sobre escrituración de un contrato. 

Sumario.— VA decreto de la Legislatura de SanMY, fecha 
So ile Agosto de \M% dejó á la Municipalidad del Rosario 
en libertad de aceptar 6 rechazar la propuesta aceptada el 
1Ü de Julio del mismo «no „. . hjy 

CAUSA CXVHI. 

Los Sres. Malbran y Chayla contra D. Areoza Areoza so- 
bro propiedad de un campo. 

Sumario Nu mejorándose el recurso en el término del 
emplazamiento, se declara desierta la apelación á ía primara 
rebeldía que acuse el apelado III 

CAUSA CXIX. 

D. Santiago Tizzone, recurriendo de providencia del Supe- 
rior Tribunal de Justicia de Dueños Aires. 

Sumario.— No puede apelarse para ante la Suprema Cor- 
le de sentencias de un Tribunal Superior de Provincia, si 
el recurso no tieno relación directa é inmediata con la va- 
lidez de los artículos do la Constitución, tratados públicos 
o leyes del Congreso..., • , m 

CAUSA CXX. 

D, Santiago Tizzone, pidiendo revisión de un auto de la 
Suprema Corte. 

Sumario. — Sulo es admisible el recurso de revisión en las 
causas en que la Suprema Corte conoce orijmaria y cs- 
ctusivamenle . i4K 

CAUSA CXX1. 

Canepa y C» con D. Gaspar Tabeada, por cubro de pesos, 
fin ule iite sobre competencia. 

Sumario.— 1« El juez que conoce en un juicio de con- 
curso debe conocer también de la reconvención que deduz- 
ca el Sindico contra uuo de los acreedores, aunque esto 
sea estranjero. 

2" Ks un incidente tic la quiebra el juicio conducente 
á averiguai- si un tercero era ó no socio del fallido ... , \hi 
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CAUSA CXXll. 

IX Alejandro León contra IK Antonio ile Urquiaga, par 
robre ile pesos. 

Sumario.— I o Eslardo constatado que las partea kan ce- 
lebrado solo un contrato de venta deben imputarse a él las 
cantidades que con posterioridad hubiese entregado el com- 
prador al vencedor. 

Siendo la venta 4 plazo debe presumirse que el pagar ú 
ó pagarées firmados por el comprador comprenden la tota- 
lidad del precio loi 

CAUSA CXXIII. 

D. Anjcl Itoncoroni y D. Huyo Itrown, contra la Muni- 
cipalidad de la ciudad de íluenos Aires, sobre posesión. 

Sumario.— i* Las municipalidades no pueden, bajo nin- 
gún prelesto ni por raüon alguna, despojar á un particular 
de su propiedad, lejittmameiite poseída. 

2° La ley de Bucuos Aires de >1¿ da Agosto do 1873 
soto dispone de los terrenos que, en la fecba de su san- 
ción, pertenecían a la municipalidad de Bulgrauo, y no de los 
otros terrenos de particulares. 

¡i- El interdicto de retener la posesión debe entablarse contra 
quien intenta perturbarla.. . ili'J 

CAUSA CXXIV. 

I). Jacobo García Bravo, capitán de I» guíela nacional «Silvias, 
contra 1). Carlos Rojas, por cubro de pesos. 

Sumario.— El que se compro mete á pagar una deuda ajena está 
obligado á satisfacerla con arreglo al arl. 2U'J y ítá! del Código 
de Comercio. •*.■••-....,..•*««.,.■,,..,,.....,„,...,,.. I 70 

CAUSA CXXV. 

I). Nicolás Cerru ti, contraía compañía de mutuo.; seguros llu- 
viales, sobre cobro de pesos. 

Sumaria.— Las encépelo lies dilatorias deben proponerse ron- 
juntamente ...... . • . . ..>..... ......... .. .. .... 1HJ 

CAUSA CXXYI. 

h. Manuel Di-auipn, rmilra v\ r'isco .Nacional, sobre jusiilica- 
ciunde propiedades de mercaderías. 
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1' t¡„n»t. 

Sumario.— i" Las cuestiones ya decididas no pueden ser ma- 
teria de disensión. 

3° Los requisitos prescritos para los conocimientos son nece- 
sarios para que hagan OS entre las personas designadas por el art. 
1109 y para los efectos ilel artículo 1210 del Cúdigo de Comercio: 
pero su falta no impide que un conocimiento sirva de prueba para 
acreditar quien fué él que rargó los efectos en él contenidos. 

2» Reconocida y no objeiada la personería del actor durante 
el curso del juicio» no puede hacerse cuestión de ella en última 
instancia, máxime cuando los hechos que fundan la personería 
fueron manifestados desde el principiodel pleito, y aceptados para 
admitirla, ...... 185 

CAUSA CXXYII. 

D. José Walter capitán del buque «Jubas», contra los Sres. 
Wamlmltzy O, sobre cobro de fletes. 

Sumario.— I a El consignatario de un buque no puede opo- 
nerse á la validez de un coiiocimieutu que un tenga ja firma del 
cargador, cuando declara que es igual á Ins conocimientos que el 
cargador misino le ha mandado, y d, los que él lia hecho uso 
para negociar las mercaderías consignadas, 

-2- Comprendiendo el conocimiento la cláusula de ser descono- 
cido el peso, la cantidad y calid.id de las mercaderías, el rapítan 
queda solu obligado á la entregado los efectos que se encuentren 
en el buque de pertenencia del cargador, i no ser que se pruebe 
haber habido dolo por parte del capitán ó de la tribulación. 

3 o No habiéndose practicado ei reconocimiento prescrito por 
el art. láltt del Código de Comercio, no queda obligado el capi- 
tán á abonar fallas 195 

CAUSA CXXVIU. 

D, Pedro Benavíd es, contraD. José Gregorio Lozanía, por cubro 
de pesos. 

Sumario.— V Un apoderadu encargado de la venta de un ter- 
reno eu varios lotes, y que solo vende algunas, no tiene dererho á 
la compensación convenida lujo la base de la veiita de todos los 
lote-, eu relaciona los vendidos. 

2- l'ero si el poderdante ha recibido ventajas de lávenla parcial, 
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Pinina». 

y las aprovecha aceptando las ventas, no puede negarse á una 
compensación equitativa. 

3" Kn esle oso deba considerarse el céntralo romo mndilira- 
dn, y asignarse una compensación por el principio de que todo 
trabajo merece ser retribuido y nadie debe enriquecerse con 
daiiu otro .<•>....■..>..••*■.•■•.» •>.••-''••. 104 

CAUSA CXXIX. 

D. fiarlos ílarroso conlra D 1 Pascuala (Jarcia, sobre entrega 
de una menor. 

Sumaria. — La pat/ia potestad que corresponde al padre com- 
prende ta obligación y el derecho de criar y dirigir la educación 
de sus hijos, y no puede suspenderse esle derecho sin motivos 
legales y evidentes * 212 

CAUSA CXXX. 

D. Gervasio J. Pae* y C" contra los Sres, D. Angel finigo é 
hijos, sobre cento de fletes. 

Sumario.— \° VA fletante está en perfelo derecho de exi- 
jir el pago del flete, una vez cumplido por su parle el 
contrato de (lelamente. 

2" Las condiciones no insertas en el contrato do finiamen- 
te deben considerarse cuino no existentes, y la no ejecución 
de ellas no importa violación del contrate. 

H" Los cargadores que aceptan el hecho del cambio de 
ruta de un buque, autorizando el trasborde de la carga y la 
cunlinuarion de su viaje hasta el destino, renuncian ipso 
furto al derecho de dar por rescindido el contrato y pedir in- 
demnización de daños y perjuicios. 

4« El reconocimiento pericial determinado por el arf\ 1246 
del Código de Comercio es requisito esencial é indispensable 
para conservar el derecho íi reclamar por las faltas y ave- 
rias de las mercancías que so han recibido en el logar de 
su destino *.,,.».*»....■••.• .,,..*.,.,. á I *> 

CAUSA CXXU. 

El Procurador Fiscal solicitando un sumario contra el Se- 
nador l>. Kicasio Uruño. 
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Sumario.— 1» Fuera de (os privilejios acordados por los 
artículos líO y (¡I ilc la Constitución Nacional, los miembros 
del Congreso tienen los mismos derechos y obligaciones que 
cualquier otro ciudadano ; están sometidos á las leves del país, 
y A la jurisdicción do los tribunales. 

2" Los Jueces de Sección pueden, según el arl. 02 de 

Ja Constitución Nacional, levantar un s ario para averiguar 

la verdad de un berha criminal de jurisdicción nacional que 
se impute á un miembro del Congreso 

CAUSA CXXXIl. 

D. José Viñas» cu otra 0. Agustín Hasso, sobre cobro de 
pesos. 

Sumario. — I" No presentándose póliza de netamente ni co- 
nocimiento de la carga, no puede darse al remíralo de He- 
lamento en la esleucion de sus obligaciones, otra importan- 
cia que aquella que la equidad, el uso y la ley te atri- 
buyen. 

2" En este caso debe considerarse el Helante haber cum- 
plido de buena IV- el contrato de llelatncntu si con arreglo 
al uso diario del comercio local, \u trasbordado un un pun- 
to de su viaje y cu circunstancias de buen tiempo las 
mercad crios recibidas en un lánéhoo seguro para conducir 
al lugar de su destino; ni pueden imputársele los hechos 
sucesivos, porque el hecho de cumplir fielmente una obliga- 
ción no puede ser generador de nuevas obligaciones para el 
que lo ejecuta -.»•..••>.< .............. ¿3 l 

CAUSA CXXXLÜ. 

Duna Irene Castro contra D. Francisco Lillo, sobre cubro 
de pesos, o enlrega de un tí lulo. 

Sumir i». — Kl mandatario está obligado á devolver á su 
comitente los documentos que este le Ita cimft.ido ó debo 
en su defecto indemnizar los daíioi y perjuicios ocasiona- 
dos al mandante,... . . 2311 

CAUSA CXXXIV. 

Cunlienda de competencia, cnlrc el Juez Federal y et de Le- 
tras de la ciudad de Mendoza. 

■ 
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Sumaria — Corresponde » l:i Corlo Suprema Nacional 
la decisión de las competencias qoe se susciten á instancia 
de parte, solirc jurisdicción Je los Jueces Nacionales. 

±" El Juez do Provincia debe remitir á la .Suprema Corte, 
luego de ser requerida por el de Sección, los autos malc- 
ría de la competencia obrados ante él. 

:í 1 La Constitución Nacional y las leyes que en su conse- 
cuencia se dicten por el Congreso, son la ley suprema de 
\a Nación; y las autoridades de cada provincia están obli- 
gadas a conformarse a" ellas, no obstante cualquiera dispo- 
sición en contrario que contengan las leyes A consliluciones 
provinciales ,,,, , « 2Ü 

CAUSA CXXXY. 

Don Joaquín Gordoniz contra D, Guillermo Cano, sobre 
cobro de pesos. 

Sumario.— En las obligaciones a plazo el acreedor, aun- 
que no baya exijirio lianza del deudor al celebrarse el con- 
trato, puede exijirsela, si después de celebrado, se dismi- 
nuyera por algún accidente su responsabilidad 21S 

CAUSA CXXXVI. 

Los Sres. Taats y O 1 ., contra el Fisco Nacional, sobre 
apelación de una resolución de la Aduana. 

Sumaria.— 1* El administrador de la aduana juzga como 
administrador y no como juez y puedo á pedido de las 
partes reformar válidamente sus resoluciones. 

2" Por consiguiente en el caso de haberse pedido recon- 
sideración de una resolución de la aduana, no corre el tér- 
mino para apelar ante el Juzgado de Sección, sino después 
del decreto que se dicte sobro la reconsideración. 

3" Concedido el recurso de apelación por el administra- 
dor de la aduana y uo habiéndose apelado de esta resolu- 
ción, el deber del Juez de Sección es resolver sobre el fon- 
do de) auto apelado y no averiguar si la apelación se ha 
interpuesto dentro o fuera del término legal 254 

CAUSA CXXXV1I. 

D. Julio M. Joñas, contra D. José Eiuet, sobre remisión do con- 
trato, cobro de alquileres é indemnización de daños y perjuicios. 
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Sumnrio.— La Suprema Corte no conoce en grafio de npc- 
laciun en las causas menores de 2U0 ps. Fies 257 

CAUSA cxxxvm. 

D. Viclnr Saitx contra D\ Mercedes Cuelo de Picol, por 
cobro ejecutivo de pesus. 

SttmaHo*—i? La» deudas contraídas en nomlire propio por 
los herederos 6 administradores de una testamentaria, no 
pertenecen á esta y no escusan á los deudores de respon- 
der en un juicio particular separado det juicio universal de 
la testamentarla. 

2 o Reconocida la firma de un instrumento privado, que- 
da también reconocido el ruerpo del dorumento, y tiene 
fuerza de instrumento público» si no se juslificHn las excep- 
ciones opuestas de falsedad é inhabilidad del título á">9 

CAUSA CXXX1X. 

Los Sres, Telfener y C% contra D. José de la Reta so- 
bre expropiación de un campo. 

Sutn-trio. — So mejorándose el recurso en el término de 
la 1er, se declara desierta la apelación á la primera rebel- 
día que acuso el apelado » áOi 

CAUSA CXL. 

D. Jacinto Febres de Rovtra, c jotra la Municipalidad de 
Buenos Aires, sobre pago de costas acrecidas. 

Sumario.— En el caso de seguirse un juicio ejecutivo por 
el pago de honorarios de abogado y pror unidor, no pueden 
estos cobrar al ejecutado los honorarios del mismo juicio 
ejecutivo, porque gestionan ellos por su propio crédito y 
porque ast ya es de práctica . 205 

CAUSA CXLI. 

Don Jacinto Casa novas contra la Municipalidad de Rueños 
Aires, sobre levantamiento de embargo. 

Sumário. -1° Las resoluciones judiciales no tienen efecto 
sino contra las parles en litijio y no puede extenderse su ac- 
ciun á oirás que no han intervenido en nombre propio en el 
juicio. 
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*" El juicio promovido por quien compro ¡i un concurso 
sobre ejecución de la compra, es un incidente tlel juicio 
de concurso y por consiguiente no puede ser sometido al 
Conocimiento de los Tribunales Nacionales.. • • 

CALSA CXLIII. 

D. Francisco Hcrnales, con D. Vicente MunWes, por cobro 
de posos. 

Sumario.— V Pe supone míe es administrador legal de 
un establecimiento de campo la persona que aparece cuino 
tal con conocimiento del propietario. 

#» Son kjítimos los pagos hechos a. ese administrador por 
pastajes del eMahlecimienlo 2 i-t 

CAUSA CXUV. 

D. Doroteo García contra D. Pascual lionas sobre denun- 
cia de obra nueva. Incidente sobre competencia. 

Sumario.— l fl Desapareciendo la Yausa de inhibición de un 
.uzgado antes de estar radicados los autos en otro, estos 
deben volver al oripnario. 

$° Las leyes sobre jurisdicción y competencia son de or- 
den público; y no depende de la voluntad de las partes 
su api icacion .... ' 

CAUSA CXUV. 

Don Santiago Pedemonte con Ira la Municipalidad de San 
Nicolás de los Arroyos.— Incidente sobre competencia. 

Sumarió.— \ a La justicia nacional >s compílenle para co- 
nocer en las causas en qim son parle una municipalidad 
arjtíTilina y un subdito tátráfljerií. 

2» Para los cf setos del fuero del muí considerarse cuín» 
ciudadanos argentinos á las rorpuracloms aimiiilttflS que ha- 
cen sus negocios en la República. 

Ü° Puede prodigarse la jurisdicción provincial pur el es- 
trangero que, ya como demandante ya como demandado, la 
acepta, demandando ü contestando anle rila 284 

T. V. 95 
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CAUSA CXLVI. 

ftoggierü y Compañía, coi- (ra ¡Silvcyra y Üuulstoiu 1 , sobre 
nulidad de una patente de invención. 

Sumario.— i" El privilejio acordado U li. ,1. A. Roggierü 
en la patente de fecha 28 de Diciembre de I87U, lo arwr- 
(16 el derecho de que ningún otro pudiese emplear el Alí.Io 
hidroctólico para conservar carnes. 

2* La esclusion del empleo de un ájente determinado para 
un uso industrial dado, si bien crea un obstáculo al pro- 
greso de la industria y de las arte*, ese obstáculo está com- 
pensado con el e&KmuIo del privilejio acordado á los inven- 
tores y enn el invento 6 descubrimiento pase al dominio 
común, vencido el término del privilejio, 

Ü° En el caso contrario podría el inventor procurar con- 
servar secreta su invento tanto tiempo cnanto fuese pnsiblo 
con mayor perjuicio de la industria y las arte*. 

4 o Mejorado ó perfeccionado un invento pur otro que el 
inventor, puedo este obstar entre una prima abonada p.tr 
aquel para gozar de la esplotacion exclusiva ó la esplola- 
don concurrentemente con el mejorante 200 

CAUSA CXLYU. 

Don Agustín Ríos cjnlra Don Luis Scribani, sobro pago de 
costas. 

Sumario,— i" El procurador y el abogado pueden á su 
propio nombro cobrai por la vía de apremio las costas en 
que hubiese sido condenado la parte contraria á su defen- 
dido. 

2" En el procedimiento de apremio no pueden admitirse 
otras escepciunes que las que espesamente permite el art. 
215 de la Ley de Procedimientos 304 

CAUSA CXI.VIII. 

El Fisco Nacional, contra D. Luis Dugnino de Antonio, so- 
bre comiso. 

Sumario.— El ocho por ciento de tolerancia á que se refiere 
el artículo i'M de las Ordenanzas de Aduana, debe tom- 



DE JUSTICIA NACIONAL « r j07 

r... .■ 

potarse con relación al contenido de cada bullo y no al 

total de la factura L 

CAUSA CXLIX, 

D, Amadeo (Iras y 1>. Miguel Zamora, contra D. Cervasio 
Vdúi, sobre cobro de pesos. 

Sumario,— I'ara evitar el pago de internes desde el dia 
ife la demttii4á de las cantidades realmente debidas, es nuce- 
Sario consignarlas. . . . , • • • 

CAUSA cl. 

Don Angel Muwio contra los Sres. Dugüid y C* sobre cobro 
de pesos. 

Sumario.— 1" El documento en que se funda una acción WW 
considerarse como reconocido por el ador en tudas sus 
partes, 

S» Kl arl. 1 10 1 del Código de Cu mere ¡o debe Interpretarse 
con arreglo á la doctrina del art. i», lít. tüe los inslruiueii- 
tos privados t Cód, Civil. 

3" Cuando los piídos de un céntralo no sen nmtrarius & 
derecho, debe estarse al principio de que el contrato es la 
de los contraíanles. 



CAUSA CLI. 

D. P. E. Juhnsen, contra los Sres. Sievers y Meyer, sobro 
cobro de esta lías, 

Sumar fo.— Los testigos cjue no se refieren a los núzaos 
hechos y á las mismas fechas son singulares y por consi- 
guiente no liacen prueba 3 -- 

CAUSA CLII. 

D. Vicente Rodríguez, contra D. Andrés Aslargos, sobre 
entrega de un fundo. 

Sumario, - l: El administrador tiene el deber de entregar 
la cosa administrada con sus frutos. 

9» Los gastos hechos por el Administrador y el salario ror- 
respuruliente deben ser pagados por aquel á cuyo nombre 
administraba ® ' 
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CAUSA clul 

l>. Jorge M. Bush contra el llanco Hipotecario «lo Buenos 
Aires, sobre suspensión de un remate. 

Sumario. — Por la ley orgánica del Banco Hipotecario de 
Dueños Aires lo* tribunales carecen de facultad para mandar 
suspender un remate ordenado por él de un bien que le es- 
tá hipotecado ..„.,...,.,......,.. ,....>■>*• 350 



Acuerdo de la Suprema Corte nombrando Corijueces pura 
Di año 1871 337 

CAUSA I. 

L(un Pedro tiradera con la Compañía Argentina de Seguros, 
Incidente, sobre pago de costas. 

Sumario. — l n Los procuradores responden de las costas 
en que sus poderdantes seau condenados. 

2" Ks un deber en cllus hacerse espensar cunvenicnte- 
nieíite. 

3" Por el hecho de aceptarse un poder en un juinio pen- 
diente, se contrae la obligación de pagar la* cusías auturiures, 
si el poderdante fuese condenado en ellas... 338 

CAUSA II. 

Los Señores Seixas y Compañía, contra D. Vicente Deliran, 
sobre cobro de pesos. 

Sumario, — 1" Ks válida la declaración de un letligo presta- 
da fuera del termino concedido por el juez para Ja prueba, 
si dentro de dicho término se ha lijado «lia para la declara- 
ción, y esta se ha preslade dentro del establecido por la ley. 
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PifUnt, 

2° La prueba testimonial es admisible en los contratos de 
transporte, aunque sea mayor de üúO pesos fuertes la impor- 
tancia del asunto. 

3<> Lo mismo debe decirse de los contratos con los dueños, 
administradores y patrones de lanchas. ...... .••.»-. 341 

CAUSA in. 

Don Ernesto Deulefurh contra el Banco Hipotecario de la 
Provincia de Buenos Aires, sobre ilegalidad de anuncios de 
remate, y daños y perjuicios. 

Sumario. — i En los casos en que hay plazos fijados en los 
contratos para la obligación del deudor, se constituye este en 
mora por el solo hedió de dejar vencer el plazo sin cum- 
plir con la obligación. 

2 o Él contrayente que cumple estrictamente el contrato, y 
la ley que lo rige, usa de su derecho, y cualesquiera que 
sean los perjuicios causados por esta medida no pueden serle 
imputados * *** *^ 

CAUSA IV. 

Don Ernesto Beuteführ con el Banco Hipotecario de Buenos 
Aires, sobre suspensión de un remate. 

Sumario.— Con arreglo al artículo 30 de la ley orgánica 
del Banco Hipotecario de Buenos Aires, los tribunales no pue- 
den suspender los procedimientos de venta mandados prac- 
ticar por este * . * ■ • 353 

CAUSA V. 

Coulon y Callardelli contra el Dr. D. Manuel Rueda, por 
cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario. — No es ejecutivo un documento en que consta 
quedar en poder del deudor una suma de dinero para garan- 
tir la buena construcción de una obra 355 

CAUSA í, 

Varios ciudadanos griegos con ti Fiscal, sobre ciudadanía 
argentina. 

Sumarlo. -No es admisible una solicitud pora oblener car- 
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ta da ciudadanía, que se presenté, firmada á ruego de varios 
solicitantes sin el correspondiente certiiieado exigido por el 
articulo 7° de la ley de procedimientos, sin la indicación 
exacta de los domicilios de los solicitantes, y sin que se pue- 
da examinar fácilmente la prueba de cada uno de ellos 358 

CAUSA VII 

El Sciinr Procurador General, en recurso de queja contra 
el Juez de Sección en Tucuman. 

Sumario. — La Suprema Corte es incompetente para cono- 
cer en grado de apelación en causas de menor cuantía 300 

CAUSA VIH. 

Rezzía y Sal» contra 0, Melílon de Yharlucea, sobre indem- 
nización de daños y perjuicios. 

Sumario. — 1» Las únicas tóenles de obligaciones sen los 
contratos, los cuasi- contratos, los delitos, los cuasi-delitus, y 
la ley. 

2» Ningún acto voluntario tendrá el carácter de ilícito, si 
no fuera espre.*ameulc prohibido por las leyes. 

3° £1 ejercicio de un derecho propio 6 el cumplimiento de 
una obligación legal no pueden constituir como ilícito nin- 
gún acto ».••.. **,,,É.*É.. , 304 

CAUSA IX* 

Los Sres. Barlolí y Dias, contra D. Juan Mignoni, sobre 
falsificación de patente de invención. 

Sumario. — 1" Para aplicar la pena impuesta por la Ley de 
patentes de invención a la falsificación de un invento, es in- 
dispensable la prueba concluyeme de la identidad, asi del 
invento y del producto que se pretende falsificado, como de 
los raediris y procederes empleados en su respectiva fabricación. 

2° El fabricante de un producto privilegiado no puede ejer- 
cer ninguna acción penal contra el fabricante de otro producto 
de igual clase que conste haberse fabricado y espendido con 
anterioridad á la concesión de su privilegio. 

3* La prosecución de la acción penal no tiene objeto en tas 
cuestiones de patentes, una vez que las partes declaran ha- 
berse arreglado •>•».+.<■» tti 374 
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CAUSA X. 

D. Marciano Molina, contra D. Augusto S. Meyer, sobre li- 
quidación de sociedad y nombramiento de arbitros. 

Sumario— V La sociedad no se euliende liquidada por el 
mero Lecho de poner avisos al público de que lia quedado 
disuelta amigablemente. 

3" La liquidación dB la sociedjd tiene Jugar cuando se fijan 
las obligaciones de lus socios entre sí y para con lus ter- 
ceros j se dividen las existencias. 

3 o La sociedad de capital é industria no puede decirse li- 
quidada con la sola entrega de las existencias al sucio rapt- 
talista, sin que se complete la liquidación con la rendición 
de cuentas del socio industrial. 

4* El termino de diez dias para observar la liquidación corre 
desde que se comunique á los socios. 

5° Cuando tos liquidadores son los mismos socios, y uno 
de ellos no acepta la liquidación formada por el otro, no 
puede decirse que esta baya sido acabada, y que haya em- 
pezado á correr el ténniuo de la prescripción. 

6" Para ello es necesario que el que esta conforme intime 
formalmente al que no lo está para que preste su conformi- 
dad ó deduzca sus observaciones. 

El tiempo en que los tribunales están cerrados, puede 
no contarse al efecto de librar al acreedor de las conse- 
cuencias de la prescripción, si cesada la clausura se presenta 
inmediatamente ejercitando sus acciones 380 

CAUSA XI. 

Don ErneMo Beulefuhr contra el Danco Hipotecario de Bue- 
nos Aires, sobre recurso de revisión. 

Sumario. — No ha lugar al recuiso de revisión contra una 
sentencia de la Suprema Corte sitió en los casos del art. 
211 de la ley de procedimientos 381 

CAUSA XII. 

Contienda de competencia entro el Juzgado Federal de ta 
Secciou de Dueño» Aires y él de Comercio de la misma Pro- 
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vincia en los autos seguidos por D. Pedro Sosa capitán del 
vapor <el Comercio del Rosario» contra sus armadores los 
Sres. Carvalho y de Asambuya, por cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario. — En el caso de ser demandada una sociedad a 
la que se lia formado un concurso, el juez competente para 
conocer de la causa es el juei provincial de comercio, aun- 
que osla corresponda por razón de ta materia á la jurisdic- 
ción de los tribunales nacionales.. 388 

CAUSA XIII. 

D. José A. Soage, contra D. Félix Ame, sobre arraigo. 

Sumnnt!. — No ha lugar al arraigo del juicio autorizado por 
el art. 55 de la ley de procedimientos, no estando justificado 
el i- rédito que se reclama por escritura pública ó por docu- 
mento fehaciente, y encontrándose domiciliado el demandado 
en el lugar en que se lia entablado la demanda 

CAUSA XIV. 

Contienda de competencia entre el Juez Federal de la Sección 
de Mendoza y el poder judicial de dicha provincia. 

Sumario. — 1* Toda cuestión de competencia entre los Jue- 
ces de Provincia y los de Sección debe ser decidida por la 
Suprema Corte. 

%> El Juez de Sección que ha proveído en el conocimiento 
de una causa en la que es competente por razón de las per- 
sonas, ordenando un embargo de un Tundo hipotecado, es el 
único competente en todas las demás cuestiones ejecutivas 
que se susciten sobre el mismo bien embargado, aunque por 
razón de la materia y de tas personas puedan ser de la com- 
petencia de los Tribunales Provinciales 304 

i CAUSA XV. 

D. Pedro Rosso, contra Perelli y C', por cobro de fletes 
y estadías. 

Sumario.— i Q Cuando en un contrato do netamente se 
acuerda un número fijo de dias corridos para la carga y 
descarga del buque, y en la carga se emplean lodos los con- 
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cotilos, los trascurridos iluranle la descarga, aun los inhábiles, 
deben abuttarsa como sobre estadías. 

3* El pago de siforeestadias es la indemnización de loe 
daños causadus al buque por la demora á que lo sugela el 
cargador. 

^ Los danos caucados durante la ni"™ son á rargn del 
que incurrió en ella, aun lus que provengan de caso fortuito. 

t« Una transacción en negocio de mayor cuantía no puede 
ser probada por solo testigos 3'J9 

CAUSA XVI. 

Criminal -El Curonel Don Ricardo Vera, inculpado de vio- 
lación de correspondencia pública pidiendo escarcelaciou bajo 
lianza. 

Solitario. —En el caso de un inculpado de violación de 
correspondencia pública, en el que la ptriia á imponerse es 
la de dos á seis meses de trabajos públicos ó una mulla de 
10» á 3D0 pesos fuertes, ó una y otra juntamente, puede 
acordárselo la encarcelación provisoria bajo fianza carcelera, 
cuandu consten ilel sumario circunstancias atenuantes y el aeu- 
saiit» haya sufrido ya varios meses de prisión i 1 ' 7 

CAUSA XVII. 

D, Vicente Casares é hijos contra Lavedan, Diluías jf O pot 
cubro ile lánchales. 

Sumti río.— 1* Los hechos espresados en la demanda y no 
contradichos en I» contestación, se estiman como confesados, 
sion.lo de tal naturaleza que deban necesariamente ser co- 
nocidos por el demandado. 

Los gastos de lanchases deben ser pagados por el con- 
signatario de las mercaderías. . ■ ■ * * ^Ml 

CAUSA XVI11. 

D. Kmilio ühapmv, contra IK U. Valle, Capitán del vapor 
tllelgrauo*, sobre pago de averías. 

Sumario, — No puede pedirse el arraigo sino con escritura 
pública ú otra prueba fehaciente * l * 
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CAUSA XIX. 



Criininal, contra D. Eduardo Solomnyor , D. Ncmccio Sosa 
por introducen-, y es^ndio da moneda fals, 

m^ttf' í 0liü i,c, ° i,íci,üla ** i"' esu » ,e " «i»»»; 

P r mwtíem el que e^da moneda dá deba presumí 

CAUSA XX. 

Jt F '° rencio 1 Ma,iero y D. José Gregorio Lexsma 

>Vi Hí imo.- 4 \ü puedo ¡HÍCiaríie ei(S( . ud0I1 shió fQn Jocii _ 
unto ufe coule, lg a una canlidud liquida de dinero, ó cuva 
Me de Iridación exisla en el mulo de obligación! ! m 

CAUSA XXÍ. 

Afro* Í ? é lm r° Aiegn ° COntr!1 ,a Pr(,vitlcia de nui ™ s 
Aire;,, sobre reivindicación de una finca. 

Smjg&rjfr fuá dentuda reivindicatoría, entablada con- 
tra un poseedor cuyo titulo emanada un concurso ya fenecido, 
no puede considerarse como incidente de él ni cae por con- 
fuíanle bajo h sanción del art. 12 de la ley de jurisdicción 
í competencia de l ÜS tribunales nacionales. 

La whcjtD.1 presentada ante el Poder Ejecutivo de una 
proveía e „ | a mm ( ¡ e |Jn dedara(|(|o ¿ 

senla ames de ocurrir al tribunal compéleme, no importa 
Oi«a demanda en justicia capaz de radicar el juicio; y equivale 
¡.«mplemente & los preliminares conciliatorios uue tienen lugar 
geoeralmenta entre particulares antes de entablarse una demanda. 

" La ley del congreso, por la que una provincia, consi- 
derada como persona jurídica, puedo ser demandada ante la 
" um * e,n3 Corte por individuos vecinos de otra provincia ó 
eslrangeros, no es resignante ni á la lelra ni al espíritu do 
m UmsliLucmri Argentina* no puede decirse depresiva de la 
j "gmdad y soberanía de las provincias, ni incompatible con 
1:1 WítópaadOncia de su administración inlema, v es oldrgaNirio 
en lodo el territorio do la nac ión, para tudas las autoridades 
lamo nacionales, como provinciales. 420 
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CAL'SA XXII. 

V. Cirios tt'alrrond, contra Ü. Stib:i>liun Carrion, sobre re- 
tención de una liura. 

Sumarlo. — l" Fenecido un juicio de reivindicación de un 
inmueble en favor del ador, el poseedor del fundo se con- 
vierte en un simple lenedor de la cusa. 

2° Este rio puede ejercitar el derecho de retención del fun- 
do en virtud de mejoras de las que no lia sido declarado 
acreedor, y sobre las que pende un juicio por reparado 419 

CAL'SA XXIII. 

Criminal, contra varios militares y particulares pur conato 
de sublevación y gü* tracción do presos sobre competencia. 

Sumar r'o.— i» La Constitución Racional al abolir lodos los 
Tueros personales, ha dentado los privilegios acordados pol- 
las ordenanzas del ejercito á los militares, en cuanto á los 
Jolitos comunes cometidos en actu de servicio. 

9° El art. V de Ja ley de U de Setiembre de 18u:¡ debe 
limitarse en su interpretación al caso en que concurra la 
jurisdicción nacional y militar en un mismo delito, previsto y 
penado en uno y otro código; y no debe aplicarse al caso 
de un delito común pemulu solamente por la ley uacioual, á 
pesar de ser comalido en acto de servicio 4T.a 

CAL'SA XXIV. 

Don Agu>iin Rapallo contra los Sres. Uenilo J. del l'uerto 
y C«, por Heles y estadías. 

Sumaria, — i" El capitán de un limpie que lia reconocido 
espontáneamente á una persona, como representante del car- 
gador no puede, so prelesto de no presentarle el conocimiento 
endosado a su favor» negar a la misma persona el derecho 
de recibir la carga. 

2 a El capitán de un buque no puede rehusar la entrega de 
la carga so pretexto do que no se le afianza el importe do las 
estadías, y le es por consiguiente imputable el tiempo trans- 
currido desde la negativa de la entrega 459 

CAUSA XXV. 

D. Saturnino Sánchez conlra D. Jorge Zenarmzn, sobre in- 
demiii/aciuu de danos, perjuicios é intereses. 
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Sumario. - La designación de lugar que se hace en un 
contrato para su ejecución, importa la elección hecha por los 
ronl rayentes de un dom ¡cilio especial al electo, é i m plica la 
estensiou de la jurisdicrion que pertenecía á los jueces de) 
domicilio real de las personas á los jueces competentes del 
domicilio elegido .••....•..>.•»<•■...>...■»»,.....,,,,,.. 4G«t 

Castellanos y C* contra Diaz y Lojo, por cubro de mercaderías. 
Sumario. — Quedando sin efecto el recurso de apelación, que- 
da también sin efecto la adhesión á él Jtí8 

CALSA XXVII. 

El Capitán del buque español « Paraguaya» contra D. Da- 
mián Castro y C", por cubro de fieles. 

Sumario. — 1" Cunleniendo el conocimiento la cláusula de 
ignorar el capitán el peso de la carga y no responder por 
derrames, no puede el can-ador exigir disminución de Dele 
por merma;:. 

2«* El arl. l-2'il del Código de Comercio no es aplicable 
cuando ti» sido Helada toda la bodega de un buque por una 
suma determinada, sin espresarse la especie de carga con 
que debe ser ocupada 470 

CAUSA XXVIlí. 

D. Fermín Laprade centra D. Josué Raynoui y O por co-^ 
bro de pesos. 

Suwfino. — 1" El contrato de compra-venta queda consu- 
mad'» por parte del vendedor con l.i entrega do la cosa en bs 
comiinones y de la calidad estipulada. 

2* Recibida y enajenada por el comprador la cosa vendida 
sin prolesia, tasación ni intervención judicial, <e. pierde lodo 
derecho á pedir la rescisión del coiilralo y la consiguiente 
indemnización de daños y perjuicios. 

3 o La declaración de un solo testigo no hace priicln en juicio. 

I* l*ara que el vendedor responda de los vicios de la cosa 
vendida, después de la eutrega, es necesario que aquella 
hayan sido ocultos ■ , • 4 ¿ Ü 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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TOMO QUINTO 
Segunda Serie, qur principia ron el auo úc ÍS',\ 

Ti 

BUENOS-AIRES 
Imprenta de Pablo E. Coni, calle del Peni 107. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



FILMS DE U SWIIU CORTE 

DE JUSTICIA NACIONAL 

CON LA RELACION DE SUS RESPECTIVAS CACSAS 



4 0%TI\r iGIO\ DEL tfO 1871 



Los Sres. Vicente Casares c hijo contra los Sres. Jorge 
tiell c hijos, sobre cobro de pesos. 



Sumario. — 1» Reconocidos los servicios que so cobran, 
y no habiendo convenio acerca de los precios, deben es- 
tos pagarse según la tarifa con arreglo al uso del co- 
mercio y á ta jurisprudencia constante do los tribunales 
nacionales. 

L 2° YA litigante que no ha tenido razón para litigar, debe 
ser condenado en las costas. 



í'aso. — Casares é hijo demandaron á Bell ó hijo por la 
suma do S t 80t $ m/c, importe de lanchage y acarreo da 
mercaderías, intereses, costos y costas. 



G 



KALLtíS DE L\ tílTREHA CORTE 



Corrido traslado Uell e hijo, contrademandaron á los ac- 
tores por 380 $ provenientes en cuanto á 50 $ por un 
acarreo del que los actores se hicieron responsable en 
un memorándum que acompañaron, y por los demás 330$ 
por importe de faltas en los efeclos venidos por los buques 
* Qltja i, i Arctureij » y i Gopernicu* » y mas por la re- 
baja del 20 por 0/0 sobre el lanchaje y acarreo en ta 
descarga del * Flor Star • . Dijeron respecto ü esta rebaja 
que ellos hicieron saber á los consignatarios del t Flor 
Star » que habrían rebajado un 20 por 0/0 sobre los pre- 
cios de tarifa. 

Conferido traslado do la reconvención, los actores admi- 
tieron In deducción de los 50 $, negaron las fullas opues- 
tas, dijeron que habían pedido los precios do uso y que 
no Jes concernía el hecho de haber los Sres. iíell avisad? 
¡í los consigna tn ríos del < Flor Star » de la rebaja que que- 
rían hacer los demandados. 

Se recibió la causa á prueba sobre la falta de los cfec-| 
k>s, la legitimidad do la rebaja y el precio do uso de 
lanchaje y acarreo del fierro galvanizado. Se recibió sobro 
estos dos últimos punios un informo de la Cámara Sin- 
dical de la líotsa y se dictó el siguiente: 

Fnilo del Jurz Sección ni 

Buenos Aires, Junio 'J tlií I87ÍÍ. 

Vistos, estos autos seguidos por los Sres. Vicente Ca- 
sares c hijos, contra los Sres. Jorge Iíell ú hijo por cubro 
do lanchages y acarreo, y resultando : 

4° Que están justificados las lanchages y acarreos o lí- 
jete de este juicio, puestos han reconocido los demanda- 
dos en su contestación. 
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á« i)ao los demandados opusieron las siguiuntos cscep- 
cioncs : i 1 Haberse cargado en la cuenta indebidamente 
el acarreo de cinco canastos llegados por el vapor «Don 



é los demandantes respecto á la descarga del buquo «KLor 
Star» quo no pagarían por lanchaje mas que lo que pa- 
gaban ú otros lancheros que rebajaban un 20 por 0/0 
sobre el precio de tañía ¡ 4* Cargar por el (ierro galva- 
nizado mayor cantidad que por la del zinc que es la que 
corresponde abonar, 

3o Que recibida la causa á prueba ú fin do acreditar 
los hechos en que se apoya la defensa, solo lian justificado 
los demandados haber hecho algunos reclamos por- falta 
do mercadurías, como lo confiesan los demandantes absol- 
viendo las [losiciones corrientes á f. , y como resulta 
del libro copiador do cartas según la compulsa de f. , 
sin que estén justificadas las mismas tallas, ó se haya 
comprobado en su defecto que habían sido reconocidas 
por los demandantes. 

4" Que estos han justificado con las declaraciones de 
los lancheros l). ítoberto llorvel, y Ü. Mariano Gutiérrez, 
que solo es costumbre general rebajar un diez por ciento 
lobre los precios do lanchages según tarifa, y no un veinte 
como lo pretenden los demandados, punto que está corro- 
horado por el informe de la Cámara Sindical de la Bolsa 
de Comercio que corro 4 f. -18. 

5 n Que está justificado igualmente por las mismas de- 
claraciones é informe anteriormento ciLulos quo el precio 
del lanchage del (ierro galvanizado os el do cuatro y medio 





en la cuenta de f, 1 
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Y considerando : I" Que reconocidos los servicios ([tic 
se cobran, toda ia cuestión queda reducida á averiguar si 
ios precios cargados son justos y si los demandados han 
justificado la reconvención que por las faltas dedujeron, 
puesto que si bien es verdad que la reconvención com- 
prende también por falta do un acarreo importante 50 $ 
m/c. habiendo sido reconocido por los demandantes, es- 
taba fuera de discusión, y como tal no fué comprendido 
<*n el auto de prueba. 

Que las faltas no han sido justificadas como su lia 
visto en ta primera parte de esta sentencia. 

3* Que en cuanto á los precios están justificados, como 
se ha visto en los resultandos, por las declaraciones de Jos 
testigos presentados por los demandantes, y por el informo 
de la Cámara Sindical, á lo que se agrega que están ajus- 
tados á tarifa, que es la regla cuando no ha precedido 
convenio, como es de pública notoriedad en el comercio 
y como está resuelto por la jurisprudencia constante de 
los Tribunales Nacionales. 

i n Oue por consecuencia los demandados no lian tenido 
razón para litigar, especialmente después que los deman- 
dantes reconocieron la obligación de descontar los 50 $ 
que los demandados reclamaban fundados en el memorán- 
dum de f. 6. 

Por estos fundamentos y con arreglo a la 
arl. 12U del Código de Comercio, fallo, 
los Sres. Jorge Bell ó hijos, á abonar á los Sres. Vicente 
Casares é hijos, dentro del término do diez, dias, el saldo 
que arroja la cuenta de f. Ja, menos los 50 $ ru/c. á 
que se refiere el primer considerando de esta sentencia, 
mas los intereses de Banco sobre la suma que resultare y 
á contar desde la notificación de la demanda y con decla- 
ración de que las costas de la recepción á prueba serán 
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á cargo de los demandados. Repónganse los sellos y 
notiflqudse con el original, 

Manuel /avale ta. 



He II é hijo apelaron y COj] cedido el recurso en relación 
se dietú el siguiente : 



Fallo de 1» Miiprenm « orle. 

Uuetios Aires AjíosÍu i't du 1H7X 

Vistos : Por sus fundamentos se confirma el auto de 
Toja cincuenta y una vuelta en la parto apelada, y satisfe- 
chas las costas por el apelante y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

Salvadou II. del Carbil. — Francisco 
Delgado. — José Hariios I'a- 
zos. — J. tí, Gcrostuca, — J. 

OuMINCUEZ. 
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I ALLU l>K LA SI PHK1IA CfJfU'I- 



Los $re¿. 




Casam e hijo 
íf hijo, por cnhro tle pesos . 



Sumario. — 1» No haciéndose observación respecto a los 
precios de una cuenta, deben considerarse acepladns. 

2° Aunque es do práctica que los lancheros cobren el 
carretaje con la sola descarga en el muelle de la aduana; 
sin embargo cuando los electos venidos por un buque so 
piden á despacho directo, el deber del lanchero es condu- 
cirlos á la casa del consignatario, y no haciéndolo, no 
lien o dcreclio a* cobrar el acarreo. 

3 o No pueden deducirse recia tu a c i o ríes por averias, no 
habióndoso practicado el reconocimiento judicial señalado 
por el art, 1246 del Código do Comercio, 



Caso. — Casares é hijo demandaron á Bell é hijo por el 
pago de 17,2;jl) § in/c, sus intereses y costas, proceden- 
tes de la descarga de mercaderías venidas á su consignación 

Corrido traslado, Itell é hijo dedujeron reconvención por 
5,788 £ rn/c. j ni porto do Jaitas en las merco ecias venidas 
por los vapores « Porteño » y i Olga », por averías de 3io 
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□lados íleje r 3S quintales alambre y fierro, y por el acarreo 
que los demandantes cobraban sobre efectos descargados 
en el muelle, del vapor * Donali * y que no llevaron, romo 
debían, a su corralón. 

Conferido traslado de la reconvención contestaron tos 
actores, diciendo respecto al acarreo que su deber se li- 

s, las averias y el derecho en los demandados de re- 
ís por haber transcurrido el término señalado, para 
el reconocimiento judicial, por los artículos Í2-iLi y 
del Código de Comercio. 

Los demandados presentaron una ñuta (irmada por los 
actores, y que fué reconocida por ellos, confesando haber 
fallado algunos efectos en la descarga del « Porte ña, » 

Recibidos dos informes de la Cámara Sindical de la Üúlsa 
y del Administrador de Rentas Nacionales' so dictó el si- 
guiente : 




lallo dfl Juez SeerLoiiAt. 



Unenos Aires, Junio ±2 de 1873, 

Vistos estos autos seguidos por los Sres. Vicente C 
res é hijos contra los Sres. Jorge Ikll c hijos, !por o 
do pesos procedentes de la descarga 
á la consignación de los demandados en 
res, cuyos nombres se detallan en la cuenta do f. í*, y 
resultando : 

V Quo los demandados reconocen oti su contestación 
que los demandantes desea ruaron electivamente las iner- 
rancias que so detallan en la cuenta de foja U, como 
igualmente que dichas mercancías les vinieron consi^ 
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alguna respecto á los precios que se les 



el derecho para 
á su consigna- 

m carros para su 
muelle de la Aduana, 




2^ Que solo niegan á los 
cobrar acarreo por los 
cion er. el vapor «Donatit, 
cha negativa, en que no se 
descarga, por haberse hecho por 

y eti que los erectos debieron ser conducidos ú su corralón 
particular por ser de despacho directo. 

3» Que así mismo dedujeron reconvención por los si- 
guientes objetos : 

1° Faltas de 65 barras y un atado fierro y 28 atados do 
Hejes, de los efectos venidos por el vapor * Porteño i, 
descargado á fines de Julio del año ppdo,, y cuyas fallas, 
según las cuentas de fs, 17 y 18 importan 4,728 # m/c; 
2° La cantidad do 10G0 m/c. importe de averías de 340 
atados llcjes y 38 quintales alambre y fierro, venidos todos 
por el • Olga », descargado casi al mismo tiempo que el 
• Porteña » . 

4o Que los demandantes se opusieron á la reconvención 
fundados en que los hachos en que se apoyan Bell c hijo 
son falsos, y en que aun admitida su exactitud, los carga- 
dores habrían perdido todo derecho a reclamo en virtud 
do no haber hecho practicar el reconocimiento prevenido 
en el art, 1240 del Código de Comercio, cuando hay dis- 
minución 6 avería. 

5* Que |los demandados acompañaron posteriormente Id 
ñola firmada y reconocida por los Sres. Vicente Casares é 
hijos, que corre á f. 35, y en la que los últimos confiesan 
que en Li descarga del vapor i Porteña * habian faltado 65 
barras de fierro, un atado do lo mismo y dos mas de 
Heje, los rjue se comprometían A abonar á los Sres. Jorge 

Bdl r. lujo. 
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Y considerando : 1* Que la demanda está justificada por 
la confesión de tos demandados , salvo en la parte relativa 
al acarreo de los efectos conducidos por el t Donati >, por 
cuanto los demandados han reconocido los servicios pres- 
tados por los demandantes, y no han objetado Jos precios 
(jue se les cobran, lo que, en los términos del art, 80 de 
la ley de procedimientos, debe estimarse como confesión de 
ser lus que se acostumbra pagar en este puerto. 

2" Que en la parle del acarreo de los efectos llegados 
por el * honatt», si bien el informo de la Cámara Sindi- 
cal do la Uolsa del Comercio (corriente á f. 43), es favo- 
rable á las pre tenciones de Casares al afirmar que es (le 
práctica que los lancheros cobran carretage por todo lo 
que se descargue por el muelle do la Aduana, aunque 
no su empleen carros, práctica fundada en las demoras y 
riesgos que corren las lanchas cuando están fondeadas en 
el muelle, sin embargo está justificado por el informo do 
Ja Aduana (fs. 40 y 47) que dichos efectos fueron pedidos 
á despacho directo, por cuya razón era un deber de los 
lancheros conducirlos al corralón de los demandados, pues 
no es de admitir que en tales casos se abone dos veces 
el acarreo. 

3° Que la reconvención por fallas en la carga del «Cor- 
teña » está justificada respecto ú Jos efectos contenidos en 
la nota do f. 35 por cuanto en ella se constituyen respon- 
sables, y porque no habiendo hecho observación respecto 
á los precios, deben considerarse aceptados, con arreglo 

;irl. 8f> do la Ley de Procedimientos. 

4« Que la reconvención en cuanto á los demás puntos 
comprendidos por Bell é hijo, no está justificada; jo, 
porque los demandantes niegan los hechos en que se apit- 
vn, y 2", porque no habiendo los demandados practicado 
al reconocimiento judicial de las averías, no podrian estas 



M 
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constatarse, ni liciten derecho, según el art hiili, para 
deducir reclama non do ningún género. 

Por estos fundamentos, fallo, condenando á los Sres, 
Jorge líell é li ¡jo a ahonar, dentro del termino tic diez días, 
;í Jos Srest, Vicente Casares o Lijos, la cantidad ile 17 t 2:J!l 
$ m/c, importe de la cuenta do I", I a , con deducción de 
la de H2'2 § de igual moneda, importe del acarreo de los 
electos venidos por el «Llonati», y del importe de 1¡is 
fallas reconocidas en la carga del • Portería * correspon- 
diente ú la cuenta de i'. 17 importante 3, IOS $ ni/e. y al 
pago de los intereses sobro el saldo a la tasa fjuu cobra 
el lia neo de la Provincia, y á contar desdo la demanda 
Kcpóngansj» Ins sellos y nntifiqueso con el original. 



Los Sres. Bell apelaron por no haber sido condenados 
en cosías los actores. 

Concedido el recurso en relación jíc dictó este: 



Vistos: Por sus fundamentos se confirma, con costas, 
el auto apelado de foja cincuenta, y satisfechas y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 



Manuel ZuvaUta. 




ifuenos Aires, Agosto 23 de 1873. 



Salvador M* del Cáhuil. —Fuan- 
ciscu Delgado. — Josk Rumos Pa- 
tos.—.!. 11, COHOSTIACA, — .1. Bo- 



•HINCt-EX. 
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Don Jos/ lil' Zavalia contra la Aduana de San Juan, 
sobre devolución de derechas de importación. 



Sumario. — Correspondo al Administrador do Aduana co- 
nocer de las reclamaciones por errores cometidos en las 
liquidaciones de los derechos de importación y exportación. 

Caso. — D, Josó M¡" Zavalla pidió ó la Aduana de San 
Juan el despacho de un fardo de género blanco. 

La Aduana calculó sobre el fardo Ja cantidad de 1017 J 
yardas. Zaballa pagó los derechos correspondientes y en- 
tabló demanda ante el Juez de Sección contra el Admi- 
nistrador de Rentas, esponiendo que et fardo no contenia 
sinó mil yardas y pidiendo la devolución de los derechos 
pagados sobro 17 | yardas. 

Dijo : que los derechos de importación y exportación 
deben pagarse con arreglo á la calidad y cantidad verda- 
dera introducida ó exportada ; que os una culpa cobrar 
derechos mas allá de los que mandan las leyes. 

El Juez pasó vista al íiscal quien pidió se declarara in- 
competente el juzgado por ser el caso rejido por el art. 53 
de la ley de contabilidad de 13 de Octubre de 1870 y cor- 
responder su GÓnocimienhi ;í la Contaduría 



ir. 
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Conferido traslado de la vista Iis:;a1 contesto /avalla qu.,- 
l.i ley invocada por ol fiscal no tenia aplicación en el caso; 
que no so trataba en este de un acto de administración 
sino de la devolución de derechos cobrados contra la ley, 
lo que constituye un caso de derecho común. 



Fallo drl 




San Juan, Agosto -í" tlr 1*711. 

Vistos: entre 0. José María Zavalla y el Fiscal, recl i 
mando el primero la 
derechos de importación por la 
Provincia, procedente de la manera de reducir las medi- 
das extranjeras, ron lo] escepcionad" por el Fiscal, y 
considerando i 

I o Que el Sr. Liscal ha deducido la escepcion de in- 
competencia del Juzgado para conocer en el presente re- 
clamo, fundándose en el art. 52 do la ley de contabilidad 
del año 70, que atribuye á la Contaduría General, el 
eximen , liquidación ij juicio de las cuentas de 
de los impuestos nacionales, y que el presente caso 
comprendido en aquella disposición por tratarse de cuenta 
do recaudación. 

-° Que la escepcion de incompetencia, atento el espíritu 
y testo do la ley y artículo, citado es bien fundada, á lo 
quo se agrega que está conforme con los arts. 297, 417 
y 418 do las ordenanzas de Aduana» atribuyendo á estas 
la facultadle la reducción do las medidas, por ol primero, 
y determinando en los últimos la manera de proceder y 
juzgar en los casos de errores por exceso de derechos, cuya 
ufrina nu ha siilu cumplida pop el reclamante. 
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Por estas consideraciones, fallo, y declaro que la pre- 
senil redamación esto Juzgado es incompetente ; debien- 
do el interesado ocurrir dando corresponda, y siendo do 
su cargo tai cosías de eslo incidente, llágase saber po- 
diendo notificar original lucra de la oficina y repónganse 
los sellos. 

Xatanad Morcillo. 

Zavalla apeló y concedido el recurso en relación, se 
dictó el siguienlo : 

Fallo de I* Suprema Corte. 

Buenos Aires, Agoílo 23 de 1873. 

Vistos : Correspondiendo al Administrador de Aduana 
conocer de tas reclamaciones por errores cometidos en las 
liquidaciones de derecho, con arreglo á los artículos 
cuatrocientos cuarenta y siete y cuatrocientos cuarenta y 
ocho de las Ordenanzas, devuélvanse previo pago de cos- 
tas y reposición do sellos. 

Salvador M. del Cáhuil. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — J. li. Gorostiaga. — J. 
Domínguez. 
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Los Señores Casa*, [¡afta y O», y fam y Fcrres con ¡Um 
Tomás Armtlrowji sobre tercería cachujcnic de dominio. 



Sumario. — K Cada estado tiene poder «elusivo de 
legislación sobre los bienes raices situados en su lerrilo- 
rio, y estos no pueden sur poseídos, adquiridos ni vendidos, 
sino conforme á las leyes ó estatuto real de la tierra donde 
estén ubicados. 

2<\ Las provincias do la Repúlilica son soberanas ó 
independientes entre ellas; por consiguiente, es aplicable á 
los contratos sobre bienes reales celebrados en una dé 

ellas con respecto á las demás, la disposición rmiMj; la 

en el Código Civil, art. 10, UL de los prelim, y 7">, cap. (I f 
tít. 1°, ecc. 3°, lib. 2. 

3", La protocolización de las escrituras de venta de 
bienes raices celebradas en país estranjero ó en otra pro- 
vincia, es necesaria p¡ira la tranquilidad del comercio y la 
seguridad de los contratos. 

4". En la provincia de Córdoba no tienen efe- lo jurí- 
dico las escrituras de venias de bienes raices no otorgadas 
6 no protocolizadas en la provincia. Aits. 7 y 8; Ley lti 
de Noviembre de 1800. 
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5». Las escrituras de venias de bienes mices que no 
contengan la cláusula del vonstitutn posesoria, no confieren 
la tradición ni el dominio de los bienes vendido*. 



Caso. — Cusas, BatTo y Correa, y Casas y Ferres do la 
ciudad de Meado™, entablaron ante el ju/gado de Sección 
de Córdoba, demanda ejecutiva por la cantidad de 11,001 
[tesos fuertes y 37 centavos, contra D. líen i lo Horda. 

Se siguió el juicio hasta la aprobación del remalo de 
unas fincas situadas en la provincia de Córdoba é hipote- 
cadas por itorda en garantía de los créditos do las referidas 
casas. 

En este estado, D. Luis Arzac dedujo tercería de dominio 
eseluyente sobre los referidos bienes. 

Dijo; que Dorda los habia vendido á D. Juan Bursaco 
anlt riormenlo á la mencionada hipoteca ; que [tursaco los 
habia vendido á él; que como sucesor particular de los 
derechos trasmitidos por Itorda á Üursaco, deducia su 
tercería sobre los mismos bienes ; que debia declararse su 
derecho y desembarcarse la propiedad que le pertenecía. 

Corrido traslado, contestaron los acreedores que no so 
debía hacer lugar á ta tercería. 

Dijeron; que habia vehementes sospechas de que fuera 
simulad» la enajenación de Dorda 4 Uursaco ; que aun siendo 
eíerta la enajenación, sus escrituras eran nulas por no haber 
sido hechas ante el escribano del lugar donde se encuentran 
los bienes vendidos; que estas escrituras no habían conferido 
á Arzac la tradición de los fundos, ta que es necesaria para la 
traslación de dominio, único fundamento de la tercería ; 
quo ñor lo tanto Borda pudo válidamente hipotecar sus 
bienes, sobre los cuales no existia anotado en el Ucgislru 
del Uio i<* ningún gravamen ó enajenación. 
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Falla del Juez de Seeeltn. 

Córduba, Abril 21 de 1873. 

Vista la tercería de dominio interpuesta por D. Guiller- 
mo A. Müyano como apoderado de D, Luis M, Arzac, en 
el juicio ejecutivo que por cobro de una deuda hipotecaria 
importante $f. 21,010 02} cts,, sigue 1). Manuel A. Saez 
en representación de los Sres. Correas y Casas, y Casas, 
Rano y C 1 contra D. Benito Borda. 

Resultando que el tercer opositor funda el dominio que 
alega, sobre la parte de los bienes embargados, en las escri- 
turas públicas de venta que tiene presentadas, de las cua • 
les una es de 29 de Marzo de 1870, otorgada en la ciudad 
del Rosario de Santa Fé por D. Benito Borda á favor de 
D, Juan Bursaco por ante el escribano D. Dalmiro Mo- 
yano; otra de fecha 2 de Julio del mismo año otorgada cu 
Buenos Aires por D. Félix Arzac como apoderado de Don 
Benito Borda á favor del misma señor Bursaco por ante 
el escribano D. Pedro De Agustín i, y la última de 23 de 
Diciembre del propio año, otorgada por D. Juan Bursaco 
también en la ciudad del Rosario de Santa Fé á favor de 
D. Luís María Arzac por ante el escribano D. Félix C. Mar- 
tínez. 

Y considerando que esas escrituras públicas de venta 
sobre bienes raices ubicados en la Provincia de Córdoba 
y estendidas en las de Santa Fé y Buenos Aires carecen de 
valor jurídico para trasmitir el dominio : 1° Porque es un 
principio de Derecho de Gentes que cada Estado tiene po- 
der esclusivo de legislación sobre los bienes raices situados 
en su territorio, de tal manera que, no podrán estos ser 
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poseídos, adquiridos ni vendidos, sinú conforme á la ley do 
la tierra, á la ley del lugar donde la propiedad oslé ubicada, 
U\r loci tcí ciíü?, sin distinguir ai tus individuos que tienen 
que ejercer derechos sobre esos bienes son naturales ó es- 
Iranjcros. Por eso al conjunto de estas leyes, se ha dudo 
jior les publicistas el nombre de estatuto reai } como pura in- 
dicar que tienen mas bien en cuenta Ja naturaleza de la 
cosa que el estado do la persona. V sabido es que el es- 
tatuto real so Tunda en el principio de la soberanía territo- 
rial que corresponde á cada Estado. — FuíIix, Derecho inl. 
privado, traducido al Español, Madrid, 1SGÜ, tíl. 1, página 
83 ; Wheaton, Elem. Üroit int. T part. 2, ch. 2, p. 3 ct pájf. 
400, 109. Slory, Conílict of laws, pp. 3Üi, 373, 42$, i«3. 
Massé, Droit Commercial, vol. 2", pp. 63 y siguientes. 
Principio que las leyes españolas que ñus han regido hasta 
antes del Código Civil, tenian reconocido y consignado en 
términos muy espresos (LL. 10, lít. 17, lib. 9, IV, y 16, 
tit. 12, lib. 10, N. Ü.) al establecer que cualquiera venta, 
trueque ú enajenamiento que se hiciera de bienes raices, 
se haga ante los escribanos del número de las ciudades, 
villas y lugares donde estuviesen las heredades que se ven- 
dieren ; y la L, 1% til, 25, lib. 4° de las Recopiladas con- 
cordante con la 7, tít. 23, lib. 10 de la Novísima, que pres- 
cribe 4 que en tudas las ciudades, villas y lugares de estos 
reinos donde hubieren escribanos públicos del número, que 
estus solos puedan usar dicho oficio, y que por ante estos 
solo pasen los contratos entre parles, y las obligaciones y 
testamentos, y no auto otros; y si ante otros pasaren, que 
las tales escrituras no hayan \¿ ni prueba >. Principio que 
el Código Civil también lia reconocido y consignado en los 
artículos 10, título I o de los preliminares y 75, cap. G°, 
tit. I ', Seo. lib. 2°; estableciendo en la última parto 
del artículo 75 citado, que los contratos otorgados en país 
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eslranjcro sobre derechos reates, * si por ellos se trans- 
fiere ol dominio de bienes raices en la República, la tradi- 
ción de estos no podrá hacerse con efectos jurídicos hasta 
que estos contratos se hallen protocolizados por urden de un 
Juez competente i. Que estas reglas y principios tienen la 
misma aplicación tratándose de provincia ú provincia dentro 
de la República, no solo porque en el sistema político que las 
rige, cada Provincia es soberana é independiente de las 
demás en su régimen interno, tiene por consiguiente dere- 
cho esclusivo para determinar sobre todo lo que concierne 
al estatuto real y dictar leyes de forma y procedimientos, 
sino porque según las leyes Recopiladas antes citadas, solo 
los escribanos del número de las citulades t villas o lugares en 
que las heredades que se vendieren estén situadas, son los 
únicos competentes para estender escrituras de venta do 
ellas con efectos jurídicos, y esas leyes son las que rigen 
únicamente el presente caso, porque eran las vigentes en la 
época en que las eserilurns de que se trola se otorgaron, 

2 rt , l*orquc si se admitiesen como válidas y con efectos 
jurídicos las escrituras do venta de bienes raices que so 
lucieran en cualquier país cslraiijero ó provincia sin proto- 
colizarle ó hacerse constar en aquella donde los bienes 
raices están situados, nadie estaría seguro de su propiedad, 
ni tendría tus medios posibles, al adquirirla, para averiguar 
si etia estaba ya gravada ó enajenada, lo que seria contrario 
á la razón y á la moral mas vulgar. LL. 1 y 2, til. W, 
lili. 10, S. II. concordante con la L* 3, lit. 15, lib. 5 déla 
Recopilación y Auto 21, lib. tít. 0, Recopilación, 

Considerando por otra parte que aun en la bipútesis que 
las escrituras presentadas fuesen válidas, ellas, según consta 
de su tenor, no lian conferido el dominio que el tercer 
opositor alega tener sobro los bienes raices á que ellas so 
rdieren ; porque el dominio solo se adquiere por la tra- 
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dicion en la furnia prescrito por la ley de la cosa comprada 
ú de cualquiera olra muriera adquirida , y nuestras leyes 
(IX. 50, lít. 18, y 8* y i)\ ül. ¡JO, P. ó 1 ') prescriben que 
la escritura de venta do bienes raíces para que im jnirlf» 
tradición o entrega dé la cosa vendida, es necesario que 
contenga la cláusula llamada de constitulo posesorio pe la 
L. uü antes citada, espono asi: * [i otrosí otorgó al com- 
prador do suso nombrado libre é lleven poder pm entrar 
en tenenvia de aquella c»sa sobredicha que te rendt^ sin otor- 
gamiento de Juez, ú de olra pcrsuiiu cualquier ; cláusula 
que no se encuentra en las escrituras otorgadas por Don 
Ituiiilo Horda, y sin la cual no se lia conferido el dominio 
desde que no se lia dadu la posesión, viniendo por lu lanío 
dichas escrituras á importar únicamente un titulo de ad- 



iároslos fundamentos, falló, declarando no haber lugar 
á la tercería de oposición interpuesta, y mandando se lk-\o 
adelante la ejecución, llágase súber y repulíanse lus 
sellos. 

Su i tintino M, Las¡>iur, 

Arzac apelo, y concedido el recurso libremente, I). To- 
más Armslrongj cesionario do él, esp rosando agravios pidió 
se revucara el auto apelado. 

Dijo: que con arreglo al Código Civil los contrates refe- 
rentes á trasmisión de bienes inmuebles deben hacerse p i 
escrituras públicas pero en cualquier lugar; que las le\es 
antiguas ciladus por el juez a quu se referían al antiguo 
derecho de alcabala ; que las disposiciones del Código Civil 
citadas también por la sentencia, se refieren á contratos 
lieclios en países extranjeros y no en las varias provincias 
de la IU-púbhca ; que Jos jueces no pueden declarar oirás 
nulidades que las señaladas en el Código; que per úllium, 
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el titulo hipotecario do los Sres, Corroa ¡y Casas, Rnfíb y C*, 
es posterior A sus títulos de venta. 

Conferido traslado, contestaron los acreedores pidiendo 
la confirmación de la sentencia apelada. 

Dijeron; que no mediando la tradición no liay trasmisión 
de dominio posible ; que Arzac no tenia tat dominio sino 
tan solo un derecho de adquirir; una acción personal; que 
las prescripciones de las leyes citadas por la sentencia, de- 
terminan la forma de la trasmisión do dominio y garanten el 
comercio previniendo los fraudes; y no se refieren únicamente 
al pago de un derecho fiscal ; que no se puede desconocer 
la jurisdicción privativa de las provincias argentinas respecto 
A las leyes de forma ; que el juez a quo no ha declarado 
ninguna nulidad sino tan solo la inhabilidad de los títulos 
para traslerir el dominio. 

Se pidió también por Borda la revocación de la sentencia. 

Dijo ; que las enajenaciones hechas á Arzac fueron váli- 
das; que los inmuebles ejecutados pertenecían á Bur/.aco 
desde el 20 de Marzo do 1HT0; que su apoderado La- 
for^ue quien los hipotecó, no pudo hacerlo en 2!) de Agosto 
del mismo año, habiendo sido prevenido quo ya no perte- 
necían ú Borda. 

Señalado el ilia para la vista y notificadas las partes, los 
acreedores hipotecarios presentaron escrito diciendo haber 
recien conocido que habia una ley de ta provincia de Ur- 
iloba de Noviembre 10 de IKítfl, decisiva en su favor; pi- 
dieron so librara oficio al juez federal ó al gobierno de la 
provincia de Córdoba para que informaran sobre la exis- 
' lencia de dicha ley. 
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Fallo de I» flupren» forte. 



Buenos Aires, Seliembns 6 de i 873. 

Vistos : Por sus fundamentos y con arreglo á los artí- 
culos sétimo y octavo de la ley de la provincia de Cúrduba 
de diez y seis de Noviembre de mil ochocientos sesenta y 
nueve, que se registra en la página quinientos ocho del to- 
rno segundo de ta compilación de leyes de dicha provincia, 
se confirma con costas la sentencia apelada de foja sesenta, 
y satisfechas estas y repuestos los sellos, devuélvanse; de- 
biendo reponerse el sello del contrato de foja ciento y seis, 
que está en papel correspondiente de la provincia de Santa 
Fé, con el de actuaciones. 

Salvador M. del Ca nn i l.— Francisco 
Delgado.— José Barros Pazos. 
— J. B. GoRosTHCA— J. Domínguez. 
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CAUSA C. 



Criminal, contra los autores del atentado contra la vida del 
Presidente de la República : Incidente softre 



Sumario. — 1° El atentado contra la vicia del Presidente 

de la República es un crimen que no lia sido definido ni 
penado por la Conslitucion ni las leyes del Congreso. 

5" La Constitución y I ns leyes del Congreso son las 
fuentes de donde emana la jurisdicción de los Tribunales 
Nacionales. 

íi° Elabria gran dificultad y sumo peligro en dejar á los 
Tribunales Nacionales la facultad de establecer lo que cons- 
tituye un delito contra la Nación, cuando la ley no lo ha 
definido esprcsauienle, 

4" Ks mas seguro limitar la jurisdicción do los Tribu- 
nales Federales, en las causas criminales, a" los delitos 
definidos y penados por la ley nacional, y á los casos 
comprendidos dentro de la jurisdicción espesamente con- 
cedida por la Constitución. 

5<> Es preferible que los atentados contra la vida ó la 
persona del Gefe Supremo do la Nación, que debieran es- 
lar bajo la protección de los Tribunales Nacionales, queden 
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sujetos, por Talla de ley, á la jurisdicción ordinaria de los 
Tribunales de la Provincia en cuyo territorio so hubiesen _ 
cometido, antes que consentir que los Jueces Nacionales 
asuman el poder lejislalivo. 

Caso. — En 25 do Agosto del año 1873 el Procurador 
Fiscal de la sección do Buenos Aires se presentó anto el 
Juez Nacional esponiendu i 

Que siendo de notoriedad pública que se había come- 
tido un alentado contra la vida del presidente de la re- 
pública, 1). Domingo Y. Sarmiento, cometiéndose un delito 
contra la seguridad de la Nación, cuyo conocimiento cor- 
responde ú ja Justicia Nacional con arreglo al art. 3, 
inciso 3' do la Ley de U de Setiembre de 1803 que re- 
glamenta esa jurisdicción, creía de su deber pedir y pedia 
que el Juez avocase el conocimiento de la causa que 
debia haber iniciado la Policía, ó instruyese el correspon- 
diente sumario para la averiguación del hecho y castigo 
de sus autores, prestando á este asunlú la preferente aten- 
ción que su estremada gravedad requería. 



del JMipíe «I» 1 



Huenos Aires, Agoslu 2ti de Í8"3. 

Por presentado, — Considerando : I" Que el alenladu 
contra la vida del Gefe del Estado no constituye ninguno 
de los crímenes ü que se refiere el articulo Í% inciso 3° 
do la Ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribu- 
nales Nacionales, por cuanto en osle último solo se com- 
prenden los que han sido definidos y penados por una 

como se comprueba clara men- 
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te por el contexto mismo del citado inciso en el que, 
abrazándose en términos generales lodcs los crímenes co- 
metidos en violación de las leyes nacionales, se citan 
como ejemplo los que fu r man la h parle de la < Ley de- 
signando los crímenes cuyo juzgamiento com|iele á los 
Tribunales Nacionales » . . . . 

2 & Que por criminal y atentatorio que sea el hecho á 
que se refiere la precedente vista fiscal, él no constituyo 
en el sentido jurídico de esta palabra « un delito contra 
la seguridad de la Nación, » por cuanto si bien pueden 
tener este alcance lus términos jcnerales de la I» parte 
del inciso citado, cllus se bailan circunscritos pnr los sub- 
siguientes á los delitos comprendidos en la otra ley de 
la misma fecha, dictada para designar lus delitos de com- 
petencia nacional. 

Y 3 o Que ni en esta última ley ni en ninguna otra 
nacional se lia previsto este delito, por fo que no hay 
competencia nacional; — por estos fundamentos, no lia lugar 
á avocar el conocimiento de esta causa como lo pide el 
Procurador fiscal. 

Cfjarriza. 

Habiendo apelado el Procurador Fiscal, la Suprema 
Corte, para mejor proveer, dio vista al Sr. Proctiradur 
l'.encral quien la evacuó diciendo: Que cree errünea la 
doctrina sentada por el Juez de Sección en su sentencia, 
de la cual resulta que los Tribunales Nacionales no tienen 
jurisdicción para prolcjer la vida del Presidente do la 
República j y que aunquo tienen autoridad para castigar 
á los que le hacen guerra abierta, no tienen para castigar 
ú los asesinos ocultos que atenían contra su vida. 

« El Juez no ha encontrado en las leyes sancionadas por 
el Congreso una «jue defina este delito. El no está en 
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efecto especialmente designado, pero lo está indudable- 
mente en términos genera les. 

* El arl. \A de la lev pena! dice que son reos do re- 
belión los que intentan ileponer al Presidente de la Na- 
ciun, despojándolo do su autoridad constitucional, \ ¿qué 
medio mas eficaz hay de deponer un Presidente y des- 
pojarlo de su autoridad, que matarlo? el mas eficaz y el 
mas criminal y alruz. 

p 

* El Juez, lia creiilo que si los asesinos se hubieran li- 
mitado á gritar > muera el Presidente, él ¡minera tenido 
facultad para juzgarlos ; pero desde que le dispararon 
un trabucazo, esa facultad ha cesado, A estos absurdos 
conduce la doctrina establecida en la sentencia, que V. E. 
no puedo d^jar pasar, sin eorrejirln. 

Pero creo también que las nmelusioncs del Fiscal no 
son legales. Porque es indudable que los Tribunales de 
la Provincia tienen plena jurisdicción para conocer da los 
crímenes particulares que se cometen en las calles de 
Rueños Aires, cualesquiera que sean las personas objeto de 
elloá; y habiendo prevenido \ entrado á conocer de esta 
causa, como un asesinato frustrado, no hay razón para 
privarles do la jurisdicción que les corresponde, á protesto 
de que también la tienen los Tribunales Nacionales ; por- 
que entra jueces competentes, el que previene en la causa 
es el que debe seguirla y sustanciarla. 

En esta virtud pido á V E. que declarando la compe- 
tencia de los Tribunales Nacionales en casos semejantes, 
se sirva no hacer lugar á la petición del Fiscal por ha- 
ber prevenido los Tribunales de Provincia. 

Duchos Aires, Agoslo 29 de 1873. 

Francisco Pico. 
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Hílenos Aires, Setiembre de 1873. 
Vistos y considerando : Primero, Que el aten lado come- 
tido en esta ciudad, contra la vida del Presidente do la Re- 
pública, es un crimen que no ha sido definido ni penado, 
por la Constitución ni las Leyes del Congreso, ijue son 
las fuentes do donde emana la jurisdicción de los 
nacionales. 

Segunda, Que no está comprendido enl 
enumerados en el articulo tercero, inciso tercero de la 
ley sobre jurisdicción y competencia de ios tribunales na- 
cionales, que puedan cometerse en el territorio de Jas 
Provincias en violación de las leyes nacionales, y que 
dan ta soberanía y seguridad de la Nación ; por no 
el sido previsto por la ley nacional de catorce de 
tiembre do mil ochocientos sesenta y tres, al hacer la de- 
signación de esta clase do delitos y establecer su 

Trrctro, Que tampoco es aplicable al 
la disposición del articulo calorco, inciso segundo de la 
precitada ley penal porque en el crimen cometido no 
puede decirse que ha habido rthdkn % puesto que no ha 
habido alzamiento público, ni abierta hostilidad contra él 
Gobierno Nacional, con alguno du tos objetos allt es- 
presados ; circunstancias que son esenciales para la califa 
cacion de este delito. 

Cuarto, Que habría gran dificultad y sumo peligro en 

lo que constituye un delito contra la Nación, cuándo la 
ley no lo ha definido espresamente ; y que es mas seguro, 
como dice el jurisconsulto Kents, en sus comentarios 
sobre la Lejislacion Norte-Americana, limitar la jurisdie- 
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cion do ellos, en las causas criminales, á los delitos de- 
finidos y ponadns por la ley nacional, y á los casos que 
eslan comprendidos dentro de la jurisdicción espresamen- 
te concedida por la Constitución. 

Quinto, Que no [Midiendo en consecuencia, estable- 
cerse por interpretación» !a jurisdicción de lus tribunales 
nacionales, sobre crímenes y delitos nn definidos ni pe- 
nados por la Constitución y leyes nacionales ; es pieleri- 
blc, (]ue alentados como el presente, contra la vida ó 
la persona del fie fe Supremo de la Nación, míe debieran 
estar l>ajn la protección de los tribunales nacionales, que- 
den sujetos por falta do ley á la jurisdicción ordinaria de 
los tribunales de la Provincia, on cuyo territorio se hu- 
biesen cometido, antes que consentir que lus jueces na- 
cionales asuman el poder lejislaüvo ; usurpación que trae- 
ría mas males en si misma, que los actos criminales que 
tuviese por objeto reprimir, y que seria mas perjudicial 
á los intereses nacionales que el acto de respetar el de- 
re cli o y el deber del Congreso, para incluir en los tér- 
minos de la ley penal, los crímenes contra la Nación 
que deban ser castigados y sujetos á la jurisdicción do 
los tribunales nacionales. 

Por estos fundamentos, y los enumerados en el auto 
apelado de foja una vuelta, se con Tirina la resolución que 
en él se contiene, no haciendo lugar al avocamiento pe- 
dido por el Procurador Fiscal, del proceso instaurado 
para la averiguación y castigo de los autores y cómplices, 
del atentado cometido contra la vida del Presidente do la 
República. En consecuencia, devuélvanse estas actua- 
ciones. 

SALVAnon M. nía Carril. — Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos. — 
J. B. Gorostiaga. — i. Domínguez. 
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Crimina/, contra Carlos Puelman (prófugo) y Pedro Huma*, 
por falsificación de moneda. 



Sumario. — 1* Los actos de fabricar, introducir ó es- 
pender moneda falsa constituyen el delito de falsificación 
de moneda. 

2* A los cómplices en este delito se les impone una 
pena menor que á los autores. 

3° Mucho mas si La complicidad es posterior á la fa- 
bricación. 



Cato. — Carlos Puelman y Pedro Dumas fueron proce- 
sados ante el Juzgado Federal de Buenos Aires, por el 
delito de dorar monedas de plata para hacerlas circular 
como oro. 

Los procesados fueron tomados en el momento en que 
Puelman iba á entregar á un individuo desconocido una 
moneda dorada con La apariencia de una onza de oro, 
la que dejó en poder de su dependiente Dumas, mientras 
él entraba á un café en busca del mencionado individuo. 
Sorprendidos por la Policía, Dumas largó al suelo la mo- 
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ncda falsa y trató tle ocultarla. Mientras se siguió la 
causa, Puelman fugó de la Cárcel. 

Tramitado el proceso, se dictó el siguiente: 



Fallo del Juez Seccional. 



Buenos Aires, Julio ¿ de 1873. 

Y vistos: estos autos seguidos contra Oírlos Puelman 
(prófugo) y Pedro Humas por falsificación de moneda y 
resultando contra este último, que siendo dependiente del 
primero tenia eunocímienlo du que se ocupaba de dorar 
monedas de ¡data según resulta de su propia declaración 
a f..,, y lo acompañó además á Puelman hasla el café á 
donde iba á entregar a un individuo una moneda dorada 
con la apariencia de una onza de oro, haciéndose depo- 
sitario de ella hasta el momento oportuno, y tratando de 
ocultarla cuando fué prendido con la moneila falsa en su 
poder, y considerando : 

i° <Jue constituyendo el delito do falsificación de mo- 
neda, según el concepto del art. 60 de Ja ley penal, ]*s 
actos de fabricar, introducir ó espender la moneda falsa, 
se halla comprendido en este último caso ei acto ejecu- 
tado por Puelman al ir á entregar á otro una moneda 
falsa habiendo concurrido á él Humas siendo depositario 
de la moneda y tratando después de ocultarla. 

2o Que no estando comprobado que Humas hubiese to- 
mado parte en el dorado de las monedas, su culpabilidad, 
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tal cual resulla de los autos se limita á sti complicidad con 
Puelman en el acto de la circulación, 

3o Que no obstante que en el artículo citado no so esta- 
blece distinción alguna entre los cómplices en materia de 
falsificación, es una regla <le jurisprudencia acoplada por 
los tribunales, la de imponer ti estos últimos una p n na me- 
nor mucho mas cuando, como en el caso présenlo, la 
cooperación de Humas era posterior al hecho de la fa- 
bricación de la moneda, y su complacencia, criminal siem- 
pre, puede recibir atenuación en su calidad de dependiente 
del principal actor. 

A" Que concurren además como circunstanciáis atenuan- 
tes la poca importancia de la cantidad falsificada á cuya 
circulación concurrió y que no hubiese tenido electo esla 
última. 

Por estos fundamentos, fallo, declarando a" Pedro Dumas 
confeso y convicto de complicidad en el delito de espender 
moneda falsa con curso legal en la Nación, y de acuerdo 
al art. 60 de la ley penal, y considerandos que dejo con- 
signados, lo condeno á la pena de dos años de trabnjos 
forados y á una multa de cien pesos fuertes, la que será 
convertida en caso de no hacerse electiva en trabajos 
forzados de acuerdo al cómputo legal , y debiendo deseen- 
larse de su condena la mitad del tiempo que lleva sufrido 
de prisión, llágase saber, repónganse los sellos y sus- 
pendiéndose el procedimiento en cuanto al prófugo Carlos 
Puelman, líbrese orden á la Policía, recomendando su cap- 
tura. 

Amlré* Ugarriza 



Habiendo apelado el defensor, se dictó este 



DE JUSTIGíA NACIONAL. 



Fallo «te In Suprema Corte. 

Rueños Aires, .Setiembre 11 de 1873, 

Vistos : con lo espuesto y pedido por el señor Procu- 
rador General y por sus fundamentos, se confirma la sen- 
tencia apelada de foja cincuenta y ocho, y devuélvanse. 

Salvado» M. del Carril. — Fran- 
cisco Helgado. — José Barros 
Pazos. —J. Ü. Gorustiaga. — J. 
Domínguez. 

I 



CAUSA Cil- 



la Municipalidad de la ciudad de Buenos Aires contra 
D. Jacinto Febres de ñov\ra % sobre rescisión de un 
contrato.— incidente sobre personería. 

Sumario. — La calidad de Administradora de los edificios 
y terrenos de Palermo que corresponde á la Municipalidad 
de la ciudad de Buenos Aires, comprende la facultad de 
presentarse en juicio solicitando lo que crea convenir á 
esos bienes. 
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Cato—Ün 17 de Junio ríe 1873, el Procurador <le la 
Municipalidad do la ciudad de Dueños Aires, administra- 
dora de los edificios y terrenos de Palermo, se^tin las 
leyes de 2 de Noviembre de 1SG7 y 7 de Octubre de 1N70, 
demandó ante el Juez de Sección la rescisión del contrato 
de arrendamiento que la Municipalidad de Belgrano habm 
celebrado con D. Jacinto Febres de Kovira, en la época 
en que aquella administraba esos terrenos. 

La demanda so fundó en que Hovira liabia dejado de 
pagar mas de dos mensualidades seguidas. 

Corrido traslado, Febres de Rovira promovió articulo 
de falta de personalidad en el demandanto ; dijo que ci 
contrato no había sido celebrado con la Municipalidad de 
la ciudad sinó con la de Belgrano, la única que podía 
demandarlo; que la Municipalidad do la ciudad había 
á administrar recien en Noviembre de 1862. 



Fallo del «fufe de Sección. 



Buenos Aires, Julio 20 de 1873. 

Y vistos, estos autos en lo relativo al incidente promo- 
vido por la parte de Febres de Uovira contra la Municipali- 
dad de esta ciudad por defecto de personería. 

Y considerando: I o Que la demanda de la Municipalidad 
es tendente á obtener la rescicion del contrato ue arren- 
damiento que, por acuerdo del Gobierno Provincial, celebró 
Rovira con la Municipalidad de Uelgrano, del edificio y 
terrenos adyacentes de Palermo, cuyo contrato pasó en 
una época en que Palermo estaba comprendido en los 
limites jurisdiccionales de la Municipalidad de Belgrano 
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quien estaba al mismo tiempo encargada de su adminis- 
tración. 2 Ü Que posteriormente por Ley do 3t de Octubre 
de 1807 se eslendieron los límites de la Municipalidad de 
la ciudad quedando en eilos comprendidos el edificio y 
terrenos de Palermo, y que finalmente la administración 
do estos últimos fu ó entregada por el Gobierno por decre- 
tos posteriores. 3 o Que ya sea que esta traslación haya 
tenido lugar recien en 13 de .Noviembre de 1872, como 
lo sostiene Ho\ira t ó en 31 de Mayo del año anterior como 
pretende el procurador Municipal, es evidente que en la 
época de la demanda (Junio 17 de 18735 la Municipalidad 
de ta ciudad era administradora de los terrenos arrendados. 
A» Que la ley do Setiembre tí de 1808 que determina la 
inversión do los producidos de Palermo no afecta en nada 
las facultades de los administradores de esos bienes a" quie- 
nes solo impone la obligación de llevar cuenta separada 
de sus productos. 5" Que la calidad de administradora 
que corresponde á la Municipalidad de la ciudad com- 
prendo la facultad de presentarse en juicio solicitando lo 
que crea convenir á los bienes que le están encomendados 
y l>» Que on oslo concepto es innegable su personería 
para solicitar ta rescisión del contrato no obstante que este 
último hubiese sido celebrado con la Municipalidad de 
Delgrano, desde que esta última lo celebró en su calidad 
de administradora y posteriormente la de la ciudad ha ve- 
nido á ser su ceso ra de esta calidad. Por estos fundamentos, 
tallo, no haciendo lugar á la eseupcion deducida por la 
parle de Kovira quien deberá contestar derechamente á la 
demanda entablada por el procurador Municipal en el tér- 
mino de la ley. llágase saber y repónganse los sellos. 

Andrés L'garriza. 



Habiendo apelado Hovira, se dictó este 



38 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Buenos Aires ( Setiembre 11 de 1873. 

Vistos: por sus funda meo ios, se confirma, con costas, 
el auto apelado de foja treinta y cinco, y 
tías y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Francisco 
Delgado,— José Barros Pazos.— 

J. B. GoROSTIAGA. — J. DOBINGL'EZ. 



CAUSA CU!» 



Jourdan y Tronchan contra D> Bernardo Pondal, 
por cobro de pesot. 



Sumario.— Tanto en lo civil como en lo mercantil es 

espresamente prohibido á los jueces suplir de oficio la 
escepcion de prescripción. 

Cato.— El Dr. D. Luis Fasulos, en representación de 

D. Alejandro Jourdan y D. Aquilea Troochon, demandó en 
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Mayo 29 de 1873 anle el Juez Federal de Buenos Aires, 
ó D. Bernardo Pondal la cantidad de 5,585 £ m/c. que 
dijo deberles provenientes de artículos de tienda suminis- 
trados para su uso particular, acompañando la cuenta de- 
tallada do esos artículos, cuya primera partida tiene fecha 
Junio 5 de 1809 y la última Julio 30 de 187!. 

En rebeldía del demandado el Juzgado llamó autos y 
pronunció el 



Fallo del Juh d« 



Buenos Aires, Junio 2i de 1873. 

Y vistos, estos autos en rebeldía del demandado D. 
Bernardo Ponda!; y considerando: I o Que la cantidad 
que se demanda es procedí? nte de efectos de tienda sumi- 
nistrados por el demandante para uso particular del de- 
mandado, según se espresa en la demanda de f. 3, y se 
por el detalle de la cuenta de f, i*; y 2° Que 
aparece de esta última la mas nueva de las partidas 
que la componen, es de una fuclia de mas de un año 
antoriur á Mayo de 1873 en que se entabló la demanda, 
Por estos fundamentos y de acuerdo a" los artículos 185 de 
la Ley do Procedimientos y lG r ¡no. 4 ffl , líL 2 o , Lib. 4<\ 
Secciun 3* Código Civil, so declara libre al demandado 
de la demanda entablada contra él por D. Alejandro Jour- 
d;in. llágase saber y repónganse los sellos, precediéndose 
en lo demús como lo proviene el articulo cíenlo noventa 
de Ja Ley de Procedimientos. 

Ugarrixa* 
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De esta sentencia apeló el demandante y e) recurso se 
le concedió libremente. 

Espresando agravios, dijo: que ta sentencia era injusta 
y nula por cuanto el Juez suptia de oficio la escepcion de 
prescripción, violando Jas leyes del titulo 22, V d . 3 1 , art. 
18, título 1°, Sec. 3\ lib, 4° Código Civil y la jurispru- 
dencia romana, concordante con las leyes citadas. Que 
por otra parte no es el Código Civil sinó el de Comercio 
el que debe aplicarse al caso, el cual en el art. 1004 se- 
ñala el término de dos años para esta clase de prescrip- 
ciones. Pidió á la Suprema Corte que revocara la senten- 
cia del inferior y resolviera la causa conforme á la demanda. 

Fallo de !• Suprema C'ort*. 

Buenos Aires, Setiembre 11 de 1873. 

Vistos: considerando que es espresarnente prohibido á 
los jueces, tanto por el Código de Comercio, articulo nove- 
cientos noventa y nueve — como por el Civil, artículo diez- 
y ocho título de la prescripción, suplir de oñcio la escepcion 
de prescripción — se revoca el auto recurrido de toja trece 
vuelta, y satisfechas las costas, devuélvanse para que el 
Juez de Sección proceda con arreglo & los artículos ciento 
ochenta y cinco y ciento ochenta y seis de la ley de 
procedí mientes. 

Salvador M. del Carril.— Francisco 
Delgado. —José Barros Pazos. — 
J. B, Gorostiaca.— J. Domínguez. 
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CU SA C2IY. 



D. Leopoldo Guerra con D, Alejandro Paz, por cobro 

de pew. 



Sumaria. — La falta de aceptación por parle del deudor 
de la cesión del eiv.lílo hecha por el acreedor, no tiene 
por efecto la nulidad de la cesiun, sinó que el deudor 
tenga el derecho de opnner al cesionario, todas las cscep- 
ciones que tuviese contra el cedente, aun las meramente 



Caso. — En 1" de Setiembre de 1870, 0. Ezequíel N. 
Paz, del Rosario de Santa-Fe" giró una letra do cambio 
por fies. 2U0G ú la orden do Lamas Regúnaga y O y á 
cargo de Ü. Alejandro l'az, vecino de Buenos Aires. 

La letra fue endosada por Lamas Regúnaga y C* á favor 
de U. José Siclics, y por este ¿ la órden del Banco de 
Londres y Rio de la l'lata, quien la protestó por falta 
de [trigo. 

Devuelta la letra á Lamas Regúnaga y C\ estos, con 
feclia 7 de Noviembre do 1870, apoderaron á D. Jacinto 
Üarvié para que cobrase de D. Alejandro Paz el valor de 
la mencionada letra con intereses, costas, recambio etc. 

T. V- 4 
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Iniciada la ejecución, y después de resuelto un inciden- 
te sobre competencia, se dictó por el Juzgado auto de 
solvendo, y posteriormente mandamiento de ejecución, el 
cual, notificado á Paz, presentó á embargo créditos por 
una suma mayor que la reclamada, que estaba ejecutando 
ante el mismo Juez de Sección, contra Lamas llegó naga 
y C* ; pero no habiendo sido aceptada por el ejecutante 
esta manifestación de bienes, ei Juzgado, con fecha Se- 
tiembre 21 de 1871, mandó que se trabase ol embargo 
do bienes en el úrden que establece el art. 2Ü8 de la 
ley de procedimientos. 

Con fecha 30 de Setiembre de! mismo año, 1). Leo- 
poldo Guerra, cesionario de la razón Lamas Hegúnaga y 
C\ en virtud de un convenio celebrado ante escribano 
público en 21 del mismo mes, dió poder a U. Félix 
Arzac para que to defendiera en lodos los asuntos pendien- 
tes ante la justicia nacional de Buenos Aires. 

En virtud de este poder I). Félix Arzac so presentó 
pidiendo se le tuviera por parte en representación de Guerra 
y denunciando bienes para el embargo. 

Kl juzgado, con fecha Oetubro li, ordenó que D. Ale- 
jandro Paz manifestara su conformidad ó disconformidad 
á la cesión mencionada; y habiendo Paz man i fes la do que 
no estaba conforme, el Juzgado declaró que Arzac no 
era parte en el juicio. 

Con fecha 23 de Noviembre de 1871 L). Félix Arzac 
había soslituido en el procurador Sagasta el poder que 
tenia de Lamas Kegúnaga y Ca, y esto a" su vez lo soali- 
luvó en l>. Gustavo Üessein con fecha 30 do Julio 
de 1872. Con esto poder se presentó Ucssein denun- 
ciando bienes del ejecutado. 

El Juzgado ordenó se acompañara testimonio del poder 
conferido á Arzac por Lamas Regúnaga y C», Da éi re- 
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sulla que babia sido otorgado por 0. Kamon Regúnaga 
con fuclia 28 de Octubre de 1871 á nombre de la razón 
Lamas Regúnaga y 0/ que halna girado en ta ciudad 
del Rosario. 




o proveyó lo siguiente : 



Ihiciios Aires, Octubre t u de 1873. 

Resultando: t" (}ue el crédito que se persigue fué cons 
tttuido á favor de la razón social Lamas Regúnaga y C' : 
2' í„)ue dicho crédito ha sido transferido á U. Leopoldo 
üuerra en 21 ilo Setiembre de 1874, como consta á 1". 
87, quedando por eso Iteclio disuelta la sociedad Lamas 
Regúnaga y G* ; y 3" Que el poder invocado por Ü. Gus- 
tavo Desscin, susLiluvenlo de I). Ju3n Saxasla, v este íi 
su vez de ÍL Félix Arzac, fué otorgado por 1). Ramón 
Re»únaga ;i nombre \ eiuno soriu k>\\ l,t predielia ra/un 
Lamas Regúnaga y C* en 28 do Octubre del referido año 
71, época en que ninguno de dichos socios pedia sepa- 
radamente conferir poder por estar ya disuelta la sociedad; 
declárase no haber lugar á seguirse adelante 1 1 ejecución 
por falta de personería en el actor, Repóngase el sello. 

Ufjarriia. 



Not hienda esta resulucimi, se presentó 11. Félix Arzac, 
por Ü. Leopoldo Guerra, esponiendo; Que desconocida 
la personería legal de Lamas Rrgunnga y O, por la sesión 
del crédito que se gestiona, poteneeia la facultad de co- 
brarlo á so representado I). Leopoldo Guerra, en virtud 
de reconocérsele legitima y perfecta la cesión que á su 
lavar hicieron Lamas Regúnaga y C\ 

Pidió que, declarándosele parte en el juicio, se embar- 
gasen los bienes denunciados por Uessein 
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De este escrito se corrió Uaslado sin perjuicio. 

D. Alejandro Paz contestó: 1* Que por auto de 19 de 
Octubre de 1871 se había declarado que Arzac como 
apoderado de Guerra, no era >arte en el juicio por no 
haber sido aceptada la cesión que le hicieron Lamas Re- 
gúnaga y C, y que, habiendo quedado ejecutoriado ese 
auto, Arzac no podia volver sobre él. 

9" Que, aun prescindiendo de esto, tenia escepcíones 
personalísimas que oponer contra el cedenle, las cuales no 
podria hacer valer contra el cesionario, si se le aceptara 
como ejecutante» ya que en el documento de cesión Lamas 
Hegúnaga y O se relevan esprusauiente de la eviccion y 
saneamiento del activo y pasivo de su firma. 

3 a Que sus bienes muebles denunciados por Dessein 
no podían ser embargados, porque el había presentado á 
embargo documentos ejecutivos contra Lamas Hegúnaga 
y O por una cantidad mayor que la que se le cobra. 

Pidió so rechazara nuevamente la personería de Arzac 
y no se b i cié ra lugar al embargo solicitado. 



Fallo drl Juez de «eerien 



Buenas Aires, Junio 19 de 1873. 

Y vistos: Considerando \" Que eí crédito originaria- 
mente contraído a favor de Lamas Hegúnaga y C*, quienes 
lo cedieron á I>. Leopoldo Guerra, esa cesión no fué no- 
tificada y consentida por el deudor, de acuerdo con el art. 
5Ü3 del Código, no ha lugar a la ejecución que se soli- 
cita. 

Ügamza. 

Habiendo apelado Arzac, se dictó este : 
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Fallo de la Suprema Curie. 

Buenos Aires, Setiembre 13 de 1873. 

Vistos; Considerando que la fulla de aceptación por 
parte del deudor, no tiene por efecto ]a nulidad de la 
cesión del crédito, sino que el mismo deudur tenga el 
derecho de oponer al cesionario todas las escepciones 
que tuviese contra el cedente, aun las meramente perso- 
nales, según los arliculos quinientos sesenta y cuatro y 
quinientos sesenta y cinco del Código de Comercio, se 
revoca el auto apelado de foja catorce, y satisfechas las 
costas, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Francisco 
Delgado. — José Barbos Pazos, — 
■I B. Gorostíaca. — J. Domínguez. 



Dan David Arguello y Ihs. contra D, .José Manuel del 
Moral, por cobro de pesos. 



Sumario, — 1° En la secunda instancia puede presen- 
tarse documentos simples de prueba, que antes estaban 
estraviados, siempre que se acompañen con juramento de 
que la parte no pudo proporcionárselo en tiempo oportuno. 
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2" La prescripción se interrumpe con el hecho de 
reconocer el deudor el derecho de aquel contra quien 
prescribía. 



Caso, — En 'M de Mayo de 1). Adolfo Giménez, en 
rcprct ntacíun do l). David Arguello y linos., vecinos de 
Córdoba, se presentó ante el .fu/gado Federal de la Kioja expo- 
niendo: Que I). Juse M. del Moral era deudor a" su repre- 
sentado por la cantidad do $ 2,737 1)7 cts. plata corriente 
en Córdoba, por cuya cantidad lo demandaba cun los in- 
tereses y las costas del juicio. 

Acompañó á la demanda una cuenta por mercaderías 
remitidas á del Moral con un saldo en su contra, de la 
suma espresada, teniendo la última partida la lecha de 28 
de Febrero de 1SG7. 

Corrido traslado, I). José M del Moral dijo : que la de- 
manda debia ser rechazada con costas, lauto por ser ima- 
ginarios de los créditos que sü le cobran, cuanto porque 
era inoportuna, en el supuesto que lucran ciertos, según 
la disposición de los artículos lÓüS, ¡ne. 3 o , y I0DÍ del 
Código de Comercio, agregando que no era esa la primara 
vez que Arguello pasaba cuentas la Isas. 

Kn seguida se puso la causa á prueba sobre los hechos 
siguientes : I o Sobre la legalidad ú ilegalidad de cada una 
de las partidas de la cuenta de I'. -i ; 2<> Sobre el Griten u 
operación de crédito de que procede la deuda cuyo pago t so 
demanda ; íi° Si los Sres. Arguello linos, tienen la cali- 
dad de comerciantes ; 4 Ü Sobre si del Mural ha prescribí 
ó no la obligación demandada. 

Con la prueba producida por las parles se dictó él 
siguiente : 
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rallo u>i j u „ «Ir Mrrrlon 

líinjíL, Kelu-ero \h ile 1873. 

Y vistos: los autos seguidos entre D. Adolfo Giménez, 
como apoderado de Ja sociedad David Arguello y Unos., y 
I). José Manual del Moral, por el saldo do la eueiila cor- 
rienle de i i, procedente de mercaderías que David Ar- 
guello le había vendido pura revenderlas en esta plaza : 
con el mérito de autos y considera mi os: 

I " Que el apode rudo de David Arguello y linos., no ha- 
biendo fundado su acción en la existencia de Ja sociedad, 
ó lo que es lo mismo, no demandando á Moral ta ejecución 
de derechos ú obl inicio nes que tos socios se hayan acor- 
dado recíprocamente entre sí 6 respecto á terceros en el 
contrato social (cuino pur ejemplo, el uso de la iirma so- 
cial en una rirguciauimi por aquel dtí los socios que no 
tenia autorización para contratar bajo de su nombre) ; sino 
la prestación á míe el demandado se obligó en transac- 
ciones, objeto de la suciedad, que no afectan á la exis- 
tencia de las estipulaciones del contrato social ; la falla de 
prueba de haber sido e>íe inscrito en el registro público 
de comercio de su domicilio, no destruye, según la dis- 
posición del art. 39í> del Cúdígo de Comercio, los efec- 
tos de los actos jurídicos que el socio David Arguello ha 
ejercido, sea á su nombre individual ó en el de la razón 
social de que es gerente. 

2° yue do la doctrina contraria, resultaría el contra 
sentido de que la disposición del art. citado le niega toda 
acción á David Arguello [tara demandar á nombre de la 
razón social al Sr. Moral con arreglo á las prescripciones del 
Código el cumplimiento de las transacciones mercantiles que 
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tienen celebradas ; pero que á su solo nombre podría exijir 
judicialmente su ejecución, según las claras y terminantes 
disposiciones de los artículos (» y 7, ¡tic. t rt del Código 
citado. 

3o Que el apoderado de David Arguello y línos. lia com- 
probado con los documentos de fs. 5G y 57, cuya auten- 
ticidad lia sido reconocida por el demandado en el hecho 
solo do su presentación en juicio, la primera y segunda 
partida de cargo de la cuenta corriente de f, í ; pues que 
de ellos aparece constatado que el 30 de Junio del aíio 
180G resultaba un saldo en contra del demandado de $ bol. 
701 37 cts., procedente de cuentas liquidadas y del im- 
porte de una pieza de paño que íes habia vendido ;'i con- 
signación; y que sus reclamos se reducían á la suma de 
350 # bol, que les habia remitido en dos partidas que nn 
estallan acreditadas en cuenta, cuya omisión fué salvada 
con la misma fecha, cargando el correspondiente saldo fie 
números desde el tiempo que recibieron aquella cantidad, 
según aparece cmi la anotación do error en la primera v 
segunda partida de data de la mencionada cuenta de f, 1. 

A n Que las de fs. 21 á 26, reconocidas por Moral en 
las posiciones de f, 30, comprueban la existencia del cré- 
dito demandado; pues que de ellas resulta acreditado qun 
el continuó después de la mencionada l't i cha de .10 de 
Junio del fU» haciendo pagos á los demandantes hasla sal- 
dar la cuenta vieja. 

!>o Que con la confesión del demandado en las posicio- 
nes de f. 37, pregunta 1 1 y f . ¡18 pregunta 5\ se ha acre- 
ditado el recibo en efectos del valor de las facturas d^ 
fs. 27 y 28, las cuales pidió en su carta def. 25 ; y qnp 
por lo tanto resulta plenamente justificado por los deman- 
dantes las partidas de cargo, 3 a , 4* y 5» de la cuenta 
corriente que, sumadas hacen la cantidad de mil qurnjon* 
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los y pino de pesos, < 



$ bol. 108, valor de unos 



chalones devueltos; suma exactamente igual á la que con- 
desa Moral haber recibido en mercaderías de los deman- 
dantes, contestando á la l 1 pregunta de las posiciones de 
f. 'M. 

G* O'ie asi mismo se baila comprobado que del balance 
de lo* números «le la cuenta corriente de í 4, al interés 
reciproco del l '/ 4 "/„ mensual, resulta un saldo do inte- 
reses a favor de los demandantes de § bol. 40 22 cts., 
por cuanto de autos no aparece constatado por el deman- 
dad error ú omisión en una sida de dala. 

7n Qüq no constando de aillos el estado y número de 
libros de la casa de Ihvid AfjgüéUo Unos., y si estos sun 
llevados con las formalidades que prescribe el derecho, y 
apareciendo que el señor {{fez de Comercio de la ciudad 
de Córdoba nombró de oficio y sin audiencia de partes un 
perito [.ara ta confrontación do ln euenla corriente de f. -i, 
con los résped i vos asientos de los enunciados libros para 



de dicha operación ; el informe pericial de f. 70 



sohava hecho anle aquel Juzgado \ ñ exhibición de aquellos 
libros, arl. «\ Hfi. «7 y 78 del Código de Comercio y U¿ 
de la ley de procedimientos. 

8° Que habiendo negado el demandado en su escrito ríe 
t 17, el saldo que en su contra arroja la cuenta de i*, t, y 
abierta !a causa á prueba sobre la legitimidad ó ilegitimi- 
dad de cada una de sus partidas ; este trató de justificar, 
con las declaraciones de te, 48 á 51Í la eseepcion de que 
cti el ano 1805, le fué saqueado por la montonera un 
valor de mil y pico de pesos cu merenderias que le babian 
sido consonadas por los demandantes, cargándolo su im- 
porto on cuenta ; hechos que no ha probado, por cuanto 
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los testigos declaran que no saben si el Sr. Arguello re- 
mitió ó no Jos efectos, y si estos fueron dados á consi- 
gnación. Resultando por el contrario demostrada la false- 
dad do esta csccpcion, por las fechas de las cartas de fs, 
21 á 2G y principalmente por la de f. 36 y factura de f. 57, 
reconocidas en juicio; en las que esplíeilamenle su con- 
forma con el saldo que existe en su contra con fecha 30 
de Junio de 1866. 

Que el demandado se ha esc? pe i o nado con la prrs- 
i-ripcion de la deuda ; que resulta demostrada de la cuenta 
•Je f. 4, que la última operación de comercio que los de- 
mandantes ejecutaron fué con lecha 28 de Febrero de 
que elle aparece fué reconocida por Moral en su 
rarta de fecha 12 de .Abril del mismo año; que aunque 
la capitalización de intereses al íiti do cada año que han 
hecho los demandantes en la furnia demostrada en Ja men- 
cionada cuenta, importa un acto de comercio (arts. 711) 
y 721) Cód. de Comercio}, no consta que dicha cuenta 
haya sido pasada ;il demandado cada año, ni mucho menos, 
h.ya reconocido el crédito que se le cobra implícita ú ex- 
plícitamente, en la forma que dispone el art. Híi para el 
efecto de interrumpir la prescripción por uno de los tres 
medios apuntados en el art, 1010 del citado Código ;> y 
(i nal mente, que han transcurrido mas de 4 años desde el 
12 de Abril de 18(i7, fecha del último reconocimiento, 
hasta el 12 de Junio del añu 1072, en que se emplazó á 
Mor.il, según consta de la diligencia de f. l í vía. 

Mor estos fundamentos, en virtud de lo dispuesto en el 
art. 1013, inc. 3» del Código de Comercio: tallo dcíini- 
t iva mente juzgando y declaro prescrito el crédito deman- 
dado ; en su consecuencia se absuelve á 1). José Manuel 
Mural de la demanda interpuesta por el señor Giménez, 
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i sentencia apeló la parte de Arguello, y el recur- 
so se lo concedió libremente. 

Kspresanuj agra%ios !>. tUemeiilinu Sañudo por los de- 
mandantes, pidió á la Suprema Corle míe la revocase y 
deebraso que del Moral estaba obligado á pagar el saldo 
de la cuenta que se le cobra, condenándolo en las costas 
do I a y 2* instancias. 

Dijo que su representado bahía sido consignatario ó 
comisionista de l». José M. de Acuello y que como tal le 
remitía las facturas que osle le pedia, teniendo cutre am- 
bos una cuenta corriente. 

la última fué la que se detalla en la cuenta de f. J 
j en las facturas de fs. 2" y 28 con fecha 18 y II) de 
Setiembre y 19 de Octubre de 1806, dias en quo se ven- 
cieron los plazos para el pago. 

nuu desde lebrero de* IKH7 no hho mas pago Moral; 
no obstante las cartas que le dirigía su representado y de 
las personas que encargaba para su cobro. 

Quo. ú mas de c<to existe un acto del deudor y del 
acreedor que mas directamente comprueba la interrupción 
de la prescripción, cual es la espera ó moratoria por tres 
años pedida por del Moral en Knero del $0 t según se 
comprueba por la carta original del primero que ahora 
presenta, jurando que lia estado extraviada y que recien 
la ba encontrado, y cuya autenticidad se demuestra al sim- 
lile cotejo con los demás que obran en autos ; pero que 
sin 6 fuero bastante puede la Suprema Corte ordenar el 
reconocimiento por del Moral. 
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« Rioja, Enero 13 de 1869. 

* Señar Don David Arguello. 

* Muy señor m¡o : 

« He recibido su carta fecha 23 del mes ppdo. en que 
me reconviene con poca prudencia por no haberle aun satis- 
fecho mh compromisos cm su casa. Mas de una vez le he 
espresado lus graves quebrantos que he sufrido en mis 
negocios con los presentes trastornos de esta Provincia, y á 
le consta que ha habido remesas de mercaderías que 
no las he recibido porque las montoneras se apoderaron de 
ellas en el camino y sin embargo ha sido Yd. pagado de ellas. 

* Hacen dos anos que siguen las revueltas en esta Pro* 
vincia, y en todo ese liernpo hasta ahora no he podido hacer 
diligencia. A mi también me deben cantidades y por la 
misma razón no puedo cobrar para satisfacer mis créditos. 
Vd. mismo tiene que darme algunos recibos por cantidades 
que íe be remitido, y hasta ahora puedo obtenerlos. En tres 
años mas podré pagarte en dividendos cuyo tiempo le pido 
a* Vd. espera, que si no accediese á esto puede Vd. tomar 
el espediente que mejor le pareciere, pues mis deudores 
so hallan en el mismo caso, si Vd. quiere puede apoderar 
alguna persona para el arreglo. 

* Soy de Vd. armo. S. S. 

José M. Moral, i 

Kn rebeldía de del Moral, se ordenó el reconocimiento 
de la carta exhibida, cometiéndose U diligencia al Juez de 
Sección en la Rioja. 

Practicado el reconocimiento se dictó este : 
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Pallo de la ftuprem» 



Buenos Aires, Setiembre 16 de 1873. 



sentada á Toja ciento y cuarenta» 
la parte no pudo proporcionársela en tiempo oportuno, 
para producirla en primera instancia, por haberse extra- 
viado, y que ha sido reconocida en juicio á foja ciento 
cuarenta y dos vuelta, resulta comprobado que el deman- 
dante Don José M. Moral reconoció en 
mil ochocientos sesenta y nueve, la deuda que 
traida á favor del demandante Don Uavid Arguello, y le 
pidió la espera do tres años mas para pagarla. 

Segundo — Que según et artículo mil diez del Código de 
Comercio, una de las maneras porque se interrumpe la 
prescripción, es el reconocimiento que el deudor hace, del 
derecho de aquel contra quien prescribía. 

Tercero — Que no ha transcurrido por consiguiente en 
este caso, el plazo de cu a Lo años, que para la prescrip- 
ción de las deudas justificadas por cuentas corrientes, fija 
el artículo mil tres del mismo Código ; ya sea que el tér- 
mino se cuente desdo la fecha de la referida carta de reco- 
nocimiento de la deuda ó desde la expiración del plazo que 
por ella se pide para su pago, hasta el día doce de Junio 
de mil ochocientos setenta y dos, en que se notificó al 
deudor la demanda interpuesta. 

Pur estos motivos, se revoca la sentencia apelada de 
roja ciento una, y se condena á Don José M. Mural, por 
los otros fundamentos que ella contiene, relativos á Ja jus- 
tificación de la cuenta de foja cuatro, al pago de su im- 
porte, con intereses a razón de uno por ciento mensual 
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desde la fecha de la demanda, y á todas las cosías del 
juicio. Satisfechas en consecuencia las de osla instancia, 
y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

Salvador María uel Cauri l, — Fran- 
cisco Delgado. — José Barbos Pazos 
— J H. Gürostiaga. — José Domínguez. 



CALttA CT1. 



KrelUt Vujicr y C* t contra Quesnell Httat. y 
sobre tomptUncm. 



Sumario. — 1° El conocimiento de las cuestiones sobre 
cumplimiento de un contrato de colonización en país es- 
trangero, no corresponde á la justicia nacional. 

2° La justicia nacional es improbable. 

Cato. — En 1G de Junio -le 1 S7ít los Sros. íírellel Vi- 
gier y C\ del comercio de líuenus Aires y accidciiEalmtmlo 
en el Rosario de San ta -Fe, se presentaron ante el Juez de 
Sección de acuella Provincia esponiendo que en Octubre 
de 1872 habían celebrado una asociación con los Sres. 
Quesnell Unos, y C\ del Havre [tara espiular unos terre- 
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nos sobre el rio Apa en la Kepública del Paraguay, en 
tuya asociación Quosnell linos, y C* libraban solamente 
corno socios comanditarlos, con una responsabilidad pe- 
cuniaria limitada y (ijada de antemano, sin la facultad 
de intervenir ni lomar participación alguna activa en las 
operaciones que practícase ta sociedad. 

Que habiendo principiado las operaciones de coloniza- 
ción, se espidieron del Havre los buques ■ Paul Marie» y 
* (lio Apa, » embarcándose en ellos los inmigrantes que 
debian componer la primera colonia, y todos los útiles, 
herramientas, maquinarias, víveres etc., que se detallan 
en las facturas acompañadas, debiendo esos buques llegar 
basta el Paraguay, desembarcando los pasageros y mate- 
riales en el punto designado para la colonia. 

Qu¡e Qnesnell linos, y C\ para poder apreciar mejor el 
resoltado de la primera colonia y poder resolver si des- 
pués del primer año les convenía lomar una participación 
mayor en el negocio, nombraron á 1). Joan Hipólito Serres 
para que, trasladándose S los terrenos que debían colo- 
nizarse, estudiase !a marcha de la colonia. 

Que por parlo de los esponcnlcs, encontrándose entonces 
en París, nombraron para que los representase en el Hio 
do la Piala ú lí. J. A. liernbeim dándole uno participación 
en e! negocio. 

Qt\o Uernheim, por un acto de debilidad, apremiado 
por las exigencias de Serres, firmó un documenta de ga- 
rantía personal ¡i tavor de Hucsnell Unos, y C\ concedió 
á Serres la facultad de cambiar con su acuerdo el local 
en que debia establecerse la colonia y posteriormente le 
entregó los documentos relativos á los buques que estaban 
estendidos á la órden de la compañía de los terrilorios 
del rio Apa. 

Que Serres, bajo la influencia de falsos informes que 
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había recibido de los terrenos dol rio Apa, aprovechán- 
dose de que los buques pertenecían á sus representados, 
ordenó al capitán del * Hio Apa, » fletado por el término 
de seis meses, que no obedeciera otras órdenes que las 
suyas, disponiendo a la altura do Goya que el * Paul 
Marie, * á cuyo bordo iban los inmigrantes, permaneciera 
en dicho puerto en lugar de seguir á su destino. 

Que habiendo llegado el otro buquo ¡i la Asunción. 
Serres hizo saber á Uernheim que se uponia á. que los 
inmigrantes siguieran á su destino, y que desde ese mo- 
mento se apoderaba de lodo el material de la espedicion, 
la cual hacia retroceder hasta el Rosario en donde des- 
embarcaron los inmigrantes y todos los materiales, siendo 
estos últimos depositados en la Aduana á la consignación 
de los Sres, Carlos Grognet y C\ 

Que importando los actos practicados por Serres un 
despojo á la empresa colonizadora en la que carece do 
toda intervención administrativa, y eo -ospondiendo el 
conocimiento de la causa á los tribunales nacionales, según 
lo dispuesto en el arl. 10 de la ley sobre jurisdicción 
y competencia, entablaba formal demanda contra el men- 
cionado D. Juan II. Serres, apoderado de Oucsnell luios, 
y O, del Havre, á fin de que, siguiéndose !a tramitación 
designada en el Ululo 27 de la 
se les pusiese en inmediata posesión de los 
cargamentos, sin perjuicio de sus acciones 
y perjuicios. 

El Juzgado convocó á las parles á juicio 
En este oslado los demandados espusieron 

ausentado Serres fiara buenos Aires cu cuya 
sin ánimo de volver al Kusaiio, 
se librase exhorto al Juez do esla Sección á fin 
le ordenara presentarse al juicio. 
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Proveído de conformidad, Serres fué nolificado con fecha 
Junio 27 del año 1873. 

Con fecha Julio 4 r el Juez de Comercio de la ciudad 
de Buenos Aires> Dr. D. Enrique Martínez, dirijió al Juez 
de aquella Sección una ñola haciéndole saber que ante 
él se había presentado Ü. Juan II. Serres, manifestando 
que el Juez de esta Sección le hahia mandado notificar 
un exhorto dirijido por el Juzgado de Sanla-Fó en el 
cual se le emplazaba para comparecer allí á contestar 
á una demanda que le habían entablado los Sres, Grellel 
Yigier y C\ comerciantes de esta plaza, y que no siendo 
él vecino del Rosario» no está obligado á ello por ser di- 
cho Juez incompetente para conocer de ella, pidiendo en 
consecuencia á este Juzgado que se dirija oficio al Juez 
de Sección de Santa-Fé á fin de que remita los antece- 
dentes de la demanda, ó intime a" los demandantes com- 
parezcan aquí á hacer valer sus derechos, por ser la 
jurisdicción provincial la que corresponde , y que habién- 
dose proveído de conformidad, dicho Juez pedia al de 
Sección del Rosario le remitiese los antecedentes de la 
demanda á cuya jurisdicción correspondían los litigan- 
tes. 

El Juzgado de Sección corrió vista á los demandantes 
y evacuándola Grellet Vigier y C 3 , pidieron al Juzgado de 
Sección que insistiera en el conocimiento de la causa por 
corresponderé su juzgamiento. 

Que si Serres ha invocado su vecindad en Buenos Aires 
para sostener esta jurisdicción debe recordar que él no 
ha sido demandado personalmente ainé como represen- 
tante de tos Sres, Quesnel linos, y Cfl. del Havre. 

Que tampoco es exacto que Serres sea vecino de Buenos 
Aires» sino que como transeúnte vino á esta ciudad con 
la espedicion, pasó en seguida hasta el Paraguay, de donde 
T v. & 
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hizo regresar los buques hasta la ciudad del Rosario, en- 
contrándose en aquella ciudad cuando se entabló la de- 
manda, por cuya razón para loa efectos del juicio pudo 
considerársele como vecino del Rosario. 

Que aun cuando Serres se encuentre actualmente en 
Buenos Aires, no por eso se puede considerar domiciliado 
aqui, porque, según el arl. A ü . tít. 6o, Sec. la, Lib. 1" 
del Código Civil, para que la habitación cause dom¡cilio 
es necesario que la residencia sea liabitual y no acciden- 
tal. 

Que debe observar también que el despojo porque se 
demanda a Serres, como representante de Quesnel linos, 
y C\ causa una jurisdicción especial con esclusion del 
domicilio equiparándose este caso á los delitos y cuasi 
delitos que deben ser juzgados por el Juez del lugar 
donde so cometen, a lo cual so agrega que los objetos 
cuya posesión so gestiona se encuentran depositados en la 
Aduana del Rosario. 

Finalmente, que siendo privativo de los tribunales na- 
cionales el conocimiento de las causas que versan sobre 
hechos ó contratos concernientes á la navegación y co- 
mercio marítimo, el Juez de Comercio de Buenos Aires, 
de todos modos seria incompetente para conocer de la 
presente cuestión. 

En seguida se corrió vista al Procurador Fiscal, nom- 
brado ad hoc, quien espuso que el caso presente no ver- 
saba sobre contrato concerniente á la navegación ó comer- 
cio marítimo sinó de una sociedad sobre colonización 
en el Paraguay sujeto á la jurisdicción de los Tribunales 
de Provincia según el domicilio y vecindad de las partes; 
y que el interdicto deducido era un incidente fundado en 
la falta do cumplimiento al contrato de sociedad, incidente 
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que de ningún modo podía ser incluido en las causas de 
almirantazgo á quo se refiere el inciso 10 del art. 2° 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribu- 
nales Nacionales. 

Que no correspondiendo el conocimiento de la causa 
á la Justicia Nacional por razón do la materia, y no ale- 
gándose tampoco que le corresponda por razón de las 
personas, el Juez debia desprenderse del conocimiento 
de la causa porque la Justicia Nacional es improroga- 
ble. 

rallo del Jum de Seeeion. 



Rosario, Julio 15 de 1873, 

Autos y vistos : no habiendo acreditado la parte deman- 
dante que esta causa corresponde ¿ la Justicia Federal, 
por la calidad de las personas ; y no correspondiéndolo 
tampoco conocer de ella por su naturaleza, por cuanto 
el contrato que la motiva no versa sobre el comercio ma- 
rítimo ni flstá comprendido en el inciso I o del art. 2° de 
la ley nacional de H de Setiembre de 1863 ; con lo 
demás espuesto por el Fiscal ad hoc y Juez exhortante ; 
se declara el juez que suscribe incompetente para conocer 
en ella. En consecuencia remítaso lo actuado, con noti- 
cia de las partes, al Juez de Comercio de Buenos Aires 
á los efectos que haya tugar, y repónganse los sellos. 

Fenelon Zuviria. 



Habiendo apelado los demandantes, se dictó este 
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Fallo de I» gupreuift Corte. 



1S de 1873. 



Vistos : por sus funda mentes se confirma con costas 
el auto apelado de foja ciento siete ; satisfechas y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Fran- 
cisco Helgado. — José Barros Pa- 
zos. — J. Ü. Gorostiaca.— J. Do- 
mínguez. 

■ *- 



CVII. 



Don Estcvan Suüivan contra lot Srcs. Anselmo y Camilo 
Rojo, sobre cobro de pesos. 



Sumario, — I o En los contratos bilaterales, una de las 
partos no puede demandar á la otra el cumplimiento sino 
prueba haber ella cumplido; por consiguiente no puode 
exigirse la multa por trabajos no acabados si él que debia 
ejecutarlos liabía podido hacerlos en el tiempo establecido 
á pesar de haberlos empezado mas tarde de lo convenido, 
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y solo no piído concluirlos por haberle faltado los medios 
que la otra parle estaba ■ i hl i^.nlíi á suministrarte. 

2" No pueden considerarse como comprendidos en la 
demanda los reclamos que se lian reservado para enta- 
blarse después, 

íi" La Corte Suprema no puede hilar en 2f instancia 
ÉoEro ningún capitulo que no se haya propuesto á la deci- 
sión del inferior, y no sea conforme á las acciones dedu- 
cidas en el juicio. 

(üm. — Los señores I). Gamito y 1). Anselmo Rojo em- 
presarios de una linea lolegnínVa mire Córdoba y .lujuv, 
relehraron con l», Esteban Sullivan, el siguiente contrato"; 

Art. i" Ihm K-Uéban Su Diván so comprometo á construir 
t!l 10 tu i lias de toléralo eléctrico en el punto que Rojo le 
señala, debiendo empezar lo mas lejos en la Provincia de 

Art. 2° Los empresarios se comprometen ¿1 entregar los 
materiales repartidos en toda la línea, del modo siguiente : 
los postes, próximos a* las señales que Sullivan pondrá de 
antemano ; el alumbre, por rollos según su ostensión, los 
insuladores por cajones como vienen de Europa, y las ba- 
lerías eléctricas en tas estaciones en que deban ser co- 
locadas. 

Art. 3" La construcción se barí en un todo conforme 
con el contrato que los empresarios tienen con el Gobierno 
de la Nación, do tal manera que se reciba sin observa- 
ción alguna, siendo de cuenta d« Sullivan el tirar la línea, 
el desmonte correspondiente, colocar las estaciones, etc. 

Art, 4 W El precio de la construcción sera de AO $ fts. 
por milla, pagadero-» del modo siguiente r 2,500 $ fts. ocbo 
dias antes de partir Sullivan de esta ciudad á principiar 
los trabajos; ijíOO $ fts. cuando Sullivan haya entregado 



■ 



62 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



las cien primeras millas; 1,500 #fls, cuando tenga hechas 
150 millas ; y los 2,500 reatantes cuando haya entregado 
el todo. 

ArL 5 Ü La construcción debe empezar necesariamente 
lo mas tarde el quinro de Marzo próximo, ó antes si los 
empresarios así lo exigieran, y concluirse á los cinco me- 
ses de empezado, bajo la mulla para Sullivan de 1,000 $ ft. 
por cada mes de retardo. 

Art, G" Los empresarios pagarán una multa de A0 # fts. 
diarios si por falta de materiales el constructor se viera en 
la necesidad de suspender la construcción. 

Art. 7" Los empresarios suministrarán á Sullivan un 
juego completo do las herramientas necesarias para la 
construcción, las que les serán devueltas en el estado en 
que se hallen una vez acabada la obra. 

Art. 8" Si los empresarios dieran á construir otra sec- 
ción que la de esto contrato, será preferido Sullivan en 
igualdad de condiciones. 

Arl. 9 o D. Antonio Somellera garante por Sullivan el 
cumplimiento do este contrato, y en prueba do conformi- 
dad lo firma también. 

Buenos Aires, Enero 14 de 1K71. 

En Setiembre 15 do 1871 Sullivan ocurrió al Juzgado 
de Sección en Tucuman diciendo que habia tenido que 
demorarse sin trabajar, por falla de materiales, trece dias 
en la Provincia de Santiago, y doslo el 1° do Setiembre 
en Tucuman; demandó á los Sros. Rojo por el pago de 
la mulla convenida en el art, IV' del anterior contrato por 
los mencionados dias ; y se reservó para entablar después 
otros reclamos por falta de cumplimiento del conlralo. 

Corrido traslado, los señores Rojo, promovierun primero 
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un incidente sobre competencia que fué resuelto conlra 
ellos por sentencia del Jue? de Sección confirmado por el 
fallo de la Suprema Corte de Junio t de 1S72; devueltos 
en seguida los autos al juzgado, contestaron pidiendo se 
rechazara la demanda con costas, por no ser cierta la falta 
alegada fie materiales y no imputable a ellos; y dedujeron 
conlra-demamla por el pago de las mullas de 2,í>0Ü pesos 
por dos meses y medio que Sullivan retardó la obra y do 
mil pesos mensuales por l v s meses corridos y que se cor- 
rieran desdo el 1" de Febrero de 1872, en que so le avisó 
que siguiera la construcción la que no continuó. 

Corrido traslado de la contrademanda pidió Sullivan so 
condenara á los demandados a otras multas incurridas, a 
los daños y perjuicios y á las costas. 

Dijo: que un mes anles dej día establecido para empe- 
zar los trabajos, habiéndose él presentado se lo contestó 
que no habían llegado aun los materiales ; que solo en 
Abril se lo dio aviso de haber llegada estos; que la cua- 
rentena establecida en lotices por la fiebre amarilla le hizo 
imposible el viaje pi«r el rio ; que sin embargo despachó 
á Córdoba dos operarios y encargó al ingeniero Cuin re- 
sidente en Córdoba la dirección de los trabajos ; que a los 
S dias antes de salir de líuenos Aires debían darlo los 

icones y no le dieron sino una parte; 

en su lugar, ni las berra- 



empresarios 2,, 
que no encontró ni 
mientas necesarias ; 
encontraba por culp 
no poder continuar 



ian contrademanda ríe no habiendo cumplido ellos con 



en el mes de Febrero 1872 se 
de los empresarios en situación de 
o ; que los empresarios no 




Con la prueba producida se dictó el siguiente: 



FALLO PE LA SUPREMA CORTE 



Fallo del J« Smlon. 

Tucuman, Marzo 26 ifle i «73, 
^ vistos estos voluminosos y complicados autos, de los 
que, entre otros, se deducen los hechos siguientes: l°yuo 
por el contrato de f. \* entre los Sres. I). Camilo y l). 
Anselmo I\ojo y I>. Esteban Sullivan, formalizad o en Bue- 
nos Aires, se obligaba el segundo a" construir 200 millas 
de telégrafo en la Provincia do Santiago del Estero. 2 n Que 
tos empresarios los Sres. Ilojo) se comprometieron por el 
art. 2" de dicho contrato á entregar á Sullivan los mate- 
riales en toda la linca repartidos convenientemente y en la 
forma espresada en dicho articulo, 3" Que por el art. 4» 
se obligaban Jos empresarios á entregar al espresado Sulli- 
van 2,500 $ fls. ocho dias antes que saliese de Dueños 
Aires á principiar los trabajos. 4" Que la construcción 
debia empezar necesariamente, lo mas tarde, el I"» de 
Marzo, según el art. 5\ y terminarse A los cincos meses. 
5" Que los empresarios pagarían una multa de 40 $ Tls. 
por dia, si por Taita de materiales, el constructor se veía 
en la necesidad de suspender el trabajo, y este se obligaba 
á la vez, á abonar á aquellos, la multa de 1000$ fts. por 
cada mes de retardo : art. 3 o y 6*. 6 o Oue el constructor se 
presentó en Iluenos Aires á f). Nemesio Rojo un mes antes 
del 15 de Marzo, en quo según el compromiso ya citado, 
debia principiar el trabajo dictándole que se encontraba pron- 
to, á lo quo le contestó, que no habían llegado aun los mate- 
nales, escrito de f. UH vta., hecho no contradicho por los 
Sres. Hojo ninguno de sus alegatos en contestación 7«> Que 
cuando el Sr. Hojo avisó á Sullivan, fué en el mes do Abril : 
el mismo escrito y foja Citarla, no contrariu-lm igualmente. 
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8° Que el 4 de Marzo despachó dos operarios de Dueños 
Aires, Sinot y J Mills, encargando al Sr. Quin, que se 
hallaba en Córdoba, ta dirección del trabajo, hasta que el 
fuera, y lo que se confirma por el hecho de haberle entre- 
gado Rojo cantidades do dinero por cuenta de Sullivan, 
según consta al absolver esto á f. lOi vta., la primera pre- 
gunta de las posiciones presentadas por Sullivan, á f. \ 92, 
y del mismo recibo de Mr. Quin, presentado por Hojo, y 
que corre á f. 203 de estos autos, y en que espresa que 
ese dinero y otros útiles que le dio á cuenta, eran para 
principiar los trabajos del telégrafo, y á mas las posiciones 
presentadas por el mismo Rojo á f. 2-iO. 9° Que los Sres. 
Hojo no le entregaron A Sullivan antes He salir de Ituoiios 
Aires sino parle de la cantidad de 2,500 $ fts. 6 que se 
obligaban por el contrato, según espono el mencionado 
Sullivan en su dicho escrito de f. 101, enterando recien la 
entrega total de esta cantidad, parte en la Provincia do Cór- 
doba, y el último resto recibido por el mismo Sullivan, 
ya en la Provincia do Santiago, según también consta por 
el recibo de Mr. Quin, ya citado y cartas originales de U. 
I). Anselmo Rojo de fs, 198, 109 y 200, reconocidas le- 
galmente ú f. 208 del espediente. 10. Que cuando Sulli- 
van llegó, en Mayo, al punto de la Provincia de Santiago, 
donde debía dar principio á la obra del telégrafo, se en- 
contró por varios dias sin hacer nada, por no haberle pues- 
to en eso punto los empresarios los materiales necesarios : 
testigos: 1*. Guillermo Quin, 1). Juan Lnvalluti y II. Tomás 
Wright, á fs. Mi, 1i6 y 148, agregando el segundo que 
solo corló una parte de monle, y ¡'i mas se comprueba 
esto hecho por la carta original de 0. Anselmo Rojo de 
f. 198. H. Que desdo entóneos seguian fallando mate- 
riales y herramientas, hasta tener que pedir el mismo 
Sullivan una parto de ellas ¡i Córdoba, como consta de la 
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declaración de f. 182 del gefe de la casa que lo remitió 
dichas herramientas, y aun de la misma caria original de 
uno de los empresarios, ya citada anteriormente y que 
como ya se dijo, figura á I. 198 de estos autos; siendo 
de advertir que hasta mas que mediados de Julio, recién 
se le mandaron ios taladros, según consta dol mismo D. 
Anselmo Rojo, de fecha 15 de dicho mes, a f. 200, y otros 
testigos á fe. U5, 146 y US y si „ cuyM útiles era impo- 
sible ia colocación de los alambres, como lo afirman el 
informe y declaración de los ingenieros. D. Federico Sla- 
vehus y Ü. Gustavo Walberg á fe. lyC y 197, contestando 
á la octava pregunta del interrogatorio de f. 18í> vta h> 
Que á mas de las herramientas pedidas á Córdoba por 
Sullivan, todavía tuvo que comprar otras mas á U. Emilio 
Edling, y hacer componer muchas de las que estaban en 
mal estado, declaraciones do fs. USvta., UÜ, 307 y 300. 
13. Que á mas los materiales no estuvieron distribuidos 
en los lugares convenientes, según obligación contraída 
por el art. 2* del contrato do f. K los postes en gran 
parte en pilas y á la vez, una parto laminen en la banda 
opuesta del rio, según consta de las declaraciones de los 
testigos 1). Guillermo Qüin (ingeniero) f. U-i a j contestar 
la 10* y na pegunta del interrogatorio de ('. Ut, Uon 
Emilio Calding t 135, D. Joan Hovalíeti, D. Tomás All- 
wnght (estos dos últimos solo contestaban á la 10 pre- 
gunta), Ü. José Vicino F; ¿08 y l). Ciríaco Leguizamon 
f. 309, razón por la que Sullivan perdia tiempo en su tra- 
bajo principal, hasta arrimar á los puntos necesarios dichos 
materiales, por cuya operación, confirmada por varios tes- 
tigos, convino Rojo en abonarle separadamente 2 $ As. por 
cada milla en que arrimase postes, y otra compensación 
mas por otros materiales, como consta del documento 
otorgado á dicho Sullivan y puede verse á f. 301 de estos 
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mismos autos. 14. Que por Jas razones anteriormente es- 
puestas, tuvo [Sullivan , a falta de dichos elementos, que 
despedir sus operarios, hasta quedarse con ocho ó diez, 
y una vez con ninguno, según consta de las declaraciones 
del mencionado testigo U. Emilio Edling á f. 136 al con- 
testar las preguntas 5* y Oa del interrogatorio de f. 133, y 
U. José Vicaro á f. 308, estando uniformes varios otros 
testigos en que repetidas veces tuvo Sullivan que despedir 
operarios por lalta de material y herramientas al contestar 
la 7" pregunta del interrogatorio do f. 141 como puede 
verse á fs. 145, 14ü y U8. 15. Que en vista de tantos 
inconvenientes aseguran los ingenieros I). Gustavo Gualberg 
y D. Federico Stavelius en sus declaraciones de f. 196 al 
constatar la 6" y 9a pregunta, que era imposible que Sulli- 
van hiciera con los elementos de que solo pudo disponer, 
en Ires meses cinco dias, mas del trabajo que realizó, 
agregando el primero, en la contestación á la pregunta 
dirigida per Hojo, sobre si se habia podido poner mas de 
ocho hachas en esa sección, le contestó (lugar cilado) que 
se fiüdo trabajar con cualquiera cantidad de hachas, distrt- 
huyendo los trabajadores en varios puntos de la «mon, y el 
segundo asegura, contestando á la íl* pregunta del inter- 
rogatorio de f. 189, que con mas dotación de herramien- 
tas, se pudo hacer ese mismo trabajo, en la mitad y aun 
tercera parte del tiempo empleado por Sullivan. 

Y considerando: 1° Que á pesar de no haber U. Esléban 
Sullivan principiado el trabajo del telégrafo el lude Marzo, 
según quedaba acordado por el compromiso de l\..., no pue- 
de imputársele como una falta para no terminar las dos- 
cientas millas de trabajo, puesto que según los hechos que 
ya se han Iraido á la vista, se presentó en Buenos Aires el 
55 de Febrero, diciendo que estaba pronto, y se le con- 
testó que aun no habian llegado los materiales. 2 o Que 
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después no le dieron allí, ocho dios antes de su salida, 
sínó una parte de Ja cantidad de 2 t 5l>0 $ * que los 
empresarios estaban obligados por el art. A> de diclto con- 
trato. 3 fl Que á pesar de esto, despachó del mismo Bue- 
nos Aires antes de su salida de acuella ciudad, operarios 
que bajo la dirección del ingeniero U. Guillermo Qn'w. re- 
sidente entonces en Córdoba, principiaron los trabajos desde 
el punto que se los designara, -i" Que aun cuando supe- 
rando los cordones sanitarios que con motivo de la fiebre 
amarilla, pusieron en Santa Fé y Córdoba, como lo dice 
Sullivan, y la falta tle todo el dinero que debía entreoírselo, 
hubiese venido á principiar la ohra el 15 de Marzo, como 
esta compromelidn por el compromiso citado, nada había 
hecho en este sentido, puesto que basta Mayo, cuando pudo 
venir á tomar personalmcnto la obra, aun no habían ma- 
teriales ni herramientas prepararlas, hasta el extremo de 
estar varios días parado, hasta que los empresarios se los 
proporcionasen. 5" üuc viéndose absolutamente sin her- 
ramientas, tuvo que encargar varias de su cuenta á Cór- 
doba, y aun comprar después ó I). Emilio Edliiig. l\* Que 
los taladros recien después de mediados de Julio pudieron 
llegarle, y sin lo que según el informe autorizado, do dos 
ingenieros no podían colocarse los alambres. 7" l,iue por 
la mencionada falta de materiales, tuvo dicho Sullivan que 
dejar varias veces su trabajo para avanzar mas adelante 
donde los hahian, transportando hombres y útiles, para 
volver otra vez á los puntos abandonados y continuar la 
obra dejada por falta de aquellos elementos, lo que nece- 
sariamente debía ocasionarle gastos y pérdida de tiempo. 
8° Que esta misma pérdida de tiempo tuvo necesariamente 
que esperimenlar arrimando postes distantes, lo mismo 
que otros útiles á los puntos convenientes, y en que los 
empresarios debieron colocárselos, según quedó estipulado 
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en el art. 12 del convenio ya referido. 9° Que á no ser 
lanías dificultades, y habiendo podido disponer do la do- 
tación conveniente de herramientas, habría terminado la 
obra de las 81 millas que soto pudo hacer, en los 5 meses 
del compromiso, en la mitad ó tercera parte del tiempo, 
estando al informe profesional de los dos ingenieros antes 
citados. 10, Que por consiguiente pudo terminar las dos- 
cientas millas de trabajo ¿ pesar de la demora en dar 
principio al mencionado trabajo, y no lo verificó por la 
falta de elementos necesarios al efecto. 11. Que la tacha 
puesta por Kojo en su escrito de l. 184 á los tres testigos 
(Juin, Allwright y Rovallcti, cuyas declaraciones figuran 
de fs. Ui a 150, de ser estos acreedores ó deudores, (tan 
vaga es la taclia) no puede tener consecuencia legal, por 
no eslar probadas en ninguna parte de estos autos, dichas 
circunstancias, sino únicamente, haber entre Sullivan y 
ellos, cuentas aun no liquidadas, con motivo de haber 
aquellos tenido parle en ios trabajos de! 
que á mas de estos, figuran tantos oíros 
ponen mas ó menos sobre esos mismos hechos tan culmi* 
nantes y decisivos en la presente causa. 12. Que aun 
cuando el testigo D. Santiago Temple, gefe de una casa 
de comercio de Córdubs, diga en su declaración 
allí, que es acreedor de Sullivan, por la ii 
tidad de $ ü». W, resto del valor de herramientas y otros 
objetos que le pidió, no es circunstancia atendible como 
taclm, la de ser acreedor, puesto que consta por los libros 
do la misma casa, que el mismo Sullivan pidió de su 
cuenta estos útiles, y de cuya venta resultó ose saldo en 
su contra, resultando probado el hecho que se deseaba 
r, de que Sullivan compró realmente esas herra- 
y lo comprueba iiJcmús la antes citada y recono- 
cida carta do D. Anselmo Uojo de f. dirigida 
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sado Sullivaa. Que las tachas puestas por la parte de Rojo, 
en el último informe verbal que tuvo lugar, á los dos tes- 
tigos D. Juan Vicario y Ciríaco Leguizamon, que figuran 
de fe. 303 á 31 0, fundándose en que sus declaraciones 
fueron dadas después de pasado el término de prueba y á 
quienes mediante exhorto de este Juzgado, les lomó en 
Santiago del Estero, sus dichas declaraciones el Jue» Na- 
cional de aquella Sección, no puede ser atendible, en ra- 
tón de haber estos y otros muchos testigos que debian 
allá prestar sus declaraciones (y que al fin, solo tres lo 
hicieron) sido presentados por Sullivan en tiempo legal, y 
estar todos ellos en lugares remotos y distantes de la ciu- 
dad de Santiago y ser notoria la irregularidad con que en 
esa Provincia se cumplen con estos deberes, por falla de 
práctica en los jueces inferiores, y aun de sus subordina- 
dos, en el ejercicio y cumplimiento de las leyes y como 
puede deducirse de la nota misma de f. 311 dirigida por el 
Juez Nacional de aquella Sección, al de esta, en que dá 
cuenta y revela un descuido y desobediencia notable por 
uno de sus comisarios, á quien tuvo que dirigirse para 
cumplir con el exhorto que debia diligenciar ; no siendo 
justo ni conforme con el espíritu y disposición de 
la materia, que por tales razones se perjudique 
teresada, que en tiempo oportuno pedia estas pruebas, aun 
que las obtuviera después, según doctrina recibida, y puede 
verse sobre este punto las autorizadas opiniones del Dr. D. 
Miguel E. Saguí, citando vanas leyes vigentes en su obra 
• Tratado elemental de los procedimientos civiles», art. 
1* párrafos 515 y siguientes: pudiéndose asegurará mas 
que esta misma es la práctica observada en este foro pro- 
vincial. 14. Que las pruebas presentadas por los Sros, llojo 
y que consisten en las declaraciones de los testigos desde 
fs. 222 á 244 carecen de importancia lega), por cuanto 
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todos ellos al contestar la 2 a pregunta del interrogatorio 
de f. 229, se reducen á decir que en Mareo vieron entro 
Chañar y Loreto materiales, y alguno entre Chañar y Ojo 
de Agua, pues todos ignoran si eran los bastantes para el 
trabajo, ni qué cantidad era, ni que calidad tenían y lo 
único que sabían, era que eran materiales para el telégrafo, 
y por consiguiente, sus dichos vagos é indeterminados, á 
cscepeíon del testigo Ü. Henigno Argañaraz á fs, 217 y 
218, que habla de distribución de materiales seguramente 
en alguna parte de la línea, como de la que habla el inge- 
niero Edling, testigo presentado por Sullivan, al contestar 
la 4* pregunta de esto en su declaración de f. 136, donde 
tos postes estuvieron al lado opuesto del no y en que los 
hizo arrimar Itojo, y lo confiesa aun el mismo Sullivan, 
absolviendo posiciones a i\ 282 vía. al fin, por cuanto en 
otros puntos de la misma línea lo hizo dicho Sullivan de 
su cuenta y bajo la retribución estipulada con Rojo, de que 
le abona 2 $ fls por milla en que arrimase dichos palos y 
aun otra retribución por acercar tos demás materiales, se- 
gún su dejó anteriormente demostrado por el documento 
otorgado al electo do f. 201 por el mismo Boje, y la con- 
fesión terminante que hace en su escrito de f. 288, de- 
clarando que aun no le ha pagado á Sullivan esta rclribu- 
ciun i/ que tiene su acción e&pMita para cobrarla. 15. Que 
por consiguiente, habiendo Sullivan, á pesar de su demora 
ett salir de Buenos Aires, podido terminar en el plazo pre- 
fijado las 200 millas de trabajo á que estaba comprometido, 
según se deduce por el informe de ingenieros competentes, 
y no lo hizo, por taita de materiales y herramientas ne- 
cesarias para activar un trabajo de esta naturaleza, mal 
pueden los empresarios en su contrademanda cobrarle la 
inulta estipulada en el art, 5" del contrato de f. 1", por 
cuanto en los contratos bilaterales, una de las parta no 
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podrá demandar su cumplimiento sinó probasa haberlo ella 
cumplido, Cód. Civil, art. 65, Sec. 3% til. i*. 16. Que no 
era ni podia ser facultativo en Rojo como lo dice en su 
escrito de f. 292, pasados los 5 meses do que habla el 
art. 5o del compromiso de f. la, dar ó nó t á Sullivan 
trabajo en el telégrafo hasta enterar las 200 millas conve- 
nidas, por cuanto la cláusula penal consignada en el mis- 
mo art. 5» del cilado compromiso, de pagar á Sullivan la 
multa de 1,000$ fU. por cada un mes de relardo, viene á 
ser por el mismo hecho de aquel convenio, puramente ac- 
cesoria á la obligación principal, y dobia esta continuar á 
pesar del pago de la multa, por cuanto los contrayentes 
se pusieron ya en el caso posiblo de algún retardo, sin el 
que, mal podia pagársela multa de 1,000 ¿ fls., de ma- 
nera que, en estos casos, el deudor pagando la pena, no 
podría eximirse de cumplir la obligación principal, sinó en 
el caso en que apresamente (lo que no hizo) se hubiese reser- 
vado este derecho ; art. 7<\ Código Civil, tít. 11, * De las 
obligaciones con cláusula penal > ; no pudiéndolos empre- 
sarios alegar que habiéndose pasado los cinco meses de la 
obligación estipulada, no tuvieron ya trabajo que darle, 
puesto que terminadas las 81 millas y en que Sullivan dice 
que les pidió trabajo, recien se lo ofrecieron para conti- 
nuar, según carta de b. Anselmo Hojo de f. 203 y posi- 
ciones presentadas por este mismo á f. 261 Je los autos. 
17. Que por esta última razón no puede tener fuerza algu- 
na en el sentido legal, el cargo hecho á Sullivan por Jos 
empresarios de no haberse aquel hecho car^o do la conti- 
nuación de los trabajos del telégrafo, cuanHu la invitación, 
según se ha visto, fué a mas de 5 meses después de haber 
hecho las 81 millas; de haber pasado eso tiempo sin hacer 
nada absolutamente ; dispersados todos sus elementos, y 
estar por Gn t cuando tuvo lugar esa invitación, en lo mas 
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empeñado de esto pleito, corno lo dijo el espresado Sulli- 
van, al contestar ta primera pregunta ile las citadas posi- 
ciones presentarlas por He-jo, y que efectiva monte, el mal 
estado ya do las relaciones entro ambos con motivo do 
estos desagradables acón lecimien los, tos alejaba do loda 
armonía ó inteligencia recíproca para la continuación do 
obras de esta naturaleza, en í¡ug á cada momento se nece- 
sita del acuerdo mutuo. IS. Que por los términos déla 
demanda formalizada por Sullivan á t fí, debe deducirse 
que se limitaba a pedir 40 $ fts. diarios de mulla, según 
el art. C del convenio de \\ I*, porcada uno de los que 
por falla de materiales y berra míenlas hubiere estado sin 
trabajar, hasta aquel en que se presento demandando á 
los empresarios, y no como después lia pretendido exten- 
der el cobro dt- la multa basta el día en que terminase el 
presente juicio, porque no lo espresa así en la demanda 
referida, limitándose á decir al final de ella las palabras 
siguientes: iiesenúndome ¡tara después entablar otros recla- 
mos de importancia que ímp contra ios Sres. Rojo por falta 
de cumplimiento en el contrato, lí), Que esos dias perdi- 
dos por no haber podido trabajar, son, según ia misma 
demanda, trece en Santiago, y ¡os transcurridos desde el 
i° do Setiembre en que f¡e encontraba nuevamente parado 
etc., resultando £0 dias los perdidos, por los que recla- 
ma la mulla, suponiendo que el día 13 de Setiembre hu- 
biese presentado su demanda decretada el quince, se*'un 
se observa en los autos. 20, Que aunque está probado, 
según antes se lia dicho, que realmente Sullivan perdió 
varios días de trabajo por falta de berra míenlas y mate- 
riales, no está sin embarco probado con precisión, cual 
fué el número Jijo de esos dias y por consiguiente es lle- 
gado el caso que el Juez haga un juicio prudencial para 
lijar aquellos dias que por las faltas dichas, no pudo Ira- 

T. V. ^ 
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bajar, para la aplicación de la mulla ó pena impuesta en 
el compromiso ja referido. 

Por estas consideraciones y fundamentos: Fallo, que 
debo declarar y declaro : Que deben quedar reducidos a" 
solo 20 dias los que Imn Esteban Sullivan estuvo sin tra- 
bajar por falla de berra míe nías y materiales en la obra 
del telégrafo que 30 lo encomendó por la une i edad : Camilo 
y Anselmo Rojo y que esta misma sociedad debo abonar 
al espresado U. Esteban Sullivan é los di ex din* curiladus 
desde el siguiente al de la notificación do ta présenle de- 
manda la cantidad de 40 £ fts, por cntla uno do los dichos 
20 dias, ascendiendo lodo á la suma de 800 y fts. cu 
cumplimiento de lo estipulado en el art. 0° dul compro- 
miso de te, 1» y £* y da lo dispuesto en el Código Civil 
en su art. 5», til, 1 1 c lie las obligaciones con cláusula 
penal * y domas leyes generales de la materia ; absolviendo 
por consecuencia ¡'1 dicho U. Esteban Sullivan, de la contra 
demanda entablada contra él por la mencionada anciedad : 
Camilo y Anselmo Rojo y que se registra desde t's. 1)1 á <Jt> 
de estos mismos autos ; dejándole su derecho ú salvo para 
que baga uso como viere convenirle de la reiorva que bacía 
de otros reclamos al (inal de su demanda de i, Hágase 
saber y repónganse por mitad los sellos. 

Agustín Jutto de la Vtya. 

Las dos parles apelaron y concedido el recurso libre- 
mente, Sullivan pidió se reformara el aulo apelado en la 
parte en que no condena á los Sres. Unjo al pago de los 
danos y perjuicios y multas no comprendida! en la con- 
dena' ju, gastos, parle del precio del telégrafo construido 
por el y costos y costas. 

Dijo : que su demanda fué ampliada a" tudos eitoi puntot 
en ü escrito de contestación á la conlrudcmanda ; que 
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di i los considerandos mismos de la sentencia resultaba 
evidente su derecho á exigir de los Sres. Rojo e! pago 
de las mullas, la indemnización de los daños y perjuicios 
su Tridos y los intereses de] dinero que debían entregarle 
aillos do partir de líucnos Aires ; que era de toda jus- 
ticia condenar á los Sres. Kojo al reembolso de sus gastos 
que podían calcularse en 002 fies, y al pago de ftes, 
importe dol precio de las millas construidas ; que estaba 
probada la temeridad de la contradernandu y los Sres. Uojo 
debían ser también condenados en loa costos y costas. 

Conferido traslado, contestaron los Sres. Rojo que debía 
revocarse el auto apelado haciendo lugar á la contra- 
demanda. 

tíijeron : que la multa lijada p^r el juez á yno era ar- 
bitraria ; que ;í la fecha de la demanda bahía ya cadu- 
cado el contrato y ellos no estaban ya obligados á ninguna 
suministración ; que ellos no habían faltado ú sus obli- 
gaciones, ni les eran imputables las irregularidades que 
babian ocurrido ¡ que el solo culpable do ellas era Su- 
ilivan ; que en el contrato no habia ninguna estipulación 
respecto do los gastos ; que respecto á la parle do precio 
recien pedido por Sullivan era una innovación de la de- 
manda. 

Corrido traslado contestó Sullivan que no debia hacerse 
lugar a lo alegado y pedido por los Sres, Mujo. 

Uqit : que elb»s Tal ta ron al contrato y él tenia por con- 
siguiente el derecho do exigir también las multas producidas 
después de la demanda; que el no había podido hacer la 
Ira /.a pretendida por los Sres. Rujo por no tener las her- 
ramientas necesarias ; que la Corte Suprema estaba au- 
torizada a faltar sobro la parle de precio pedida pul 1 él 
por el art. 2:24 de la ley nacional de procedimientos. 
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Fallo de U Suprema Corte. 

Üucnos Aires, Setiembre 18 de 1813. 

Vistos : por sus fundamentos, y no pudiendo esta Su- 
prema Corte fallar sobre ningún capitulo que no se hu- 
biese propuesto á la decisión del inferior, y no fuese 
conformo á las acuíoues deducidas cu el juicio, con ar- 
reglo á lo dispuesto por los artículos doscientos veinte 
y cuatro, y trece, de la ley nacional sobre procedimientus ; 
se confirma la sentencia apelada de Tuja trescientas ca- 
torce, y satisfechas las costas, y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse tos autos. 

Salvador M. del Carril. — Francisco 
Delgado. — José Barros Tazos. — 
J. B. Gorostjaci.— J. Domínguez. 

■ n i mi 



/>. Enrique Erdmann, contra D, Agustín Muño: Sal- 
vignty sobre cobro de pesos. 

Sumario. — El ador debo probar su demanda en las 
bases con que fué entablada por él y admitida por el 
juez, y no haciéndolo debe absolverse el demandado. 
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Caio, — I). Enrique Erdmann, aloman. demand6 á Uon 
Abelardo Muñoz Salvigny, argentino, por el pago de 268 $ 
íles. residuo do precio de mercaderías vendidas á D. 
Ignacio López. 

Dijo que muerto su deudor López, Muñoz se había 
apoderado de sus bienes ; que por consiguiente se había 
sus ti luido á él Inicia sus acreedores. 

El Juez se declaró incompetente por ser la demanda 
referente a una testamentaria y probablemente a" un con- 
curso. 

Erdmann entabló entonces nueva demanda conlra Muñoz, 
protestando pruhar que se bahía constituido deudor de 
la deuda de Lopr*. 

Corrido traslado, contestó Abelardo Muñoz que debía él 
ser declarado no parle por no haber tenido injerencia 
en este asunto sino como dependiente y en nombre de 
su hermano I). Agustín. 

Erdmann pidió se siguieran los autos con este y con- 
cedido traslado contesto IK AgiMin confesando haber re- 
cibido las mercader í as quedada* á la muerte de López que 
era su dependiente, pero negando haberse sustituido en 
ninguna deuda de López hacia Erdmann. 

El juez llamó á prueba sobre la nueva demanda y pro- 
ducidas las pruebas y presentados los alegatos se dictó 
el siguiente 



Turuman, Mayo 14 de 1 «73. 

Y vistos : estos autos formalizados de la una parte TV 
Enrique Erdmann, actor demandante, y f). Agustín Muñoz 
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Salvigny, demandado por aquel, por cobro do cantidad 
do pesos. 

Y considerando: 1° Que D. Enrique Enlmann se pre- 
sentó anteriormente haciendo este mismo cobro, por su 
demanda de f . 3 á lo que no se hizo lugar por el auto 
ejecutoriado de este juzgado que figura á f. ¡1 y A de 
estos autos, en razón de referirse el demandante ¡i una 
testamentaria ilíquida, en la que no había tenido lugar 
aun, inveníanos y demás operaciones consiguientes para 
averiguar sus activos y pasivos, y precederse según sus 
resudados á lo que hubiere lugar según derecho, y ser 
el manato de estas diligencias previas del esclusivo re- 
sorte de lo"» autoridades provinciales. 

2 o Que en seguida el mismo Krdrnann se presentó en- 
tablando nueva demanda, cnbrundo la misma cantidad de 
pesos, por las cuentas de f. 1 y 2 ; no ya, fundándose 
en lo anterior, como era consiguiere, sino protestando 
probar en el curso dt este juicio que Muta:, se ka constituido 
deudor de lo que López le dtbia, como se ve por su dicha 
nueva \ testual demanda de t 5. 

3 n Otio esta nueva demanda fué admitida |ior este, luz- 
gado (después de desechada la primera) en el único con- 
cepto bajo la base de que Síuñci se constituyó tu deudor 
de Erdmann de las cantidades aue este finado il fgnacio 
López U dehia. 

Que dirhn |t, Enrique Enhnan soln sp ha empeñado 
en el curso del presente juicio en probar que II Agustín 
Muñoz Salvígny, tomó al finado L<>peji ¡;is mercaderías 
que quedaron por su muerte ¡ hecho que Muñoz no |o 
hnbia negado, ni al absolver Ins posiciones de f. 21, ni 
en ningún otro lugar d« estos nulos, y sin míen lar siquiera 
el referido Erdmann, probar lu que le convino de acuerdo 
con su acción, y es que Muñoz tomó por sí la obligación 
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de parirle la cantidad que dice le debía el finado D, Ig- 
nacio López, y bajo coya única base fué admitida por este 
juzgado la nueva demanda enlabiada según se lia dicho 
ya anteriormente. 

Por tales fu nd amen toa y en observación de la Ley 1», 
lít. t.ii :ia . Mfk» pf nVbn absolver y absuelvo de 

la demanda á I). Aguslin Muñoz Salvigny, con costas. 
Y por esta mi sentencia definitivamente juzgando, así lo 
pronuncio, mando y firmo en el dia y año espresado, 
liábase saber y repóngase el sello. 

Agustín Justo át la Verja. 

Apeló Ermann y concedido el recurso en relación, se 
dictó el siguiente 



Fallo de la Suprema Corle. 



Humos Aires, Setiembre 30 de 187.1. 

Vistos : por sus fundamento*, se confirma con cosían 
el auto apelado de f^ja treinta y ocho vuelta ; satisfechas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. im. Cvrmti., — Francisco 
I)Eu;,\no — J jsk Dar. nos Pazo*. — 

J. It. (ionuSTIinA. — .f. llOMINCLKZ. 
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Los herederos de i). Jntf /í. Molina enn P. Alejandro 
Lloverás sobre reivindicación. Incidente 
tabre campe leticia. 



Sumaria,- — La jurisdicción competente para connrr r d^ 
una causo, lo es también pitra resolver loa cuestione» 
incidentales que se li-an mu ella 

/ 'asa. — Kn unos autos seguidns ante el Juzgado Na- 
cional de San Juan por I). IHoiuno Várela, contra ln* 
herederos de U. José K, Molina, por indemnización de 
dañéis y perjuicios, la Suprema Guie, p« r É'.iiln de 2'* 
de Julio de 1871, declaró ntilu todo lo obrado, y urdeim 
reponer la causa al estado de demandé 

Devueltos los autos, y habiendo sido recusado el Juez 
Federal de San Joan, t-l espediente pasó til de la Sección 
de Mendoza, ante quien ll. Agustín l'erreira p«»r U>$ be- 
rederos de Mulina so presenlú exponiendo: que en el juicio 
anulado se hala, embargad» y dadn en pago á Várela 

un fundo de la test; .-uta ría indivisa de Molina y de üii 

esposa Ita í'etrona Lancinas que liahi.i fallecido después, 
cuyos procedimientos hahian tímido losar en el Juzgad» 
Federal de Mendo/a en virtud de exlmrtu del de San Joan 
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Ouc liahiéndoso declarado nulo el proceso y repuesto 
ni estado «le demanda, ora necesario restituir la posesión 
do quo sus representados habían sido privados ; y que 
encontrándose h. Alejandro Lloverás en posesión del in- 
muchle que trataba de reivindicar, pedia que contra él 
se siguiera ta demanda. 

Corrido traslado, U. Alejandro Lloverás promovió ar- 
ticulo do [in-vin pnuiunriainn'uLii, declinando la jurisdic- 
ción nacional por ser la causa entre vecinos de una mis- 
ma Provincia, y im poderse proro^ar la jurisdicción Fede- 
ral. 

Corrido lrasl.nl. i del articulo, l'Yrreira contestó quo su 
demanda se hnsahn en un fallo de la Suprema Corle, cuyo 
cumplimiento correspondía al Jtiez de Sección, tío teniendo 
nana que ver en el asunto la justicia provincial, pues el 
fuero en este caso emana de la naturaleza de la acción 
deducida. Pidió se rechazara el articulo con costas. 

Fullo ilrl Jur» «le Cerrión. 

Mfinhj/a, Junio \ oV 1H73. 

Vistos y considerando : que por la sentencia suprema 
de Julio do ISTI se dceiaiV» mito todo lo ohrado desde 
la loga .MI del cuerpo principal di; los autos seguidos 
por IK Itionicio Várela, contra los herederos de I), .losé 
Bernardo Molina, y se repuso la causa al esl.olo quo tenia 
Cuando se interpuso la demanda : Que pnr consiguiente 
quedo tanihicii comprendido cu la Sentencia suprema la 
adjudicación del Inicio qje se cuestiona, hecha á \\. Iho- 
fliCtO Várela á I. de Ins mitos principales. O ne ha- 

hiendo el Sr. Lloverás uhSemdo ese Tundo por compra 
hecha a Várela por medio del apoderado de este D. Pedro 
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J. Anxorena, y versando la cuestión sobre reivindicación 
contra el tercer poseedor, por haber sido andado el Ululo 
de su causante, debe considerarse como incidente del juicio 
principal, y es constante en derecho que la jurisdicción 
competente para conocer de una causa lo es también para 
resolver las cuestiones incidentales que se ligan con 
ella. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con el principio 
citado, este juzgado se declara competente para conocer 
en el presente juicio ; con oslas al Sr. Lloverás. En 
consecuencia conteste la demanda en ni lúnnino de la 
ley. Repónganse. 

Juan €. Albarracin. 

Habiendo apelado Lloverás se dió vista al Sr. Procura- 
dor General quien sostuvo la competencia del Juca de 
Sección, runda do en que solo so trataba de dar cumpli- 
miento 5 una sentencia de la Suprema Corte, á lo cual 
se oponía Llovera». 

Fallí» d* I» fluprrnui f'vrtr. 

Rueños Aires, Setiembre 23 de 1873. 

V istos : de acuerdo con lo espucsto y pedido por el 
Señor Procurador General, y por sus fundamentos, se con- 
firma con costa?, la sentencia apelada de foja sesenta y 
nueve vuelta, y satisfechas estas y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Francisco 
Delgado. —José Rarros Pazos. - 

J. B. Go ROSTIA KA. — J. DoMrST.CEZ. 
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íí/i. Angela Bedoya de. Amadey, contra />. Pedro 
Perruchtno, sobre cobro de pesos. 



Sumarto. — T Kl actor debo seguir el fuero del reo. 
especialmente no teniendo éste fuera del lugar de su 
domicilio bienes en tjue se pudiera trabar embargo. 

2" El lugar del contrato surte f iero tan solo bailán- 
dose en él el demandado. 



Caso. — I>3 Angela Bfdnya do Amadey, demandó ante 
el juzgado nacional de Corrientes á I). Pedro l'errurluno 
domiciliado en Villa Occidental en el f.baco, por la can* 
tLil.nl de fies. |IUG;08 importo de mercaderías adeudadas 
al almacén do su finado marido. 

El juez se declaró incompetente con el siguiente 
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ralle del Jufi de Uredo»! 

Corrientes, Setiembre 11 de IRIS. 

Vistos y considerando: 1" Que es principio constante 
que el actor debo seguir el fuero del reo ; y estando 
avecindado I). Pedro Perruehino en la Villa Occidental 
en el Chaco, según lo manifiesta el demandante, son las 
autoridades de este ponto las quo tienen jurisdicción 
para entender en la demanda, pues, el lugar del domi- 
cilio es ct fuero compílenle, especialmente no teniendo 
Perruchino en esta Provincia bienes en que pudiera trabarse 
embargo. 

2 Ú Que tampoco surte fuero en este caso el logar del 
contrato, por cuanto Perrucliino no se halla en esta, 
pues la Ley 2, lít. 1", Lib. 2 n \\. 1. exige espesa- 
mente esta circunstancia para que el lugar del contrato 
surta fuero. 

Por estos fundamentos, se declara que este juzgado 
es incompetente para entender en esta causa, debiendo 
la interesada ocurrir donde corresponda, llágase saber 
y repónganse los sellos, 

Carlos Luna. 

D 1 Angela Bedoya de Amadey pidió revocatoria ape- 
lando in subsidiara. 

Dijo; que en Villa Occidental en el Chaco no habia 
sinó un gobierno militar, ni otras autoridades judiciales 
que un Juzgado de Paz incompetente por el importe de 
la cantidad demandada. 

Negada la revocatoria y concedido el recurso en rela- 
ción, se dictó el siguiente 
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Fallo de I» ftupretu* Corte. 

Buenos Aires, Setiembre 23 de 1873. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma con costa*, 
el auto apellido ile Tuja nueve, y satisfechas y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. dkl Cunit. — Fiuncisco 
Üeuíado. — José Bariios Pazos. — 

J. ü. GonoSTlACA. — J. DOMINGUEZ. 
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I). Juan Sitara Monteiro, contra los Sres. Barran 
y Uritt, sobn cobro ejecutivo de fleta* 

Sumario. — 1" Justificada la entrega de las mercancía* 
á los representantes ó uonsignatarios del fletador, el fle- 
tante tiene perfecto derecho para dinjirse ejecutivamente 
contra ellos por el cobro del flete, 

£o Kl ejecutado debe exonerarse del pago de las costas 
en caso de justificarse en parte su resistencia por la 
plus pelition del ejecutante. 
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Cato. — l). Juan Suarc¡¡ Monteiro, c;ipitan del buque 
« Rápido » pidió se practicara por lus Sres, Barran y Brict 
el reconocimiento de dos recibos firmados por ellos do 
la carga del buque que fué fletado por lus cargadores 
del buque « Alberto l'rcmuda » en Marsella con condi- 
ción de ser consignado en Buenos Aires á ios agentes do 
los fletadores. 

Los Sres. Barran y Brict reconocieron los recibos. 
Suarez pidió se despachara contra ellos por el importo 
del flete que le debian como consignatarios de la carpa 
el mandamiento señalado en el art. 313 de Ja ley do 
procedimientos. 

El juez no hizo lugar por no tener el contrato de fleta- 
menlo las condiciones requeridas por el arl. 24H de la 
ley de procedimientos. 

A pedido Je Suarez tuvo entonces lugar un juicio ver- 
ba] en el que Barran y Bríut manifestaron haber recibido 
el cargamento. 

A pedido de la misma parte el administrador de lientas 
Nacionales remitió al juzgado una copia del manifiesto 
del « Hápido » en que se declara la carga á consignación 
de A. Barran y A. Uriet. 

En este estado Jos demandados oblaron la suma de 
5507 fies, a* disposición de Suarez. 

Dijeron que ellos eran simples consignatarios del ca- 
pitán y no de la carga ; que como tales habian podido 
cobrar de los cargadores de las mercancías traídas por 
el • Rápido i la suma de 0205 fies,, que de esta suma 
habian tenido que bacer varios pagos por la cantidad do 
698 ftes. según cuenta que presentaron ; que oblaban por 
consiguiente la suma residual de 550? ftes; que para 
completar el flete faltaban 880 ftes. que se debían por al- 
gunos cargadores morosos y que Suarez debía demandarlos 
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los demandados á 



directamente por no estar 
pagarle deudas agcnas. 

Suarez se recibió de la suma oblada y no admitiendo 
la deducción de los üí>8 ftcs. siguió por el resto juicio 
ejecutivo contra Barran y Briet quienes oblaron el resto 
del Hete y en la estación oportuna opusieron ta escep- 
cion de inhabilidad del titulo para el pago del flete ín- 
tegro, pidiendo la devolución de la suma oblada. 

Bijieron ; que ellos no habían sido consignatarios de la 
carga sino del capitán ; que su responsabilidad como tales 
se limitaba á entregarle las sumas cobradas, por no res- 
ponder hI mandatario de lo que los terceros adeudan al 
mandante ; que ademas su deuda debía considerarse por 
ilíquida por deberse deducir los gastoB encontrados por 
ellos, el valor del sello de la solicitud á la aduana, su 
comisión, y 380 fíes, importe de cantidades anticipadas 
recibidas por el capilar 

Corrido traslado contestó la parte de este ; que no de» 
bia hacerse lugar á la escepeion ; que Barran y Biiet eran 
verdaderos consignatarios de la carga según resultaba d« 
sus recibos, del manifiesto de aduana y du las operacionei 
practicadas por ellos ; que por lo demás no tenia incon- 
veniente en hacer ot descuento de las sumas anticipa- 



El juez para mejor proveer mandó comparecer i los 
de Suarez quienes manifestaron no tener 
en deducir las partidas, de gastos de entrada 




FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Fallo d>l Juez de Sección. 

lluenos Aires. Julio 29 de 1873. 

Vistos : los presentes autos ejecutivos seguidos por los 
Sres. M. Terrero y linos., contra los Sres. A. Ilarran y A. 
Briet, como consigna larios de la carga de [a barca brasi- 
lera i Bápido, > por cobro de Heles, 

Y resultando : ! u Que el dicho buque » Rápida * debía, 
según la carta de llelamento, venir consignado á los 
agentes de los fletadores que lo era el capitán del navio 
Austríaco « Alberto l'remiido * para conducir la carga í|Ug 
el último trajo basta Pcrnambuco, desdo Marsella, entre- 
gada en este último puerto por Barépere et ílls con des. 
tino para Montevideo, á la urden, estipulándose el fíele de 
1150 libras esterlinas por el viage del « Bápida » todo lo 
cual está constatad^ per la carta de fletamento, corriente 
á f. 3, la que estipula ademas una comisión del 2 % & 
favor do los consignatarios, y ba sido reconocida por 
Barran y Ilriet en el escrito de fojas Íí2y33 en que se 
dicen consignatarios del * Rápido. » 

2" Que los mismos Barran y Briet se han recibido de 
la carga conducida por el buque brasilero i Hápido, * al 
que han dado entrada y han entregado la carga á quienes 
pertenecía ella, baciendo cerca de diclias personas las di- 
ligencias necesarias para cobrar los Hotos que adeudaban, 
v habiendo cobrado la suma de fies. 1)205.70 cls , hechos 
todos que están constatados por los recibos de la carga 
{ f . 1 y 2) reconocidos por Barran y Itriet a f. 13; por 
la copia del manifiesto de f. 20, remitida por la admi- 
nistración do Heñías Nacionales, y por el escrito citado 
anteriormente de fojas 32 y 33. 
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3" Que los ejocu lados han opuesto la esccpcion do 
inhabilidad del título , rumiándose en que no Kan sido 
condigna (a píos de la carga, sino solo representantes del 
capitán del i Rápido, » cu cuyo carácter lian hecho ges- 
tiones para obtener el pago de los fíelos adeudados por 
las mercancía?, y no oslan obligados á entregar sino lo 
que hubiesen recibido corno Lulos, y habiendo cesado su 
representación en virtud de haber dicho capitán consti- 
tuido como apoderado suyo á los Sros. Máximo Terrero 
y hnos., son estos últimos quienes deben exigir ol pago 
de lo que aun se adeude al capitán, 

Y considerando : i" Que no solo según ol conocimiento 
si nú á estar á los hechos ocurridos , llarran y Itrien á mas 
de ser consignatarios del buque, lo han sidu también 
do la carga, por cuanto según la carta de lleta metilo el 
buque dehia ser consignado a los agentes de los fletatforcs, 
que en este caso eran lus que cargaron las mercancías 
en el buque Austríaco * -Muerto í'remmlu > on Marsella 
ó el capitán de este último buque que fué el que lomó á 
íb-te el i Rápida » para remitir la carga Jo aquel; y por- 
que do no ser consigna la ri os de la carga no se habrían 
recibido de esta ni la hahrian cnlregado á los respeclivos 
dueños de la misma, ni habrían procurado cobrar el ílele 
que adeudaban personas que el capitán del « llápida » no 
podia conocer ni liabian tratado con él, directa ni indi- 
rectamente. 

2 o Que lo espuesto en el precedente considerando se 
confirma por el hecho de haber el enjutan del i Rápido » 
celebrado el contrato de lletamcnto, el del • Alberto Pro- 
maduro, t rjuc es por consecuencia contra quien tenia 
acción directa, ó contra quien Jo representase* 

3" Que la consecuencia que Huye de los precedentes 
considerandos es que liarran y liriet son los represen- 

T. V, ~ 
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lanles ó consignatarios do los fletadores, y que por lo 
mismo el fletante tiene perfecto derecho para dirigirse 
ejecutivamente contrn aquellos, una vez justificada, como 
lo está, la entrega de las mercancías ( arts. 1187 y 1210 
del Cúd. de Com. ó ¡nc. 1" del art. 308 de la lev do 
procedimientos. ) 

■i" Que por consecuencia no está justilicada, ni es jus- 
tificable la csccpcion de inhabilidad del título propuesta 
por el ejecutado. 

5" Que sin embargo do lo espucsto en el preceden- 
te considerando, la ejecución debo limitarse á la can- 
tidad que efectivamente adeudan los Sres. Barran y Rriet, 
después ''a deducida la que hubieren abonado legitima- 
mente, computándose en el pago la condición que, según 
a carta de ilclamcnto v coiuo lo ha reconocido última- 
mente la parte del capitán, debe abonar el último á los 
agentes de los Heladores. 

G° Que las cantidades que deben deducirse son las que 
á f. 30 vta. aparecen entregadas al capitán del * Uápido > 
en cuatro ocasiones desde el 18 de Enero basta el 28 
de Febrero, importantes lies. ÍJNU, mas fies. 31,20 cls. 
importe del manifiesto de entrada y sello, mas la comisión 
del 2 "L sobre las 1450 libras esterlinas importe del Hete 
lo cual hace un total de ps. fies. 55tí.:i0 cls. 

7o Que de lo espueslo en el precedente considerando 
resulla que la parle del capitán no ha debido oponerse, 
como se opuso en el escrito de 5 de Mayo último, á que 
los ejecutados retuviesen las cantidades determinadas en 
dicho considerando anterior, lo cual ha venido á" justi- 
ficar en parte la resistencia de los ejecutados, y por con- 
secuencia es bastante para exonerar á los últimos del pn^o 
do las costas causadas, ya que no está en práctica la L. 



DE JUSTICIA NACIONAL. 91 

9, tít. 21, hb. 4° H. en ta parlo que condena al ejecutante 
á pagar otro tanto de lo que pidiere de mas. 

Pop estos fundamentos se declara no justificada la es- 
eepcion de inhabilidad del título opuesta por los ejecutados, 
pero pagado ó compensado hasta la cantidad espresada 
en el sosto considerando el erudito perseguido ; debiendo 
por ni resto seguirse la ejunieinn hasta el completo pago 
al Reculante con los intereses basta la fecha del reembolso 
y sin especial condenación en costas, depónganse los 
sellos y nolilnjueso con el original. 

Manuel Zavatela. 

Marran y liriel apelaron en relación y concedido el re- 
nurso se dictó el siguiente 



Fallo de la Suprema Corle. 



buenos Aires, Setiembre 25 de 1873, 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el 
aulo apelado de foja sesenta y dos vuelta; satisfechas y 
repuestos las sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Marrus 
Pazos. —J. R Gurustiaca. -J. 
Domínguez. 
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CAI »! C\ll. 



Don Julio ñl. Joñas contra D* Aurelia Cinallo de. Varodmí 
sobre cobro ejecutivo de pesos. 



Sumario, — [o Los juicios testamentarios corresponden 
a* la jurisdicción provincial. 

2o Los juicios testamentarios son universales y atraen 
á sí todas las causas (|uo se promueven contra la testa- 
mentaría. 

3 n En estos juicios la jurisdicción nacional es impro- 
rogablc, aunque medie el consentimiento do las parles. 



Caso, — Los Sres, Pin i y Honcoroni eran acreedores del 
pailebot • Washington • por la suma do itlí.OOG # m/c. 
D. Julio M. Junas cesionario do dichos señores enlabió 
demanda ejecutiva ante el Juez Federal de Buenos Ai- 
res, por el pago de dicha suma contra IP Aurelia 
Cinallo, viuda de D. Juan Parodiní condomino de diebo 
buque. 

Díclada la sentencia do reñíale y nombrado el tasador 
para estimar el buque, el Juez de Sección recibió un ofi- 
cio librado por el Juez de I* Instancia do la Provincia, á 
podido do l)a Aurelia Cinallo de Parudini en los autus do 
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ln testamentaría de este, pidiendo so suspendiera por el 
Ju/g , a«li> Nacional ludo procedimiento y so remitieran los 
autos para sur agregados á los do dicha testamentaria, 
á los <|iio se dijo pertenecer esta cuestión. 

Liado vista a) interesado, dijo este que el Juzgado Na- 
cional debía sostener su jurisdicción; que el juieio se había 
seguido hasta ta estación de ser vendido la cosa embar- 
gada ; que aun siendo dudosa la jurisdicción del juzgado 
debía sostenerse en vista de tan malicioso proceder do 
la parte contraria. 

■ olio drl Juez Serriunal. 

Dueños Aires, Marzo ü de ÍS7X 

Y vistos, considerando ; I" Que consta de autos que 
Imíia Aurelia Cimillo de Parodini opuso en el escrito 
ilií l's. lli a 17, la escepcion de incompetencia do juris- 
dicción, solicitando que se ordenase al ejecutante ocur- 
riera al Juzgado de Provincia que entiende en los autos 
de la testamentaría de I). Juan Parodini, y que el Juzgado, 
piévia audiencia de diolio ejecutante, no hizo lugar por 
su auto de V> de líieiembre último á dicha escepcion do- 
H anuid ose competente ratinne ma teritv y que notificado 
dicho nulo, la viuda tic Parodio i no dedujo ni lia deducido 
hasta el presente, recurso de apelación ante este Juzgado, 
por lo que el auto recaído pasó en autoridad de cosa 
juzgada, con arreglo al art, ¿UO de la ley do proeedi- 
imeulus. 

2" Que suponiendo que no hubiese aun transcurrido el 
termino dentro del cual ih-bió recurrir del auto de este 
Juzgado, pendiente dicho auln, las partes no han podido 
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recurrir anto el Juez «le Provincia, no solo porrino es 
absurdo ocurrir ante Jueces del Fuero Provincial, aunque 
fueren los Tribunales supriores de Provincia, para en- 
mendar los errores ó reparar los agravios í|ue cometiesen 
los Jueces Nacionales, cuyas sentencias solo pueden mo- 
dificarse ó revocarse j»«*r la Suprema Corte de Justicia 
Nacional con arreglo al art. de la ley nacional de 1 1 
de Setiembre de i 803 sobre competencia de los Tribunales 
Nacionales, sinú porgue no autorizando el art. 15 ile la 
ley de procedimientos para oponer la eseepcion do incom- 
petencia, sinú dos vías alternativas, esto es, ocurriendo 
directamente al juez quu sea consulendo incuuipetenle, 
para que lo declare asi, ú al que se crea competente, para 
que dirija oficio al que se eslima no serlo, y una ve/ 
elejida la primera vía, no puede recurrirse á l;i segunda. 

Por estos fundamentos, el Juzgado no hace lugar á la 
inhibición pedida por el Sr Juez de 1 ' Instancia de Pro- 
vincia á quien se comunicará esta resolución con testi- 
monio de lo espuesto por id ejecutante, llágase saber y 
repónganse lus sellus, nulificándose con el uri^inat. 

Manuel ZavuUia. 

Comunicada esta sentencia ;il Juez de I 1 Instancia en 
lo civil se dicto por él el siguiente : 

FhIIo ilrl Jur/. A* I - Iiiftlaneiaj 

I tu enos Aires, Junio 30 de i 8T:i. 

V vistos, considerando : 1" Que según manifiesta el Sr 
Juez de Sección á f. se trata de un juicio ejecutivo 
contra la testamentaria de Paruihui : Hue el deman- 
dante debe seguir el fuero ijcl demandado ; ¡I" *Jue los 
juicios testamentarios corresponden á la jurisdicción pr<» 
vuieial según lo dispone el inciso i" del art. \~1 du la iey 
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de jurisdicción nacional ; |é Hue además el juicio testa- 
mentario es universal ¡ior su naturaleza y atrae á sí todas 
las causas <|ue contra ellos se promuevan; 5«> Que aun 
cuando la viuda de Parodini hubiera consentido en suje- 
tarle á la jurisdicción mieioual, esta es improrogablo y 
la conformidad seria de ningún electo, atendido lo dispuesto 
un el art. 1* de la ley de procedimientos nacionales. 

Por estos funda méritos contéstese al señor Juez de Soc- 
cíiin, i|ue este jugado sostiene su jurisdicción y espera se 
sirva reinilirlc el expediente 0,110 corre ante su juzgado y 
<|in! en caso de insistir en su competencia tenga á loen 
elevar los autos de !a ma'.ria á quien correspondo, avi- 
sando á este juzgado para elevar también los presentes á 
fin de que se resuelva la contienda suscitada. 

Aurelio Prado. 

IWmilntos a la Suprema Curte lus autos por el Juzgado 
de Sección y por el de I a Instancia de la Provincia para 
dirimir ta contienda, se dictó el siguiente : 

tullo rir In Mu ¡irruí** Corle. 

Ituenus Aires, Setiembre í~ de 1H"3. 

Vistos, por los fundamentos del auto del Juez de Pri- 
mera Instancia de la Provincia á toja cuarenta y cinco de 
los actuados ante ól, se declara que es de su competencia 
el cuuueimíeutu de la demanda deducida por Uon Julio M. 
Junas, lleimtanselu en consecuencia estos autos, previo 
[lagfl de costas y reposición de sellos, y avísese por olieio 
al de Sección. 

Salvado» María del Carril, — Fran- 
cisco ItELfiAnn. — .loSK U.UIKOS Pazos 
— .1, I'. r,fihosTlAi.;A. 1. Uo.MiNi;iEZ. 
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Iton Pablo (¡uastavino mitra Odena y Pichot, 
por Cobro de averías. 



Sumario. — t 1 El porteador está" obligado á entregar los 
efectos cargados en el mismo estado en que los recibió. 

2° Son do su nur ,1a h.s ilufios ó menoscabos que su- 
fran los efectos siempre que nu provengan de vicio propio, 
fuerza mavur ó caso fortuito. 

Cuando el efecto del daño es solo ln disminución en 
el valor do los efectos» el porteador sulo está oldigadu á 
abonar lo que ítn porto el menoscabo. 



Caso. — Don Pablo Guastavino demandó auto el Juez de 
Sección en Comentes á los señores Odena \ Piebol, 
agentes del vapor • Jlepúbliea ■ , el vnlof de unas merca- 
derias conducidas en el viage del II al IT» de Marzo de 
1S73, que le bahían entrojado mojadas, las cuales ava- 
luaron, según factura, en -2\o ,\* lis. á lo que debía agre- 
garse lus gastos de üVte etc., para lijar el valor en plaza 

Corrido traslado, Odena y Ptebot pidieron no se luciera 
Jugar a la demanda, Con coalas. 
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Dijeron que el vapor < República >, de qno eran agentes, 
habia ansiado el 15 de Marzo á medio din y con buco 
tiempo; que Ja descarga se concluyó pocos momentos des- 
pués, permaneciendo la carga en la ribera á disposición 
del resguardo de la Adu ana basta id tita siguiente, 

(Jim esas operaciones se hacen por mi agencia por 
cuenta y nesgo dul interesado, como aparecía du la Fór- 
mula de recibo de carga que adjuntaban. 

Que entro la carga del . RepúUieá i iban varios bultos 
para el demándente <|»*e se los despacharon en la Aduana 
ú pedido de él y le fueron llevados en carros, cuya con- 
ducción es por cuenta y responsabilidad de los empresarios 
do ellus. 

Que el demandante les aviso do la averia de los bultos 
seis boras después quo eslus libaron á su puder ; á lo 
que contestaron inmediatamente , mandando un depen- 
dí en té para .[tu* viese los referidos buhos y que este bailó 
las pie/as .1.- /ara/j al sol, siendo justo V prudenle que te 
bu h i ese avisado a riles tic ató los cajunes. 

Oue desde el dia de Ja llegada del . ISepúbliea » al 
puerto basta la entrega í?Q la carga no había ocurrido 
accidente alguno que hiciera suponer que la avería suce- 
dió en ese tiempo, 

Une esta debió tener lugar en lluenos Ain-s, pues rl dia 
anteriora la salida del * Jlepúbiica ♦ de dicho puerto tuvo 
lugar un temporal, como aparece do la t Tribuna* que 
adjunta batí. 

Uue al tiempo del desembarque, como al del despacho 
por la Aduana, los bultos estaban secos csloriormcnle y 
que su misión era ignorar el contenido de ellos. 

Con la prueba pro-lucida por las partes, se dicto el 
siguiente : 
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Fallo «Irl Jupz de Sección. 



Zurrientes, .tuniu ¿I ile IKTü, 



Y vistos: estos autos seguidos entre D. Pablo tíuasla- 
vino y 1). Isidro Odena sobre avería de dos cajunes de 
percales remitidos desde Buenos Aires para el primero por 
el vapor c República i, los cuales fueron recibidos y des- 
pachados por los agentes Odena y l'iehot sin Ijaber notado 
avería esterior; con las pruebas producidas y lo espuesto 
por las partes. 

Y considerando: I a Que resulta justificado por la pro- 
testa de f. la, firmada por varios testigos que se lian 
ratificado en el término de prueba, que las mercaderías 
contenidas en los cajones remitidos por Odena y Pichot 
estaban completamente mojadas en uno Je los estreñios de 
las piezas, notándose solamente que dichos testigos mani- 
fiestan en sus declaraciones que no se lian fijado si los 

mojados por la parle esterior. 
2" Que el mismo día que (lua^lavino recibió los cajunes 
linó á Odena la avería, habiendo este limitádose á 
un dependiente quien vio tos géneros mojados, 
siendo así, que debió hacer examinar y calificar la avería, 
de acuerdo con el dueño de los electos si consideraba que 
no era responsable. 

3" Que aunque no se ha justificado que la avería se 
notase por la parte esterior do los bultos, lo; 



han visto Jos géneros cuando estaban en los 
después que fueron sacados, dicen qi 
si se los esprimia, manifestando algunos de 
al grado de humedad, juzgan que Ja 



y 
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era de dos ó tres días ó de pocos días \ cuyo juicio es de 
importancia aunque los testigos no sean peritos nombrados 
al efecto, [mes que se trata do un hecho sobre el cual 
podían formar juicio pur su esperiencia propia, y que 
no pudo ser examinado por peritos nombrados por las 
partes en el juicio, por cuanto la mojadura debió desa- 
parecer al poco tiempo después. 

i" Que el vapor • Ucpúbl¡ea» que condujo los géneros 
salió d» Uueuos Aires el dia 11 según lo manifiesta el 
certificado de t 31 y llegó a esta el 15, dia en que fue- 
ron desembarcados los bultos, permaneciendo en la ribera 
hasta el 17. en que los recibió Cuaslavitio, de donde re- 
sulla que es mas racional suponer que la avería tuvo Ju- 
gar ul desembarcarlos en este puerto ; que no cuando 
fueron embarcados ; pues después de 7 dias de mojadura 
es de suponer que no habrían destilado agua al espnmir- 
los, sínó que se habría estendijo la humedad por la parte 
seca de las piezas, 

5° Que esto se confirma mas aun si se atiende que el 
capitán del vapor no lubria recibido sin observación lus 
bultos en cuestión ; pues ta averia habría sido muy notable 
en la parte esterior si hubiese tenido lugar en las lonchas 
que las condujeron ; siendo también una vehemente pre- 
sunción de que la avería era reciente, lo que declara el 
joven Hesoagli á f. U5, de que se notaron algunas gotas 
de agua intactas en el bulto averiado que Odena y 
Pichel remitieron para su casa, lo que no podía tener 
lugar si la mojadura hubiese sucedido en Buenos Aires, 

Co Que habiendo Odena y l'ichot recibido en buen es- 
tado esterior los cajones de mercadería del comisario del 
vapor * República », como resulta de la copia del recibo 
á f. 32 t y no habiendo por otra parle hecho alguno que 
haga presumir que la avería interior que después resultó, 
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haya sido al embarcar los bultos ó en su tránsito, se 
debo suponer que recibió los bultos sin averia cslerior 
ni interior, y t|uo ella tuvo lugar al desembarcarlos en 
la playa, especialmente cuando esta resulta demostrado 
por varias circunstancias que se lian detallado en los 
considerandos anteriores, siendo por lo lanío responsables 
de dicha avería, con arreglo a los artículos lu'U, UÍ7 y 
109 del Código de Comercio, pues era encargado por 
Guastavino del recibo y despacho aduanero de ellus, y 
estaba en el caso de lus acarreadores y porteadores según 
el art. 11)0 del mismo Código. 

7 o Que siendo el electo de la averia en esto caso, solo 
disminución del valor de los géneros y no destrucción ó 
inutilidad de los mismos para la venta o consumo, debo 
Odeno con arreglo al art. 172 del Código, abonar el me- 
noscabo á juicio de peritos, quedando por cuenta de 
Guastavino los electos. 

Por estos fundamentos, del! ni ti va mente juzgando ; fallo 
y declaro míe I), Isidro «Llena es responsable á D< Pablo 
Guastavino por Ja avería que se encunlrú en los percales 
contenidos en los dos cajones que recibió y despachó por 
cuenta de este, debiendo nombrar ¡peritos que eslimen el 
menoscabo quo los electos sufrieron á consecuencia de la 
majadura, su^tin el vuloi- rpie tuvieron cur.udo fueron 
recibidos. Cada uno pague sus costas y las comunes 
por mitad, escoplo las de la última articulación quo las 
deberá pagar Guastavino por haber sido es temporánea y 
contra derecho su solicitud. II jga.se saber y repónganse 
lus sellos. 

Oírlos Luna. 



Habiendu apelado Odena y hehut, se dictó este 
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rallo de In Suprema Corle. 

Humos Aires, Setiembre 30 de Ítí73. 

Vistos : por sus funda nícalos, se confirma con costas 
el auto apelado de íbja sesenta y seis vuelta ; satisfechas 
y repuestos tos sellos, devuélvanse. 

Salva d i in M, del Cauri l. — Francisco 
Düi.cAiio. — José Humus I'a/.os. — 

J. I*. GOHOSTIAGA. — J. DOMLNGLEZ- 



causa áixn. 



Don Oírlos Watzon contra /). Sebastian Camón, 
¡>or cobro de pesos. 



Suinfirio. — No mejorándose el recurso on el término 
del emplazamiento, so declara desierta la apelación A la 
primera rebeldía quo acuse el apelado. 

Caso, — En los autos seguidos por Ü. Cárlos Watzon 
con U. Sebastian Can huí por cobro de pesos, ante el 
Juzgado Nacional do San Juan, habiendo el primero acu- 
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sádole rebeldía a! segundo por no haber mejorado el re- 
curso dentro del término del emplazamiento, se dictó esto 

Fallo de I» Suprema Cm-le. 

líucnos Aires, Setiembre 30 de 1873. 

Por lo que resulta del precedente certificado y á mérito 
de lo dispuesto en el articulo doscientos catorce de la 
ley de Procedimientos, declárase desierta la apelación ; 
devuélvanse en consecuencia los autos, previo pago da 
costas y reposición do sellos por el apelante. 

Salvador M. del Carril.— Francisco 
J. B. Gorostiaca. — J. Domínguez. 



CAL'SA CXI 



Don Florencio Madero y f» contra Don Gre/jorio Lezama, 
sobre rescisión de m contrato. 



Sumario. — 1" Cuando los hechos alegados por una 
parte no se niegan por la otra, no es necesario llamar la 
causa á prueba, ni la omisión del auto de prueba es causa 
de nulidad. 
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2o El nado comisorio es reprobado por derecho aun en 
los casos en que no está condenado por disposición ex- 
presa de la ley, 

3° Para la existencia y validez de los contratos con- 
mutativos se requiero que lo que uno de los contratantes 
dá, sea una cosa séria y no irrisoria en relación do Ja 
que recibe, y que la proporción entre lo que se dá y lo 
que se recibe no sea tal que no pueda establecerse por 
personas de sano juicio y con ánimo de hacer un negocio. 

i<> La libertad de contratar tiene sus límites y un pacto 
reprobado por el derecho y condenado por la ley es siem- 
pre ilícito y nulo, sea cualquiera la forma que él asuma. 

5" Hay casos en el derecho en que el locador puede 
reclamar directamente contra el sublocatario y viceversa ; 
el sublocatario tiene por consiguiente el derecho de tener 
conocimiento de lo convenido entre el locador y el loca- 
tario para poder usar de sus derechos ó evitar sus res- 
ponsabilidades con respecto al locador. 

G" El deudor que no cumplo su obligación no incurre 
en la pena convenida, cuando no puede verificar su cum- 
plimiento por causas provocadas ú ocasionadas por el 
acreedor. 



Coso. — Madero y O, lucatarios de un terreno y edificio 
en calle Ksmeralda. de propiedad de D. Emilio Castro, 
sublocaron en Marzo 28 de 1871 a D. Armando Tourne- 
villc, una parte de dicho terreno con el mencionado edi- 
ficio por el alquiler mensual do 8 mil pesos m/c. pagaderos 
el último dia de cada mes y por el plazo de 10 años, 
á contar del l u del siguiente mes de Abril. 

Tourneville dio por garantía las obras y mejoras que iba 
a hacer cu el Cundo subarrendado, y en caso de no poder 
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abonar por cualquier causa el alquiler do un mes y do 
transcurrir 30 dias de) mes sucesivo sin efectuar dicho 
abono, declaró que Madero y C 1 quedarían con la facultad 
de rescindir por ose solo hecho el controto, quedando en 
beneficio de ellos todas las mejoras y adelantos que hubiere 
hecho en el terreno, 

En de Mayo del mismo año, Madero y C a sublo- 
caron á Tourneville por el mismo plazo la fracción do 
terreno no comprendida en el anterior contrato, estable- 
ciéndose el alquiler de las dos fracciones en 15 mil pesos 
mensuales hasta el mes de Agosto y en 21) mil pesos desdo 
el 1" de Setiembre en adelante, y confirmAndoso las do- 
mas condiciones y las mencionadas cláusulas de garantía. 

Eu Agosto 7 de 1872 Madero y C 3 entablaron la si- 
guiente demanda contra U. Domingo Mendoza, anto el 
Juzgado Federal. 

Dijeron que Tourn oville bahía cedido á Mendoza su em- 
presa del teatro do * Variedades » quo había construido 
en el referido terreno y el contrato do sublocacion ; quo 
Mendoza no les había pagadu los alquileres de los meses 
de Junto y Julio; que pedían por consiguiente se decla- 
rara rescindida el contrato, y se desalojara la tinca por 
Mendoza. 

Corrido traslado, Mendoza pidió so mandara exhibir por 
Madero y O su contrato de arrendamiento con D. Emilio 
Castro. El juez no hizo lugar. 

En esto so suscitó el incidente sobro prohibición do 
cnagenar resuelto por el folio do la Suprema Corte do 5 
de Diciembre de 187:!. 

Dividios los autos al Juez de Sección, Mendoza oblo 
íl meses del alquiler correspondiente al dueño del terreno 
basta 31 de Agosto, continuando á luccr en seguida du- 
rante el pleito las mismas consignaciones. 
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tntestando al mismo tiempo el 




lió se 



Dijo: que Tourneville no pudiendo llevar adelante la 
empresa tuvo que hacer cesión de lodos sus derechos y 
acciones á sus acreedores Azca*rate ( Aubenion y Chamous- 
set; que estos en Octubre 13 de 1871 transfirieron dicha 
cestón á los Sres. Azcírale y O ; que en Diciembre 3! 
de) mismo año estos últimos vendieron las obras cons- 
truidas y el contrato de sublocacion á Mendoza y C* por 
ol precio de H00 mil pesos ; que los demandantes no 
percibieron nunca alquiler alguno de Tourneville ni de sus 
sucesores ; que en el acto de la compra les abonó él 
todos los alquileres atrasados en 123 mil pesos ; quo si- 
guió pagando religiosamente sus akuÜeres; quo en el mes 
de Junio necesitando completar sus títulos de sublocatario 
para una operación do erudito, pidió á Madero y O le 
entregasen su contrato de locación con Castro *, que ha- 
biéndolo estos entregado una copia que no llenaba el 
objeto volvió á pedirles un testimonio in forma ; que ellos 
se negaron á darle tal testimonio causándole inmensos 
perjuicios ; que ól retuvo por consiguiente sus alquileres ; 
que la cláusula resolutiva no podia invocarse por los de- 
mandantes, ya porque había sido renunciada y dejada sin 
electo por consentimiento tácito do las partes, ya porque él 
pudo y quiso siempre pagar el alquiler y no lo pagó sinó 
porque los demandantes mismos le pusieron en el caso de 
retenerlo, 

Mendoza acompañó á su contestación la mencionada co- 
pia del contrato de arrendamiento y el recibo de Madero 
y O de los referidos 123 mil pesos expresando su con- 
sentimiento para que se traspasen ú Mendoza y Crisafulli 
los contratos de sublocacion celebrados con Tourneville. 
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Fallo del Jufz de Sección. 

Buenos Aires, Marzo 19 de 1873. 

Y vistos : estos aulos iniciados por los Srcs, Florencio 
Madero y C* contra D. Domingo Mendoza, por rescisión 
de un contrato de subarriendo y considerando : I o Que 
el demandado, según so comprueba por el recibo que ha 
presentado á f. 6G, ha lomado sobre sí, con consenti- 
miento do los sublocadores, el contrato que estos liabian 
celebrado por escritura pública con D. Armando Tourne- 
ville. 2 o Que las cláusulas de esta contrato, aceptadas 
por Mendoza, constan de las dos escrituras públicas con las 
que los demandantes han acompañado su demanda, cor- 
riendo á f. 173. 3» Que por la demanda se reclama ta 
rescicion del contrato del subarriendo, y que queden á 
favor de los sublocadores las obras y mejoras hechas en 
el terreno subarrendado, en virtud de la cláusula segunda 
de la escritura de f. I a ratificada y confirmada por la 
quinta de la de f, 3 por haberse realizado lo previsto en 
aquella, habiendo Mendoza dejado trascurrir mas de dos 
mensualidades sin efectuar el pago del subarrendamiento. 
4 o Que al contestar la demanda no se ha negado la falta 
do pago por las dos mensualidades espresadas, espresán- 
dose en ella, por el contrario, que se habia resistido aquel 
para garantir contra los sublocadores el cumplimiento del 
contrato, obligándolos á presentar la escritura de arriendo 
que les hubiere otorgado D. Emilio Castro, propietario del 
terreno, ó en su caso se hiciesen escriturar por este. 5° 
Que por la cláusula segunda, mencionada mas arriba, se 
estipuló terminantemente que, en el caso de que el subar- 
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rendatario no pudiese, par cualquier causa, abonar el ar- 
rendamiento correspondiente á un mes y do trascurridos 
treinta (lias del mes siguiente, sin hacer ose abono, los 
Sres. Madero y C a quedaban con la facultad do rescindir, 
por este solo hecho ol contrato y en tal caso, quedarían 
á beneficio de los mismos las mejoras y adelantos hechos 
en el terreno. 6* Que esta misma cláusula fué ratificada 
y confirmada en la nueva escritura do f. 3, en la que se 
menciona la construcción de un teatro en el terreno sub- 
arrendado, estipulándose 'n propiedad do un palco, de- 
mostrándose con esto que, por los contratantes se bahía 
tenido en vista las construcciones valiosas á ejecutarse, y 
que su intención era referirse á ellas al ofrecerlas y 
aceptarlas como garantía ó indemnización, 7o Que en las 
convenciones la voluntad de las partes es la ley del con- 
trato, según el principio sentado por el artículo 01, título 
1°, Sección 3 a , Libro 2 o Código Civil. 8* Que la cláusula 
expresada no ha sido modificada, al trasferirse el contrato 
á Üou Domingo Mendnza, por el hecho do no haber los 
sublocadores intentado la rescisión contra los antecesores 
de aquel, aceptando el pago de los arrendamientos atra- 
sados, por cuanto la cláusula en cuestión ha sido estipu- 
lada en favor de los actores, como se desprende de sus 
términos, que establecen una facultad en ellos de la que 
han podido hacer uso, según vieren convenirles. 0* Que 
cualquiera que sea el derecho que competa al demandado 
para exigir de los subarrendadores la escritura de la que 
derivaban sus andones con el propietario del terreno, 
no ha podido, por propia autoridad, retener el pago do 
los arrendamientos, no siendo on ningún caso permitido 
hacerse justicia por sí propio, teniendo siempre abiertos 
los medios legales por los que lo hubiera sido fácil ob le- 
er las garantías legales de sus derechos. 10. Oue las 
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consignaciones, sin previo mandato judicial» que ha hecKo 
el demandado de los arriendos que en su concepto se 
debían al propietario del terreno, no pueden suplir a) de- 
fecto de pago: 1° Porque la primera de ellas ha sido 
hecha, según aparece del recibo del Danco de f. 33, des- 
pués de entablada la demanda por rescisión, y vencido el 
término en que debió verificar el pago, 2" Porque era 
insuficiente no comprendiendo el total de lo adeudado a" 
los subarrendadores con quienes solamente tenia que en- 
tenderse, según la disposición del arL 108, tít. 6", See. 
4\ Lib. 2o Código Civil, y 3° Por no haber sido acep- 
tadas por los demandantes.» H Oue importando la esti- 
pulación arriba espresada una cláusula penal ha incurrido 
en ella el demandado, aun en el caso de ser justos li>s 
motivos para rehusar el pago, según la disposición del 
art. 3°, tít. U, Sec, 1», Lib. É 9 Cód. Civil. Y 12, Que 
habiéndose determinado en la misma el tiempo preciso 
en que debia verificarse el pago, el solo lapso de esto 
término constituye en mora al deudor para los efectos 
de incurrir en la pena convencional. 

Por estos fundamentos, fallo, declarando al demandado 
Don Domingo Mendoza incurso en la pena convencional 
estipulada en la cláusula segunda de la escritura de f. 1", 
y rescindido el contrato de subarriendo con los deman- 
dantes Florencio Madero y Compañía quedando, en su 
consecuencia, á favor de estos los edificios y domas me- 
joras hechas en el terreno subarrendado. llágase saber 
y repónganse los sellos, notificándose original. 

Andrés Ug arriza. 



Esta sentencia fué 
cesionario de Mendoza. 
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Lezama apeló y se te concedió el recurso libremente. 

Expresando agravios pidió se revocara el aulo apelado. 

Dijo : que la sentencia era nula por haberse omitido re- 
cibir la carga á prueba; que además era injusta ,por ser 
la cláusula penal en cuestión inaplicable y nula; que era 
en primer lugar nula por carecer de causa y exceder enor- 
memente los daños ó interesus cuya estimación representa; 
que en efecto el teatro de * Variedades * valia 5 ó G mi- 
llones de pesos al paso que todas tas pérdidas u intereses 
de los demandantes habían podido ascender a Jo mas a 
Hit mil pesos ; que era además inaplicable por no haber 
sido aceptada expresamente por él, por haber renunciado 
á ella Madero y C\ habiendo dejado pasar 4 veces su 
plazo sin pedir su ejecución contra Tourneville, y final- 
mente por comprender la cláusula el caso de no poder 
pagar y no el caso de una retención de alquileres á la 
que se creía con derecho el subarrendatario. 

Currido traslado contestaron Madero y C% pidiendo la 
confirmación de la sentencia. 

Dijeron : que no había lugar á llamar la causa á prueba 
por no haberse negado por ellus los hechos alegados por 
Mendoza; que la cláusula era válida por ser en nuestra 
legislación actual el consentimiento libre de las partes la 
ley soberana Je tos contratos; que ella no carece de causa 
por ser su objeto ta garantía del contrato; que nunca fué 
renunciada por elios por ser una garantía que tiene siem- 
pre lugar en contratos de esta clase ; que Mendoza no 
tenia ningún derecho á la retención de alquileres, ni á 
pedir la exhibición del contrato de arriendo; que no había 
tampoco apelado del auto del juez que no hizo lugar á 
su escepcion dilatoria fundada en esta pretenden ; que Ja 
paite contraria invocaba sin razón la conmiseración y la 
equidad; que ellos invocaban por el contrario el respeto á la 
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ley pidiendo la ejecución do garantías estipuladas I i (j re- 
mante las que si se hacian electivas no era culpa do ellos 
sino de los violentos procederes del adversario. 

La Corte Suprema para mejor proveer, mandó exhibir 
que se detallan en el siguiente 



de 1* 



Vistos esto» autos seguidos por don Florencio Madero 
y Compañía contra don Domingo Mendoza, y examinados 
detenidamente los documentos exhibidos así como lo ale- 
gado por las parles, resulla de todo ello lo siguiente: 

En quince de Mayo de mil ochocientos setenta, Madero 
y Compañía arrendaron a don Emilio Castro el terreno en 
que hoy se halla construido el teatro denominado de Va- 
riedades y edificios adyacentes. El término del contrato es 
do diez años, á contar desde esa fecha, y el alquiler 
mensual doce mil quinientos pesos moneda corriente, de- 
biendo además el locatario construir un edificio de valor 
por lo menos de cuatrocientos mil posos, quo al venci- 
miento del término pertenecerá al locador, como cuales- 
quiera otras mejoras quo se hicieren en el terreno. 

En veinte y ocho de Marzo de mil ochocientos soten la 
y uno, los locatarios Madero y Compañía suh arrendaron 
parte del mismo terreno á don Armando Totirncvillo por 
el término también de diez años, á rentar desde el primero 
de Abril, y por el alquiler mensual de ocho mil fiesos. 
Tourncville garante el cumplimiento del contrato c«jii las 
obras y mejoras que iba á hacer en el terreno, y declara 
que en caso de no poder abonar por cualquier causa un 
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En nueve do 
nuevo contrato, 
novilla la fracción 





mes de alquiler en los treinta días siguientes al vencimien- 
to, lo* sublocadores podrán rescindir el contrato ñor cao 
solo hecho, quedando á beneficio suyo todas las obras y 
adelantos quo el sulilocatario hubiere hecho en el terreno. 
Cumplidos los diez años, Tourncville debía devolver el 
terreno en el mismo estado en que lo recihia, salvo el 
caso de arreglarse con el sublocador sobro el todo ó parle 
do las obras. 

celebran las mismas partes 
Madero y Compañía a Tour- 
lerreno no comprendida en el ante- 
cl Ludo será de diez años, á contar 
de Marzo de mil ochocientos setenta 
y uno, y el alquiler de las dos fracciones do quince mil 
pesos hasta el mes de Agosto, y veinte mil desde primero 
de Setiembre en adelante. Tourncville cede además á Jos 
sublocadores un palco con tres entradas en el teatro quo 
so propone construir por ludo el tiempo del contrato, y 
se dan por reproducidas y comprendidas en esle contrato, 
las cláusulas do garantía estipuladas en el anterior y demás 
que no hubieren sido modificadas. 

En Ires de Agosto de mil ochocientos setenta y uno, no 
pudiendo Tourncville llevar adelante la empresa, hizo ce- 
sión y traspaso de hdn$ los derechos ij acciones que en 
le correspondían a lavor de sus acreedores Azcá- 
, Aubernon y Chamousscl, constituidos en sociedad, 
y estos aceptan la cesión, detallando las obligaciones quo 
loman á su cargo, sin hacer mención del terreno ni del 
eunlrato Tourncville. 

Kn trece de Octubre de mil ochocientos setenta y uno, 
los socios do Azeáratc se separa ii ( entra en su lugar don 
Eduardo Deliran, y á esta nueva sociedad Azeárale y Cum- 



pnñía son transferidos los derechos y acciones del anterior 
en Jos mismos términos de la escritura de tres do Agosto. 

A fines del mismo año tuvo lugar por último el contrato 
de Mendoza y Crisafulli. Aücárate conviene en cede rica 
h empresa en el estado en <iue se halla, comprendidos 
los contratas de sublocacion á Tourneville, por la cantidad 
de novecientos mil pesos. 

En veinte de Diciembre paga Mendoza á Madero y Com- 
pañía ciento veinte y tres mil pesos por alquileres que 
les adeudaban los ceden tes y sus antecesores, y Madero 
y Compañía otorgan recibo, espresando á la vez su con- 
sentimiento para que los contratos de sublocacion del 
terreno sean transferidos á Mendoza y Crisafulli, que- 
dando estos sustituidos ú Tourneville. 

Y al dia siguiente, veinte y uno do Diciembre do mil 
ochocientos setenta y un«, don Manuel Azcáratc, á nom- 
bre de la Bociedad, otorga la escritura do cesión con refe- 
rencia a* tos contratos de Tourneville y subsiguientes que 
estractan en sus cláusulas principales: declara ceder á 
Mendoza y Crisafulli el subarrendamiento can todas las 
condiciones, derechos y obligaciones conminadas en tos su- 
cesivos contratos antes mencionados, y Mendoza y Crisanilli 
aceptan la cesión, poniéndose en lugar de los cedentes y 
quedando estos desligados de toda responsabilidad. 

Tales son los antecedentes de este asunto, según re- 
sultan de los documentos que obran en autos, siendo de 
advertir que á continuación del contrato de locación entre 
don Emilio Castro y Madero y Compañía, exhibido por 
estos á foja trescientos cuarenta y una, aparecen dos adi- 
ciones que no so encuentran en la cripta presentada por 
Mendoza á foja sesenta y cinco, una de fecha Julio dos 
de mil ochocientos setenta y dos en que el locador auto- 
riza á Madero y Compañía para subarrendar el terreno por 
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diez años contados solo para el nuevo arrendatario desde 
el quince do Mayo de mil oehoeieptos setenta y uno, sin 
perjuicio de terminar para aquellos en la época convenida, 
quince de Mayo de mil ochocientos setenta; y la segunda 
de Junio tres de mil ochocientos setenta y tres, aumentan* 
do el alquiler á trece mil pesos, y estipulando que en 
caso de no pagar con puntualidad, después de tres meses 
do alquiler, seria de calorco mil quinientos pesos men- 
suales. 

Pasado algún tiempo, después de la transferencia en 
favor de Mendoza y Crisamlli, pidieron estos ú Madero y 
Compañía una copia fehaciente de su contrato con don 
Emilio Castro, dando por motivo que los era necesario 
tenerlo en guarda de sus derechos y para operaciones de 
crédito quo so proponían realizar para dar mayor desen- 
volvimiento á la empresa. 

Los sublocadures rehusaron prestarse á este pedido, 
sosteniendo no estar obligados a dar el contrato. Mendoza 
y Crisafulli insistieron amenazando primera con suspender 
el pago de alquiler y ocurrir á los Tribunales, y suspen- 
diendo mas tarde el pago. Madero y Compañía persistie- 
ron en su negativa, y apoyándose en las cláusulas del 
contrato de Tourneville, iniciaron el pleito fallado por la 
sentencia de) Juez de Sección, que se objetó del recurso 
pendiente. 

Este recurso comprende dos parles: nulidad de la sen- 
tencia por haberse omitido recibir la causa a prueba ; 
apelación de la misma por injusticia de la decisión. 

Los hechos que quedan relacionados no fueron nunca 
negados por Madero y Compañía, y de los considerandos 
noveno y undécimo de ia sentencia se deduce que, proba- 
dos ó no, ellos no habrían influido en nada en el ánimo 
del Juez, y la resolución habria sido la misma. Hoy todos 
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esos hechos aparecen esplíúta mentó reconocidos por parte 
do los demandantes; no hay ninguno conducente quesea 
objeto de contradicción, y por consiguiente no existe mé- 
rito para la declaratoria do nulidad quo se pretende, ni 
para ordenar una prueba que seria innecesaria. 

Solo hay pues que considerar los fundamentos del re- 
curso de apelación, y loa cuestiones de derecho que á 61 
so refieren. 

Las principales do esas cuestiones son: primera, si 
obliga á Mendoza las cláusulas do la garantía del con- 
tra lo de Tourncvitto ; segunda, si son válidas esas cláusu- 
las en la forma en quo aparecen estipuladas; tercera, si 
se ha llegado el caso de hacerlas efectivas. 

Primera cuestión, — So ha visto que ni en la escritura 
de cesión otorgada por Tourncville á favur «lo Azcárate y 
sus primitivos socios, ni en la do trece de Octubre de 
mil ochocientos setenta y uno, otorgada por eslos á favor 
de Azcárate y Compañía, se hace referencia al terreno sub- 
arrendado, ni al contrato de Tourneville y Madero. Son 
cesiones de acciones y derechos de obras y materiales 
existentes, pero no se espresa que los cesionarios lomen á 
su cargo obligación ninguna para con los sublocadores 
Madero y Com ¡tañía. Solo en la cesión de Azcárato y Com- 
pañía á Mendoza y Crisafulli, se dan aquellos por suceso- 
res de TournoviHe en la sublocacion, y la transfieren 
designando el terreno, el alquiler convenido y el término 
del contrato. 

En un negocio en que tanta falta de previsión y forma- 
lidad se advierte, no es tal vez imposible que los cesiona- 
rios se hayan atenido ú las enunciaciones de esa escritura 
sin ocurrir al original para imponerse de las demás 
cláusulas del contrato cedido. Pero lo indudable es quo 
lo que se ned« y lo que se. acepta es el contrato de 
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Tourneville que la cesión so hace con todas las condi- 
ciones, derechos y nhlhjtwiones consignadas on ese y demás 
contratos posteriores; y quo si bien no so inserta ese 
contrato m estenso, como habria sido conveniente, se es- 
presa su fecha y la oficina en que se halla registrado, dt* 
modo que Mendoza y Crisafulli, que tenían además el de- 
recho de pedirlo, tenian en sus manos los medios de co- 
nocerlo» y si no lo hicieron antes de lomarlo a su cargo, 
suya seria la culpa, y así mismos deberían imputarse las 
consecuencias de su propio descuido, sin que por eso 
pudieran sufrir menoscabo los derechos del sublocudor. 

No es el recibo de alquileres do veinte de Diciembre 
de mil ochocientos setenta y uno, el único que establece 
relaciones jurídicas entre Madero y Compañía y Mendoza y 
Crisalülli. En ese recibo los sublocadores dan su con- 
sentimiento para que el contrato de sublocacioo sea cedido. 
Pero en seguida viene la cesión, y en virtud de ambas 
cosas, quedan absolutamente desligados los cedontes y 
Mendoza y Crisafulli colocados en lugar de Tourneville, y 
on relación inmediata y directa con Madero y Compañía. 
Por eso los cesionarios pagan los arrendamientos y por 
eso también reclaman de Madero y Compañía la entrega 
del contrato con don Emilio Castro. El contrato de sufo- 
cación obliga pues a Mendoza y hoy a Lezama, sucesor 
do sus derechos y obligaciones, como obligaba á Tourne- 
ville, y tiene para aquellos la misma fuerza que para este 
en cuanto sea válido y legal. 

Stijnrula cuestión. — La cláusula del contrato de sublima- 
ción en que se apoya la demanda está concebida en estos 
términos: i Artículo segundo: Don Armando Tourneville 
por su p;irte acepta las condiciones establecidas en «:l 
articulo anterior, dando como garantía del cumplimiento 
del presunto contrato, las obras y mejoras que va* á hacer 
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en el terreno, y declarando que en caso de no puder 
abonar por cualquier causa el alquiler correspondiente á 
un mes, y de transcurrir treinta días del mes siguiente 
sin hacer ese abono, los señores Madero y del Campo 
quedan con ta facultad de rescindir por esc soto hcclto este 
contrato \ y en tal caso quedarán en beneficio de Iüs mismos 
todas las mejoras y adelantos que el señor Tuurnevílle hu- 
biese hecho en el terreno arrendado, renunciando este t 
si tal eventualidad llega á producirse, todos lus trámites 
legales y obligándose á hacer abandono de la cosa alqui- 
lada en el estado en que se encuentre y con las mejoras 
que tenga, » 

¿ Qué importa esta cláusula? Ella envuelve una garantía 
constituida sobre las obras y mejoras que so proponía 
hacer el subarrendatario, y para el caso allí previsto una 
cláusula resolutoria ligada á un pacto comisurítj. 

El pacto comisorio es reprobado por derecho. Lo con- 
dena espresamcnle la ley en el contrato de prenda, artículo 
diez y nueve, que dice así : * Es nula toda cláusula que 
autorice al acreedor á apropiarse la prenda, aun cuando 
esta sea de menor valor que la deuda, ó á disponer de 
ella fuera de los modos establecidos en este título. * — 
* Es igualmente nula la cláusula quo prive al acreedor 
solicitarla venta de la cosa.» Lo condena igualmente en 
el anlicresis, artículo catorce, en estos términos : * Es 
de ningún valor toda cláusula que autorice al acreedor á 
turnar la propiedad del inmueble por el importe de la 
deuda, si esta no se pagare á su vencimiento ; como 
también toda cláusula que lo hiciera propietario del in- 
mueble por el precio que fijen peritos elejidos por las 
partes ó de oficio >, y aunque no se encuentra la misma 
espresa prohibición respecto de la hipoteca y otros con- 
tratos, la razón y la justicia dicen que lo que es nulo en 
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unos casos, no puedo ser tenido por bueno en otros se- 
mejantes ; y que lo que es prohibido en ciertas circuns- 
tancias y por motivos determinados, debe ser prohibido 
en circunstancias análogas y siempre que se presenten 
los motivos de La prohibición. 

En este caso no se trata de una prenda ni de una 
anlicrcsis ; pero hay un deudor que quiere emprender una 
especulación que le parece lucrativa, hay un acreedor 
que exije garantías y condiciones exhorbitantes, según su 
propia calificación, y un inmueble afectado al cumplimiento 
do las obligaciones contraidas por ese deudor. Es pues el 
caso do aplicar la doctrina de Voet con respecto á un 
pacto comisorio en favor de un fiador, «cum conttet 
ipsum yuoqnt falejussorem esse, ejus pro quo fukjnmt, 
crediíorem, aiqne adeo m<tden iniquilatis uti ocasio, ¡ta ti 
ratio paetioncm takm reprohari suadeat. * 

Si así no fuera y si las consideraciones de órden público 
que ha tenido en vista la ley, hubieran de valer en unos 
casos y en otros nú, se verificaría lo previsto por el 
lejislador en la nota del artículo diez y nueve citado, i La 
tolerancia de la ley provocaría el dolo, y liaría multi- 
plicar las convenciones que ocultasen los mas graves 
abusos. » 

Pueden citarse opiniones y decisiones contrarias á las 
doctrinas que preceden, como pueden citarse en favor, 
pero ninguna en vista de casos que reúnan las condiciones 
estraordínarias del presente. 

Aquí no hay nada que induzca á considerar como en 
algunas de esas decisiones contrarias, quo lo pactado 
importa una venta condicional. 

Fallan todos los requisitos esenciales de ese contrato ¡ 
no hay sobre todo, el consentimiento y la voluntad de 
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vender y de comprar, ni se pretende tampoco que la 
cuestión sea mirada bajo ese punto do vista. 

Se trata de una cláusula penal, sostienen los deman- 
dantes, y ia libertad de contratar exije que se cumpla 
como ha sido convenido. Pero la libertad do contratar, 
como la libertad de disponer cada, uno de sus bienes, 
como el dominio mismo, y en general como todas las 
libertades y derecbos, tienen sus límites y restricciones 
que no es permitido salvar. Y si un acto ó un pacto 
cualquiera es condenado y declarado nulo por la ley, no 
basta que asuma la forma y los caracteres do una cláusula 
penal, para que deje de ser ilícito y nulo. 

El objeto de toda cláusula penal es fijar de antemano 
el tinporle de los daños y perjuicios ocasionados por la 
demora ó falta de cumplimiento de un contrato, ¿puedo 
afirmarse que este baya sido el objeto do los contratantes 
al estipular y redactar el artículo arriba transcrito ? 

Los edificios construidos sobro el terreno subarrendado 
representan un valor de cinco á seis millones de pesos, 
según los demandados, y producen una renta libre do 
sesenta mil pesos mensuales según tos demandantes. 
¿ Puede admitirse que deliberada y conscientemente se 
establecieso quo una propiedad semejante era el justo 
equivalente del perjuicio causado por retardar treinta días 
el pago de un mes de alquiler? Es imposible ; y los mis- 
mos demandantes se han encargado de demostrar quo no 
so ban preocupado absolutamente de eso cuando declaran 
á foja doscientos setenta y dos vuelta y doscientos solenta 
y tres, que su objeto era garantir el pago de los alqui- 
leres, y nada han lenido que ver con el valor do las obras 
que se hacían, porque cuanto mas considerables fuesen, 
lanío mejor garantidos estarían. 

En todo caso, semejante estimación no podría do nin- 
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guna manera ser mirada por los Tribunates como un acto 
sério. Por nuestro Código no hay ya usura ni lesión ; 
pero no por eso ha dejado de ser indispensable para la 
existencia y validez de los contratos conmutativos, que lo 
que uno de los contratantes dá t sea una cosa seria, ver- 
dadera, no irrisoria, en relación con la que recibe. No 
tenemos el precio vil que daba lugar á las accionos res- 
cisorias, pero tenemos como siempre el precio riákulo ó 
irrisorio que afecta la existencia misma del contrato ; y 
que todos tos jurisconsultos reconocen encontrarse, «cuan- 
do su desproporción es tal que no ha podido ser esta- 
blecido por personas de sano juicio» buenamente y con 
ánimo de hacer un negocio * *, y según otros que aun van 
mas adelante, como Duvergier y Zachariae, cuando pre- 
senta con el valor de la cosa una desproporción tal, * que 
es evidente que las parles no han podido mirarlo como el 
equivalente de la cosa. * Esto es aplicable á todos los 
contratos conmutativos, como queda dicho, es precisa- 
mente lo quo so verifica en el caso de la cuestión. Entre 
el perjuicio por la demora en el pago de veinte mil pesos 
correspondientes a un mes do alquiler, y el valor de 
una finca que produce sesenta mil pesos mensuales de 
renta, hay tal desproporción que nadie puede admitir como 
sério un pacto en virtud del cual el valor de aquel per- 
juicio sea el precio ó medio do adquisición do semejante 
finca. 

Una cláusula do esa naturaleza en un contrato cualquie- 
ra, no puedo mirarse sinó como una do esas imposiciones 
que solo se aceptan en la persuacion do que el caso no 
ha de llegar, como Jico Pothier ; y no puede tener mas 
valor que el quo ha tenido, y no podía dejar de tener la 
cláusula final del mismo articulo segundo del contrato 




trámite» legales. 

Tercera cuestión. — La resolución del contrato y el aban- 
dono do las obras hechas en el terreno, á beneficio do 
los subarrendadores, aparecen pactados para el caso de 
no poder abonar el alquiler correspondiente ó un mes y de 
transcurrir treinta dia sin hacerlo. Una estipulación de 
tan odioso carácter, debería interpretarse restrictivamente, 
y limitar su aplicación con todo rigor al caso previsto, al 
caso de no poder pagar el inquilino. Contralando Madero 
y Compañía con un empresario de pocos recursos, ó sin 
recursos conocidos, la letra del contrato induciría ó creer, 
quH solo se preocuparon de la posibilidad de su insolven- 
cia que no tardó en realizarse, Sería preciso concluir 
entóneos que siendo Mendoza una persona notoriamente 
abonada, y su resistencia á pagar, fundada en motivos 
de otro carácter, no era el caso do aplicar lo pactado 
para circunstancias diferentes. 

Pero omitiendo considerar la cuestión bajo este aspecto, 
conviene examinar si los demandados han cometido una 
infracción del contrato que los constituya responsables. 
De los hechos admitidos por ambas partes resulla como 
■ se ha visto, que Mendoza y Crisafulli dejaron de pagar el 
alquiler, porque habiendo pedido á los demandantes copia 
auténtica do su contrato con don Emilio Castro se nega- 
ron á darla desconociéndoles el derecho de cxijirla. ¿ Ha 
sido fundada esta negativa ? 

Madero y del Campo han invocado disposiciones del 
Código que sin duda son muy ciertas, pero han olvidado 
otras que han debido también tener presente. 

Puede llegar el caso en que el subarrendatario tenga 
que reclamar directamente contra el locador en razón de 
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las obligaciones que esle hubiere contraído con el locata- 
rio, — artículo noventa y nueve, de la locación. 

Y recíprocamente puede llegar el caso en que el loca- 
dor reclame directamente contra el sublucatario, — artículo 
cien. 

Si el contrato contiene prohibición de subarrendar, 
el locador puede hacer cesar el uno ó goce del sub- 
locEitario, ó demandar la rescisión del contrato, — artículo 
ciento dii-z. 

El subarrendatario está obleado á no usar de la cosa 
si rió ciinlorme al destino dignado ütl e ( contrato de 
lometón,- artículo cíenlo once. 

Üe estas iJ¡spusiriom>s se deduce que el suldocalnrio 
necesita tener oumeímiento de lo roi.venidu entre el 
UwuU,r y el locatario , mh ese cnnK-imieuln le seria im- 
posible usar de los d.-r.<eh.>» ni evitar tas n-sponsabilhlüdes 
qup de aquellas cmui-ui. 

El eiitilMtií de .l..raeior] no consta en este caso en una 
escritura pública á que pudiera r. eurrirse siendo nece- 
sari,,. GímuIi i*iliimente en un tfó©uijjeiit© privado sujeto 
á todas las contingencias de los de su clase. Y como él 
es la base de la sublocaeion, el título con que los suldo- 
cadnres han transferido el lerrerm por un largo ti^ipo y 
para el empleo de grandes capitales, es indudable que 
los mttmm»9 han tenido razo» para ponerse á cu- 
bito lo de aquellas contingencias y regularizar la situación 
en qoe se encontraban. 

Y tanta mas razón ban tenido, cuanto que la copia 
del contrato que existía en su paite* mostraba un peligro 
distante, pero muy seno, y que tolo aparece salvado en 
una de las adiciones al original respecto d la seguridad 
en el goce del terreno sub ai rendado por ludo el termino 
estipulado. 
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Ha sido, pues, fundada la pretensión de Mendoza y 
Crisafulli, y no lo ha sido la resistencia de Madero y 
Compañía, Los demandados aducen motivos atendibles 
en apoyo de sus exigencias ; no podían sin eso realizar 
operaciones que les eran necesarias ; no podían disponer 
según sus conveniencias del terreno y de las obras en 
él construidas. La negativa de los demandantes carecía 
de toda razón plausible ; ningún inconveniente, ningún 
perjuicio alegaban. A estar a su propio relato, el motivo 
principal de su resistencia ha consistido en no habérseles 
hecho el pedido en una forma amistosa, sino con exi- 
gencias y amenazas. 

La taita de pago del alquiler no ha sido según esto 
ni por imposibilidad ni inmotivada. Habia por medio una 
cuestión entre los contratantes ; la falla de cumplimiento 
del uno, daba ocasión y escusaba la falla do cumplimiento 
del otro. 

El artículo tercero de las obligaciones con cláusula 
penal ha sido mal entendido é inoportunamente invocado. 
Cuando él dispone que el deudor que no cumple la obli- 
gación incurro en la pena, aunque por justas causas no 
hubiese podkh verificarlo, se refiere á justas causas con- 
cernientes al mismo deudor, no á causas concernientes al 
acreedor, ni provocadas ú ocasionadas por él ; porque esto 
daría lugar al abuso y autorizaría la provocación. 

Sin embargo de todo esto, Mendoza y Crisafulli, usando 
de la cosa alquilada y reteniendo los alquileres, han te- 
nido un doble goce, una doble ventaja que nada justifica, 
y de este cargo no puede ponerlos á cubierto la consi- 
gnación parcial que han estado haciendo, porque ella no 
es arreglada á derecho ni ha sido aceptada por los de- 
mandantes. 

Por todas estas razones la Suprema Corto revoca la 
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sentencia apelada corriente de fojas ciento sesenta y seis 
á ciento sesenta y ocho, y manda que Don José Gregorio 
Lezama, como sucesor de Mendoza y Crisafulii, pague 
dentro de tercero dia los alquileres devengados con el 
interés corriente de plaza, — que se entregue á Madero 
y Compañía el contrato de foja trescientos cuarenta y 
una, dejando testimonio en autos, y que satisfechas las 
costas se devuelvan.- Notifiquese con el original. 

SALVADOn M. DEL CARRIL. — FRAN- 
CISCO Delgado. — José Barros Pa- 
zos.— J. B. Gorostiaga. — J. Do- 
mínguez. 
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Don José Gregario Usama contra Save Hermanos, 
ubre resrixhn de un can trato. 
Incidente sobre defteto en el mudo de proponer la demanda. 



Sumario.— La fulla de cumplimiento á la obligación que 
tiene o! actor de acompañar á líi demanda los domínenlos 
que la jii»Lifif|«icn , no hasta para fu miar por pacte del 
demandado, una escepciun perentoria. 



Caso.- En 1G de Julio de ÍS7;í los Sres. Save finos, 
reconocieron deber a* D. José 6, Lezama 30,20.1 $ ui/c, 
por alquileres basta esa feiha del re&taurant en el teatro 
c Variedades *. 

Cun este documento, en Techa lí> del mismo mea, se 
presentó Lezama ante el Juez de la Sección de Rueños 
Aires demandando el cobro de la mencionada cantidad y 
además la rescisión del contrato de arrendamiento por 
haber dejado de pagar los locatarios míis do dos meses 
de alquiler, é invocó lo dispuesto on el art. 87, IÍL G<*, 
\\b. 2o ( Sec. 3*, Código Civil. 

Corrido traslado de la demanda sobre rescisión, Save 
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íínos, pidieron nn so li ¡ p i tí ra logar a* ella, pop no sor 
presentóla de conformidad á lo establecido por lus arlíeulns 
10 y ü7 fie la ley ile procedimientos. 

Que al presentar con su conforme ln cuenta pnr alqui- 
leres, debió Lozanía presen lar también un arreglo cele- 
brado en .4 de Julio pon su representante, dej.iudo en su 
poder efectos por valor de cerca de 50,0.10 $, como so 
vé [ior el domínenlo adjunto. 

Qijh respecto á la rescisión no presentándose el contrato 
de locación, ni espresando Lezama sr uniere hacer méiilo 
del quu celebraron con [>. Domingo Mendoza, di 1 quien es 
cesionario, ó del proyecto de contrato convenido dt-spues 
enn so represéntenle, no inidiar. ennlesl.tr al respecto por 
falla de su presenUuiun al Juzgado.. 

Corrrdo trashojo del documento, Lr»zama contestó qoe 
era cuito que esos objetos se le habían entregado en 
garantía del pago de alquileres; pero que su valor, una 
vez vendidos, no alcanzará á 8,01)0$; y n¡ue aun cuando 
valieran 100,000 rIIos, como garantía que son de una 
obligación no cumplida, en nada afectan los efectos legales 
de la obligación, ni bahía necesidad de llevar anie el Juez 
el conocimiento anticipado de esa entrega, cuando esos 
efectos, como todos los demás muebles que existen en ei 
restaurant, son responsables del alquiler. 

Que en cuanto al contrato, siendo este un pacto bilate- 
ral, existente en poder de ambos contratantes, afecta 
tanto á los demandantes como á Jos demandados ; y que 
sí estos lo negasen, no harían otra cosa que convertirse 
de locatarios que son, en meros intrusos y deten ladores, 
mereciendo entonces no ya la rescisión deí contrato, sinó 
un pronto lanzamiento judicial 

Pidió se resolviera conforme á lo solicitado en la de- 
manda. 
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TmUm del Xmi de fleeeton. 

Dueños Aires, Agosto 13 de 1873, 

Y vistos, estos autos en lo relativo al incidente promo- 
vido por los Sres. Save Hnos. en la demanda que con Ira 
ellos ha promovido D. José G. Lezania sobre rescisión de 
un contrato de arrendamiento, y considerando : 1° Que 
entablada la demanda fundada en la falta de pago de los 
arriendos por cuatro meses, se lia opuesto por el deman- 
dado no haberse presentado por la contraparte el Contrato 
de arrendamiento de que derivan sus derechos. 2o Que 
ti bien el art. 40 de la ley de procedimientos impone al 
demandante la obligación de acompañar á bu demanda las 
escrituras y documentos que justifiquen su derecho, es 
solo bajo la sanción impuesta por el inciso 2 o y no con 
el objeto de hacer de eslo una escepcion dilatoria como 
se comprueba por el tenor del art. 73 de la misma, y 
3o que no espresándose en la demanda que ella se funde 
en un contrato escrito las observaciones del escrito dc- 
f„... se refieren mas bien al fondo del asunto. 

Por estos fundamentos, fallo, no haciendo lugar a la 
escepcion propuesta por los Sres. Save hnos., sobre que 
te ha formado incidente y en su consecuencia conlesten 
estos derechamente á la demanda entablada. Hágase sa- 
ber y repónganse los sellos. 

ligar riza. 



Habiendo apelado Save hnos , se dictó «fe 
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Fulla dr 1* ftuprrm» Carte. 



Buenos Aires, Octubre 4 de 1873, 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costes 
el ñuto apelado de foja diez y siete vuelta ; satisfechas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Camih,. — Fiusntsco 
Delgado. — José Humos Pazos. — 
J. It. Go rostí aga. — J. 
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CAUSA C1I7I. 



D. Leopoldo fíocchi, contra la Municipalidad del 
Rasarlo de Santn-N, wb't esctíturaciun 
de un Cun trato. 



Sumario. — El decreto de la Lr-gislatiira de Santa-Fé, 
fecha 20 de Agosto de ÍM0, dejó á la Municipalidad de] 
IWario en libertad de aceptar ó rechazar la jiro pújala 
aceptada el 19 de Julio del mismo ano. 



Cato. — En 10 de Julio (\p la Cámara de Repre- 

sentantes de Sanla-Fé aprobó la propuesta presentada por 
D, Leopoldo Rocchi para la construcción de un matadero 
público en la ciudad del Rosario, disponiendo que á los 
15 (lias de comunicado este decreto á la Municipalidad, 
este elevaae á escritura pública el contrato coi; arreglo 
á las bases aprobadas. 

Con fecha Julio 31 el P. E. de la Provincia mandó 
cumplir, comunicar y publicar el decreto anterior. 

Comunicado á la Municipalidad del Rosario, esta Cor- 
poración, después de discutir si le darían cumplimiento 
ó no en las sesiones de H, 12, 14 y 18 de Agosto, re- 
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boIvió en esta última fecha dirijir tina petición á la Cá- 
mara Legislativa de la Provincia [pidiéndole la reconside- 
ración del decreto mencionado, 

Eu la petición la Municipalidad decia que sin dejar 
de conocer que el contato tenia toda la fuerza de una 
ley, no obstante la Municipalidad, fondada en las razones 
de Conveniencia pública y de interés del municipio, y en 
la lealtad con que desempeña ha su mandato, eieia deber 
pedir la reconsidi racion de dicha loy en mentó de las 
razones que espuso. 

La Legislatura decreto : iSanta-Fó, Agosto 20 de 1800, 
« vuelva íi l.i Municipalidad para que, usando de sos; de- 
* rcchus en tiempo y f>o*ma, proceda fnnm tnejnr cre- 
t yese conveniente á sus intereses. — López, — José Muiia 
« S. KrlMgüe, Secretario. » 

Ea ¡11 de Agosto del mismo año, D Leopoldo Roccln, 
eslrangem, se presentó ante el Juez Fedeial del Rusa no 
esiMiniendo que la Municipalidad, en abierta nhelinn cen- 
tra los poderes públicos do la Provincia, se ob>linaba 
en desconocer sus deberes, negándose á dar cumpliniienlo 
á lo sancionado por la Legislatura y mandado cumplir 
por el Ejecutivo, por cuya razón liabia protestado contra 
los municipales por los daños, menoscabos y perjuicios 
irogados y que en adelante se le ¡rogasen. Que los muni- 
cipales habian llevado su terquedad hasta el estremo de 
pedir reconsideración á la Legislatura, y cerciorados de 
la inutilidad de este paso por el resultado obtenido, ha- 
bían hecho renuncia de sus cargos, la cual les balda 
sido aceptada por el Gobierno, quien habia ordenado que 
el Presidente de la Corporación, asociado á tos pocos 
municipales existentes, funcionara con todas las facul- 
tades que á la Municipalidad te acordaba la ley de su 
creación. Que en esta virtud enlabiaba formal demanda 
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contra la Municipalidad á fin de que se le ordenase que 
en el término de dos dias formulase la competente es- 
critura pública del contrato de matadero conforme á las 
bases aprobadas, con espresa condenaron en las costas, 
costos, daños y perjuicios que se le habían orijinado y que 
se le orijinason hasta la terminación del asunto. 

El Juzgado proveyó lo siguiente : 

Itosario, Setiembre 6 de 1800. 

Examinado el escrito que precede y considerando í [" 
Que Ja persona demudada es la Municipalidad del Rosario 
que» como es notorio, carece hoy de su personalidad 
como corporación por haber renunciado la totalidad de sus 
miembros, escepto uno : 2° Que aun dado el caso que 
existiera la corporación y pudiera funcionar como tal, 
la acción entablada se refiere no solo á la responsabilidad 
de la Municipalidad como corporación sinó á la persona 
de los miembros que la componían contra los que dice 
haber protestado el demandante, y quienes por la misma 
ley orgánica de la Municipalidad pueden ser responsables 
personalmente por sus actos: 3 o Que por el arL 10 de 
la ley jurisdiccional de Setiembre, para que caigan bajo 
la jurisdicción nacional las personas demandadas por una 
obligación solidaria, es preciso que cada una de ellas in- 
dividualmente tenga ot derecho de demandar ó pueda ser 
demandado ante los Tribunales Nacionales, con arreglo ú 
lo dispuesto en el art, 2°, inc. 2« : 4° Que no está es- 
tablecido ni demostrado en el escrito de demanda que 
Jos miembros de la Municipalidad demandada sean todos 
ciudadanos argentinos, para que pudiera en este caso 
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surtir el fuero federal con 




la ley de la materia. 

No há lugar ; y ocurra esta parte donde corresponda. 

En Noviembre 25 de 1872, D. Guillermo Rodrigues:, por 
Rocchi, se presentó nuevamente anle el mismo Juzgado 
esponiendo que la situación do este negocio había variado 
completamente, entre oirás circunstancias por la promul- 
gación del Código Civil de la Nación ; y que habiendo 
desaparecido todos los íundamenlos del auto de Setiem- 
bre del 69, estalm en su perfecto derecho iniciando esta 
demanda. 

Que el primer considerando ya no tenia lugar porque 
la Municipalidad estaba íntegra y funcionaba con toda 
regularidad. 

Que el segundo considerando lia hin desaparecido des- 
pués de la promulgación del Código Civil, que establece 
las personas jurídicas, registrando entre estas & las mu- 
nicipalidades, y estableciendo también que ellas pueden 
ser demandadas, y puede hacerse ejecución en sus bie- 
nes. 

Que el tercer considerando, accesorio en la resolución 
del Juzgado, se refiere á las sociedades colectivas y nó a* 
las personas jurídicas que, como las municipalidades, 
no pueden tener otro carácter que el de argentinas. 

Que habiendo desaparecido las razones del auto ante- 
rior, y subsistiendo la situación inesplicable en que coin- 
ca á su representado la resistencia de la Municipalidad á 
cumplir una ley de la Provincia, se veia en la necesi- 
dad de entablar demanda contra ella á fin de que fuese 
condenada á otorgar la escritura en el término de dos 
dias y al pago de tas cosías, daños y perjuicios. 
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Corrido traslado, el Dr. 0. Emiliano García, pnr la 
Municipalidad, pidió no se hiciera lugar á la demanda 
con espresa condenación en cosías. 

Que para convencerse de la injusticia del demandante, 
basta observar que la Municipalidad nunca contiajo obli- 
gaciones con él, lo cual significa que carece de tuda 
acción, puesto que sin ob'ígacion ó contrato preexistente 
no hay derecho personal, arls. 2o y 3% Ser. 1», P. 
i', til. 9<\ hb. 2 d . Cód. Civ. ; á lo cual se agrega que, 
no habiendo obligación sin causa y no señalándose e>ta, 
no puede alegarse ta existencia de aquella para que el 
demandante pueda obligar á la Municipalid id á que le 
procure aquello ó cumpla con otorgarle un contrato á 
que no se ubugó ni j:uuas quiso ubi izarse. 

Que pnr otra parle, median heelins y declaraciones 
legales que, á mus de injusta hacen culpable la conducta 
dul demandante. 

Qne en el art. 3 n de la ley provincial de 25 de Diciem- 
bre de 18¡i8, se declara que la Municipalidad es una 
persona civil, dueña de si misma por consiguiente, y 
como tal capaz de adquirir derechos, de conlralar, de 
obligarse, de poseer y de obrar en fin en justicia, como 
cualquiera otra persona jurídica ó individuo particular 

Que en esa misma ley, tratándose de las cosas que 
se hallan bajo el dominio esclusivo y administración in- 
mediata de la Municipalidad, se declara que son á cargo 
de su comisión de higiene y salubridad todos los asuntos 
concernientes á la limpieza de las calles, desinfección del 
aire, y agua, etc. y ti aseo y mejoramiento de ios mata- 
deros. 

Que la ley de 19 de Setiembre de 1865, reconociendo 
ya que la administración de los mataderos y su mejora- 
miento ó nueva construcción eran de esclusiva competen- 
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cia de la Municipalidad, entre los derechos que declara 
ser de esta, incluye en el art. 1<> el correspondiente á 
Las reses muertas para el consumo de los municipios , 
eslo es, el derecho de mataderos, reconocido como de 
administración municipal. 

Que para mayor abundamiento todavía, el art. 5° de 
la misma ley dictara que quedan á cargo de las muni- 
cipalidades, desde que se les ponga en posesión de sus 
Tenias, la recaudación y manejo de los ramos que re- 
ciban, la atención de las escuelas públicas, los hospitales 
y demás asuntos de su incumbencia. 

Que dada esa ley, y ¡cumplida su condición, es evi- 
dente que esas rentas, esos ramos y negónos todos, que- 
daron en f.ivor dt* las municipalidades, bajo la garantía 
que la Constitución aúnetela en favor de las individua- 
lidades y de la propiedad, no podiendo por consiguiente 
las municipalidades ser privadas de eM is por un acto 
arbitrario de l»s poderes legislativos ó ejecutivo, smú solo 
en virtud de sentencia fundada en ley anterior, y espe- 
dida por un Juez ó Tribunal competente, según el art. 
8* de la Constitución de la l'ruvincia, vigente enlónces. 

Que la misma Legíshtura, reconociendo la incunstilu- 
Ctonalidad de la sanción que se Je había arraneado, no 
pudo menos, cuando se te presentó la solicitud de la 
Municipalidad, que proveer en ella reconociendo su ante- 
rior error y ordenando en consecuencia que dicha soli- 
citud fuese devuelta á la Municipalidad para que, usando 
esta de sus derechos en tiempo y furnia, procediese como 
mejor creyese convenir á sus interese*, lo cual significa 
dejarla libre para firmar ó no el contrato, según lo esli- 
mara conveniente, 

Pidió se declarase arbitraria, inconstitucional y de nin- 
gún electo la sanción legislativa mencionada, rechasán- 
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dose en consecuencia la demanda con espresa condena- 
ción en costas. 

Con la prueba producida por las partes, se dictó el 
Fallo del Juci de fteceiov. 

Rosario, Abril 2G de 1873. 

Vistos estos autos, resulta de ellos : I o Que D. Leo- 
poldo Rocchi, en 1860, presentó á la Legislatura de Ja 
Provincia de Sanla-Fé, la propuesta que corre impresa 
á f.„. para Ja construcción y esplotacion de un matadero 
público en Ja ciudad del Rosario. 

-° Que ella fué aceptada por esta corporación, orde- 
nando que á los 15 dias de su fecha, la Municipalidad del 
.Rosario la elevara á escritura pública. 

3" Que el Gobierno en Julio 31 del mismo año, puso 
el cúmplase á esa sanción. 

4 Ü Que la Municipalidad, después de varias sesiones, 
sobre el particular, resolvió no efectuar la escrituración 
de las bases, ya por creerlas onerosísimas al vecindario, 
confusas y deficientes, como por entender que la Legis- 
latura con su procedimiento, invadia facultades que su- 
ponía corresponderá ; acordando en consecuencia ilirijir 
una esposieion á la Legislatura {que corre á f. 2G¿ 
en la que, haciéndole presente todos estos inconvenien- 
tes, le pedia reconsideración de esa sanción. 

5" Que elevada aquella á la Legislatura, esta puso á 
su pié* el decreto vago por su sentido que * vuelva á la 
Municipalidad para que uso de sus derechos en tiempo y 
forma y proceda como mejor creyese conveniente ú sus 
intereses! decreto en que, ni insistía, ni desistia de su 
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snncion ni reconocía, ni desconocía los derechos y razones 
que invocaba la Municipalidad ; sin que lampoco el Eje- 
cutivo aparezca tomando parle alguna en el decreto, como 
antes la había tomado en el aprobatorio de las bases 
propuestos. 

Go Que en este estado, Hocchi se presentó en Setiem- 
bre C al Juez de Sección, pidiéndole ordenase a la Mu- 
nicipalidad que en el término de dos días estienda á su 
favor la escritura pública de esas bases, como se lo ha- 
bía ordenado la Legislatura. 

7o (Jue el Jufz por los fundamentos de su resolución 
de f. 2 decretó : * No liá lugar ; y ocurra esta parte 
á donde corresponda. » Que el solicitante no interpuso 
Tecurso alguno de esta resolución, ni ocurrió tampoco 
á ningún otro Tribunal con la demanda ; pidiendo solo 
desgioce de los documentos que había presentado, después 
de transcurridos algunos meses. 

Y 8o Que asi transcurrieron tres años dos meses» hasta 
que en Noviembre 25 de 1872, renovó la misma gestión 
ante este Juzgado , la que tramitada está en eslado de 
sentencia. 

1 

Y considerando : 1° Que habiendo el demandante con- 
lurmadose con la resolución del Juzgado en que no se 
hacia lugar á su demanda, puesto que no interpuso re* 
curso alguno en tiempo, habiendo por el contrario per- 
manecido en silencio durante mas de tres años, ha 
quedado dicha resolución ejecutoriada por el ministerio 
del tiempo y de la ley; sin que por tanto le asista de- 
recho alguno para venir nuevamente contra esa resolu- 
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cion, dictada por juez competente, según lo entiende el 
mismo demandante. 

2* Que aunque ta! fallo no existiera y fuese esta la 
primera vez que se interpusiera la demauda, la Legisla- 
tura cuyos poderes emanan de la Constitución y de nues- 
tros principios de gobierno, por los cuales ta soberanía 
popular se halla limitadamente distribuida en las diferen- 
tes reparticiones del Polar Público, si bien tiene facul- 
tades para dictar leyes, que como tales deben ser de un 
carácter general, carece de ellas para diciar ordenes 
especiales, desde que ninguna disposición constitucional 
la autoriza al respecto, como era l.i que imponía á la Mu- 
nie¡p.ilnl.id del ÍUsario, p;ira que elevase á escritura pú- 
blica un contrato que esta no li.ibia celebrado, y que por 
el conlnrio consideraba perjuíliuülísimo y dH fatales 
CiinsHcui'ncías á b«s intereses coya guarda le estaba con- 
fiada pnr el pueblo, «i quien debía >n oleren m directa ; 
no resolviéndose por tanto á íeiv«r de medio pnr» un 
acto coulrariu á su eoneieiicia y á su mandato, sin asumir 
responsabilidades morales y legales. 

3 o Que aparte de estas consideraciones, la aprobación 
prestarla pur la Leg slalura .1 la propuesta presentada por 
Hoccbi, no puede verdaderamente rt']iiil;i r*e corno una 
ley en cuya sanción se bubiese observado todas las for- 
malidades constitucionales, por no baber sido ella in- 
troducida á la consideración legislativa por ninguno de 
bis dos únicos modos prescritos, para que asi se concep- 
túe, por el art. 35 de la Constitución que rejrja en la 
Provincia en esa épuea, corno por el 81 de la que ii¿je 
boy. 

A" Que siendo esto así, tampoco existe ningún origen 
de obligación para la Municipalidad, y por consiguiente 
del dereebo correlativo pira el demandante que deduce 
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una acción personal contra quien no so obligó, ni quizo 
obligarse ¡art. 3 y 5, lib. 2o, lít. lo, Seo. 1\ Código Civil); 
pues no exisle contrato, ni cuasi contrato, delito, ni cuasi 
delito, ni relaciones do familia — únicas fuentes de obli- 
gación— do donde puede legalmente partir la acción que 
se deduce contra la Municipalidad, no siendo esta por 
tanto, contra quien el Sr. ÍWchi debió dirigir la que cre- 
yese asistirle por ta sanción de la Legislatura y por la 
desistencia accidental de un tercero que no le estaba per- 
sonalmente obligado. 

5o Que además, Ja interpretación práctica dada al ce- 
lebrar este género de contratos por Jos Poderes Públicos, 
á Ja deficiente Constitución de la Provincia de 1863, y á 
Ja mas incompleta ley orgánica de la Municipalidad del 
Rosario de 25 de Diciembre de 1858, ha sido varia ; 
habiéndose recientemente dictado la nueva ley orgánica do 
las Municipalidades, pues unas veces los celebraba la Mu- 
nicipalidad elevándolos á la aprobación de la Legislatura, 
y otras interpretando ampliamente el art. 34, atribución 
8*, los efectuaba esta escriturándose por la oficina de Go- 
bierno, sin ingerencia alguna de la Municipalidad, lo que 
igualmente pudo hacerse en el caso del Sr. Rocchi ; no 
existiendo, empero, un solo antecedente que compruebe 
que habiendo celebrado alguna vez la Legislatura un con- 
trato, ordenase á la Municipalidad su escrituración como 
sucede en esta ocasión, no pudiendo por tanto, ni siquiera 
invocarse la práctica al respecto. 

6« Que todas estas consideraciones, aducidas á la luz 
de las antiguas leyes t vigentes al tiempo de ta sanción de 
la Legislatura, toman doble fuerza si se atiende á Jas nue- 
vas Constitución y Ley orgánica de las Municipalidades, bajo 
cuyo imperio se ha nuevamente interpuesto la demanda, 
pues, según ellas la Municipalidad es elevada al rango da 
t. v, 10 
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un Poder Público, independiente en las atribuciones qne le 
confieren, eslabluciómlose en el art. 130, b;ise 1' de 
aquella, que : * Las Municipalidades son independientes de 
todo olro poder en el ejercicio de tas funciones adminis- 
trativas que Il'S son propias • ; pudiendo además por la 
base 4* celebrar aintratw y contraer empréstitos etc., sin 
sujeción á otro poder; disposiciones que harian hoy le- 
galmente imposible la práctica dü un acto de sumisión y 
dependencia, por el cual declinaría de sus facultades ; no 
habiendo sido antes competido á hacerlo, cuando tan gra- 
ves restricciones no tenia, sea pur omisión culpable del 
demandante ó por su falta de derecho. 

II 



Por estos fundamentos y mas que ver convino en hecho 
y derecho, según el mérito de los autos, se declara : Que 
la Municipalidad leí Rosario no está obligada á elevar á 
escritura pública las bases de la concesión acordada por 
la Legislatura de la Provincia á Don Leopoldo Rocchi, 
para la construcción y esplutacion de un matadero. Hágase 
saber, repónganse los sellos y en oportunidad archívele. 

Fenelon Zuviria. 

De esta sentencia apeló la parte de Rocchi. 

Después de la vista de ta causa, la Suprema Corte, 
para mejor proveer, dio vista al Sr. Procurador General, 
quien la evacuó en los términos siguientes; 

El Procurador General vá á esponer su opinión sobre 
el pleito seguido por 0. Leopoldo Rocchi contra la Mu- 
nicipalidad del Rosario, da que V. C. le ha conferido 
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Empieza por prescindir do la cuestión sobre sí la Legís- 
lalura de la Provincia, ha podido legítimamente aprobar 
un contrato para el establecimiento de un matadero en la 
ciudad del Rosario, que la Municipalidad había rechazado 
como perjudicial á los intereses del municipio ; y prescinde 
lambien de la cuestión sobre si la Municipalidad está 
obligada a escriturar un contrato que ella no ha celebrado y 
que rechaza. 

Estas cuestiones han sido largamente debatidas por tas 
parles; pero en ellas no debe entrarse sinó por abundan- 
cía de razón; pues la verdadera cuestión del pleito está 
encerrada en límites mucho mas estrechos y claros. 

Es verdad que la Legislatura de la Provincia aprobó las 
bases del contrato que le presentó Rocchi para el esta- 
blecimiento de un matadero en el Rosario por el decreto 
de 29 de Julio de 1869, en el que se mandaba que á los 
15 dias de la notificación la Municipalidad redujera á 
escritura pública el contrato según las bases aprobadas. 

Pero también lo es, que habiendo reclamado la Munici- 
palidad de esta sanción y pedido que se reconsiderase 
por ser el contrato muy perjudicial al Municipio, y ha- 
berse invadido sus atribuciones, la Legislatura dió el si- 
guiente decreto,— * Santa Fé, Agosto 26 de 1869. Vuelva 
* á la Municipalidad para que use de sus derechos en 
t tiempo y forma, y proceda como mejor creyere conve- 
i niente á sus intereses. > 

Este decreto dejo á la Municipalidad en libertad de se- 
guir sus propias inspiraciones, de sancionar ó rechazar el 
contrato, según conviniese á sus intereses, ó de arreglar 
otro contrato, usando de su derecho en tiempo y forma. 
Esto es lo que á mi juicio signilican las palabras de ese 
decreto, y sinó es este su sentido, no tiene ninguno. 

Por consiguiente, la prescripción de que la Munioipali- 
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dad redujera á escritura pública el contrato de Rncchi, 
había sido dejada á su arbitrio y revocada como obliga- 
ción impuesta. 

Creo, puos, que esta es una cuestión resuelta de ante- 
mano por la Legislatura, y que, si la Municipalidad resiste 
á la exigencia de ftocchi, tiene derecho y está autorizada 
para hacerlo. 

En consecuencia, pido á V. E. se sirva confirmar la 
senlenria apelada, no por sus fundamentos, que son todos 
impertinentes, sinó por la razón espuesta, 

Buenos Aires, 3 de Octubre de 1873. 

Francisco Pico. 

Fallo 4« ,1o flúores»* Corte. 

Buenos Aires, Octubre 4 de 1873 

Vistos : de conformidad con lo espuesto y pedido por 
el Señor Procurador General, se confirma con costas el 
auto apelado de foja treinta y cinco ; satisfechas y re» 
duettos los sellos, devuélvanse. 

SALVADOn M. DEL CARRIL. — FRAN- 
CISCO Delgado. — José Barros 
Pazos. — J. B. Gorostiaga. — J. 
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h\% Sret. Malbran y Chayla contra Ü. Areoza Arcoza sobre 

propiedad de un campo. 



Sumario.— No [mejorándose el recurso en el término del 
emplazamiento, se declara desierta la apelación a" la prime- 
ra rebeldía que acuse el apelado. 



Cato. — En los autos seguidos ante el Juzgado Nacional de 
Santa-Fé por los Sres. Malbran y Chayla contra D. Antonio 
Areoza sobre propiedad de un campo, no habiendo este 
mejorado el recurso de apelación que se le concedió ante 
la Suprema Corle en el término del emplazamiento; y ha- 
biéndole aquellos acusado rebeldía, se dictó el siguiente 

tallo «Ir I» ttuprrma Corle. 

Buenos Aires, Octubre 4 ilc 1873. 



Por lo que resulta dt-l precedente certificado y a mérito 
de lo dispuesto en el articulo doscientos catorce de la ley 
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de procedimientos; declárase desiértala apelación: — de- 
vuélvanse en consecuencia los autos, previo pago de cosías 
y reposición de sellos por el apelante. 

Salvador María del Carril.— Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pazus 
— J. B. Gorostuga. — J. Domínguez. 



/>. Santiago Tizzone, recurriendo de providencia del Supe- 
rior Tribunal de Justicia de Buenos Aires. 



Simaría. — No puede apelarse para ante la Suprema Cur- 
te de sentencias de un Tribunal Superior do Provincia, si 
el recurso no tiene relación directa é inmediata con la va- 
lidez de los artículos de la Constitución, tratados públicos 
ó leyes del Congreso. 
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Caso.— U, Santiago Tizzone, eslrangero se presentó ante 
la Suprema Córie con ol siguiente escrito; 

Considerándome despojólo de mis lejít irnos derechos, 
por tina resulucion del Gobierno do la Provincia, contra 
¡as garantías que me acuerda la Constitución, y cuya anu- 
lación no lie podido conseguir del Superior Tribunal de Jus- 
ticia, me bailo en la necesidad de ocurrir á V. K. p cctno 
fiel guardián de esas garantías, solicitando la justicia que 
no me ha sido posible obtener ante las autoridades provin- 
ciales. 

EL caso es el siguiente : 

En el aíio de mil ochocientos sesenta y ocho, D. Antonio 
Sotelo, solicitó del Gobierno la compra de un campo fiscal, 
(una Ugua cuadraría ) que poseia, á título de arrendatario. 
Puco después talleció aquel y sus herederos me vendieron 
las haciendas y poblaciones establecidas en du.lio campo, 
asi como sus acciones y derechos posesorios para la com- 
pra de este, como arrendatarios, habiéndome la cesión y 
transferencia de esos dereehos y acciones por medio de una 
escritura pública, en seis do Noviembre de mil ochocientos 
sesenta, desde cuya época, estoy en posesión de dicho 
campo. 

Con mi título de cesionario de Ini Irjí'imos y únicos he- 
rederos de Sotelo, me presenté al Gobierno en mil ocho- 
cientos setenta y dos, reproduciendo la suln-itin! de enmpra. 
la que fué admitida y sustanciada, con arreglo á la ley de 
la materia. 

Durante la tramitación de esta gestión, se presenil) D. 
Manutd Anazngasli, solicitando comprar en remate público 
esc misino campo ; pt-ro su pretensión loé impugnada por 
el Departamento Topográfico y el fiscal del Estado, que 
aconsejaron al Gobierno su rechazó, en virtud de los prefe- 
rentes derechos á su compra, que me corresponden como 
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sucesor de Sotólo en sus derechos posesorios, cuyo dieti- 
men fué aceptado, reconociéndome asi explícitamente aque- 
llos derechos. 

Detenido Anazagasti por esta valla que la ley y la justi- 
cia oponían á sus pretensiones, consiguió eludirla hasta 
cierto punto, arrancando á mi apoderado el consentimiento 
ilegal de que el campo fuera vendido en remate público ; y 
en efecto , asi lo convinieron ambos con el r iscal del Es- 
lado, en un comparendo verbal, ante el Gefe de la oficina 
de tie-ras públicas, como consta de autos. 

Pero, apercibido muy luego de que mi apoderado, no te- 
nía personería para hacer ese convenio, y que contrariaba 
fas instrucciones y facultades que cspresamente le habia 
conferido yo en el poder ; y queriendo eludir completamente 
la ley y mis d cree líos con la supresión del remate, se valió 
de un medio subrepticio para obtener la venta privada. 

Asi pues, mientras se sustanciaba mi espediente, el Sr. 
Anazagasti, valiéndose do un arreglo que el Gobierno habia 
hecho con ios herederos de D* Ana Riólos de Piran, para 
compensarles con campo fiscal, otro de propiedad de esta, 
que aquel habia vendido, se entendió con un Sr. Hullrich, 
sucesor en esos derechos, y por su conducto solicitó por 
cuerda separada, y obtuvo en compra privada, el que yo po- 
seía, callando maliciosamente mi posesión, mi solicitud en 
compra, y demás circunstancias que dejo mencionadas. 

[face alpin tiempo que equivocadamente .«e habia vendi- 
do como fiscal, una fracción de campo de aquella señora, 
compuesta de una legua cuadrada y ochenta y seis milési- 
mos de otra. Kl Gnbierno hizo un arreglo con los here- 
deros de ella, conviniendo en compensarles esa área con 
tierra pública, acordándoles la facultad de adquirir conforme 
á la ley, campos vacantes, en que nú tuviera derecho nn terce- 
ro, hasta la suma en que se avaluó aquel. 
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sin duda, que la indebida deferencia de mi 
apoderado, para que se vendiera en remate el campo que 
yo poseo, importaba una renuncia de mis derechos prefe- 
rentes á su compra, y de consiguiente podía considerarse 
legalmente vacante y libre de derechos de tercero, no obs- 
(ante el acuerdo de que se vendiera en remate, solicitaron 
sobrepticiamente su compra privada, sin mencionar siquiera 
los enunciados antecedentes que obstaban á su pretensión. 

Concedida asi la venta por el Gobierno, sin facultad para 
ello, y antes de que se aprobara la mensura y se le otor- 
gasen las escrituras, trató el Sr. Anazagasli de hacerme 
desalojar el campo, por medio del Juez de Paz de Dolores. 

Esto circunstancia vino á darme conocimiento deesa ven- 
ta privada, con prescindencia de mis gestiones anteriores, y 
del remate convenido con mi procurador, y con flagrante 
violación de la ley y concuteamiento de mis derechos prefe- 
rentes, 

Reclamé entonces al Gobierno contra esa resolución, ar- 
rancada por el engaño y el dolo, demostrando mis derechos 
indisputables, y ofreciendo pagar conforme al decreto de 
trece de Agosto último, los arrendamientos que aun estaban 
impagos, por causas agenas á mi voluntad y que no me 
son imputables. 

Conlra mis lejílimas esperanzas, el Gobierno resolvió ese 
justísimo reclamo, desconociendo mis derechos posesorios, 
y confirmando la adjudicación de mi campo á Anazagasli, 
en venta privada. 

Pero el mismo dia proveyó el escrito en q"n le pedia que 
mandara liquidar los arrendamientos vencidos, para pagar- 
los como sucesor del arrendatario ; y en docto, ordenó esa 
liquidación aceptando el pago asi ofrecido. 

Por esta resolución, pues, me reconoce los derechos po- 
sesorios, para pagar los arrendamientos como lejítimo po- 
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seedor; mientras que por aquella, de] mismo día, me desco- 
noce eso» derechos para comprar el campo conforme á ta 
ley. De manera que, en concepto del Gobierno, soy lejí ti- 
mo poseedor para soportar las cargas que la ley impone á 
los arrendatarios ; pero no lo soy para gozar de los benefi- 
cios que la misma les acuerda, en compensación de aquellas. 

Las leyes de tierras, Exmo. señor, acuerdan á los arren- 
datarios y sub-arrendatarios de campos fiscales, y á sus le- 
jí timos sucesores, el privilegio de comprar la tierra poseída 
por el precio que ellas determinan, con preferencia á todo 
otro comprador. Y este privilegio constituye una verdade- 
ra propiedad, que se trasmite por título particular, lo mis- 
mo que por título universal ; puesto que los derechos y 
acciones, que son bienes particulares, entran en el dominio 
ó propiedad de la persona, y forman parte de su patrimonio, 
lo mismo que las demás cosas muebles ó inmuebles. 

Todo atentado contra esos derechos, pues, es atentado 
contra la propiedad, garantida por las constituciones y por 
las leyes de la Nación y de la Provincia. 

Además, estas leyes únicamente facilitan al Gobierno para 
vender la tierra pública en remate, cuando no hay arrenda- 
tarios 6 sub-airendatarios que quieran comprarla con la 
preferencia y beneficios que aquellas les acuerdan. Solo 
á estos puede venderlas privadamente en las condiciones 
<íe la ley ; pero jamás á un tercero que no tenga derecho* 
posesorios. 

El arreglo hecho con los herederos de la señora Piran, 
no puede Atribuir al Gobierno que lo efectúa, una facultad 
que la ley no le acuerda; y por consiguiente, él no les con- 
fiere un dereeho preferente para comprar privadamente la 
tierra, con esclusion de los poseedores lejilinios; sino sola- 
mente para comprarla en remate público, esto es, ea las 



DE JUSTICIA NACIONAL 147 

condiciones que la ley establece para todos los que no tie- 
nen derechos posesorios lejítimamente adquiridos. 

Sin embargo, al Sr. Anaiagasti se le adjudica en venta 
privada, sin remate, la tierra lejiti mámenle poseída por mi, 
despojándome para ello de mis incontrovertibles derechos 
que constituyen una propiedad inviolable; y se ha hecho 
eslo, sin que para ello haya precedido juicio, ni senten- 
cia fundada en ley. Por consiguiente, tal resolución no solo 
es nula por ser repugnante á la Constitución Nacional, sino 
también por ser refractaria de la Constitución y de las leyes 
de la Provincia. 

Reclamó su anulación ante el Superior Tribunal de Jus- 
ticia, y la decisión de este ha sidu en favor de la validez 
de aquella resolución, mandando devolver lo$ autos al Poder 
Ejecutivo para que lleve adelante sus providencias. 

Amparado por el artículo U de la ley sobre jurisdicción 
y competencia de los Tribunales Nacionales, apelé en tiem- 
po para ante V. E. y aquel Tribunal proveyó que ocurriera 
directamente á V. E. 

En consecuencia, vengo a deducir el recurso que corres- 
ponde en derecho contra la injusta y nula resolución que 
me despoja de mi propiedad, arruinándome completamente, 

y 

A V. E. suplico que, habiéndome por deducido en tiempo 
y forma el recurso legal, se sirva ordenar que se traigan los 
autos como corresponde, y que se me pongan de manifiesto 
en la oficina, para espresar agravios ; por ser justicia que 
pido etc. etc. 

Fall* de la Aupr*tn» Corte. 

Rueños Aires, Octubre 7 de !8"3. 
No apareciendo de la esposicion contenida en este se- 
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cfito, que el resurso que por él se interpone ten( 
directa é inmediata con Ja validez de los artículos de la Cons- 
titución, tratados públicos ó leyes del Congreso ; y no es- 
tando por lo tanto comprendido en ninguno de los casos 
que determina el artículo catorce de la ley sobre jurisdic- 
ción y competencia de los Tribunales Nacionales, no ha lu- 

Salvador M. del Carril. — Francisco 
Delgado. — Jos£ Barros Pazos. — 
j. b. gorostiaga. — j. doklngl'ez- 



í, pidiendo revisión de un auto de la Su- 



Sumario, — Solo es admisible el recurso de revisión en lab 
causas en que la Suprema Corte conoce originaria y es- 
elusivamente. 



Como.— Notificada á D. Santiago Tizzone la sentencia dic- 
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tada por la Suprema Corlo en el caso anterior, se presentó 
de nuevo y dijo: 

Se me acaba de notificar el auto de V. E , no haciendo 
lugar á mi recurso, por considerar que él no tiene relación 
directa con la validez de los artículos de la Constitución, 
tratados públicos ó leyes de) Congreso. (Inciso 1° del ar- 
ticulo i i de la ley sobre jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Nacionales.) 

Permítame V. E. recordar, que no es solamente en estos 
casos, que dicho artículo autoriza el ocurso á V. E., para 
obtener justicia, que ha sido denegada por las autoridades 
de Provincia. 

Lo autoriza también, según el inciso 2% cuando la va- 
lidez de una ley, decreto ó autoridad de Provincia, se ha- 
ya puesto en cuestión, bajo la pretensión de ser repugnante 
á la Constitución Nacional, y la resolución haya sido en fa- 
vor de la validez. 

Este es precisamente el caso en que yo me hallo, y por 
lo que he ocurrido á V. E. p fundado en la disposición de 
ese inciso. 

En realidad, mi gestión ante el Superior Tribunal de la 
Provincia, se versa Bobre la validez de un decreto del Go- 
bierno, que yo impugno por ser regugnante á la Consti- 
tución, pues que me despoja de mi lejitima propiedad, y 
me priva de la defensa en juicio de mis derechos, sin juicio 
y sin sentencia fundada en ley, y con flagrante violación de 
esta, como V. E. se persuadirá á la simple vista del espe- 
diente. 

Gestiono contra la validez de un decreto de autoridad de 
Provincia, que viola las garantías que la Constitución Na- 
cional me acuerda, y el Superior Tribunal decide en favor 
de su validez, puesto que lu confirma, no haciendo lugar á 
mi petición de nulidad. 



150 FALLOS DE LA SLTREMA CORTE 



Cren pues que mi ocurso á V. E. cae bajo la prescrip- 
ción <\r.\ inciso 2" del citado artículo U de la ley sobre 
jurisdicción misional. 

Sin duda, que yo no me he explicado Itien en mi anterior 
escrito, por no tener á la vista el espediente ; y por eso V. 
E. Ira estimado desatendible mi solicitud, pero si V. E. se 
digna llamar y ver los &utos, so persuadirá fácilmente de 
que mi recurso so halla autorizado por aquella ley, porque 
encontrará en ellos, notoria y manifiesta, la violación de ta 
Constitución, que envuelve el decreto del Gobierno de la 
Provincia, que me despoja de mi lejítima propiedad, hun- 
diéndome en una espantosa ruina. 

Como ese decreto me desbarata completamente el estable- 
cimiento de campo que constituye toda mi fortuna, fruto de 
veinte años de trabajos, privaciones y penalidades, y que, 
aunque muy modesta, es el único patrimonio de una fami- 
lia, permítame V. E. que en nombre de las garantías cons- 
titucionales, y para que estas no Bean una vana promesa, 
sujeta al capricho, Ó error de las autoridades de Provincia, 
le ruegue encarecidamente que se digne atender mi recur- 
so, mandando traer los autos, para apreciar con exacto co- 
nocimiento de los antecedentes, su legalidad y pertinencia, 
y que, con vista de ellos, se sirva concederme dicho re- 
curso, habilitándome para defender mis derechos y obtener 
justicia ante la reconocida ilustración é integridad de V. 
fi., como lo ha hecho en otros casos análogos, de los que 
solo llamaré la atención de V. E., sobre la causa número 
26 de 18G9, entre Correa y Moreno. 
Por lo tanto. 

A V. E. suplico se digne asi proveerlo, reviendo, ó re- 
considerando la enunciada providencia, ó adoptando el pro- 
cedimiento que V. E. estime mas conciliable con la equidad 
y la justicia que pido etc. 
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Falto de I» Suprema Corte. 

Buenos Aires Octubre 9 de 1873. 

No siendo admisible en la presente causa el recurso de 
revisión osl;ibled4o por el articulo séptimo de la Ley de 
diez y seis de Octubre de mil octmcierilos sesenta y dos, 
no ha lugar, á la presente solicitud y archívese. 

Salvador M. del Carril. — Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos. — 
J. B. Gqrostuga. — J. Domínguez. 



!52 



FALLOS DE LA SUPREMA COftTK 



Campa y C con D. Gaspar Taboada, por cobro de pesos, 
hádente Aobre competencia. 



Sumario.— \° El juez que conoce en un juicio de con- 
curso debe conocer también de la reconvención que de- 
duzca el Síndico contra uno de los acreedores, aunqua 
este sea estrangero. 

2 o Es un incidente de la quiebra el juicio conducente 
a averiguar si un tercero era ó no socio del fallido. 



Caso, — Don Agustín Cancpa, estrangero, se 
nnle el Juez de Sección en Tucuman, esponiendo: Que 
con fecha 28 de Mayo de 1873 había sido notificado de 
una demanda interpuesta ante el Juez de Provincia por D. 
Jacinto Vella en representación de D. Gaspar Taboada, 
argentino. Que como, según el art. 8°, inciso 2°, de la 
ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales, á ellos correspondía el conocimiento de tas 
causas en que son parla un ciudadano argentino y un 
estrangero; y no estando aun radicado el juicio, pedia al 
que se declarase competente y procediese con- 
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Ibrme a" lo dispuesto en los artículos 45 y 40 de la ley 
de procedimientos. 

Pedido informe al Juez de Comercio de la Provincia, 
este contestó que hacia algunos meses había sido declarado 
en quiebra el eslrangero I). Antonio Sullloni quien hahia 
Fugado. Une llamado sus acreedores, comparecieron entre 
otros los Sres. Canepa y O cobrando al concurso una 
cantidad do pesos, según cuenta escrita por el mismo 
lo, y que los interesados remitieron 





al Síndico y á los acreedores, uno de estos, Üon 

de haber 



i t la impugnó ofreciendo la 
el quebrado socio de los Sres. Canepa y C\ y ha- 
ciendo por consiguiente á estos responsables del délicít 
que ofrecía la realización de los intereses de la masa. Que 
<:umo se vé, no es una nueva demanda contra Canepa y 
O, sinó un incidente del juicio de quiebra, por la parti- 
cipación que se denuncia han tenido en los negocios del 
prófugo fallido, incidente en que ha debido entender 
ese Juzgado, según lo dispuesto en el art. 1530 del Có- 
digo de Comercio. Que Canepa y C 1 son los demandan- 
tes, pretendiéndose aerreedures del concurso, y Taboada, 
acreedor también, impugna el crédito de los primeros, 
fundándose tn la sociedad referida. Finalmente que aun 
suponiendo que el incidente no tuviera el origen men- 
cionado, y que fuera una demanda contra Canepa y C 3 , 
seria necesario para fundar la jurisdicción nacional, quo 
los individuos que la forman, como sociedad colectiva, 
justificasen que todos son estrangeros. 

Corrida vista á Ü. Agustín Canepa, este acompañando 
algunos documentos, espuso que la sociedad se componía 
de él y de su hermano Ü. Nicolás, y produjo una información 



t. v. 
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Que no es cierto que la sociedad Agustín Canepa y 
C a baya demandado en el concurso de Sullloni, sino 
Ü. Nicolás Canepa* lo que os muy diferente ; que el re- 
presentante de Tahoada no lia ofrecido tampoco prueba 
de que Sulfloni fuera socio de U. Agustín Canepa y C a , 
pues lo que hizo fué pedir una reunión de acreedores 
con el objeto de tachar la cuenta espresada, manifestan- 
do que la sociedad del fallado Itnhia sido con I). Nicolás 
Canepa, todo lo que so comprueba con las copias pre- 
sentadas. 

Que lo que ha promovido D. Gaspar Tahoada no es 
un incidente del concurso de SuHloni, sino una demanda 
por cobro de pesos que dice le adeudab a Su ilion i, contra 
la sociedad Agustín Canepa y C a que no lian sido parte 
en el concurso. 

Que ni aun en el supuesto de que hubiera sido el 
Síndico, y no un acreedor el que promoviera el juicio, 
aun asi el Juez de Sección seria et competente, ya que 
el demandante era argentino y el demandado eslran- 
gero. 

Que Tnboada puede, como acreedor de Suliloni, im- 
pugnar el crédito de Ü. Nicolás Canepa, con el cual nada 
tiene que hacer la sociedad Agustín Canepa y O. 

Pidió que el Juez de Sección sostuviera su competen- 
cia en el caso. 

Fallo del Jum de Bereion. 

SaiLliruro del Estero, Junio '21 de i «73, 

En mérito ue lo alegado para las partes litigantes, del 
informe de S. S. et Juez de Comercio do Provincia v de 
las piezas agregadas á estos autos, de las quo resulta : 
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1° Que declarada la quiebra del fallido Sufíloni, Don 
Canepa, se presenta, como uno de tantos acreedo- 
un crédito personal i su favor, y no á nom- 
bri; do la sociedad « Agustín Canepa yC'i (fs. 12 á 17). 

2° Qno Ü. Gaspar Tahoada, otro acreedor, demanda a* 
su vez á I). Nicolás Canepa p»r cobro de cantidad de pe- 
sos, exponiendo que entre este y el concursado hahia exis- 
tido lina sociedad, sociedad responsable á su favor del 
crédito que cobra. Luego declara que su demanda no es 
contra aquel, sino contra la sociedad Aguslin Canepa y 
C* (fs. 28 á 31), y es esto la que deduce la declinatoria 
do jurisdicción ; y considerando : 

I* \hw h acción en ta lilaila por I). Jacinto Yella, en 
representación de l>. ('.aspar Tabeada no se propone en 
Ínteres de la comunidad do acreedores y si solo en hene- 
cio del demandante, quien por razones especiales, se con- 
sidera con el eselusivo derecho de ser pagado por Canepa, 
á lo que se a^n^a no aparecer suscribiendo la demanda 
ni en calidad de Síndico. 

2° Que, planteada en eso terreno la cuestión, no so 
puede eludir el cumplimiento de la ley nacional en cuanto 
dispone que, los pleitos civiles en que sean partes un ar- 
gentino y un eslran^ero son de la competencia de la justicia 
federa l. 

3» üue aun nu el supuesto do ser el concurso ó el Sr, 
Ta honda, en el interés común de los acreedores, quien lili- 
lí i ese deducido la acción, y ;l pesar de los términos gene- 
rales en que aparece concebid» el arl. \TúH\ del Código de 
Comercio, citado por el Sr, Juez de la Provincia en su in- 
forme, la buena iloctrina.es que el concurso solo atrae al 
Juzgado de Comercio los negocios judiciales pendientes ó á 
moverse contra el fallido ; pero no aquellos que él ó el 
erncurso tuviesen que promover contra 
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teoría contraria nos pondría en pugna con los principios 
que reglan la competencia y la doctrina de los autores. t° 
Con los principios, pues, según ello*; el autor debe seguir 
el fuero del reo, y se proceder ia de un modo directamen- 
te contrario, si el hecho agono, el hecho de una quiebra, 
autorizase á los síndicos para demandar ante sus Jueces, 
prescindiendo de los del demandado, cuando precisamente 
fundado en ese principio es el que no se permite se de- 
duzcan acciones en contra del concurso ante otros Jueces, 
como sucede en los juicios de testamentaria, igualmente 
generales, donde las demandas en contra se entablan ante 
el Juez de la (esta mentaría, y las deducidas en su favor 
ante el Juez competente para el demandado. 2° Con ta 
doctrina de los autores que enseñan: i que nadie habrá 
tjue niegue el sabido principio, de que aquel es un juicio 
universal, que atrae á sí como á un centro común, lo- 

r] ne en el Tribunal 
Ija ya pendientes por ejecuciones 



das y cualesquiera 
ú en 




Esto es: 

o estas observaciones es que 
; y no de un mudo ente- 



ramente absoluto, como seria querer dar competencia al 
Tnuunal de Comercio para resolver sobre toda clase cíe asun- 
tos. (Esteves Sagui, No 101 1 ; siendo aun mas esplicito 
Panlessus en su obra, * Droit Commercial * quien en el núme- 
ro 1357 dice: «se sigue que si la masa obrase por deman- 
da principal contra una persona que aquella pretendiese ser 
deudora á favor de la quiebra, la demanda debería ser 
da al Tribunal del domicilio del demandado. » 
en el mismo número {y esto en armonía con la primera faz 
en que ha sido estudiada la cuestión J «es en cierto modo 
inútil añadir que si se suscita alguna cuestión entre acreedo- 
res, en que la masa de Ja quiebra no tomase parle, la re- 
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en su domicilio, 




qué el 

ser 

4 U Que descendiendo de las apreciaciones teóricas de los 
autores, tenemos el presente caso implícitamente reglado 
por el art. 12 de la ley nacional sobre jurisdicción y com- 
petencia, que, al esceptuar en el inciso 1« los juicios uni- 
versales de concurso de acreedures y partición de herencia 
los comprende á ambos bajo el mismo principio y en la úl- 
tima parte de ese inciso se refiera ú las acciones contra el 
concurso o testamentaria siendo esa la causa de decirse, 
« y aunque se deduzcan acciones fiscales de la nación, » pues 
de otro modo caeríamos en el error de sostener que la na- 
ción llenados ciertos requisitos, puede ser demandada ante 
los Tribunales de Provincia. 

5* Que mas csplícito es aun el art. 4" do la ley de procedi- 
mientos, dada la identidad do casos, concurso y testamenta- 
ria» desde que el citado art. supone que los albaceas pueden 
gestionar ante los Jueces Federales, como demandadas no 
es posible en su rol representativo de la testamentaria, lue- 
go lo hacen corno adoros y dehen seguir el fuero del reo. 

(5° Que la sociedad Agustín Canepa y O la forman Agus- 
tín y Nicolás Canepa ( escritura de sociedad de f. 32 á 34) 
y sus miembros son estrang*?ros (I, 3 y vuelta) y el Sr. 

Por estas consideraciones se declara competente este Juz- 
gado para conocer en la demanda iniciada ante S, S. el 
Juez de Comercio de la Provincia por U. Jacinto Vella, en 
de Ü, Gaspar Tabeada, contra la sociedad 
m C;tnepa y C* por cobro de pesos; en su consecuen- 
cia, hágase saber por oficio al Sr. Juca de Comercio, adjun- 
tándole testimonio de la presente resolución á los objetos del 
art, 52, título ü° de la ley nacional sobro competencia. 

Lobo. 
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Comunicado este auto al Juez de Provincia, se dio vista á 
la parte de Taboada, quien esposo f]ue apoyándose en las 
mismas leyes citadas por el Juez de Sección, sostenía que 
el de Comercio era el único competente para entender en 
el asunto, por tratarse de un incidente del concurso en que 
Agustín Canepa y C' eran parte, como socios y cómplices 
de la quiebra del prófugo Sulfloni. Art. 12, inciso 1° de la 
ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Na- 
cionales. 

Pidió al Juzgado de Comercio que sostuviera su com po- 
tencia. 

Auto 4+1 Jume de Comrrrlo. 

Santiago, Julio .1 de 1R"3. 

Vista esta escepcion de incompetencia deducida por los 
Sres. Canepa y C* en el incidente promovido conlra ellos 
por sociedad y complicidad en la quiebra del prófugo fa- 
llido Anlonio SuIHoni. 

Y considerando: i" Que los Sres. Canepa y C* des- 
pués de haberse presentado como acreedores de Suflloni 
al Juzgado de Comercio y radicada ante él su acción, 
solo lian opuesto la escepcion de incompetencia cuando 
se ha alegado un hecho, que en caso de justificarse, 
constituiría complicidad en ta quiebra. 

2° Que el juicio de concurso es universal y como tal 
atrae todos sus incidentes, malquiera que sea ¡a nacio- 
nalidad ó vecindad de ios direcUtmtnte inkrrsados en tU, se- 
gún el inc. 1", art. 1 - de la ley sobre jurisdicción y 
competencia de los Tribunales Nacionales. 

Por estos fundamentos, resuelvo ; sosteniendo que esto 
Juzgado es competente para entender en el incidente 
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de que se trata, llágase saber al Sr. Juez Nacional por 
medio de oficio con inserción do este auto y ú los domas 
interesados por su orden. 

Abraham González. 

Después de vista la causa, la Suprema Corle para mejor 
proveer di ó vista al Sr. Procuradar General, quien la eva- 
cuó diciendo: 

Bu| la materia del pleito es la siguiente: Habiendo 
quebrado el comerciante D. Antonio SuíTfloni se formó 
concurso de acreedores ante el Juez de Comercio en el 
que se presentó Ü. Nicolás Canepa (italiano) cobrando 
un crédito contra el fallido, en virtud de un documen- 
to escrito y Armado por éste. D. Gaspar Taboada, otro 
de los acreedores y Síndico del concurso, dijo : que este 
erudito era fraudulento y que lejus de ser acreedores, los 
Sres. Canepa y C a eran cómplices de la quiebra y es- 
taban obligados ít pagar los demás créditos porque habían 
sido socios de Sufiluni. 

En consecuencia los demandó para que le abonasen 
su cródito que él tenia en el concurso. Us Sres. Canepa 
declinaron de jurisdicción, diciendo que siendo 
italianos y D, Gaspar Taboada argentino, el asunto 
al Juez Nacional de Sección ante quien ocur- 
rieron invocando su jurisdicción. 

es evidente que la acción de Taboada no era 
nueva demanda, sino una reconvención opuesta á 

inslauró contra la masa ; y por 
no podian escusarso de contes- 
tarla anle el mismo Juez, cuya autoridad ellos habían in- 
vocado, con arreglo al inc. Í°, art. 12 de la Ley sobre 
jurisdicción y competencia. 

Fuera de esto, el averiguar si los Sres. Canepa y O 
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eran socios del fallido Sulfloni ; y como tales respon- 
sables de la quiebra es evidentemente un incidente del con- 
curso, que no puede ser decidido sino por el Juez 
de Comercio que conoce de aquel, y en el que alenla 
la disposición del inc. 1° del art. 12 citado no tiene ju- 
risdicción para mezclarse el Juez de Sección, cualquiera 
que sea la nacionalidad de las partes. 

Por consiguiente, mi dictamen es que el conocimiento 
de esta causa corresponde legítimamente al Juez de Co- 
mercio de Santiago, y pido á V. E. se sirva ordenar al 
Juez de Sección se abstenga de conocer en ella. 

• 

ralle «e !• ttepnm €'©rt*. 



Buenos Aires, Octubre 9 de 1873. 

Vistos : de conformidad con lo espuesto y pedido por 
el Señor Procurador General, se declara : que el Juez de 
Comercio de la Provincia de Santiago del Estero es el 
competente para conocer y dicidir en el présenle caso. 
Remítansele en consecuencia estos autos, previo pago de 
costas y reposición de sellos, y hágase saber por oficio 
al Juez de Sección. 

Salvador M. del Carril.- Francisco 
Delgado. - José Dahros Pazos.— 
J. B. GüROSTiACA.— J. Domínguez. 
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causa mu, 



l). Alejandro León contra 1). Antonio de L'rquiaga por cobro 

de pesos. 



Sumario. — 1" Estando constatado que las partes lian cele- 
brado solo un contrato de venta deben imputarse á él las 
cantidades que con posterioridad hubiese entregado el com- 
prador al vendedor. 

2" Siendo la venta á ¡«tazo debe presumirse que el pa- 
paré 6 pagarécs fl miados por el comprador comprenden la 
totalidad del precio. 

Caso.— En 13 de Abril de 1 S Trí se presentó D. Alejandro 
León ante el Juez do Comercio de Ituenos Aires, pidiendo 
que l). Antonio do l . rquíaga reconociera un pagaré con su 
firma, fecha |o de Abril de I S7 1 en el rjue espresaba de- 
Ler H L), Alipndm León la cantidad de 80,000 $ m/c re- 
cibidos á su culera satisfacción y que se obligaba á pagar 
a" los doce meses, con el interés del uno por ciento men- 
sual. 

En el acfn del reennoeimielo, l'rquiaga manifestó que 
era suya la lirma puesta al pié, pero quo el importe de los 
t. Ti \í 
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80,000 $ y sos intereses los tenia abonados ante el Juez 

de Paz de Quilines. 

Con este reconocimiento León inició ejecución contra 
Urquiaga y el Juez diclú acto de sol ven do. 

En este estado, Leen obtuvo el embargo de 45,1(01) £ 
qni! n-quiaga habiu depositado en poder del vecino du (¿mi- 
mes 11. Jumj Agustín Malienzo, 

Hecho el embargo, el Procurado! Barcos jmr Urquiaga 
se presentó declinando, la jurisdicción provincial, por ser el 
demandado estrangero y el demandante argentino. 

Kilo incidente fué fallado definitivamente por el Superior 
Tribunal de Justicia, declarando que el caso era de compe- 
tencia nacional, después de lo que so dcscinbarg.iron los 
45,000 £ de que se ha ludio mención. 

Remitido el espediente al Juzgado redera lá solicitud de 
León, este inició juicio ejecutivo por el capital que indica 
el pagaré con sus intereses y costas. 

Él Procurador Barcos, por el ejecutado, obló KOOÜO $, 
40,000 $ para que se entregasen al acreedor por ser la 
única cantidad que se le debía, y los oíros iO.OOO para que 
se embargasen, pidiendo ser citado de remate para oponer 
e&cepciones. 

Citado de remate, Barcos opuso la excepción de pago é 
inhabilidad del lilulo. 

Bijo que el pajaró presentado por el ejecutante se funda- 
ba en un contrato de venta de haciendas y arrendamiento 
de un campo según se comprueba con el documento que 
presenta ba. 

En este documento, fecha Mayo t" de 1*71, León de- 
claro : haber vendido á B. Antonio Crquiaga y II" 3100 ca- 
bezas de ganado lanar al corle con acción á 
ocupar la población que Icnia en el Partido i 
4 años, á contar desde el 1° de Abril del corriente. 
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Que fué en pago de las haciendas y del arrendamiento del 
campo que Urquiaga ¡otorgó el pagaré con que st: le pjrcuta. 

Qué á cuenta de ese pagaré había entregado rrqutaga á 
Lecui 10,0(10 cuino se justifica con el reeibo que pre- 
sentó en el cual León, con íecba Mar/u II Je \K~*2, declara 
li;iber recibido de Urquiaga 441,000 § pop cuenta de ovej;is 
vendidas. 

o ¡o l'rquiaga no había tenido otros negocios con León. 

Pidió no se hiciera lu^ar á la ejecución con cosías y pago 
de intereses del dinero oblado y mandado depositar. 

Corrido traslado, León contestó que era falso que Ur- 
quiaga le hubiese entregado los 40,000 $ del recibo pre- 
sentado, á cuenta del pagaré con que lo ejecuta. 

\)nc la prueba mejor di? que esos -iO,ÜU0 $ no eran á 
cuenta del pagaré es que le fueron entregados en Marzo, 
toando el plazo no vencía hasta el I o de Abril de 187:¡. 
'Jue si ese dinero hubiera sido á cuenta de los 80,000 asi 
se babna apresado en el recibo, 

(>oe h>s -H>,0í 10 £ lienen la siguiente esplicacion. 

Huo biz<i una venta de haciendas y arrendamiento de un 
campo por la suma de 1:!0,UU0 $. (Jue en Kehrero del ~r> 
Lrquiaga le entregó áíi.ODil $ y le ulorgó recibo. (Jue en 
Marzo en el Juzgado de Paz de Quilines le cnlregó loJJlH) 
y entonces otorgó recibo por 40,000 devolviéndosele el an- 
terior, y habiendo- |n>r cuiisiguit-nlu quedado debiendo los 
80,000 del pagaré, matena de la ejecución. 

En seguida se recibió la causa á prueba á tai de acre- 
ditar la excepción de pago. 




■ 
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Fallo del Juez de Sección. 




Aires, Agosta 22 de I87!l. 

estos autos seguidos por I). Alejandro Lcon f ciu- 
dadano argentino, contra los ciudadanos cslra ligeros I». An- 
tonio Urquiaga y hermano, [ior coljro ejecutivo de cantidad 
de pesos procedentes do un pagare y resultando. 

I a Que á f. ií) se rejistra un pagaré de la fecha de I o 
de Abril de LBfl, otorgado por I). Antonio de rrquiaga, 
según lo ha reconocido este, en el cual esprusa deber ú D, 
Alejandro León la cantidad de 80,000 3 moneda corriente 
que dice haber recibido á su entera satisfacción, y que 
se obliga ¡í pagar ¿ los doce meses, con el interés de 
uno por ciento mensual. 

2o Que entablada demanda ejecutiva por el acreedor 
11. Alejandro León, el ejecutado ha opuesto en la estación 
oportuna del juicio la cscepeion do haber pegado la 
cantidad de cuarenta mil pesos a cuenta ; hecho, que 
negado por el ejecutante, fué recibido á prueba con su- 
jeción á lo ordenado por el arl. 271 de la Ley de Pro- 
cedimientos. 

3° Que de las pruebas producidas resultan justificados 
tos siguientes puntos : lo Que el paguro" otorgado por 
Urquiaga procedía de un negoeiu de venta ríe ovejas que 
León hizo á aquel, punto juMiííeado por confesión de 
ambas partes en diversas ocasiones, como lo demuestran 
á la evidencia estos autos á f. "jó, 50, SK t 50, 75, 94 
& 07 y lll ¡í 110 al absolver las preguntas, que el Juz- 
gado defirió de oficio ú ambas parles. 2 o Que l'rquiaga 
ha abonado á León, la cenlidud de cuarenta mil $ m/o. 
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por mrtt ta de OV^jás vendidas ó dicho León, coma lo 
Comprueba el recibo de W 5T> IKhadu en 11 do Marzo 
áel aíio pasado, ú sea de fecha nmy posli rior al pa- 
gr-i re ; reí ibu reconocido por el último, aunque con la 
adir ion de que rn> licuó reía c i un eun dicho pagaré es- 
crito de f. '10. 3° Qu ■ (.'un- la por confesión de am- 
bas parles, que la única causa de que procede la obli- 
gación de L'rquiaga para c<>n Lenn es la venia, que 
esle hizo á aquel de 3,160 cabezas de hacienda lanar 
al enríe, con derecho á ocupar la población, que tiene 
en el Partido áv Quilines, en los términos, que resultan 
de! certificado de venta, que en copia corre a f. 55. 4 n 
Que antes de celebrar la venta, ú qua se refiere el do- 
cu nien Lo citado en el precedente considerando, las mis- 
mas paites habían celebrado otro con Ira tu sobre los mis- 
inos objetos, [uto no ya de venta sino de alquiler, ó de 
trasmisión del derecho de esplotar durante coairo años, 
á contar desde el I» de Abril de 187!, la dicha hacienda 
lanar y población, p.ir la cantidad de cuarenta mil pesos 
pagadera á un ano de plazo con ¡Ueré.s y con la obli- 
gación de devolver igual cantidad de hacienda lanar, con- 
trato que fué convertido posteriormente en el de venta, 
de que antes se hizo mención, por un precio que según 
León es de ciento veinte mil pews \ ochenta mil en un 
pagaré que venció el l" de Abril de 187*2; y el resto 
en dinero f inlem-gnlurio de f. 75 1 aunque absolviendo 
posiciones á f. % dice, que por fu úllima debía también 
firmarle pagare, pero á un mes de plazo y sin interés, 
y que según Urquiaga no era fino de ochenta mil petos, 
por el cual drhiu olorgar, y olur-.'t H pagaré presentado 
en es. ts autos 5* Que al entregar LVquiaga á León la úllima 
soma con que rompido lus 40,(lÜO $ que abonó antes 
de iniciado este juicio, ó sea la misma suma por la 
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que el último espidió el recibo de f. 5fl, provino ni deu- 
dor que era á cumia del pagaré de odíenla mil pesos, 
á lo que se opuso León diciendo que era acreedor por ma- 
yor cantidad, según documento que tenia en su poder, 
punlu quo se halla justificado por ];ts decoraciones de 
D. Agustín Anueslo y 1» José A. Martínez ¡ t 1*28 y ígO, ¡ 
testigos presentados por Ja parle do León, (i" Que el 
precio de las ovejas cuando se celebró ti contrato, era el 
de duce $ m/e al corle, como lo justifican las declara- 
ciones de U. Juan Miguel Gusta y [i. Bernabé Giles, de 
f. 1 1 ií y simúlenle. 

Y considerando : 1" Que oslan Jo constatado que las par- 
tes en esto juicio solo han celebrado definitivamente un 
contrato de venta de hacienda lunar, deben imputarse al 
mismo las cantidades, que con posterioridad hubiese en- 
tregado el comprador al vendedor, y muy especialmente 
si, como ocurra en este caso, el vendedor hubiese otor- 
gado recibo espresando, quo es por cuenta de ovejas 
vendidas. 

tjue habiendo el comprador otorgado pagaré por 
el precio de venta, y estando justificado que no debía 
hacerse entrega alguna de dinero de contado, sino que la 
venta era á plazos, como Jo ha confesado el ejecutante, 
Según se ha dicho al analizar la prueba, debe presumirse, 
que el pagaré ó pagarées firmados por el comprador com- 
prenden la totalidad d 1 precio, y por consecuencia que 
si Urquiaga solo otorgó el que motiva esta ejecución, 
el precio de venta loe el de 80.0011 £ m/e,. y que á este, 
según lo espuesto en el precedente considerando, deben 
imputarse los 10,000 ps. que parecen entregados con 
posterioridad á la venta. 

¡3" Que en la hipótesis de que el comprador debiese 
entregar parle del precio al contado, no era necesario que 
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reriUo por ella, porque el heelio de recibir 
el pagaré sin oposición importaba, reüonocef, «¡iits (rabia 
redimió et resto, y que en caso en que ;i pesar de aqiie'ja 
hubiese uli-r ^=»ilo ree ; bo, no habría dejado do espresírr, 
que era por la cantidad, que ti. l ió recluir de contado, 
y L-slá justificado precisamente por testigos pn sentados 
por el mismo León y «pie presenciaron ta entrega lie ia 
última suma para completar ta del recibo de los 10,000 
ps., L.sdi es por los S;vs. Arim-sio y Marline/, que Leou 
pa-íeudia Ifiier vn su poder otro documento, por el cual 
se Consideraba acreedor por mayor suma f|ue ia del pa- 
garé, y que [Mir eonseeneneia los dichos 40,iH)0 ps. no 
cían esc algo míe el comprador d^bió entregar ó jiagar 
al contado. 

4" Que la bieólesis de <p:e León tuviese olro decu-? 
mentó de crédito á mas del pagaré qtie ha presentado, 
está eseluhla por el hecho do kaiser León recibido los 
cuarenta mil pesos sin entregarlo á rnjui.i^a , y ponpm 
rot debe presumirse qao después hiciera dicha entrega sin 
recabar el reeibo de los cuarenta mil pesos, punto que 
por «Ira partí; no ha silo afirmado pop León. 

¡jo O; o: aunque el precio no resolta dii ce la mente fija- 
do en el de endienta mil pesos, porque ni el pagaré 
oloryadu por l'npii.t-a, ni el certilmado do Vi'Uta tjue 

Lirón entregó á aquel, sin iluda para sor ri r ido nono 

jiro [déla rio de la majada y de las señales, espreson que 
aquel fuese el ppeeio convenido, sin embargo él resulta 
determinado indirectamente, segim lo espuesto en los 
considerandos de esta sentencia, y se halla ademas cor- 
roborólo por el primitivo contrato, y por el preei» de 
las ovejas al tiempo de celehrar esc y et secundo, por 
cmuito estando justificado que el preño de tas ovejas 
á razón de doce pesos una, no alcanzaba I 40,000 peso. , 
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es absurdo admitir y aun suponer que Urquinga hubiese 
consentido en dejar sin eludo el primer conlralo, por 
el cual la esplolacion de la majada y la ocupación «te 
las poblaciones durante cuatro años, solo le costaban 
40,OJ0 pesos para abonar 80,1)00 pesos mas por otro 
que, si bien le concedía la propiedad de la majada en 
vez del derecho de esplolarla, esa concesión no alcanza- 
ba á valer ni aun cuatrenta mil pesos, y resultaría 
haberla obtenido por mas de ochenta mil pesos, y per- 
diendo además la ventaja, que por el primer contrato 
tenia de esplotar durante cuatro años la hacienda lanar, 
materia ú objeto del contrato. 

Por estos fundamentos, se declara que D. Antonio l r- 
quiaga ha justificado la escepcion de paga de cuarenia 
mil pesos moneda corriente á cuenta de! pagaré de ochenta 
mil pesos de igual moneda corriente a f. 48, y por 
consecuencia chancelado este totalmente en el capital, 
que exprese, con la entrega de cuarenta mil pesos, que 
recibió León después de iniciada la presente demanda, 
condenándose a León al pago de las costas de este juicio 
en la parteen que no hubiere anteriormente rcrablo condena- 
ción especial, y al pago de los intereses de los cuarenta 
mil pesos depositados por Urquraga en el Banco de la 
Provincia, los que se estracrán y entregarán al último 
furmflndose la respectiva planilla de intereses sobre el ra- 
pital es presa do en el pagaré y sobro la cantidad deposi- 
tada en el Danco por Crquiaga. Repónganse los sellos, 
y nolifiquesc con el originaí. 

Manuel Zat aleta. 



Habiendo apelado el ejecutante, se dictó este 
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rallo «Ir In ftuppfm» Corlr. 

Dueños Aires, Orlubre It de 18":}. 

Vistos : por sus fundamentos, se coufírma con costas el 
auto arlado de faja cíenlo cuarenta y seis vuelta, y sa- 
tisfechas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvuioh M. ufx Cáhuil. — Fiian- 
cisr.o üelc\oo. — José Barbos 
Pazos, — J. Lt. Goríistiaga. — J. 

DoSIINGL'EZ. 



( VI SA 



D. Ánf¡t¡ Ranrnrtttii y tí. Htuja Broten t contra la 
Municipalidad de fa ciudad de Buenos Aires, 
sobre posesión. 

Sumario. — 1° Las municipalidades no pueden, bajo nin- 
gún protesto ni por razón alguna» despojar á un parti- 
cular de. sn propiedad, legítimamente poseída, 

2" La Ley de Iluenos Aires do 23 do Agosto de 1873 
solo dispone do los terrenos que, en ta fecha do su 
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sanción, pertenecían á la Municipalidad de Belgrano, y 
no do los otros terrenos do particulares. 

3° El interdicto de retener la posesión debo entallar- 
se contra quien intenta perturbarla. 



o, — D. Angel Uoncoroni y 0. Hugo IWn estiart- 
se presentaron ante el Juez Me ral de Um nos 
esponiendo : que en 5 do Noviembre de 1S7¿ ouu- 
praron en público remato judicial IN cuadras de terreno 
en el partido de Bel grano, limitadas en su fondo por 
terrenos de la Chacarita en r¡ue se encuentra huy es la* 
ble. -ido un cementerio de la ciudad. 

Que estando en pacíliea y legítima posesión del men- 
cionado terreno, la Munieíp..'idad por medio de sus em- 
pleados habia intimado vcrbalmenle A su arrendatario I». 
Francisco Escossena, el desalojo del terreno y edilicios 
que le pertenecían. 

Que posteriormente, 30 hombres mandados por la 
Municipalidad habían iniciado trabajos allí, echando abajo 
las cercos y cortando las zanjas de sus límites. 

Que cualesquiera que fuesen los fines do públira utilidad 
ó conveniencia que tuviera en vista la .Municipalidad de 
Buenos Aires, ellos no podían autorizarla á procedimien- 
tos tan violentos _y arbitrarios que podían considerarse un 
verdadero atentado desde que importan no despoja y el 
mas esplteilo desconocimiento del imiidablo derecho da 
propiedad consagrado por la Constitución. 

Que si se trata de una espropiacion por causa de uti- 
lidad pública, ha debido precederse con arreglo á la ley, 
indemnizando al propietario antes de apoderarse del bien 
raiz. 

Invocando el art. 2\ ti' 3", lib. 3° y sus concordan- 
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tes del Código Civil, entablaron, con Ira la Municipalidad 
de Buenos Aires, interdictó rtáintnám , conforme á lo dis- 
puesto por el arl. !i*J7 de la Ley de Procedimientos y 
pidieron, con arreglo al art. lKio\ que so mandara sus- 
pender tuda medida ó acto tendente á porlmbar su po- 
susion. 

Con la demanda presentaron tos tiltilos do [impiedad 
otorgados on 5 do Noviembre do 1872 por el Juez de 
I' in'sUméta en lo civil Dr. I*. Isaac l\ Areco, á consecuen- 
cia de un juicio seguido contra La Municipalidad del P.ir- 
tido do üelgraiMí, «ubre cobro do pesos procedentes de 
mejoras introducidas ¡mr l*. Juan F.irias, en un terreno 
perteneciente a aquella, en el que, en rebeldía del repre- 
sentante do la Municipalidad, so ordenó el remate de' 
mencionado terreno. 

ES Juzgado, dando por interpuesta la demanda con- 
vocó á las parles á juicio verbal. 

Antes de realizarse este, los demandantes, invocando el 
arl. 17 de la Constitución Nacional y el 3IH de la Ley 
de Procediinientoü, pidieron so ordenaso á la Municipa- 
lidad que suspendiera iodo procedimiento cu las obras un. 
ciadas en terreno de los demandantes ; y el Juzgado 
proveyó de conrurmidad. 

El acia del juicio verbal es del tenor siguiente : 

En esta ciudad de ituenos Aires á 10 de Setiembre de 
IST3, fueron presentes al juicio verbal decretado : el 
Sr. Procurador Municipal D. Carlos C. Punce, con su 
abogado el l)r. Casares, por una parte, j el Dr h. José 
María Zuviria abogado do la parle demandante, los Sres. 
ttonenroni y lírown, y asi presentes este úllífflO reprodujo 
su demanda, agregando que no solamente sus defendidos 
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están en actual posesión del terreno de que trabón, sinó 
que loa títulos eran lejí timos por cuanto emanaban del 
mismo Gobierno, quien autorizó 1 la venta de esos terrenos- 
El Dr. Casares espuso, quo siendo la Moniripali.lad un 
mero Agente de la Legislatura, que por su Ley del 23 
do Agosto lo ordenaba tomar posesión de osüs terrenos 
de 48 manzanas, la demanda de los Sres. Roncofoni y 
Bruwn, venia á dirijirse contra el Gobierno de la Provin- 
cia, en cuyo caso el Juez Nacional era incompetente para 
conocer, y pedia desde ya se levantase la orden u\ sus- 
pensión en atención á que dentro de seis dias, no haL-ia 
donde enterrar un cadáver, \ que siendo esta por to 
tanto una obra cuya ejecución no admite espera, el pro- 
cedimiento observado está autorizado por el arl. 7°, til. 
del i dominio de las cosas» del Cúd. Giv.; aloque, re- 
plicando el Ür. Zuviria t dijo, que el Juez Federal era 
competente por razón de !a m.iteiia y ser de eslneta apli- 
cación al caso el arl. i 7 de la Constitución Nacional, 
no menos que por la calidad do las partí s ; que los pro- 
pietarios demandan á ta Municipalidad ejecuiora de los 
actos reclamados, que la posesión dibia mantenerse por 
ser inviolable, según la Constitución que está sobre todas 
las leyes, y que la necesidad de enterrar muertos en esle 
ó aquel lugar, por bacerlo en un lugar dado y no en 
otro, no acarrea un conflicto de tal naturaleza como para 
dispensar todas las leyes que pranlen la inviolabilidad. 
En este estado el Sr, juez mandó t autos, • firmándole 
con los comparecientes. 

El Procurador de la Municipalidad acompañó copia 
del decreto de tt de Marzo de 1871 y do la ley promul- 
gada el 16 de Agosto do 1873. 
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tulla díl Juti tic Sí**íiaii. 

Buenos Aires, Setiembre 13 de \H1'¿. 

Y vistos: estos autos iniciadus por los Srcs. Angel 
Honeoroni y Hugo Hrown, contra la Municipalidad de esta 
Ciudad, pidiendo amparo de posesión en unos terrenos, 
situados en el Piulido de Bedano, puf cnanto el arren- 
datario de lus demandantes l>. Francisco Seosseria les 
anuncia haber sido intimado por algunos empleados de 
la Municipalidad para desocupar los terrenus en el ter- 
mino de cuatro dias y que estos mismos habían pene- 
trado en los terrenos, dando principio á los trabajos para 
establecer el cementerio ; oidas las parles en juicio ver- 
bal, 

Y considerando ; t* Que el representante de la Muni- 
cipalidad no ha negado los hechos establecidos por la 
demanda, limitándose á desconocer la competencia del 
Juzgado, fundándose, para ello, en que no siendo la 
Municipalidad sinó mero ejecutor de la Legislatura Pro- 
vincial, que había dispuesto la ocupación de los terrenos 
adyacentes al Cementerio de la Chacarita, la demanda 
so dirijia contra la Provincia, no procediendo en tal caso 
la jurisdicción de este Juzgado. 

2« Que la jurisdicción que se niega está fundada en 
la diversidad de nacionalidad de las parles en el juicio, 
y que habiéndose dinjido la demanda contra la misma 
Municipalidad, es esta y no la Provincia la demandada, 
á lo que debe añadirse que los actos perturbadores de la 
posesión, de que se quejan loa demandan les, proceden 
directamente de la Municipalidad y no de la Legislatun, 
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3" Que el procedimiento especialísimo inlmducido por 
el art, 7" dei * dominio de las cvsas i (lúd. (av. para Id 
ocupación de las cosas agenas, no puede tener su aplica- 
ción en el presunto cuso, por cuanlo la fundación ó es- 
teasion de un cementerio, si bien puede ser una medida 
requerida por las conveniencias públicas, no es por su 
u.i Lu raleza tan wgpiútg quo autorice a prescindir do Tur- 
nias que la CuiVMiKciun al consignarlas en su ail. 17, 
Jas considero fundamentales y salvadoras del principio 
de propiedad. 

Y -í« que la posesión de los demandantes se halla pro- 
bada por el título corriente en autos, y por el hecho de 
tener un arrendatario que posee a su nombre los terrenos 
en cuestión, y el hecho de introducirse en ellos á eje- 
cutar obras ó intimar la desocupación, constituyen actos 
perturbadores de la posesión, siendo estos entremos los 
que fu mían el interdicto de retener la posesión en el 
concepto del arL ¿21 de la Ley de Piueed omentos. 

Por estos antecedentes, se declara bu'ti tu oda da la 
demanda de los Síes. Angel iluncorom y Hugo Ürmvn y, 
haciendo lugar á ella, intímese ú la Municipalidad se 
abstenga de perturbarlos en su actual posesión poí la 
prosecución du las obras empezadas ni de otra manera, 
siendo además ú cargo de la Municipalidad las costal del 
juicio, Hayase saber y repónganse los sellos. 

Andrés Lijar riza. 

Después de la vista de la causa, la Suprema Corte, 
para mejor proveer, dio vista al Sr. Procurador General, 
quien espuso: 

La sentencia apelada es evidentemente justa ; porque 
la Municipalidad no puede bajo ningún protesto, ai por 
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raznn alguna, dé? pojar á un particular de su propiedad, 
de que se halla en tranquila pnscsinn. 

Esto á nadie es permitido. iVro la Municipalidad dice 
que ella nú liare ni ni cosa que cumplir ia Ley de la 
Legislatura do 2'í di: Agosto úlliitio. Kn esto rio dice 
la verdad ; porque esa Ley, solo dispuso de tos Ierren oí, 
que eti la l'i . ha du su sanción pertenecían á la Munici- 
palidad de liulgrarm , ordenando que se le alomaran ¿i 
5^000 $ por cuadiü ; y de ningún modo de los terrenos 
de particulares, porgue esto no se espresa en ella, ni 
puede suponerse síu grave injuria á la honorabilidad de 
tas legisladores. 

Ll terreno de la cuestión fué vendido á los demandadles 
Honcorotii y Ürown |ior la Municipalidad do ttelgrano, el 
d:.t .'i de Nnwembro de tí>T^, nueve meses antes de la 
sanción de la Ley que se invoca, [>e consiguiente el 
terreno no ora públieo á ia sanción du la Ley, ni por 
consiguiente esta comprendido en los que ella destina á 
cementerio. 

La perturbación que la Municipalidad intenta contra 
estos propietarios es una arbitrariedad inclusivamente soya, 
en que ninguna participación ni r-eaponsabdidad tienen 
los altos l'uderes de la Provincia. 

lío consiguiente la demanda no podia ser dinjida contra 
la i'rovineia y está legalmente enlabiada contra la Mu- 
nit ípalidad que es la única perturbadora. Y por Linio 
el Juez de Sección ha sido competente para decidir este 
interdicto que versa entre la Municipalidad de Unenos Aires 
y d us extranjeros. 

Ln esta virtud pido á V, E. se sirva continuar lo sen- 
tencia apelada. 

Francuco Pico, 
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Con estos antecedentes y el espediente en que consta la 
compra hucha por los demandantes que se pidió para mejor 
proveer se dictó el 

Fallo de I» Suprema Corle 

Huenos Aires, Octubre tt de 1873. 

De acuerdo con lo espucsto y pedido por el Señor 
procurador General en su vista de foja treinta y dos 
vuelta, se con firma con costas el auto apelado de foja 
veinte y dos, y satisfechas estas y repuestos los sellos, 
devuélvanse previa remisión de los autos agregados al 
Juez de primera Instancia Doctor Pardo. 

Salvadoh M. dkl Cáhuil. — FuanusiXí 
Delgado. — José Barros Pazos.™ 
J. B. GouosmcA. — J. DOSIIXGL'EZ. 




D. Jacobo Careta tirara, eaf/itan de ta grieta nacional 
« Silvia, > contra Ü, Carlos ll»jas % por cobro de pem. 

Sumario - El que se compromete á pagar una deuda 
ajena psta obligado á satisfacerla ron arreglo al art. 2GU 
y 921 del Código del Comercio. 
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Cato— I).J acodo García Wm t capitán dula guíela * Silvia» 
demandó á D, CArloa Rojas, por el pago de sus salarios. 

Dijo ; que en Diciembre lf> de 1H70 luó él pucslo al 
mandu de la goleta por D. Augusto de la Rieslra J Don 
Cárlus Rojas, entonces socios, que regresando en Abril 
de IK72 de un viage á la canal, Unjas le dio órden de 
ir al paraguay á remolque del \apor iKmilia», que 01 
se resistió á esta orden pidiendo ser pagado primero de 
lus salarios que se le adeudaban; que Hojas le dijo no 
correr de su cuenta los sueldos del buque que 61 Juma 
arrendado de Riostra por una cantidad mensual, que llegado 
sin embargo el momento del vi ige Rojas |>agó los sueldos 
de la tripulación y se comprometió á pagar á la vuelta 
lus del capitán y contramaestre, en caso de no pagarse 
por Hiestro, que habiéndose este Tugado después de ha- 
berse presentado á concurso voluntario de acreedores, 
Correspondía que Hojas le pagara los sueldos que se le 
a< leuda han. 

Corrido traslado contestó Rojas, que la sociedad entre 
él y Riostra se habla disuclto en Marzo de 1H7G, que él 
Heló á Riostra en Abril de 1 H7 1 bi goleta .Silvia, por 
o\H\ fuciles quedando de rúenla de Rieslra los sueldos 
y su ministro* de! buque, que el pago que tina vez él biza 
de lus sueldos de la tripulación fué por favor especial 
y pagando a unen ti del Hele, que por consiguiente 00 
estaba él obligado ú pagar los sueldos del capitán ni como 
socio, ni como Dador de Rieslra. 

Llamada la cansa á priu-ba y producida la que se de- 
tulla en la sentencia de K Instancia, so dictó el siguiente 
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f nllo del Juez *4*rr¿«ni»l 



Dueños Aires, Juliu ü de 1 87;* 

Vistos estos autos por l). Juoobo C. Bravo, capitán 
del pailebot i Silvia» contra 1». Cárlos Hijas por Cnbro 
de sálanos y resultan Jo: — [*, Que los fundamentos 4o la 
demanda son : — íhilier sitio contratado Bravo para capitán 
del . Silvia i el ifi rio Diciembre «le 1S70 por los 
U. Augusto de la Bieslra y 1). Círlus Hojas, 
minos del espresado buque; — ~2\ Haberse comprometido 
dicho Hojas en Mano de 1871 á añonar á Bravo, i su 
regreso drl paraguay, sus sueldos si no los abonaba Ilustra 
promesa que dice Bravo le IW hecha euaudo Hojas abonó 
sus haberes á la tripulación del mismo buque, y citando 
eomo comprobante de la obligación de Hojas el hecho de 
haber este abonado á la ti inunción, asi antes eomo des- 
pués del viage que a lines de Marzo de U71 l'ao ni Pa- 
raguay:— 2". Que Hojas l a negado el rondominio ale- 
gada por Bravo, sosteniendo que el pa/o que se In/o 
á la tripulación antes del viage al Paraguay fué hecha 
por cuenta de D. Augusto de la Bies Ira, con dinero suplido 
por el demandado á emula del tMc del «Silvia» ) quo 
es fabo que se hubiese obligado á abonarle á Bravo sus 
sueldos pura ruando n^vsasc del Parapunv, y falso lim- 
bien que se hubiese pagado a" la tripulación a su regreso 
con dinero de Hojas. — Uno de la prueba rendóla 
en autos resulta: — I ". Uno no se ha justificado la so- 
ciedad ú condominio entre Hiestra y Rojas en el pailebot 
t Silvia » en la época en que se devengaron los sueldos 
de que se trata, — 2 o . Que Bravo ganaba pesos tuertea 
2UÜ mensuales, siendo á su cargo tbuiiar el salario á 
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Irs Irrpu1nntes y proveer A su subsisiench á bordo 
como lo justifica el certificado de f. 10ÍÍ vta. espedido 
pt»r el actuario, con referencia al balance practicado ile 
los créditos contra I). Augusto de la Itieslra: — ¡J u . fjtie 
rorisli pur el mismo e erLIe-ado queM*ravr> era acreedor 
oo O de Julio del año próximo pasado por pesos fuer- 
tes 435 i) i procedentes de su salario como capitán 
de la coleta « Silvia » — -i". Une á fines de Mavo de 
1 M T 1 , debiendo la Ruleta «Silvia» salir para la Asun- 
ción del l'arn^uay remolcada por el vapor r Kmilia ■ y 
con caiga de Hojas, oslo alionó personalmente á los 
marineros sm-ldos que se le.s adeudaban, y sin cuyo 
previo abono se resistían á salir puerto, coinpro- 
íJieliéroli <*o íí abonar a" la vuelta del buque los sueldos 
adeudados al capitán y contramaestre, punto que se halla 
justificado por las declaraciones de Manuel y José Ca- 
maíio, Umion Fernandez y Antonio Martínez, marineros 
i¡ijn fueron del * Silvia, * y que corren de 1. JlOálll, 
f. 119 á 1-21 v (34 á J :í*». — V considerando; 1°. Que 
aunque no está justificado que lí. ('.arlos Hojas y U. Augusto 
de Iíi diestra luc ran socios ó condominos del pailebot nacional 
4 Sdvia, i como b> pretende Itravu y lo nie^a la parto 
de Rojas, ni lo o*1á rj«ie este fuese el armador de di- 
cho p.tilebol ó liuluese ajustado para capitán de dicho 
buque a' demándenlo, basla para declarar obligado al 
detu;iiiiiado á abonar Jos sm Idos de Bravo, que aquel 
se liuluese compromtlido posteriormente á abonarlos, 
sea [tor su propia menta ú por cuenta de Ilustra, por- 
que habría hur.hu a&í suya una cuenta ó deuua que era 
de ulra persona, artículos i>ií y 200 del Cúdijju de Co- 
mercia* 

-2°, (Juo negado dicho compromiso por Hojas es á 
cargo de Bravo, justificarlo debidamente, por su calidad de 
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ador, según el principio, adore non prubautc rcus akolvi 
dehel. 

3". Que esta" justificado plename.-ite por la declaración 
de testigos presenciales como son los marineros del * Silvia» 
«pío no solo les abonó Rojas sus suiddos en Mayo de 
1871, sino que se comprometió á abonar los del capitán 
y contramaestre ú la vuelta del buque de la Asunción 
del Paraguay, |>or cuanto no siendo tachables tales tes- 
tigos, su testimonio merece fé en juicio según la Ley 32, tít. 
1C, Partida 3». 

■4°. Que el primer punto comprendido en el prece- 
dente considerando, está corroborado por la runlt-s'-on de 
Hojas al absolver de una manera ambigua la novena 
posición contenida en el interrogatorio de I'.... y por la 
declaración de Jaime Daur, testigo presentado por aquel á 
f. 72 vía., sin que valga en contrario la afirmación de 
ambos do que el pago so hizo con dinero anticipado por 
Hojas á Ríeslra por cuenta de esle, porque siendo aelo 
privado pasado entre lo¡> últimos no puedo surtir electo 
respecto á terceres, y porqiu negándose líravo a seguir 
viage, asi como la tripulación sin pivvio pago de sus 
sueldos, era natural que Rojas consintiese sufragarlos 
para evitarse los perjuicios que la suspensión del viage 
Ití pudiera inferir. — Por estos fundamentos, fallo con- 
denan lo á l). Cirios Hojas á abonar á l). Jarobo Uarefa 
Bravo, previa liquidación, la cantidad (pie como capitán 
del buque « Silvia * se le estuviera adeudando al llegar 
á esle puerto con procedern-ia de la Asunción del Pa- 
raguay calculándose á razón de pesos fuertes 200 por 
mes, y con deducción de los salarios de los marineros 
y de las provisiones que por cuanta del armador se 
hubiesen entregado basta diebu regreso del buque, de- 
biendo sobre el saldo abonarse el interés du Uanco á 
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Mntíir desde la demanda y sin especial condenación en 
Cosías. - Repónganse los sellos y notilio^iesú con el original. 

Mamwi Zavakta. 

lUjas apeló y se le concedió el recurso lilirernentc, 
Anle la Suprema Corte, esprcsandu agravios, dijo, tj no 
dubia revocarse con costas la sentencia a ¡telada; que la 
ohlijjaeiuii rpie rjm ri.i iuün'ioole la senlencia se rtfVria 
a una cantidad mayor de ¿1'U pesos fuertes, c| ne por 
consiguiente el auto ajotado carecía de fundamento por 
apovarso tan solo en la prueba testimonial, que su con- 
testación ¡i las posiciones del contrario no era evasiva 
binó tan $0)0 una con les ion calificativa. 

C'inferido traslado, contestó Itravo pidiendo la conllr- 
macion con costas del auto apelado. Hijo, que en el caso 
no se trataba de justificar el monto de la promesa sino 
de establecer la promesa misma, [tara lo que no se ne- 
cesitaba prueba escrita, qno no se babia hecbo anotación 
en el tribunal de comercio de la disolución de la socie- 
dad entre llíestra y Rojas y continuaban por consiguiente 
sus responsabilidades de socio con arreglo al art. 
del Código de Comercio. 

rallo de la *uprrm» Cortr. 

Humos Aires, Octubre 14 de 1873, 

Vistos: por sus fundamentos se confirma, con costas, 
la sentencia apelada de foja ciento noventa y uno, satis* 
[echas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salva thju SI. del CinniL. — Fran- 
cisco Hki.i.aihj. . — José Bunios Pa- 
zos.— I Ü. GonoSTUGA.— J. lio- 

511 Mil EZ. 
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CUSI XV. 



D. AWrt* dimití t contra la compañía de mutuos 
sryum flrwia'es, sobre cobro de pesos. 



Sumario. — L;\s espetones dilatorias deben proponerse 
conjuntamente. 



Om. — Por el íaüo do la Suprema Corle de ;>(> de 
Abril de 1873 quedó establecido que h cuestión entre 
I). Níeolas Cerruti y la compañía de mutuos seguros flu- 
viales, sobre cobro di* pesos dditd someterse al juiriu 
de los arbitros nombrado» con arreglo ¡í los estatuios 
de la sociedad. 

Por el tullo de la misma Suprema Corle de i!) de Julio 
de 187a quedó establecido que los árbitros debían insacu- 
larse de entre ios nombrados anualmente por la asamblea. 

Presentada la lisia du los árbitros por el Director de 
la compañía, Curruli, en un juicio verbal quo tuvo lu^ar 
ante el Jugado de Sección, dijo que no quena acep- 
tarlos por no haberse probado que eran los siete arbitros 
nombrados anualmente por la asamblea general. 

La parte de la compañía pidió se espresara pur Cerro ti 
si negaba que los arbitros propuestos por él hubiesen 
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sido nombradas pnr 1 n asamblea ; y habiéndose rehusado 
Cerru'i ;'i cmjtf'.-t.tr ¡i la premunía, pidió se rechazara 
con espresa condenacioii en cusías la articulación dedu- 
cida. [>Jju t .jue Jas sentencias ejeetltoríadas eran muy 
Chati en el sentido do que debían observarse los esta- 
tuí- is dts la suciedad ; que el nombi amiento de los arbitros 
propuestos se habían hacho cotí arreglo a los estatuios 
pop la asamblea general, y que esto bahía sido recono- 
cido implícitamente por CerniLi rucándose á contestar 
catógjMesauelftA a" la preguíilá que se le hizo, 

Iftllo .trl Jhoi berrín». 

Bueiwh Aires, Agosto 8 de Í87X 

Y vistos, considerando : que la semencia de este Juz- 
gado crriente á I*. 100. si bien ha sido confirmada por 
la de la Suprema Corle de L i 18, lo ha sido con la 
modificación de gue fu insaculación debe hacerse entre 
las personas que para arbitros deben nombrarse por la 
asamblea general con arreglo al arl. 58 de lus estatutos, 
el cual no de.lerinm.i que dicho mmibramien lo debe Jú- 
rense anualmente j y o.i*é el espíritu Je Ja primera sen- 
tencia, así como el de la Suprema Curte, no ha sido 
tu ha p.nJido ser, uioditicar lus estatutos, que están de- 
elaradus pnr »li\t seuleiieia obligatorios para ambas parles. 

Y considerando ademas i|ue la de Ceno ti al negarse 
a cutilestar categóricamente á la pregunta que se le hizo; 
de si reconocía como nombrados por la asamblea general 
de acción islas para ejercer el cargo de arbitros á las 
personas cuyos nombres presentó al Juzgado el Director 
de ia cumpaina ; á Ja vez que revela d propósito de 
prolongar y poner obstáculos a la pronta resolución de 
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eata causa, ha perdido ¡pso fado todo derecho para hacer 
observaciones respecto á dicho nombramiento ; por cuan- 
to, tratándose de escepciones dilatorias, han debido ser 
propuestas conjuntamente con arreglo á la Ley de Pro- 
cedimientos, y por cuanto, tratándose de un hecho, del 
que el demandante debe tener conocimiento por su cali- 
dad de socio en caso de que el nombramiento no huLie- 
se sido con arreglo á los estatuios, ha debido saber!., y 
oponerse á la insaculación por dicha causa, y m por 
otra, que no nace de los estatutos ; puesto que conduce 
mas directamente á su objeto, que era el de evitar que 
resolvieran la cuestión pendiente las personas, que por 
una causa evidentemente menos atendible trata de esetuir. 

Por estos fundamentos, se declara, que el Tribunal 
arbitral debe ser formado por las personas que se insa- 
culen denlro de los siete miembros nombrados pur la 
asamblea general, y cuya acta de nombramiento sciá 
exhibida ; condenase en las costas do este incidente á la 
parte de Cerruti. Repónganse los sellos. 

M'tnuel Zavttifla. 

Cerruti apeló y concedido el recurso en relaoion, se 
dictó el siguiente 



de Ih ffuiirrma Corte 

Buenos Aires, Octuhre 16 de 187,1 

sus fundamentos, se confirma con costas 
el auto apelado de Toja ciento veinte y ocho vuelta, sa- 
tisfechas y repuestos los sellas, devuélvanse, 

Salvador M. del Carril. — Francisco 
Dei.hapo. — Jq&k Barros Pazos,— 
J. B. GüRoSTiACi. — J, Domínguez. 
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i). Manuel Ocampo, rotura ú Finco Xacional, sobre ¡m'.'.ficacion 
de propiedades de mercaderías. 



Stimnrh, — T Las cuestiones ya tleci*tiJas no 
ser materia de discusión. 

2« Los requisitos prescritos para los conocimientos son 
necesarios para que hagan f¿ entre las pt.Tsuit.is desig- 
nadas por el arl. 11 Oí) y para tos efectos del artículo 
til O del Código de Comercia ¡ pero su falta no im- 
pide que un conocimiento sirva do prueba para acredi- 
tar quien fue él qoo cargó los efectos en él contenidos. 

2° Reconocida y no objetada la personería del actor 
durante el curso del juicio, no puede hacerse cuestión 
de ella en última instancia, máxime cuando los hechos 
que fundan la personería fueron manifeslados desde el 
principio del pleito, y aceptados para admitirla. 



Caso.— Ejecutorial lo el fallo do la Suprema Corte de 27 
de Junio de 1871, I). Manuel Ocampo pidió al 
Nacional de Santa Fu se le admitiera á probar la jt 
ficacion requerida por dicho fallo. 
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El juez abrió ln causa ú prueba. Ocampu presentó ta 
factura de Jos artículos enviadas por Mén de Palacios 
á Ta Loada, el conocimiento do las mercaderías embarea- 
das por él en el buque * Sanduwa, . U compulsa dd 
sus libros, resultando su conformidad con h mencionada 
factura, con excepción de dos partidas, la cuenta de venia 
do la aduana. El procurador Iím:;i1 présenlo Ja mi*ma 
cuenta dü fa aduana eun las copias do los permisos «Ji- 
las mercaderías embargadas. 

E¡ juez de sección no creyó suficientes las pruebas 
producidas, y en 2<S de Enero de 1K7;) abriú nuevamente 
la causa á prueba, con auto que fue revocado por el fallo 
de Ja Suprema Corto de Hl de Mayo de l*7o\ 

Devueltos los autos se dictó entonces el siguiente 



r«llo del Juez «ierrloiml 



Itoíario, Junto 13 t!e 1H7:t. 

Vistos, considerando; — 1" Qnti por la sentencia de 
la Suprema Corle (. K¿ se mandó que se entregase á 
Ü. Manuel Oeampo el [.reduelo liquido de la venia hecha 
jnir la aduana de las mercaderías que en ella se espresan 
con la deducción correspondiente do derechos, |j jtulifrase 
en cmnlo m bastante qk« son do su pru piedad. 

¿° üue en la eslacion de prueba no ha producido esa 
b talante jtistifhudun de dominio sobre esas mercaderías 
según las razones espueslas en los considera míos S<*, ¿t* 
V i° del fallo de osle jiizpáé de t ,\21 y porque ademas 
de esas razones, en la factura de f. 99 que presenta 
como pruebn de su propiedad, consta, por el contrario, 
que son remitidas por orden t cuenta y rit*¡jn de 1). Gaspar 
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Tahoada, romo consta también por la compulsa de su 
iém de facturas f. 313, sacada á su solicitud, sin que 
la declaración de !W Z Unos, d.» I' ni6, aun no siendo 
singlar, como lo es. atestigüe olra cosa sino que L>, Manuel 
Ocampn no se reputó dueño de esas mercaderías^ cuan- 
do se presentó al Qofeierno Nacional rcelamándoU romo 
&paáeméi d« Q. Gaspar Tütooadá, &tgun consta ¡í láü vuelta, 
lo qn» al menos prttebii que él do so reconoda duoño 
de ellas; habiendo no obstanle seguido después todo este 
larfro juicio ;i Buomta propio; sin saberse sobre qué molivu 
aceptable. 

3vQue el conocimiento de f. :;íl ( atl t (í . s f 100), no 
obstante que el principal objato de ellos es establecer las 
relaciones do derecho entre el car-ador y capitán, es de 
todo punto iuronn.il ó inaceptable, y por'tanto no tiene el 
valor que en otro caso pudiera darle por inducción el ar- 
ticulo !íti0 del Cú.%0 de Comercio, pues, aparte Je cier- 
tas informalidades secundarias, lo Tallan, la fecha, el nom- 
bre y la lirma del capita,,, f,, /Irma del cargado?, el 
puerto de h matrícula, el p,.rlu del buque v el nombre 
del consignatario, todas ellas formalidades requeridas por 
el art. liílt del Códi-o ; aiu que pueda el jm-jt de oln.-in 
hacerlas suplir, aun en el caso que fuera materialmen- 
te posible, sin comprometer gravemente la justicia ; á que 
se añade que dicho conoi-imiento ni aun esta de acuerdo 
con la cuenta de venta de la aduana que presenta la misma 
parle, como tampoco lo esta la cuenta con la compulsa 
de f. 315, pero ni eslá en todas sus partes, con el cono- 
Oimiento, rasun por la que tudas esas piezas lejos de 
concurrir se destruyen, y en lodo caso, cuando algo pru- 
mm seria que U. Manuel ücaiupo fue el cargador do 
ciertas mercaderías, pero no su dueño. 
4° Que la factura de i í)ü no tiene valor alguno en 
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nuestro caso, porque teniendo esa clase do documentos 
pop principal objeto en el comercio establecer ciertos de- 
rechos entre el vendedor y el comprador, cuando tienen 
el conformo ó aceptación de esto (lo que ni aun sucede 
en esta vez. pues solo se halla firmado por Ocampo ) para 
que puedan en determinados casos tener valor jurídico 
respecto de terceros, menester es también, además de aquella 
formalidad, que se hallen asentados en los libros corres- 
pondientes, lo que tampoco sucede en esta ocasión, pues la 
citada factura es de lodo punto disconforme- con la com- 
pulsa de f. 315, ascendiendo el valor de In primera á 
pesos fuertes 7510 07, y el de la segunda solo á posos 
fuertes 1385 85, disconformidad notable, que por sí sofá 
bastaría á destruir cualquier mérito que una ú otra pudiera 
tener, art, 102, inc. 3" Cúdigo de Comercio, — Üelamarre 
et Poitevin.—Dercclio Comercial, lomo lo, núm. lótí á 161 , 
Masé, tomo 4", núm. y siguientes. 

4 o Que la compulsa de f. 311, además de las circuns- 
tancias mencionadas en el 2° considerando y do no estar 
conformo con la cuenta de venta que la misma parto 
acompaña f. 303, solo so reputa como medio de prueba 
entre comerciantes en hecho de sa comercio ( art. 76, ¡no. i" 
Código de Comercio ); lo quo no sucede tn este caso, 
pues ni el Fisco es comerciante, ni son actos mercanti- 
les embargar y rematar, con razón ó sin ella, mercaderías 
entradas á sus aduanas, art. 7° del mismo Código- Además 
que por el art. 77, tratándose do aclos no comerciales, 
como el que motiva este pleito, los libros efe comercio 
solo servirán como principio de prueba , y aun esto solo en 
el caso que la parte que los presento haya acreditado 
que sus libros son llevados en la forma y con los requisitos 
prescritos por derecho, pues de otro modo no serán admiti- 
dos en juicio, lo que no ha acredilado la parte de Ocampo, 
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ni podría hoy el juez autorizarla para hacerlo, sin conce- 
derlo un indebido favor, arls. 05, (38 y 76, inc. 1" Código 
do Cumerciu. Ascendiendo además cuino se lia dicho, la 
factura compulsada á solo pesos fuertes lUSu 85 y á pesos 
inertes 70¡>7 la que pretende y se le mandaba entregar, 
si Acreditóse htnianíemtnte que le pertenecía, 

0° (Juc según Indos estos antecedentes, el único rui 
que aparece en autos haber desempeñadu I). Manuel 0<:ampo 
es el de un tuero comisionista ú mandatario de Ü. (¿aspar 
Taboada para cargar y remitir por órttea, rúenla y riesgo 
de este cierta cantidad de mercadería», cuya propiedad 
no ha pudiuti gestionar por cuenta propia, mucho mas 
lialji¿Miduso antes dicho apoderado de aquel ; empero tam- 
poco ¡sin presentar poder. 

ti" Que en este caso el juez no tiene medios legales 
de ejercitar la facultad que II; cuntieren los arts 1(¡ y 
102 de la ley de procedimientos, por no haber otras 
diligencias probatorias qué mandar practicar para mejor 
proveer de las únicas que autorizan dichos artículos, pues 
ni hay documento á que se hayan referido las partes, 
que pedir se traiga á lu vista , ó cotejo de documentos 
que hacer, ni hecho sobre que se pueda pedir confesión 
judicial, ni reconocimiento ó avalúo de peritos que man* 
dar practicar, razones por las cuales debe resolverse la 
causa en el estado para definitiva en que se halla, pues 
aun en el supuesto de que fuera posible mandar practicar 
cualesquiera otrjrs diligencias, tenderían directamente á 
favorecer á una de Jas partes mejonndo sus pruebas, 
con menoscabo de la justicia, y dando a" la contraria 
un justo motivo de recusación. 

I'or estos fundamentos, como por lo demás conducente 
espuesto por el Fiscal en su escrito de f, 330 y sejrun 
el mérito del fallo supremo á que se refiere el primer 
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considerando y principios generales del derecho, que pres- 
criben Otorgar al demandante lo que solicita solo en el 
caso de haber probado su acción, se declara : Que esto 
juzgado no puede mandar entregar ú Ü. Manuel Ocampo 
el producido de la venta de las mercaderías á que se 
rotee dicha resolución suprema. llágase saber v repón- 
gase los sellos. 

Apeló Ocampo y concedido el recurso libremente rs- 
pregando agravios, dijo; rjue debia revocarse ol auto apela- 
do ventársele el importe de las mercaderías vendidas 
en el Ilusorio; que en el juicio se habia siempre reco- 
nocido su persnn-ria como propietario 1J1 las merenderos; 
que el lidio de la Supivmu Curte mandando justificar su 
propiedad no tuvo ulro propósito sinó de Umalizar la 
entrega, sujetándola a una justificación administrativa y 
<le buena í'é se-un se acostumbra en la aduana; que esta 
disposición no debía interpretarse pa~a hacer revivir un 
pleito fenecido; que el ¡nci á q m babia declarado que 
no halua pruebas suficientes ¡.ara fallar y *ui embargo 
habia dictado su sentencia sin nrdwiar lninp..eo mnimua 
diligencia» para mejor proveer; que el juez a quo drb.a 
considerar les pruebas m, aish.dain.-nle ¡u'im en su con- 
junto; que el juez í7 quo había desconocido la inqioi'lan- 
eia comercial de las lai/luras; que no había ninguna (JOB- 
tradición cnlre ser el propielario de las meicaderias y 
comisionista de Taimada, pues, como tal comisionóla, ba 
podido manejar el negocio á su nombre; que el cono- 
cimiento exhibido por él tenia todos Jos requisitos que 
pe exigen en los vapores que hacen la carrera de Buenos 
Aires al IWarin; que no existía disconformidad entre las 
factura* y los libros sino en dos solas partidas; que el 
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importe de la venia de [os electos puedo ser mayor ó 
ínenor, segíin se gane ó se pierda y que por consiguiente 
no podía exigirle la conformidad entro las facturas y 
las cuentas de venta. 

Kl Sr. Procurador general evacuando la vista de ¡a ex- 
presión de agravios dijo; que debía confirmarse el auto 
apelado extendiendo so a Pundamentos y deeisione^ que el 
tallo de la Corle no había derogado al art. 182 de las 
ordenan/as do la a luana, que por consiguiente y con 
arreglo al estado presentado por la aduana, toftíü esta el 
dererho de embargar las mercaderías y apmpiarse bü 
producto, que este estado no fué conlradie¡io por Onampo 
quien solo st> limitó ¡í pmhar que In* mercaderías eran 
Rliyas ; que Oeampn no había conseguido esto, pues ha- 
lua eonlesado que tas mercaderías eran de proptatlad de 
Tal .aria; que a. lemás entre las facturas, el eonocimenlo 
y las cuentas de venta había disconformidad no solo en 
los precios finó en el número de los bultos. 



■folla de Ih Suprema « «ríe. 



líutíJiui Airos, 1.1,-lülirc I» <le 

Vistos: Considerando que h di-manda entablada por 
Hon Manuel Oca:ppo redamando las mercaderías con 1u- 
< idas al [{osario por el vapor * Sandowa, » y vendidas 
por aquel ta aduana como pertenecientes A ])on GAríoa 
M. Palacios, quedó definitivamente terminada por el fallo 
de foja ochenta y dos a noventa y uno, en el cual se 
dispuso quo si Ocampo justificaba en cuanto fuese bai- 
lante que aquellas mercaderías ernn do su propiedad, se 
le entregase el producto líquido de la venta, con dedue- 
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cion de los derechos correspondientes ñ las mismas, que 
actualmente solo se trata de dar cumplimiento á aquel 
fallo, y de saber para ello, si Ocampn ha producido la 
justificación requerida, nu [ludiendo volverse sobre ninguna 
de las cuestiones antes decididas, sin violar la autori- 
dad de la cosa juzgada. Considerando en cuanto al mérito 
de la prueba producida, que las mercaderías reclamadas 
por Ocampo son las que espresa la nota de foja cinco 
que presentó con su demanda, que esas mismas mer- 
caderías son las contenidas en el manifiesto presentado 
á su despacho por Don Cártos M. Palacios, cuya copia 
espedida por la aduana del iiosarío corre á foja setenta 
y siete y trescientos uno, que de dicho manifiesto re- 
sulta que ellas fueron conducidas por el vapor « Sanduwa» 
en su viaje de diez de Marzo de mil ochocientos setenta; 
que esas mismas mercaderías hacen parte de las vendidas 
por órden du la aduana del Rosario, según se comprueba 
por los números, marcas y conleiiidu de los bultos que 
se detallan en la cuenta de venia, foja setenta y dos 
y así resulta también de la cuenta de Toja setenta y cinco, 
en cuya última parte se anotan entre los efectos vendi- 
dos, lus conducidos por el i Sandowa i en diez de Marzo, 
siendo el número del permiso y el importe de los derechos 
lus mismos que aparecen anotados en el manifiesto de 
foja setenta y siete; que el conocimiento de foja trescientos 
once, reconocido en forma á foja trescientos quince vuelta 
por el agente del «Sandowa, » se refiere á las mismas mer- 
caderías del manifiesto y do la cuenta de venta enmo lo 
reconoce el procurador fiscal á foja trescientos veinte y 
cuatro y consta por él que fué Llon Manuel Ocampo quien 
las cargó : que aunque ese conocimiento carezca de al- 
gunos de los riquisilos que prescribe el Código de Co- 
mercio, esa circunstancia no disminuye su fuerza proba- 
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toria en el presente caso. -Primera, Porque esos requisi- 
tos solo son necesarios para que el conocimiento ha-a 
* entre las personas designadas en el artículo mil cien- 
lu noventa y nueve, y ¿i Hn de que tenga fuerza eje- 
cutiva para ex,gir el cumplimiento de las obligaciones 
que nacen del contrato de fletamonln (artículo rnil dos- 
cientos d.«.) - Segundo. Porque no se trata en este juicio 
de r.mguna de esas obligaciones, que han sido ya cum- 
plidas, s.nó de acreditar que el contrato de flelamenlo 
tuvo lugar bajo la fé de ese documento y entre las personas 
que el espresa ; rjue el conocimiento ademas está croro- 
borado por los asientos de los libros de Ocampo, de cuya 
compulsa, á foja trescientos quince, resulta estar conformes 
con el contenido de aquel, esceplo en d s bultos que allí 
se designan: que aunque esos libros no constituyan 
prueba por sí solos, no pueden dejar de considerarse 
corno un elemento importante de convicción, sobretodo 
en ausencia de toda prueba en contrario; que por otra 
p#rte, el heeho de haber sido Ocampo el cargador de los 
e recto, de que so trata, resulta espesamente admiiido por 
el señor Procurador General en su última vista, aunque 

Zl 7 l . ,, .? ue | dÍcllOCap ^ or Sea el Propietario, por apa- 
recer dinpfe la carga ó Don Gaspar Tuboada, y por su 
cuenta y riesgo. Considerando respecto de este particular 
que desde sus pnmcras gestiones ante el Poder Ejecu' 
l.vo mandes* Don Manuel Ocampo que los efectos habían 
sido comprados para Taboada, y remitidos á Palacios del 
ÍWano, para que so los remitiera, que en todo ese es- 
pediente, que corre en cnpin de fojas quince á veinte y dos 
obru como comisionisla de Tabeada y representando sus 
intereses : que en ese carácter obluvo permiso para ocur- 
rir ante los Tribunales, y mas larde otorgó el poder 
ue toja una, espresando que era para reclamar los efectos 



IÍU 



FxLUS DE LA SUPREMA CÜftTR 



embarcados para Tabeada : que la demanda lia sido con- 
testada con presencia de todos esos antecedentes, sin 
que se dedujese oportunamente escepcion ninguna* contra 
la personería del demandante: que por consiguiente, al 
oxigirse n Ocampo la prueba de la propiedad de los efectos 
reclamados, no ba podido tenerse en vista otra cosa que 
exigirle la justificación de tener efectivamente el derecho 
que había alegado para reclamarlos : Considerando final- 
mente, que en la cuenta de venta de las mercaderías 
embargadas figura* un número considerable de bultos 
no comprendidos en el conocimiento, según resulla del 
simple cotejo de uno y otro documento, y así lo lia re- 
conocido el abogado de Ocampo en su último informe 
oral, manifestando no tener ni pretender derecho aquel, 
sino Á lo pedido en la demanda ; por todos estos motivos 
se revoca la sentencia apelada, y se declara que del líqui- 
do producto de la es presada cuenta de venta debe en- 
tregarse á Uon Manuel Ocampo en cumplimiento de lo juz- 
gado y sentenciado, el valor de los efectos contenidos en 
ei moci miento de foja trescientos once, deduciendo los 
derechos correspondientes á los mismos ; y después de 
satisfechas las costas, devuélvanse. 

Salvadoh al. del Cáhuil. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — J. Domínguez. 
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CAUSA CUVII 




del buque • Jubas », contra 
Wtarnholtz y C\ tabre 
cobro de fletes. 



no. i" El consignatario da un buque no puede 
aponerse á la validez de un conocimiento que no teñirá 
¡a firma del cargador, cuando declara que es igual % 
los conocimientos que ei cargador mismo le ha mandado 
y de los que él ha hecho uso para negociar las merca- 
derías consignadas. 

2 o Comprendiendo el conocimiento la cláusula de ser 
desconocido el peso, la cantidad y calidad de las merca- 
bas el capitán queda solo obligado á la entrega de 
los efectos que ne encuentren en el buque de pertenencia 
del cargador, d no ser que se pruebe haber habido dolo 
por parte del capitán ó de la tripulación. 

3* No habiéndose practicado el reconocimiento prea- 
cnpto por el art \m del Código de Comercio, no queda 
obligado el capitán á abonar fallas. 
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Cato. — El armador del buque < Jubas * celebró en 
Londres un contrato do Aclámenlo con el Sr. Lichtenhein 
para conducir al puerto de Buenos Aires un completo 
cargamento de carbón, por el flete de 35 chelines por 
tonelada sobro la cantidad entregada. Se convino en el 
contrato, que el capitán tornaría á bordo una cantidad 
de carbón suficiente para el buque, independiente del 
cargamento y á anotarse en los conocimientos. 

Llegado el buque á ltuonus Aires y hecha Ja entrega 
del cargamento á los Sres. Warnlioltz y C 1 , el capitán 
del buque, D. José Walter, los demandó por la cantidad 
de 1892 fies, y V.í cts. por saldo de flete, sus intereses 
y costas, con deducción de la comisión y gastos de en- 
trada según la cuenta 6 formularen por los mismos Sres, 
Warnholl?. y C\ 

Dijo; que según el conocimiento resultaba que el car- 
gamento fué de tídÜ toneladas, de las que 7 fueron 
retenidas por el capitán para el uso del buque , que á 
pesar de contener el conocimiento la cláusula de no co- 
nocerse por el capitán el peso, cantidad y calidad del car- 
gamento, él habia hecho la entrega de GI3 toneladas, 
las que con las 7 destinadas al buque formaban el en- 
tero cargamento; que los Sres, WarnhotU y O, habiendo 
pagado parte del líete, se negaban a pagarle el laido 
quo era la suma indicada. 

Corrido traslado los demandados contestaron que de- 
bían ser absueltos de la demanda y reconvinieron al ca- 
pitán por la cantidad de ÍVs. 1036. ,13. 

Dijeron que el capitán no les habia entregado si nú la 
cantidad de &W toneladas y A'r2 libras de carbón ; que 
el Hete no debía pagarse sino sobre la cantidad entre* 
gada, que entre esta y la cantidad cargada habia una 
diferencia de 75 toneladas y 37 libras cuyo importe en 
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de nos. UHJ&tt-j q llc las toneladas para el uso del 
buque no debían deducirse del cargamento, v que Ja clííu- 
mía de no conocerse Ja cantidad no era atendible por no 
aparecer en el conocimiento la lirma del cardador. 

Conferido traslado de la reconvención, el capitán pre- 
sentó un informe de la Aduana declarando que el « Jubas * 
habia traido fi"20 toneladas consignadas á [os Sres. Warn- 
holtz y y q„e eslos trnusíirieron 520 toneladas al Sr 
Fckell, y las líMt resl.inl.es al Sr. Uadaraco; otro ¡informe 
del Resguardo declarando que fueron desembarcadas del 
« Jubas, filíí ton. y i$m libras faltando para llenarlo 
manifestado ton. y 1,354 libras; y pidió se mandara 
absolver posiciones pop los demandados, de las que resultó 
confesado por estos que el conocimiento exhibido por el 
capitán era igual á los conocimientos recibidos por ellos 
de los llotanles; qoe cor» estos conocimientos vendieron 
á terceros el carbón; y que ellos no hicieron practicar 
ningún reconocimiento después de la descarga, dando el 
expedito del buque para la salida del puerto. 

Con estos antecedentes contestó el capitán que dehia 
rechazarse la contrademanda con expresa condenación en 
costas; que do las posiciones absueltas v documentos 
exhibidos resultaba justificada la descarga de 013 ton. y 2 
quintales y la verdad y aceptación del conocimiento por 
parte de los Ilutantes y de los demandados ; que no ha- 
biéndose hecho el reconocimiento prescrito por el Código 
de Comercio y no habiéndose pretendido que hubiere dolo 
por parte del capitán no podía reconvenírsele por ninguna 
taita de la cantidad embarcada. 
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Palla del Juci dr Hewlon 

Buenos Aires, Junio 10 de 1873. 

Visto* estos autos aeguidus por Ü. José M. Huergo, en 
representación de D. José Walter, capitán del buque 
• Jubas », contra los Sres. Warnhollz por cobro de fletes, 
resulta : 

1* Que en 12 de Julio de 1872 Don Tomás Kiley, 
armador del espresado buque, celebró en Londres un 
contrato de fletamento con ü. Luis G. Lichtenkein para 
conducir al puerto de Buenos Aires un pleno y completo 
cargamento de carbón, estipulándose el flete á pagarse á 
razón de 35 chelines por tonelada de 20 quintales in- 
gleses, f. 475. 

2o Que en dicho contrato se estipuló también que el 
capitán tomaría á bordo una cantidad suficiente de car- 
bón para el uso del buque durante el viage, independiente 
del cargamento y la que seria anotada sobre los conoci- 
mientos. 

3° Que del ejemplar del conocimiento, cuya traducción 
corre á f. 3, resulta que el pleno cargamento lo constituían 
620 toneladas y 2 quintales, según el cargador; pues res- 
pecto del capitán existe la cláusula especial de » poso, 
cantidad y calidad desconocidas • y que son 7 las toneladas 
de carbón embarcadas para el uso del buque, 

4° Que el capitán, fundándose en el contrato de neta- 
mente y conocimientos exhibidos, entabló su demanda 
contra los espresados Sres. Warnhollz y O, pidiendo se 
condenase al pago del flete de 613 toneladas de carbón 
á mas dos quintales que resultaba haber entregado y que 
con las 7 toneladas que se había reservado para el uso 
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del buque formaban el lolal de las Gí2U toneladas y 2 
quintales espresados en el conocimiento cuyo Hele impor- 
taba la suma de l ,07*2 libras esterlinas y 18 chelines, de 
las cuales solo adeudaban los demandados la cantidad de 
$ fls. 1,8!J¿. iíí cts., habiendo recibido lo restante hasta 
el completo del flete. 

5o Que los Sres. Warnholt/ y O al con tostar Ja demanda 
ntegan los hechos en que ella se funda, y deducen recon- 
vención contra el capitán por la falla en la entrega de 75 
toneladas y 37 quintales de carbón, que at precio de 13 
pesos Oréales fuertes la tonelada, importaban 1,036 ,¡f 3 
cts. que piden se deduzcan y compensen de la cantidad 
qu£ adeudan en proporción al carbón recibido, que de- 
claran ser 554 toneladas y l,i5- libras que hacen el com- 
pleto cargamento de 020 toneladas, que según el conoci- 
miento ha recibido el capitán ; y piden que no se admita 
la escepcion que este deduce con respecto á la nota de 
« peso, calidad y cantidad desconocidas por cuanto los 
conocimientos son firmados solo por él, que es el obligado, 
y no puede por sí solo desligarse do tal compromiso ; 
resultando asi mismo del escrito de demanda que el ca- 
pitán tomó para uso del buque 7 toneladas de carbón, 
cuya concesión, dice, le fué hecha en el contrato de 
lie ta mentó, 

(Jo El demandante al responder á la reconvención so 
ratificó en los fundamentos adueidos en la demanda; exhibe 
un informe de la Aduana á fs. 54 y o 5, para constatar 
que son Ot 3 toneladas y t,0t¡5 libras de carbón las entre- 
gadas á los demandados, que la cláusula de < peso l cali- 
dad y cantidad desconocidas » es auténtica, desde que el 
conocimiento que obra en poder de los demandados es 
igual al presentado por el capitán y por él, haso vendido 
el carbón a un tercero, como lo confiesan al absolver la 
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1* y 3' posiciones h. 52 y 53; que en tal caso solo 
esíá obligado á entregar toda la carga sin tener que de- 
terminar ni responder por ta cantidad que espresan los 
conocimientos J que no hay derecho por otra parte para 
ta reconvención porque los demandados habían dado el 
espedí lo del buque y no habían practicado el reconoci- 
miento prescrito por el art. iUG del Código de Comercio, 
si es que notaron que hahia falla en la carga ; y por último 
que el carbón de que ha dispuesto el capitán, es el que 
tomó para el uso del buque quedando aun á bordo i to- 
neladas próximamente da las 7 embarcadas al efecto ; v 
que no deslindándose claramente en el conocimiento, las 
habia comprendido en el cargamento total. 

Y considerando: 1" Que está constatada en autos la va- 
lidez del conocimiento exhibido nnr el capitán, por cuanto 
los demandados al absolver la i a y 3a posiciones fs. 52 y 
53 declaran que los ejemplares que recibieron y por los 
que vendieron á D. H. Ecketl Júnior el carbón que* condujo 
el * Jubas i, eran iguales en su contexto con el exhibido 
en autos. 

2* Que dicho conocimiento comprende la cláusula es- 
cepcional de i peso, calidad y cantidad desconocidas » y 
que por lo tanto se halla en el caso del arl. 1206 del 
Código de Comercio, según el cual conviniendo el carga- 
dor en dicha declaración solo queda obligado el capitán 
A entregar en el puerto de la descarga loa efectos que de 
la pertenencia del cargador se encontraren en el buque, 
á no ser que se probase que hubo dolo por parte del ca- 
pitán ó de la tripulación. 

3° f)m en este caso no se ha pretendido que no se 
hubiera entregado toda la carga existente á bordo; ni se 
ha indicado circunstancia alguna que pueda inducir pre- 
sunción de dolo, y menos aun los medios de justificar/o, 



DE JUSTICIA NACIONAL 201 

siendo entóneos evidente que el capilan nn responde por 
fallas con arreglo al contrato, que es la primera ley á que 
dehen atenerse los contratantes, 

A n Que aun en el caso de que la póliza exhibida no con- 
tuviese la cláusula de i peso, calidad y cantidad descono- 
cidas » no estaría obligado el capilan a abonar fallas, 
desde que no ha practicado el reconocimiento prescripto 
por el art. 12ÍG del Código de Comercio, 

5° Que no pudiendo admitirse, como so ha visto en el 
precedente considerando, rjue el capitán hubiese entrégalo 
menos carga de la que recibió, debe presumirse que en- 
tregó toda la carga que es presan los conocimientos, tanto 
mas cuanto míe esto es un hecho constatado por las pa- 
peletas de á bordo, y por consecuencia el tlete debe abo- 
narse por la carga del conocimiento. 

6* Que en cuanto á la reclamación deducida por los 
demandados relativa ¡í 7 toneladas de carbón, consumidas 
por el baque, está justificada por confesión del capitán en 
su escrito de demanda que consumió 7 toneladas de carbón 
de las que constituían la carga de los demandados, fun- 
dándose en que estaba autorizado por la caria de neta- 
mente para disponer de ellas. 

7» Que la pretensión del capitán, basada en la cláusula 
de Ja carta de flelamonto, no es admisible, porque dicha 
cláusula dico; < que el carbón, á que se refiere, seria 
independiente del cargamento », lo que prueba que la in- 
tención de las partes solo fué autorizar al capitán para 
traer á bordo el carbón que creyese que el buque debía 
gastar en el viage, y por consecuencia desde que lo tomó 
de la carga, debe abonarlo á los cargadores. 

8» One aunque el conocimiento dice que habia á bordo 
del buque y para uso de este 7 toneladas de carbón, no 
puede caber duda de que el capitán las tomó del carga- 
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mentó, en presencia de la confesión clara hecha por su 
parte. 

Por estos fundamentos, fallo, condenando a los Sres. 
Warnlioltz y O á abonar á H. José Waitur, capitán del 
buque i Jubas» la cantidad demandada con deducción del 
valor de 7 toneladas al precio de venta ; debiendo además 
abonar los demandados desde la notificación de la demanda 
los interese» de Banco sobre el saldo que resultase después 
de hecha la deducción espresnda y la que reconoce el de- 
mandante por comisión y gastos j y sin especial condena- 
nación en costas. Repónganse los sellos y notifiquese con 
el original. 

Manuel /aválela. 

Warnholtz y O apelaron y concedida la apelación libre- 
mente, expresando agravios pidieron se declarara nulo todo 
lo obrado, ó se revocara la sentencia en Ja parte que 
ordena el pago del Hete de ÍM3 toneladas, condenándose á 
Walter según lo deducido en la contrademanda. 

Dijeron que el Juez a tjuo babia fallado precipitadamente 
sin darles traslado de los documentos exhibidos por Walter 
y sin llamar la causa á prueba ; ó insistieron por Jo demás 
sobre los argumentos aducidos en la contestación á la de- 
manda y en la conlrademanda. 

Conferido traslado de la expresión de agravios, la parte 
de Walter se adhirió á la apelación pidiendo se conürmara 
la sentencia en la parte apelada por los demandados, y so 
revocara en la parte en que condena el capitán al pago de 
las 7 toneladas y no condena d los demandados on el pago 
de las costas. 

Dijo ; que ta sentencia no había sido precipitada y ta ley 
no declara forzoso el trámite de la prueba ; que debian 
los demandados ser condenados en las costas pur ser ma- 
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nifíesta su temeridad y malicia ¡ que era injusta la conde- 
nación del capitán al pago de las 7 toneladas por ser cos- 
tumbre en esta clase de Jletamcntos que los fletadores 
entreguen á los Jmques el carbón necesario. 

Corrido traslado de Ja adhesión, contestaron los deman- 
dados que debia resolverse de conformidad á lo pedido en 
la expresión de agravios ; que no era cierta la costumbre 
afirmada por el capitán y Jas palabras del contrato de flcta- 
mento no admitían duda; que el proceder malicioso del 
capitán sosteniendo un hecho evidentemente falso bastab t 
]*ra condenarlo en las costas. 



r«llo de I» Suprema Corte. 



Rúenos Aires, Octubre 41 de 1873. 

Vistos por sus fundamentos se confirma el auto 
apelado de foja setenta y nueve; y satisfechas y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril, 
cisco Delgado, — José Barros 
— J. M, fioaosTiACA. — J. Domínguez. 
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D, Pedro Beño vides, contra Ih José Gregorio Lezama, 
por cobro dt pesos. 



Sumario. —\° Un apoderado encargado do la venta de un 
terreno en varios lotes, y que solo vende algunos, no 
tiene derecho A la compensación convenida bajo ta base 
de la venta de lodos los loles en relación á los vendidos. 

2 o Pero si el poderdante ha recibido ventajas de la 
venta parcial, y las aprovecha aceptando las ventas, no 
puede negarse á una compensación equitativa. 

3 o En este caso debe considerarse el contrato como 
modificado, y asignarse «na compensación por el principio 
de que todo trabajo merece ser retribuirlo, y nadie debe 
enriquecerse con daño de otro. 



Caso. — I). José Gregorio Lezama confirió poder en 
Setiembre 21 de i 805 á D. Pedro Benavides, su mayordomo 
en el establecimiento de San Patricio en el partido del 
Cármen de Areco, para vender los terrenos do dicho es- 
tablecimiento dividiéndolos en 32 lotes, con estas condi- 
ciones : de que los contratos parciales de venta queda- 
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rían subsistentes y válidos toda vez que se realizaran todos 
los lutos sin quedar uno solo mvendido; que la venta 
total debía concluirse en Diciembre 31 de 1865 por el 
precio de dos millones libres de gastos, y que el sobran- 
te de dicho precio quedaría en favor de Benavides como 
compensación de su trabajo. 

Benavides vendió 10 lotes á 05,000 pesos cada uno 
con contratos reconocidos y aprobados por Lezama, quien 
vencido el término del anterior contrato vendió los demás 
lotes por precios inferiores, no alcanzando el precio tola! 
á la indicada suma ile dos millones. 

Benavides demandó á Lezama por el pago de 29,820 
pesos y sus intereses desde la celebración de los contra- 
tos de venta de los 10 lotes. Dijo que siendo el valor 
total de los terrenos fijado por Lezama en 2 millones el 
precio proporcional de cada uno do los lotes quedaba 
lijado en 62,038 pesos, que por consiguiente habiendo 
el vendido los 10 lotes en 65,000 pesos había un sobrante 
á su favor de 20,820 pesos. 

Conferido traslado de la demanda, Lezama presentó 
un recibo de Benavides de Noviembre 20 de 1871 
declarando finiquitadas todas sus cuentas personales con 
el establecimiento de San Patricio y contestó que la demanda 
debía rechazarse con costas. 

Dijo que el contrato con Benavides fué de vender los 
terrenos por dos millones y que él no lo habia efectua- 
do no habiendo vendido sinó Jos mejores Jotes, dejando 
invendidos los demás, que el finiquito de 1871 probaba 
que cualquier cuenta anterior se entendió chancelada por 
Benavides, r 

Corrido traslado del primer documento, contestó Bena- 
vides que el finiquito se refuria ú su administración de 
mayordomo y no al poder especial de la venta de los 
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terrenos; que el poder le fué dado para vender por lotes 
y su obligación era por consiguiente divisible. 

Llamada la causa á prueba, y producida esta, se 
dictó el siguiente 



Buenos Aires, Agosto 6 de 1873 

Vistos y resultando Que la jurisdicción nacional 

es la competente en el caso por ser una causa civil 
en que son parles D. Pedro Benavides, estrangero. y el 
ciudadano argentino D. José G. Lezama* 

2 o Que en 21 de Diciembre de 1865 el demandado 
Lezama, conürió poder á Benavides para que procediera 
á la venta de los terrenos del establecimiento de San 
Patricio en el Cármen de Areco, gubdividiéndolos en 32 
lotes con prevención de que dicho poder era extensivo á 
acordar la venta después de liaber ajustado el precio 
con cada comprador y liaber estos suscrito el documento 
que por separado se enlregaba á Benavides determinando 
precio y lote, quedando subsistente y válido con toda la 
fuerza de un contrato consumado toda vez que, como se 
creta, se eolocastn todos los lotes, sin quedar uno solo 
inrendido. 

3° Que en la misma fecha D. Santiago Meabe, au- 
torizado por D. José G. Lezama, otorgaba el documento 
de f. 2, declarándo que habiéndose comisionado a Be- 
navides para vender el estabieci miento de San Patricio 
en la suma de pesos 2.0(10,000 m/c. libres de todo 
gasto, incluso los de agrimensor, el sobrante que resul- 
tare, satisfechos todos aquellos, seria para dicho Bena- 
vides en compensación de su trabajo. 



de justicia nacional. 



207 



4 o Uue Benavides vendió 10 do los 32 lotes al precio 
do pesos G5,ü¿>0 m/c. cada uno lo que hace un total 
de pesos 059,200 m/c. precio al que vendidos todos los 
lotes habrían producido pesos 2.109,440 m/c. 6 sea pesos 
409,410 m/c. mas que la cantidad fijada en el documen- 
to de f. 2, el cual dá un término medio de pesos C2500 
m/c. cada lote, en vez del de pesos 65920 á que Be- 
navides vendió los referidos 10 lotes. 

&° Que Lezama compelió judicialmente á algunos de 
lus compradores délos citados 10 lotes le cumplieran el 
contrato de compra y otorgó á trdos la correspondiente 
escritura de venia percibiendo de los mismos el precio 
convenido, á pe¿ar de no estar vendidos todos los Jotes, 
hechos constatados por los documentos que se registran 
de fe. 04 á 71 y por no haberlos contradicho Lezama en 
su contestación ú Ja demanda. 

0° Uue Lezama no ha justificado, ni si quiera insi- 
nuado la existencia de un nuevo contrato ó convenio 
en virtud del cual quedase el primer contrato sin elec- 
to, y autorizado él para otorgar las escrituras de venia 
á pesar de no estar vendidos todos los lotes, como se 



7" Que Benavides lia deducido su acción contra Le- 
zama por cobro del saldo que arroja la cuenta de f. 8, 
como diferencia de precio, después de deducidos los 
gastos de mensura, entre el obtenido por el demandante 
por cada uno de Jos diez lotes que vendió y el que fué 
lijado en su contrato con Lezama, el que lia opuesto 
la excepción : — 1° De no tener derecho Benavides para 
cobrar un solo peso desde qu no vendió todos los lotes 
condición indispensable según el convenio para reclamar 
el exceso de precio obtenido ; — Y 2* De estar liquida 
das todas sus cuentas con Benavides hasta el 2o de No- 
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viembre de 1871, como lo justificaba el recibo que acom- 
pañaba corriente á f. 23, siendo dicho documento de 
chancelación de la administración de la estancia de San 
Patricio, y cargándosele en él á favor de Benavides es- 
elusivamente como administrador de dicho establecimiento. 

*i° Que Lezama vendió direcla mente y sin intervención 
de Benavides 20 lotes de la estancia de San Patricio al 
precio de pesos 40,500 m/c. cada uno, pero hizo dicha 
venta después del año de 1805, esto es, después de 
haber espirado el plazo en que, según el documento 
de f. 5 á 7 que señala para la escrituración de todos 
los lotes el dia 31 de Diciembre del espresado año, debió 
quedar concluido el negocio, y las hizo además, no 
solo con conocimiento de Benavides, sino con su con- 
sentimiento, como resulta de las cartas originales del 
último y reconocidas por él mismo que corren del. 114 
adelante en quo habla de venia en remate que pensaba 
hacer Lezama y prometo su cooperación al mejor éxito 
dando publicidad al negocio, 

Y considerando, — lo Que no se ha cumplido fielmente 
el contrato celebrado entre Benavides y Lezama por cuanto 
no vendió aquel todos los lotes en que se dividió la es- 
tancia de San Patricio. 

3* Que siendo un contrato bilateral, Benavides no tiene 
derecho á exigir lo que so le acuerde por aquel sinó 
ha cumplido el contrato por su parte salvo que la ine- 
jecución proviniese de causa imputable ¡í Lezama. 

3* Que no puede sostenerse que Lezama hubiese en- 
torpecido el ejercicio del mandato conferido á Benavides, 
como lo sostiene este en su escrito de demanda, purque 
el hecho que aduce como justificativo, á saber ta venta 
i\ U. Florencio Wanklyn, tuvo lugar recién en Febrero 
de 1 809 { escritura de venta á f. Gil) fecha en que no 
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debia considerarse vigente el contrato con Denavides puesto 
que, haciéndose referencia en él del documento que en 
la misma lecha se l<j o utrera lia, 4110 es <-l de fs, 5á 7, 
acompañado por Benavidea, los dos formaban parle de un 
todo y calaban respectivamente subordinados y por con- 
secuencia el mandato debia considerarse subsistente solo 
basta ol 31 de Diciembre de 1805. 

4o Que sin embargo, " habiendo Lezama competido á 
los que contrataron con Benavidea á que se recibieran 
del terreno y escritoras y abonasen el precio de venta 
es evidente que Ja diligencia do llena vides le ba sido 
ventajosa y lauto mas cuanto que los precios obtenidos 
pnr el último exceden en mocho á los obtenidos por 
Le/ama. 

5 W Que de Jo espueslo en tos precedentes consideran- 
dos se deduce que denavides tiene derecho á una com- 
pensación no ruiionm contrallas, puesto que los términos do 
esle la excluyen, sino con arreglo al principio en virtud 
del que no es penniliio a nadie enriquecerse con daño 
do otro, principio que se encontraría comprometido desde 
que Lezama aprovechase del trabajo do Uenavides sin re- 
munerarlo, 

G° Que dicha remuneración debe determinarse equi- 
tativamente, teniendo consideración de que los lotes ven* 
didos deben haber sido los mejores del campo, lo que 
babia contribuido principalmente ó que se vendiesen á un 
precio mucho mas elevado que los vendidos posterior- 
mente por Lezama, y teniendo ademas en consideración 
que Uenavides ha hecho este trabajo á la vez que desem- 
peñaba sus funciones de mayordomo, por tas que recibid 
una remuneración fija. 

V Que la remuneración, que según lo establecido en 
ios confiderandos de esta sentencia, corresponde á Bena- 
T * v * 15 
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vides no está comprendida, como lo pretende Lezama en 
el arrezo de cuentas corriente á F. 23 y de que se hizo 
antes mérito, pues dicho documento se contrae esclusi- 
vamente al arreglo de cuentas de administración del es- 
tablecimiento de San Patricw; negocio completamente di- 
ferente y que se refiere á ocupaciones ó trabajos de un 
órden completamente distinto. 

Por estos fundamentos, Tallo; condenando á Ü. José 
Gregorio Lezana á abonar á \\ Pedro J. Benavides por 
toda compensación de la intervención de este en la venta 
de 10 lotes de la estancia de San Patricio, la cantidad 
de 20 000 pesos m/c. sin interés y debiendo cada parte 
abonar sus costas. Repónganse los sellos y notifiquese 
con el original. 

Manuel Zavakta. 



Apeló Lezama y cor. cedido el recurso libremente, pidió 
la revocación con costas del auto apelado. 

Dijo; que los resultandos y considerandos de la sen- 
tencia eran contradictorios entre sí; que él estaba en 
su derecho exigiendo de los compradores de los 10 Jotes 
el cumplimiento do su obligación á pesar de no haberse 
vendido todos hn lotes ; que el resultado de Ja venta 
debia considerarse con relación al todo y no de un modo 
divisible ; que este resultado no fué ventajoso para él ; 
que no habia detrimento en los intereses de Benavides, 
ni ganancia en los suyos aceptando las ventas de los 10 
lotes ; que si Benavides hubiese vendido todo sin alcanzar 
el precio fijado no habría tenido derecho á ninguna co- 
misión ; y que ól habría podido muy bien ordenar á Be- 
navides, como á su mayordomo, que ofreciese en venia 
el establecimiento 
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Conferido traslado contestó Benavidcs adhiriéndose á 

la apelación. 

Dijo que debía reformarse el auto apelado en cuanto 
no condenaba á Letanía :il jingo de la cantidad reclamada, 
sus intereses, cusios y costas : que aun prescindiendo 
del convenio debía condenarse Le/a ma á pagarle alguna 
compensación ; que sin embargo el convenio había sido 
confirmado por Lezama quien aceptó y aprovechó su 
trabajo. 

Corrillo traslado de la adhesión, Lezama contestó, que 
si líenavides en el término establecido hubiera vendido 
todos los lotes |ior un precio menor de los dos millones, 
no habría tenido ningún derecho á cualquier compen- 
sación <] t > su tnihajo ; que el principio de que nadie 
deba euriquecerse ron daño de otro no era aplicable al 
i-aso t porque se trata de un contrato aleatorio y este 
principio habría podido no aplicarse aun dado el caso 
de Ja ejecución completa del contrato. 

Falla de I» Suprema Corte. 



ituenos Aires, Mciubre 2,'Í de 1873. 

Vistos : por sus fundamentos, y considerando que Ü^n 
José G. Lezama, lejos de exigir el cumplimiento rigoroso 
de las condiciones establecidas para la venta del terreno, 
en el perder que conlirió á Uenavides, y en el boleto de 
su referencia, aprobó la venta parcial de diez lotes hecho 
por dicho apoderado, recibiendo el precio y otorgando las 
correspodientcs escrituras con lo cual quedó modificado 
de hecho el convenio primitivo, se confirma la sentencia 
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apclelada tíe fofa cíenlo setenta, y satisfechas las costas y 
repuestos Jos sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril.— Francisco 
Üe< gado. — José Barros Pazos.— 
J, DuHINGUtZ. 



D. Cárkt Barrosa, contra Da. Pascuala García, 
tabre minga de una menor. 



Sumario, — La patria potestad que corresponde al padre 
comprende la obligación y el derecho de criar y dirigir 
la educación de sus hijos, y 
derecho sin motivos legales y 




Caso. — D. Cirios Barroso, hahiendo fallecido su es- 
sa, dejó una hija menor al cuidado de su madre po- 
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lírica D*. Pascuala García de Almanza, Habiéndose puesto 
malas sus relaciones con la suegra, lu pidió la devolu- 
ción de la menor, y, en atención ú la resistencia do 
aquella, la demandó para que lo entregara su hija en el 
termino do íí dias. 

Corrido traslado contestó la demandada que se debía 
rechazar la demanda de Barroso v declarar que Ja menor 
debía continuar en su poder. Dijo que Barroso no te- 
ma oiro interés que la satisfacción de un resentimiento 
personal debo]., á su carácter irascible ; que la menor 
estaba muy bien cuidada y atendida en su casa ¡ q. )0 
entregada al padre quedaría poco menos que abandonada 
por estar él obligado ó vivir de su trabajo, y sal-r temprano 
per la mañana y á volver á su easa muy tarde en la 
noche ; que el porvenir de los hijos no 'debía dejarse 
comprometer por el capricho de Lis padres. 
El Juez dictó el siguenle : 



Ser don. 



Buenos Aires, 

Autos y vistos : resultando, nue la demanda interpuesta 
por n. Carlos Barroso es tendente a obtener la entrega 
«le su hija lejítnna menor Solí. Barroso á lo que se opone 
la abuela de esla última IR Pascueala Gama uuien alera 
en su contestación de I. encontrarse bien atendida en 
su poder la nredichn menor> y nn scr ¡}uMf¡ - $u ^ 

d.carse personalmente á cuidarla por necesitar de su tra- 
bajo d.ano para vivir, deduciendo de allí la conveniencia 
áj la menor de permanecer en su poder antes quo en 
el do su padre vjudo. 
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Y considerando: 1" que la palria potestad que corres- 
ponde al padre y no á Id abuela comprende Id obligación 
y el derecho de criar y dirigir la educación do sus hijos, 
art, 2 o « Da la patria potestad, » Código Civil. 

Y 2 a que no so ha ¿negado por la demandada ningún 
motivo que haga necesaria la suspunsioii en el padre de 
este derecho tan natural como legitimo. 

Por estos fundamentos, Jallu, declarando bien fundada 
la demanda interpuesta por l). Carlos Barroso y á D\ 
Pascuala García en la obligación de entregar Ja menor 
Solía Barroso a" su padro legitimo y pagar las costas del 
juicio, llágase saber y repónganse lus sellos. 



Apelada esta sentencia en relación, se dio vista al Sr. 



Andrés Cytrrtza. 




quien pidió ta confirmación de ella. 



rallo «le la 




Dueños Aires, Oelubre 25 de 1873. 




Salvador M. del Carril. — Francisco 
Delgado. - José Barros Pazos. — 

J. B. GüHoSTlAGA, — J. DoMINGl'EZ. 
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CACHA CXXV 



0. Gervasio J. Pae; tj C\ contra los Srct, D. 
Angel Urugo é hijos, sobre cobro 
de fletes. 



Sumario. — 1° El delante está en perfecto derecho de 
exigir el pago del flete, una vez cumplido por su parte 
ol contrato de fleta mentó. 

2o Las condiciones n» insertas en el contrato de fle- 
tamento deben considerarse como no existentes, y Ja no 
ejecución de ellas no importa violación del contrato. 

3o Los cargadores que aceptan el hecho del cambio 
de ni ta de un buque, autorizando el trasborde de la carga 
y la continuación de su viago basta el destino, renuncian 
i//jo (acto al derecho do dar por rescindido el contrato 
y pedir indemnización de daños y perjuicios. 

4<> El reconocimiento pericial du^rminadu por el arl, 
\ 2 ta del Código de Comercio es requisito esencial é 
indispensable para conservar el derecho á reclamar por 
las faltas y avenas de las mercancías que se han recibi- 
do en el lugar de su destino. 



FALLOS IiE LA SI TREMA CORTE 



-2\V> 



Caso.^ft. Gervasio Pacz agente de! vnpor « El orien- 
tal » demandú á los Síes. *i.ge1 Brugo é hijos por .1 
pago de i2:íii Res. imparto «I— I lióle convenido pm | ;| 
conducción de varios bultos de mercancía* de Buenos 
Aires á la Asunción. 

Corrido traslado, Urugo é hijos contestaron que debía 
rechazarse la demanda, y reconvinieron ¿í Pacz por in- 
demnización de daños y perjuicios. 

Presentaron una caria lirmada por Paez en Enero K 
do 187* comunicando «pie * el Oriental » se bahía ido 
á Montevideo y que él Labia protestado en guarda de su 
responsabilidad como agente y en garanda de tos dere- 
chos do los cardadores. Dijeron ; que la expedición ilo 
sus mercancías se hizo bajo la condición que se llegara 
á la Asunción antes de la suba de los derechos en 1» 
Enero de 1S73; que el hoque Ueg$ en Marzo y que 
además de eso las mercancías habían llegado cu mal 
estado y con faltas. 

Conferido traslado, Paez presentó un telegrama que le 
habían dirigido en II de Enero de 1873 á Montevideo 
los car-adores, autorizándole á hacer venir la carga á 
Buenos Aires á condición que el trasporto bosta la Asunción 
fuera por cuenta del buque. Reconocido este documento 
por llrugo é hijos pidió se diclara contra ellos el auto 
de solvendo. Dijo que los demandados confesaban que 
hnbkn recibido la carga j que el conocimiento reconocido 
trae aparejada ejecución á lo que no pueden oponerse 
vaguedades; que U>s demandados no habían determinado 
tas Taitas y averias ni espresado coi. c aridad los per- 
juicios reclamados ; que eslOS reclamos tienen ademas 
por la ley formas determinadas y términos látales ; que 
por último el conocimiento contenía la cláusula de igno- 
peso y valor, y de no responderse por 
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derrame, rotura y fulla do buhos ; que no ora cierta la 
condición afirmada por los demandados y que el cambio 
de rula se debió al capitán que por Tilla de carbón se 
fué á Muntevuleo ; que l'atz so loé pronto allí y pulió 
y obtuvo do los cargadores con et telegrama acó topa fiado 
las facultades oportunas para asegurar la carga y hacerla 
ir á su destino, 

Fallo del Jun de Seerlon. 

Buenos Aires. Jüüo 14 de i 873. 

Vistos . eslns autos seguidos por los Sres Gervasio 
J. l'aez y C, contra los Sres. Angel lírugo é hijos, por 
cobro de fieles 

Y resollando : 1° Que los prime tos cerno píenles íle 
vapor oriental c MI Qrjenl.il j y en representación del ca- 
pitán del misoo> recibieron el 2o de Diciembre último 
de los Sres, Angel límgo é hijos las mercaderías que se deU- 
tlan en el conocimiento cuja copia corre á I' I*, punto ot e 
eslá su lie icn temen le justificado por la coiidsion ¿v los 
demandados al contestar á la demanda. 

"2» (Jije las merca uc Lis fueron conducidas al puerlu 
del deslino, Asunción del Paraguay y recibidas por loe 
cardadores y sus representantes. 

ii° t*ue ul vapor zarpú de este puerlo el 2í) de Di- 
ciembre y en Vez de dirigirse á la Asunción se dirigió 
¡í Mioiievideo, heeho, del que instruidos l'aiz y Gumen- 
sorii, lur comunicado por les ulhines á los cargadores 
A. Hmgn ú lujes por carta de fecha 3 do Enero, en que 
se les prevenía además que habían prololado cuntía el 
proceder del capitán en garanlia de lOs derechos de los 
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cargadores y para salvar su responsabilidad como agente 
{Carta de f. 5 acompañada por los demandados. ) 

Que los cargadores, y entre ellos tos demandados, 
hicieron a los demandantes el telegrama de 11 de Enero 
ultimo, cuyo original firmado por todos corre á f. 14 
como lo han confesado A, Brügo ó hijos absolviendo lá 
posición de f. 16, telegrama en que ordenaban que | a 
carga regresase á este puerto con la condición da que 
el transporte hasta la Asunción sea por cuenta de * El Orien- 
tal. > 

5' Que los demandados han opuesto la excepción de 
no haber los demandantes ó su representado cumplido 
el contrato por su parte, fundándose: 1" en que el flete 
se estipuló con la condición espresa de que el vapor lle- 
garía á la Asunción ontes del 1" de Enero del corriente 
ano para aprovechar una baja en ios derechos, condición 
que no se cumplió por miber llegado rucien el 18 de 
Marzo á aquel puerto ; y »■ en que ni aun se trató de 
cumplir el contrato, puesto que el vapor cambió de rum- 
bo ^rigiéndose Á Montevideo, como lo justifica la carta 
de los mismos agentes. 

6* n-ie los demandados dedujeron también reconven- 
con por los daños y perjuicios que se les siguieron por 
no haber llegado su carga á la Asunción ¡.r.tes del 1" 
de Enero, reconvención contestada por los demandantes 
lundandose en que ta carga fue remitida en virtud del 
telegrama de que antes se ha hecho mérito de Mía 
postenor á aquella, 

Y considerando : |- üue está jusliticado que ha pro- - 
cedido entro las partes un contrato en virtud del cual 
él vapor denominado . El Oriental . debía conducir á la 
Asuncmn las mercancías detalladas en el conocimiento 
cuya copia corre á f . 1-, mediante el flete determinado 
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en el mismo, y está también justificado que las mercan- 
cías fueron debidamente entregadas en el puerto de su 
deslino. 

2 o Que es un derecho perfecto el del Helante de exigir 
el pago del flete una vez cumplido el contrato de fleta- 
mentó por su parle (art. I2Í8 del Cód. de Comercio. 

3° Que la condición que dicen lus demandados haberse 
estipulado de que la carga Nefaria á la Asunción antes 
del 1° de Enero de este año ha sido categóricamente ne- 
gada por Gervasio J. Paez y 0/ y no está inserta en el 
conocimiento que es el documento justificativo del con- 
trato i art. 1185 del Código de Comercio}, ni en otro 
documento escrito, y por consiguiente dicha condición 
no debe considerarse como estipulada, porque la ley 
ordena que id documento que se redacte contenga todas 
las estipulaciones especiales en que las parles convinie- 
sen ( inciso último del art. HKfi del citado Código), lo 
que importa declarar que las no insertas deben consi- 
derarse como no existentes. 

«i° Que la conclusión que naturalmente se deduce del 
precedente considerando, es que no puede fundarse una 
violación del contrato en las circunstancias de no haber 
llegado el vapor ú las mercancías á la Asunción antes 
del i* de Enero. 

5 o One es verdad que una vez cargado fil vapor era 
de su deber emprender viage inmediatíiioenie y sin se- 
pararse de la ruta señalada un los conocimientos (art. 
110-i y 1¿:Í5 del Código de Comercio,, y lo es par 
consecuencia que el capitán lidiaba á sus deberes diri- 
giéndose á Montevideo sin consentimiento de los canra- 
dores, demorando el cumplimiento del contrato; sin em- 
bargo, los cargadores y enlre ellos los demandados, acep- 
taron ol hecho, y lo que es aun mas el que la carga fuese 
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en otro buque siempre quo ei transpone basto el destino 
fuese Ja cuenta del vapor < El Oriental, i y por consecuencia 
no pueden fundar reclamo alguno, ni cscusarso con el 
viage a Montevideo para exonerarse del pago del flete, 
toda vez que renunciaron ¡pso fació el derecho de dar 
por rescindido el contrato, con indemnización de daños 
y perjuicios. 

fi» Que en la hipótesis de haberse estipulado quo el 
buque ó las mercancías llegarían á la Asunción anles del 
1° de Enero, y de quo esa estipulación no hubiese que- 
dado sin erecto en virtud del telegrama do 1 1 del mismo 
mes, los demandados no habían tampoco podido exone- 
rarse del pago del flete, sitió i-x>£Ír á lo mas la indem- 
nización de los daños y perjuicios que hubiesen sufrido. 

7* Que aunque han deducido reconvención por daños 
y perjuicios, no han ttían instad o cun clandad en qué 
consisten esos danos y perjuicios, ni cuál sea su impor- 
tancia, hmilánduse á decir vivamente que consisten en 
haber llegado las mercancías después de la alza de los 
derechos, y que la carga babia libido en mal estado y 
con algunas faltas por la prolongación del ííagfi, razón 
por la cual les escribieron da ta Asunción que no abo- 
narían los Hites y esto sin haber bocho practicar el 
reconocirmviil.i pericial determinado por el nrt, 1246 del 
Código, gue es requisito esencial para conservar el de- 
recho á dichos rociamos, como lo ha observado la fiarlo 
de Paez al contestar á lu reconvención. 

I'or estos fundamentos, (alio, condenando a los Sres. 
Angd ürugu é hijos á abultar á (Jervasiu J. Kioz y O 
el total del tk-le estipulado en el conocimiento que uhra 
en autos, con los intereses de banco desdo la notificación 
de la demanda, y absolviendo á los últimos por la re- 
convención deducida por los dichos Uiugu é hijos, sin 



DE JUSTICIA NACIONAL. 221 

especial condenación en costas. 
y noliJíqucsc con el original. 

Manuel Z aválela. 

lirugo y O apelaron, y concedido el recurso libremente, 
espresando agravios, acompañaron el periódico « La Pren- 
fi " de !y de Diciembre de conteniendo el aviso 

firmado por Pbm y C" de que « El Oriental . saldría el 
20 y linaria á la Asunción antes la suba de los derechos , 
que esta promesa de Pac2 toi determinó al contrato' 
el cual no se cumplió por parte del mismo Paez, ha- 
biendo empleado el buque mas do dos meses en un 
viago que exigo 6 dias ; que p gr consiguiente no debia 
pagarse el flete ; que los daños y perjuicios babian sido 
bastante señaladas y su apreciación habría podido hacerse 
por peritos llamándose la causa á prueba, lo que el jue2 
a quo no habia hecho ; que la autorización contenida en 
el telegrama no significaba cambiar las obligaciones del 
comíalo; que no se habia hecho ninguna novación y las 
novaciones no se presumen. 

Corrido traslado, contestó I'aez que debia confirmarse 
con costas el auto apelado; que la promesa de llegar 
en un dia cierto dema ser materia de una estipulación en 
el contrato ; que el aviso de un periódico no es por si 
solo un contrato; que el oonocimíento tiene la fecha de 
23 de Diciembre ni paso quo según dicho aviso el buque 
dübia salir el 20 ; que por consiguiente en el conoci- 
miento se prescindió de la promesa contenida en el aviso; 
que en lodo caso el telegrama de lo» cargadores le re- 
leva de toda obligación porque la suba debía acontecer 
el 1« dr- Enero y el telegrama es de fecha de II de 
Enero autorizando el trasborde de la carga y la coatí- 
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nuacion del vtage con la sola condición de que los gastos 
fuesen por cuenta del buque. 

Mía úm la Suprema rana. 

Buenos Aires, Octubre 28 de 1873. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma la sentencia 
apelada de foja veinte y siete vuelta ; satisfechas las eos* 
tas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos.— 

J, B. GOROSTUCA. — J. UoSUNCUEZ. 
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El Procurador Fiscal tetando un sumario contra el 
Senador D. Nicacio Orofio, 



Súmanoslo F uera de , os priv¡Ieg ¡ 0í acordíído9 1q& 
arl,cu os (JO y 61 de la Constitución Nacional, los miem- 
bros del Congreso tienen los mismos derechos y obliga- 
c.onesque cualquier otro ciudadano ¡' están sometidos á 
las leyes del país, y á ia jurisdicción de los tribunas. 

2° Los Jueces de Sección pueden, según el art. 62 de 
la Constitución Nacional, levantar un sumario para averi- 
guar la verdad de un hecho criminal de jurisdicción na- 
cional que se impute á un miembro del Congreso. 



Cufl.-En 27 de Setiembre de 1873, el P. E. N. dicto 
el siguiente decreto : 

MiuMterio de Uuerra 

Buenos Aires, Setiembre 27 de 1873. 



Manua. 



Existiendo en el archivo de Gobierno una carta datada 
en M á 24 de Agosto de 1872, firmada por el Senador 
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D. NicacioOroño ydirijidaáD. Roberto Rrochero, aprehen- 
dido en la Paz en las filas de los rebeldes en Entre Ríos, 
haciendo armas contra la Nación, cuya carta tomada en 
poder de dicho Brochero reveta el propósito continuado 
de aquel Senador de perturbar el orden de la República ; 
pásese orljinal dicha carta, de que se dejará copia legali- 
zada, al Procurador Fiscal de la Sección de Buenos Aires, 
para que entable Ja acción que por la Ley compele, y 
pida inmediatamente al juez respectivo se dirija al Hono- 
rable Senado solicitando el allanamiento del fuero det es- 
presado Senador, por suministrar aquul documento mérito 
suficiente para ello, recomendándose al Procurador Fiscai 
la actividad necesaria en la prosecución de este asunto. 

SARMIENTO 

L'ladjslao FíttAS. 

La carta á que se refiere el documento es del tenor 
siguiente : 

€ Dueños Aires, Agosto 34 de 1873, 
i Sr. Don Roberto Brochero. 

« Estimado «migo : He recibido sus dos cartas. Hoy 
mando al portador para que hable con Vd., vea cuales 
son los elementos de que se pueden disponer para reco- 
mensar nuestro propósito, y se ponga de acuerdo sobre 
los medios y oportunidad de ejecutarlos con éxito seguro 

t Vd. lo conoce y sabe que es amigo de completa 
confi tnza. Dígale por consiguiente su parecer, el estado de 
su ánimo y la disposición en que se encuentra, 

• No hay que hacerse ilusiones, que proceder con trre- 
fleccion. La esperiencia y los golpes deben haberlo alec- 
cionado para no fiar sinó en los elementos de que se 
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t Yo des3e aquí, para dirijirlos con acierto, necesito dos 
cosas; lo, que me dijan siempre la verdad; 2°, que 
cumplan puntualmente mil indicaciones. Por no haberlo 
hcrmo así, ha sucedido lo que Vd. ha visto el 29. 

« Si hubieran esperado Vdes. á quo yo Ies indicara que 
ya era tiempo no habrían sufrido lo que sufrieron. Como 
el portador es caria viva escuso entrar en otros detalles, 
pero si debo prevenirle que cuando quiera escribirme se 
dirija rf Don Manuel Díaz, poniendo un doble sobre para 
Don Juan Manuel líareano, calle Victoria 726. 

* Sí me hace telegramas, que sea bajo la misma direc- 
ción. 

■ Lo saluda su ulfmo. amigo y S. S. 

« iSicacio Urano. 

* Rompa esta cuando la lea » 

Con fecha 29 del mismo, el P. E t N. maridó pasar al 
Procurador Ffeeal otra carta firmada . Un Sargento * lo- 
mada á D, Roberto Brochero en la Paz cuando fué aprehen- 
dido. — Esta carta dice así: 

* Querido y leal amigo — recibí su estimable que con 
placer contesto. 

t Cuanto Vd. me dise, lo savia, se lo que son estas 
cosas, siempre al tocar ei bolsillo, es una muralla que se 
ofrcse al paso, yo fuy el primero en levantar la opinión, 
y ella me costó, no se cuanto 

< Tiempo tenemos para hablar sobre esto, seré conti- 
nuo en escribirle y hascr que esta gente afloje el codo, 
Francisco entra para Mayo y M. 0. sera lo mismo. 

* Mi opinión es que no se deve abenlurar hasta que el 
Congreso no este en ejercicio de sus facultades, oy el 
Buque pasara a" tomar por su cuenta el negocio. 

t, v. 10 
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* Hay que arrostrar á 80 de Celestino y para aser frente 
precisan 150. y otros para lo porvenir, 

* No se cuiden de brisas todos deven eslar á fueil, es 
á bala, no á chusa como es legal combatir, si no las 
tienen pídanlas á B. Aires, ó en ca$o yo arreglare esta 
dificultad. 

t Debuelba la seguridad de mi estimación alos oficiales 
que están asu lado, y que son sus amibos, asegurándoles que 
llegando á este destino tendrán un amigo no solamente 
personal sí politico. 

* Ventura Uurraspe, vinn por el indulto que espedio el 
Gno. y fue preso, al dia siguiente lo largaron, ya Ud. puede 
fijarse adonde alcansan las garantías. 

* Tenga conciencia, del buen escito de esta campaña si 
algún desborde, o poco juicio de Uds. no la liase fracasar. 

* Si llega á rebolberse E.rios Uds. deven ponerse de 
pie, y Iratar de acometer esta Provincia. 

* Creo amigos que la oprecion sesara pronto, un esfuerso 
y se liabra salvado la Libertad. 

* Traten con M. 0. q"e el esta con Francisco, y comu 
es el elemento principal en este pueblo, las cosas serán 
remediadas, yo le garanto que esla en cuerpo y alma. 
Benito entra en la colada, el hombre Urbano esta solo, 
pero el temor base en esta genio mucho peso, hay que 
lomar precausiones para vencer. Antes de una resolución 
do Vds, avísenmelo para decirles sí es ó no oportuno, y 
para el caso le copeo el Telegrama que deven remitirme, 

* Tomas bueno, fuera de peligro 

* i ir ni a Legug 
« En caso de buelta, para venir contestaré 

* Deseo su restablecimiento mil afectos. 

< En caso de desaprobación ira el siguiente: siento sus 
males discúlpeme 
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« Juicio y mas juicio, es necesario, nada de fasilitar, 
todo debe hacerse para ir a cosa segura, no es venir y 
reiroceder un Gefe y que sus ordenes sean el cumpli- 
miento de las que el reciba de 0. 

. Por el procimo correo, escribiré a lid. sobre concide- 
raemnes. A. V, recuerdos y que me escriba, agalo Ud. tam- 
bien, suyo 

* in Sargento 

noiiirr" privado un ^ en ' ubiic ° mi 



Con estos antecedentes el Procurador Fiscal se presentó 
ante <>l Juez de Sección y espuso : Que el P. E. le había 
ordenado deducir la acción legal correspondiente contra 
el Senador D. ¡Sicacio Oroño que aparecía complicado en 
os del.los de rebelión y de sedición contra el orden de 
la República. 

Que en cumplimiento de esa disposición pedia se 
instruyese el correspondiente sumario para la completa 
avenguacion de los hechos y el debido castigo de ¡os 
culpables, ° 

Oue, como él que aparecía indiciado de delito era un 
Senador de la Nación, se hacia necesario, para cumplir 
con las prescripciones de la Constitución y de la ley sobre 
el fuero parlamentario, que el Juez se dirigiese al Honorable 
Senado de la Nación, solicitando el allanamiento del fuero 
al Senador D. Nicacio Oroño. para la formación del pro- 
ceso correspondiente. 

Que esta providencia se hallaba justificada por el mérilo 
que sum.n.straba la caria firmada por dicho Senador 
d«r.g.da a uno de los jefes de la invasión á la Provincia dé 
banta Fó, quien al mismo tiempo era uno de los rebeldes 
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que habían sido tomados con las anuas en la mano en el 
pueblo do la Paz en los momentos mismos en que so 
preparaban a ejecutar el proyecto criminal que esa carta 
contiene, 

Que la necesidad urgente de la espresada providencia 
era evidente por sí misma, no solo por la gravedad del 
delito de que se trata y la elevada posición de su autor, 
sino por la circunstancia de eslar para cerrarse las sesiones 
del Congreso. 

El Juzgado proveyó la siguitnte 

Buenos Aires, Setiembre 1" de 1873, 

Por presentado con los documentos adjuntos, que el ac- 
tuario rubricará y loliorá, y siendo las presunciones que 
ellos arrojan contra un Senador de la Nación; de acuerdo 
al arl. (52 de la Constitución y 37 de Ja Ley Pena1 t solici- 
tes.. pré\ iamente el desafuero á la Cámara respectiva, 
librándose al efecto, el correspondiente oficio con los do- 
cumentos originales que forman el proceso. 

i (¡arriza. 

llemitidas las actuaciones al Senado de la Nación, este 
por unanimidad de votos dicto el siguiente 



Articulo único, — No lia lugar y devuélvase. 

Liado en la Sala de Sesiones del Senado en üueuos Aires 
á 30 de Setiembre de 1873. 

ALSLNA 
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Devueltos los autos al Juzgado da Sección y corrida vista 
al Procurador Fiscal, esle espuso : 

Que no habiendo el Honorable Senado encontrado mérito 
suficiente para conceder ul allanamiento del fuero, solici- 
tólo por el Juzgado para enjuiciar al Senador Orono. de- 
bía creerse que no habia encontrado en el sumario prueba 
suficiente de la complicidad de dicho Senador en los delitos 
do rebelión y sedición en que «parece complicado ; núes 
no es admisible la suposición de que, habiendo cuando me- 
nos graves presunciones de complicidad en dichos delitos, 
no hubiera accedido al desafuero. 

Que para llenar el vado que habia encontrado el Senado 
en el sumario, se hacia necesario adelantar la investiga- 
ción de los hecho* todo lo posible, ú Qn de que una completa 
luz se hiciera sobre ellos, y la acción de la justicia quedara 
espedita, á cuyo cioolu fas tueros del Senador Oruuo no 
pudiesen ser un obstáculo, pues se trata simplemente do 
la averiguación de los hechos adelantando el sumario, lo 
cual no hay duda que puede hacerse con arreglo al arl. 
52 de la Constitución N.ieiomil. 

Uoe á esle fio eroia que el Juzgado podía llegar pronto 
al descubrimiento do la verdad, llamando á declarar al 
mismo Broclieru, sohre la invasión de 29 de Julio que ét 
encabezaba, sobre los nuevos proyectos de invasión que 
se preparaba á llevar á cabo, sobre sus relaciones con López 
Jordán antes y ahora, sobre sus relaciones con el Senador 
Oroño, y sobre la autenticidad, la procedencia y el conte- 
nido de los documentos que corren en autos, á cuyo efecto 
pidió se librase oficio al Ministerio de la Guerra á fin do 
«fue pusiera á disposición del Juzgado al mencionado tira- 
cuero cuantas veces se creyera conveniente interrogarlo. 
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r*IU del Jurx de flctrlon. 

Buenos Aires, Octubre Je 1873. 

No pudiendo proccderse contra un miembro del Congreso 
Nacional á la formación de causa sin que preceda el alla- 
namiento del fuero por la Cámara respectiva, de acuerdo 
al art. 02 de la Constitución Nocional, ampliado por el 27 
de la Ley Penal ; no pudiendo ser dirijida en este caso la 
instrucción contra D, Roberto Brochero, quien no ha sido 
puesto á disposición de este Juzgado ; por lo que es im- 
posible juzgar sin este hecho y sin tener á la vista los 
antecedentes de su proceso de Ja oportunidad de instruir 
un sumario ni sobre la competencia de este Juzgado, no 
ha lugar a lo solicitado por el Procurador Fiscal y archí- 
vese. 

Andrés Uyarma, 

Notificado el Procurador Fiscal pidió revocatoria ó ape- 
lación en subsidio. Dijo que el privilegio concedido por el 
art Cl de la Constitución Nacional no es tan vasto ni 
absoluto como el Juez lo supone. Que el privilegio parla- 
mentario so limita á no poderse arrestar á los miembros del 
Congreso, lo cual en manera alguna puede hacerse esten- 
sivo h.ista el extremo de que no se pueda instruir sumarios 
para la averiguación judicial de los delitos cometidos por 
miembros del Congreso. Que por el contrario» la facultad 
de pruceder á la formación del sumario está prevista y au- 
torizada por el art. 6^, cuando dice; f examinado el mérito 
• del sumario en juicio público, podrá cada Cámara etc.», 
disposición que no tendria razón de ser si ios jueces no 
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pudiesen formar esos mismos sumarios, cuyo mérito ha 
de ser juzgado por la Cámara respectiva en juicio público 
cuando se pida el allanamiento del fuero. 

Que el art. 37 de la le) penal citado por el Juez no ha 
dado mayor estension á los privilegios, porque la Constitu- 
ción no ha establecido mas Jornia para la formación de 
causa de un miembro del Congreso que las de los artículos 
61 y 62, que prohiben el arresto fuera del caso de delito 
infraganti, y autorizan la instrucción del sumario para pe- 
dir el allanamiento del fuero. 

(}mb en cuanto Á Urocliero, contra él no habia intentado 
acción alguna, y ha pedido que sea llamado como testigo 
á declarar sobre hechos que se relacionan con este asunto, 
y en tjue él ha tenido una parte activa y principal ; para 
lo cual el Juzgado tenia una autoridad indiscutible cual- 
quiera que fuese el Tribunal ó Autoridad a" que baya sido 
sometido, 

Nogada la revocatoria y concedido el recurso en relación, 
se elevó el espediente, 

Después de vista la causa por la Suprema Curte se dio 
vista al Sr. procurador Genera!. 

Este la evacuó en los términos siguientes : 

El Procurador General, evacuando la vista que se le ha 
dado, dice: Que la sentencia apelada merece revocarse 
para establecer ios verdaderos principios que según Ja 
Constitución rijen en esta materia. 

Las prerogativas acordadas á los miembros del Congreso 
son limitadas á dos. 

Ninguno de ellos puede ser acusado, interrogado judicial- 
mente, ni molestado por ;la* opiniones que emita desem- 
peñando su mandato de lejislador {art. ¿0-, y ningun Se- 
nador 6 Diputado puede ser arrestado, escoplo el caso de 
ser sorprendido infraganti (art. 61 J. 



232 



FALLOS DE LA SUPREMA CuFlTE 



Fuera de estos dos privilegios, los SS. y DD. tienen lo» 
mismos derechos y obligaciones que cualquier otro ciuda- 
dano ; están sometidos a las leyes del país, y á Ja juris- 
dicción de los tribunales. 

Así, el Juez de Sección yerra gravemente cuando empieza 
su sentencia diciendo que : • no puede procederso contra 
un miembro del Cnngroso Nacional á la formación de causa, 
sin que preceda d allanamiento del fuero por la Cámara 
respectiva. • Lo que no puede hacer el juez es arrestarlo; 
porque en esto es en lo que consiste el fuero; pero le- 
vantar un sumario y averiguar la verdad del hecho que se 
imputa, e¡>o ninguna ley se lo prohibe, y lejos de eso la 
Constitución autoriza espresamente al juez para hacerlo, 
en el art, 62 t 

Este articulo dice que cuando so forme querella por es- 
crito ante las justicias ordinarias contra un Senador ó Di- 
putado, la Cámara examinará en juicio público el mérito 
del sumario y podrá con dos tercios de votos suspender en 
sus funciones al acusado, y ponerlo á disposición del juez 
competente, que es lo que se llama allanar el fuero, ó 
permitir que se lo arreste. Ue modo que por la disposición 
de este artículo el sumario debe preceder al allanamiento 
del fuero, pues este no puede hacerse sino en vista de los 
méritos del sumario. Lo que es precisamente lo contrario 
de que haya de preceder el desamen) para la formación del 
sumario, que es lo que pretende el juez. 

El juez puede, pues, y debe adelantar el sumario cnanto 
Je sea posible, con tal que no arreste al Senador acusado, 
hasta averiguar la verdad del caso ; y si lo consigue debo 
pedir necesariamente el desafuero de este Senador. 

La resolución del Senado de 30 de Setiembre importa 
solo que esta Cámara no consideró que la carta presentada, 
era suficiente prueba para seguir una causa criminal y 
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arrestar á un Senador, pero de ningún modo importa que 
los Senadores puedan impunemente trastornar el orden 
pública, y cambiar por la Tuerza los Gobiernos de Provincia. 
Si eslts conspiraciones so prueban al Senador Oroño, es 
indudable que el Senado por su propia dignidad, const-n- 
ttrá en que se le arresle y se le juzgue. 

Reduciéndose Jas peticiones del Fiscal á que se adelanto 
el sumario, el juez no tiene razón, ni derecho para negarlo. 

Por consiguiente, pido ú V. E. se sirva revocar la sen- 
tencia apelada, declarando que el juez debe adelantar il 
sumario, como si so tratara de un individuo particular, 
con la única escepcion de la prisión, que no puede eje- 
cutar sin consentimiento dul Senado. 

Buenos Aires, Olubre 21 de 1H13. 

Francisco Pk&, 
Fallo de I» *tipr«ma t ortr 

Buenos Aires, Octubre -28 de 1873. 

Vistos : de conformidad con lo espuesto y pedido por 
el Señor Procurador General en su precedente vista, se re- 
voca el auto apelada de foja catorce vuelta, y devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Fiun- 
cisco Delgado. — José Barros Pa- 
zos.— J. B. Gorostjaga. — J. Do- 
mínguez. 
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calía cxiiii. 



D. hit Viñas, contra [). Agustín ftasso. sobre 
cobro de pesos. 



Sumario. — i* No presentándose póliza de flelamcntu ni 
conocimiento de la carga, no puede darse al contrato 
de fletamento en ta ostensión de sus obligaciones, oirá 
importancia que aquella que Ja equidad, el usu y la lev- 
Je atribuyen. 

-° Eft osle caso debe considerarse el Helante haber 
cumplido de buena fe el contrato de fletamento si con 
arreglo al uso diario del comercio lúea), ha trasbordado 
en un punto de su viage y en circunstancias de buen 
tiempo las mercaderías recibidas en un lanchon seguro 
para conducir al lugar de su destmo ; ni pueden impu- 
tármele los hechos sucesivos, porque el hecho de cum- 
plir fielmente una obligación no puede ser generador de 
nuevas obligaciones para el que lo ejecuta. 



Caso. D. José Viñas demandó á I). Agustín Bassn 
apilan de la goleta « la Anunciación * por el pago de 
2.460 $ m/c. importe de ocho bultos de mercancías» 
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•us intereses y cosías. Dijo, que Basso recibió á bordo 
de su goleta varios bultos Je mercaderías con destino al 
puerto d«l Paraná; que Basso no llegó á este puerto sino 
á Santa-Fe y allí desembarcó las mercaderías trasbordán- 
dolas en circunstancias de mal tiempo en un bote que 
las llevara al Paraná y que el bote naufragó causando 
la pérdida de 8 bultos. 

Conferido traslado» Basso contestó que debía recha- 
zarse con costas la demanda de Viñas ; que era falso 
que ul trasborde se hubiera hecho en liempo do tormenta ; 
que es práctica constante, recibida por todo el ^omercio, 
que de Santa-Kú al Paraná se haga el trasborde Je las 
mercaderías de los buques de gran calado, que emplea- 
rían a veces semanas, en los Janchones, que hacen la tra- 
vesía en un dia. 

EJ juez hizo algunas preguntas á Basso para averiguar 
si üu había espedido conocimiento ó recibo por las íucr- 
caderías de Viñas, resultando de sus contestaciones no 
haberse espedido ni uno ni otro y llamó la causa á 
prueba. 

Producidas las pruebas detalladas en la sentencia, y 
presentados los alegatos de una y otra parle, se dictó el 
siguiente 

Fallo drl Juez de Arción. 



liuenos Aires, Setiembre á de i «73. 

Vistos:' estos autos seguidos por D. José Viñas, conlrn 
f>. Agustín Basso, patrón de la goleta « Anunciación, t 
por cobro de mercaderías conducidas por dicho buque con 
destino al puerto del Paraná, y naufragadas y perdidas 
antes de llegar á su destino. 
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V resultando : U Que esta justificado por confesión d« 
•moas partes pe la egresada polola recibió á su bordo 
en esto puerto con destino al del l\,raná, varios bultos 
inercannus, por los que no consta se hubiese evigido 
firmara conocimiento el patrón v ni se ha espedido, ó 
por lo menos no se ha presentado, ni se ha espueslo el 
hecho de haberse firmado. 

2o Que la espresada goleta llegó al puerto de Sanla-ré, 
para cuyo punto conducía también mercaderías v de donde 
< espacho las pertenecientes á Viñas en eí laiiclmn « San 
José, . que naufragó antes de llegar al puerto del Paraná, 
ó de poder desembarcarlas ( Escritos de demanda v rnn- 
teslacion, posiciones de tojas (ÍG y 67 y r2 y 7o\ decía- 
Paciones de los testigos Santiago Casa tía v Cristóbal Mi- 
chena que curren de fojas 77 á 81,) 

3" Que el trasborde al lanebon «San JosÓ» stí li.zo 
( le ¡í 10 de la mañana, con buen tiempo, pero que do 
II ¿12 de la noche del mismo dia hubo una tormenta 
muy fuerte que produjo el naufragio del citado lanchen 
como á dos leguas del puerto del trasbordo (declaraciones 
"tadas , n as antes do los testigos Casana y Midiera v 
posiciones de f. 73. 

4" Que el lanchon . San José, . en que se hi*. e | 
trasbordo, era bmmo y seguro y se copleaba ordinaria- 
mente en el tráfico de conducir mercancías de uno á 
otro de los puertos de SaiiU-Fé y I\uuná (los cismes tes- 
tigos). 

5° Que es de práctica diaria y en ventaja de los mis- 
mos cargadores que los boques que lleven carga para el 
Paraná, la remitan a sus espensas en Jos lanchones del 
trafico, sin que preceda convenio, práctica fundada en 
la ventaja de evitar demoras y en que los buques, de que 
sa sirven, son perfecta mentó seguros ; Jos mismos tcstí* 



DE JUSTICIA NACIONAL. 237 

gos y Domingo Relloro, Amhrosi Sifredí, Félix Uelloti, 
Angel Üianchi y Vicente ¡Vutel en sos declaraciones que 
corren de fojas 80 á 9i, todos los que deponen de cien- 
cia propia, como marinos que son ). 

Y considerando : lo Q u e no presentándose póliza de 
llctamenlo, ni conocimiento do la carga, e! que suple la 
póliza, según los arts. |lí>2 y UÍJU del Código de Co- 
mercio. n o puede darse e\ contrato de lletainenlo en el 
caso mas favorable para el que exige su cumplimiento, 
otra importancia en la ostensión de las obligaciones que 
supone, que aquella á que la equidad, el uso y la ley Je 
atribuyen, según su naturales, no solu porque esta es 
la regla que rige aun para las obligaciones en general 
de acuerdo con el arl. 20í) del mismo Código, sino por- 
Tic esta regla debe mas especialmente aplicarse, cuando 
Jas partes no lian consonado es presa mente ] as conse- 
cuencias ú ostensión de ta obligación, v por consiguiente 
os aplicable también al caso subjudice." 

2 a Que no está justificado que el naufragio, á q„e 
Jebe atribuirse forzosamente la avería y pérdida do mer- 
cancías, objeto de esta demanda, hubiese sido producido por el 
hecho de haber el demandado trasbordadlas a* otro buque 
puesto que el buque á que se trasbordaron, era seguro- 
y si naufragó, el siniestro tuvo lugar bajo una tempestad' 
o sea caso de fuerza mayor, que no es imputable aí 
demandado, y que pudo también haber producido el nau- 
fragio del buque, que llevó las mercancías hasta el puerto 
de ^anta-te, ú sea, aquel do donde fueron trasborda- 
das, 

3o Uuo aun suponiendo que fuese averiguado que el 
naulrag.o no habría tenido lugar, si las mercancías hu- 
biesen sido llevadas hasta el Paraná por el buque que 
las recibió en este puerto, no habría bocho imputable al 
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fletante, toda vez que este justificase, que había cum- 
plido las obligaciones de tal, en los términos espuestos 
en el primer considerando de esta sentencia, porque ei 
hecho de cumplir fielmenle una obligación no puede ser 
generador de nuevas obligaciones para el que lo ejecute, 
sino solo producir, respecto al ejecutante, lo estincion 
de obligaciones anteriores. 

4° Uue está justificado en antes por el testimonio de 
personas competentes é intachables que el demandado 
iíasso ha cumplido la obligación que contrajo como fle- 
tante en la forma en que lodos la cumplen diariamente 
y sin observación de parte de los cargadores, hasta con 
ventaja para estos, y por consecuencia que ha cumplido 
de buena fé en la estension y consecuencia que le dá 
el uso del comercio y que no hay por tanto hecho que le 
sea imputable. 

Pur estos fundamentos, fallo, absolviendo á U. Agustin 
Basso de la demanda que contra él ha deducido Ü. José 
Viñas, por reclamación de fallas ó averías en las mer- 
cancías que, de pertenencia del primero, recibió el se- 
gundo á bordo de la goleta t Anunciación * para conducir 
al Paraná; y sin especial condenación en costas. He- 
ponganse los sellos y notifiquese con el original. 

Manuel ZavaUta. 

Apelada esta sentencia en relación, Tué confirmada por 
el siguiente 

Falla de I* Suprema fj«rte 



Buenos Aires, Uclubre 30 de 1873. 
Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas 
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eí auto apelado de foja ciento cuarenta y siete ; satisfe- 
chas y repuestos los sellos, devuélvanse." 

Salvador M. dkl Carril. — Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos.— 
J. B. GuiiosTiAGi. — J. Domínguez. 



Doña Irene Castro contra D, Francisco Litio, 

¡a de un titulo. 



Sumario. —El mandatario está obligado á devolver á su 
comitente loe documentos que este le ha coofiado 6 debe 
en so defecto indemnizar los daños y 
dos al mandante. 



Cato.—U* Irene Castro ocurrió al Juzgado Federal 
de San Juan, presentando un recibo de D. Francisco Lillo, 
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declarando haber recibido en Febrero tO de 1866 de su 
finado esposo Romero un documento de 284 pesos para 
cobrarse en la villa de Jachal á Ü. Manuel Quiroga, y una 
carta del mismo Lillo dirigida a" dicho finado Romero en 
Octubre 7 do 1866, diciendo quo el valor del documento 
resultó estar embargado á petición de parte extraña, i|uc 
no desconfiase de él, que en pocos días le diria el resul- 
tado de su gestión sin perjuicio do entregar el asunto á 
quien quisiese. La misma D* Irene Castro espuso quo 
su marido mandó ó otro á recibirse del asunto, pero que 
este encontró que Lillo se había ido ignorándose su di- 
rección. Dijo, que Lillo había percibido el dinero en Se- 
tiembre 6 de 18GÜ y se encontraba ahora de vuelta en 
el partido de la Concepción ; y pidió se le ordenara el 
reconocimiento dH documento y carta anterior. 

Compareció Lillo y reconoció el contenido y tirina del 
recibo y carta, agregando que no se consideraba deudor 
por no haber obtenido el pago del documento. 

Ü 1 Irena de Castro demandó á Lillo en vía ordinaria el 
pago de la referida cantidad y sus intereses desdo el 6 de 
Setiembre de 1866, ó la entrega del documento que re- 
cibió. 

Corrido traslado contestó Lillo que la demanda carecía 
de legalidad, pues el dió aviso á Romero que no podia 
seguir mas el pleito y con esto se había acabado su 
apodera miento. 

Llamada la causa a prueba se presentó por parte de la 
aciora un certificado del escribano del Juzgado de Letras 
de Jachal, declarando no encontrarse en el archivo de su 
cargo el expediente que Lillo decía haber seguido y rio 
concluido en I8G6. La misma actora alegó que estaba 
probado por el recibo de f. 1' reconocido por Lillo quo 
él había recibido el documento» que resultaba por consi- 
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guíente á su favor una acción alternativa ó por el pago 
de la cantidad relativa ó por la devolución del Ululo. 

Fallo uVl Jurz Seerional 

Sao Juan, Julio 18 de 1873, 

Vistos: entre D. Andrés Aslargo, en representación de 
U* Irene Castro de Homero y I). Francisco Lillo, por cobro 
de pesos procedentes de un documento que este última 
recibió para cobrar; con b alegado y probado por las 
partes, y considerando por el mérilo de los aulas: 

i* Que por el recibo do \\ l\ y lo espuesto por las 
mismas parles en sus escritos de demanda y contestación, 
consta que 1>. Francisco Lillo se hizo cargó de cobrar un 
documento otorgado por Ü. Manuel Antonio Quinfa á fa- 
vor do Ü. Felipe Homero, finado esposo de U' Irene Castro, 
debiendo en su nombro hacer las jestiones judiciales üel 
caso ante el Juez do Letras de la Villa de Jaehal, donde 
tuvo lugar el poder. 

2o Que ct ador en su demanda, espone que Lillo hizo 
el cobro y recibió el dinero procedente del documento en 
la suma de doscientos ochenta y cuatro pesos, de poder de 
Uuiroga, en seis de Setiembre de mil ochocientos setenta y seis, 
según se deduce de la conclusión del escrito de demanda 
de foja 15, fijando esta fecha para cobrar intereses del 
capital. 

3 n tjue Litio por su parle, niega redondamente el hecho 
de haber recibido dicha cantidad de poder da Quiroga, 
pues cuando lo ejecutaba en Jaclial á nombre del tinado 
Homero, resulto que el valor de ese documento estaba ya 
embargada por el juez, á petición de un tercero, y prévio 
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aviso que dio á su mandante, se retiró de ese punto vi- 
niéndose á esta ciudad, y quedando el documento en t;1 
espediente respectivo, á cargo del actuario del Jnzgadu 
de Jaehal. 

-t" Que abierta la causa á prueba sobre los hechos con- 
ducentes, el actor no lia probado el hecho principal del 
pago del documento en que funda su acción, apareciendo 
del informe de f. 25 vuelta, que en el Juzgado de Jacbal no 
existe el espediente mencionado, ni hay constancia del 
juicio ejecutivo que se siguió con este motivo. 

5" Que el art. 104, inciso 12 de la ley orgánica de la 
Provincia, de lecha 10 de Junio del (¡9, autoriza á los 
procuradores separarse de los asuntos á su cargo con 
previo aviso al interesado, circunstancia alegada por Lillo 
y no contradicha por el actor. 

tí 1 » Que la circunstancia de no existir el espediente en 
el Juzgado de la Vjlla del Jachal por causas independíenles 
de la voluntad do las parles, no es bastante para respon- 
sabilizar á un apoderado en un juicio, mientras no se 
pruebe que es participe 6 cómplice de la desaparición de 
aquel, y el hecho de la entrega del dinero por parte de 
Quirop, ha podido acreditarse fácilmente, en caso de exis- 
tir por otros medio que los de la presencia del espediente. 

Por estas consideraciones: Tallo, definitivamente juzgando 
y declaro que absuelvo ú 0. Francisco Lillo de la presente 
demanda, con costas á la actora, á quien se deja á salvo 
su derecho para reclamar contra quien corresponda, por 
el valor del documento que motiva este asunto, llágase 
saber, pudiendo el actuario notificar esta sentencia orijinal 
fuera de la oficina, y repónganse los sellos. 



Núttautií Morcilla. 
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Apeló D* Irene Castro y concedido 
relación, se do 



rallo de I» ftiiprema Corle. 



tiuenos Aires, Octubre 30 de 1873. 

Vistos r Considerando que en la demanda interpuesta á 
foja quince por el apoderado de bufia Irene Castro de Ro- 
mero, se pide alternativamente el pago del valor del do- 
cumento contra Quiroga, que se supone pagado por esle, 
ó la entrega del mismo documento ¡ míe el contrato entre 
Humero y Lilla aparece plenamente acreditado por el do- 
cumento de foja primera y carta de Toja segunda, ambos 
debidamente reconocidos por el demandado ; míe desde que 
consta haber recibido este para su cobro el espresado do- 
cumento contra Quifoga, es obligación soya como manda- 
tario, dar cuenta justificada de sus operaciones, entregando 
lo íjuü hubiese recibido, ó en caso de no haber recibido 
nada, devolviendo el documento que se encargó de cobrar; 
qm $i bien Doña Irene Castro no ha probado que Lilla 
hubiese recibido y estuviese detentado el dinero, Lillo por 
su parle, no ha justiOcado haber entregado el documento 
m á ítndriguez, come, se le babia ordenado según resulta 
de la carta de foja dos, ni á Hornero, ni á nadie que le 
representase; que tampoco lia justificado haber renunciado 
el mandato, con noticia y conocimiento del comitente; 
ni consta por último que baya promovido el cobro antes el 
Ju/gado de Jachal, en el cual no se encuentra el espe- 
diente respectivo, según el certificado do foja veinticinco ¡ 
por estas razones, y cen arreglo á la ley veinte, titulo 
doce, IVtida quinta, y á los artículos treinta y seis, cua- 
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renta y uno y cuarenta y tres, título « Del mandato » Có- 
digo Civil t se revoca la sentencia apelada, y se condena 
.i Lillo á devolver el documento ú quo se refiere el de foja 
primera o dar razón de su paradero, dentro del término 
prudencial que el Juez de Sección le prefije; ó en su 
defecto, á la indemnización de los daños y perjuicios oca- 
sionados al mandante ; y satisfechas las costas, devuél- 
vanse. 

Salva non Mama i>el Cáhuil. * — Fhan- 
— J. U. CujiosTJACA. — J. Domínguez. 



CALSA CX1XI1, 



de competencia, entre el Jaez Fe- 
deral y el de Letras de la ciudad 
de Mendoza. 



Sumario. — lo Correspondo ü la Corte Suprema Nacio- 
nal la decisión de las competencias que se susciten a 
instancia de parte, sobre jurisdicción de los Jueces Na- 



DE JirSTiClA NACIONAL 



2* El Juez de Provincia debe remitir á la Suprema 
Corto, luego do sor requori.lo por ol do Sección, los autos 
uiaterin deja competencia obrados ante él. 

3° La Constitución Nacional y las leyes que en su 
foseen encía so d telen por el Congreso, son la ley suprema 
de la Nación ; y las autoridades de cada provincia cstím 
obligabas ;í conformarse á ellas, no oJjstariLii cualquiera 
disposición en contrario que contengan las leyes ó cons- 
tituciones 



(laxo. — Huiro el Juez Federal de la Sección de Men- 
doza y el de Letras de aquella ciudad, se suscitó una 
eunlienda de competencia, con molivo de \jtm ejecución 
seguida ante el Federa!, contra I). Juan Antonio Pando, 
por I). Clodomiro Moya no y lí. francisco Bustos, y unos 
aulos contra el mencionado Pando por cobro de [tesos 
seguidos auto el de Letras per I). Fernando ííajfo. 

Habiendo sostenido cada Juzgado respectivamente ser 
competente para entender del asunto y disponer del valor de 
unos bienes embargados, el de Sección requirió al Juea 
de Provincia remitiera á la Suprema Corte los obrados 
ante él, y elevó por su parlo los autos seguidos por Mo- 
ya no y Bustos. 

Transcurrido al^un tiempo sin que el Juez do Pro- 
vincia remitiera los autos quo se encontraban ante el 
Superior Tribunal, la Suprema Corto ¡i solicitud del Sr. 
Procurador (¡en eral, libró olio i o al Presidente del Superior 
Trrl tunal de Mendoza, pidiéndole los remitiera. 

VA Presidente del Tribunal contestó que el Secretario 
de! Juzgado de Letras informaba que diebos autos es- 
taban en tramitación, por cuya razón no se podian re- 
mitir. 



■ 
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F*Ho de I» Muprcnm f'ortr. 

Buenos Aires Octubre 30 i!e 1873. 

Estando pendiente ante esla Suprema Corte, la cuestión 
fie competencia, promoví J j al Juez de Letrns tic la Pro- 
vincia de Mendoza, por el Juez Nacional de aquella Sección, 
á petición de Don Clodomiro Moya no y Don Francisco 
Muslos, en ol juicio cjeculivn que ante »'l siguen contra 
Don Juan Antonio Pando por cobro .jecutivo de pesns, 
y ron motivo de haberse nmndndu embargar y rematar 
por el Juez de Provincia, á solicitud de Don Fernando 
RaíTo, la misma propiedad denominada < Dudosa do Pan- 
do, » que estaba hipotecada por escrituras públicas á Pavor 
do los «creedores Moyano y Bustos, y que habían sido 
embargadas ya, por mandato del Juez ile Sección, 

Y considerando : Primero, que correspondo ¿ esta Cor fu 
Suprema, sejjun el articulo diez y siele de la lev de ca- 
torce de Setiembre do mil nelii.eienlos sesenta y tres, sobre 
jurisdicción de los Tribunales Nacionales, la* decisión de 
lis competencias que se susciten á instancia de parte, 
sobro jurisdicción de \m Jueces Nacionales. 

Segundo, que el Juez Provincial lia fallado ni deber 
que le impone la disposición del articulo cincuenta y dos 
de la ley de calorco de Setiembre de mil ochocientos 
sesenta y tres, sobre procedí míenlos de los Tribunales 
Nacionales, no remitiendo á esla Suprema Corle, luego 
que fué requerido per el Juez do Sección, los autos se- 
guidos ante él por Don Fernando Ka fío. 

Tercero, que la Coatí ¡ lucio n Nacional y l.is leyes que 
en su consecuencia se dictan pnr el Cimbros», son la ley 
suprema de la Nación, y las autoridades de cada Provin'- 
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cia, eslán obligadas á conlbrm irse á ellas, no obstante 
cualquiera disposición en contrario, íjuc contengan las 
leyes ó constituciones provinciales, con arreglo o lo pros- 
cripto por el articulo treinta y uno de la Constitución. 

Por estos motivos, libróse nuevamente oficio al Señor 
Pn-sidento de l;i Chinara de Justicia do Mendoza, pnra 
que, suspendiéndose todo procedimiento, y en el estado 
en que se bailen, reinita á la mayor brevedad los antes 
seguidos ante el Juez de Letras de aquella Provincia, 
por Don Fernando Raffb contra Don Juan Antonio Pando, 
v no los que él espresa equivocadamente en su nnta 
de quince del corriente mes, entablados por Don Clodo- 
miro Moya no y Don Francisco llustos contra el mismo 
Pando, pues estos bao sido enviados ya á esta Suprema 
Corlo, por el Juez de Sección de Mendoza. 

Salvador M. del Carril. — Francisco 
Delgado. — Josf; ÍUmtos Pazos 
— J. B. íW>rostl\í;a— J. Domisgcez. 
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ton Joaquín CmtmU contra % r, m lkrmo 
sobre cobro de p eS0Xw 



Sumrh. -En I» oH!g» e ¡ OBei ¡ ,,, ¡lzn ,., 4(>|W| , 
unquc ,,„ haya esijid-, ,,„, JciIl , or .,, • 

d. sm ,„, 1) ,r ¡ , (11)r a i glin ac( , llt , nl0 j lil¡d ;' 10 ' sc 



Cái».-D. fiori |„ n|j , dí(jljlnd ( ;,.¡ller.,»„ 

Cano ñor la cantóla,! .lo ,,0^ Ujvím „ s " 
sea carros „„« ,o con,,,,', en al Itosari,, ,,o S FV y 

lo entrego ,io sp „ es * I!*** j)ij n „„ e ,...„„ .; , ' I 

J"? "7 1'" í»»»tía no „ li.Jiia J 

eco croe,™ v p¡,,ió so .o c , preoio íe t „ ' 

•¿¡¿¡£»m on caá,, „ c g , „ 

Corrijo (MU. contesló Cano, ,„„ e | cri ;. ( | ilo rec(nmn ,, f) 
por so |„ er¡1 exi( , i|l|( , c | o s ,.. , |lri , m |r 

1«. el contrato l,al„a quedado perfeccionado , eo n .,.n..Mlo 
la entrega de los carro». Reconvino además al actor 
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por la suma de 750 $ 80 es. importe de fletes de merca- 
derías qno Gordoniz trajo del Rosario en los mismos 
carros 

Conferido traslado contestó Gordoniz que cuando vendió 
los carros á Cano se Italiana este con capital y buen 
crédito, pero que después habia sufrido un gran eontrasle 
en sus negocios á consecuencia de un incendio y él le exigió 
entóneos una garantía; que era inadmisible la reconvención 
por el Hete de mercaderías traídas en sus mismos carros 
y cuyo importe estaba abonado en cuenta corriente. 

Producidas las pruebas convenientes se dictó el siguienio 

Fallo ilf-l Jurz Src-rlonnl 

Meiidnjrt, Julio i~l ilc 18T;í. 

Vistos: 1). David Suarez con poder de D. Joaquín Cor- 
dón»;; interpuso demanda contra I). Guillermo Cano por la 
cantidad de 1,990 $ valor do fi carros que Cano encargó 
A Gordoniz y que esto compró en el Rosario de Sanla-Fé, 
según resuda do una cuenta qno acompaña. 

Agrega que al llegar ¡i esta plaza entregó á Cano los 
carros referidos, comprometiéndose este á rcendjolzarle el 
valor en un plazo que le concedió, a* condición que le 
diese una garantía, sin que hasta hoy la haya hecho efec- 
tiva. Y concluye pidiendo se le pague el precio de los 
carros ó se le devuelvan, en caso de no garantirle satis- 
factoriamente. 

El demandado contesta acompañando la carta y cuenta 
de fs, i (i y i 7, manifestando de paso que no esta conformo 
con todas las partidas de su cuenta. Que por lo que res- 
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peda á las seis partidas, valor de los carros, el saldo do 
1,09*1$ solo es exigióle el 28 de Febrero de 1871. 

Que estando conformes el comprador y vendedor sobre 
la cosa vendida y el precio, el contrato ha quedado per- 
feccionado; pero que además se ha consumado por la 
entrega de la cosa. 

(Jue si ha manifestado su disconformidad con algunas 
partidas de la cuenta de f. 17, es porque convinieron en 
que el interés seria de uno v cuarto, secón lo iillrma 
Cordón iz en su caria de f. lli. y que no está en arbitrio 
di' e^le niM,¡j|¡c,ir ¡-I convenio, Y cniirluv' rroon viti lumln 
al actor por la cantidad de 7óli £ 8l) es., üllima partida 
de la referida ..menta de f. 17, importe de (leles de mer- 
caderías que trajo del ({osario pon los misinos carros. 

Corrido traslado do la reconvención, ni demandante 
contesta que esa partida por fletes está alionada en cuenta 
corriente que ha pasado al demandado y que corre en 
autos. 

La causa fué recibida ;í prueba. 

^ considerando : Que la entrega de los carros fué 
hecha á Cano en el Uosario de Sanla-Fé en Enero del 7:í, 
como lo afirman las parles de fs, 38 y 40 vuelta ; v se 
prueba también por el conocimiento de la carga que trajo 
Cano en los mismos carros, y que corre á f. !í™, 

Ij'ie en esa época convinieron que el precio de los 
carros que ¡na pagando en frutos del paN, como confiesa 
Caño á f. 31, á la primera pregunta de las posiciones de 
f. 27. 

Que con posterioridad Cordón iz exijió el pago al con- 
tado ó que se lo garantizase el vítor, y concedió el plazo 
de un ano como es de ver^e á fs. ¿7 y .'il vuelta. 

Que el demandado no ha prohado que la concesión del 
plazo fuese sin garantí,» alguna, pues contra este a corlo 
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están sus declaraciones citadas, y aunque dice que mas 
lardo lo fueron en tremados los en n os bajo su sola respon- 
sabilidad, es do notarse que la entrega tuvo logar algún 
tiempo antes, como se establece en el l ü considerando; 
y por otra parte la circunstancia do halarse ofrecido do 
fiador I». Julián llulriguez, mino confiesa Cano ala §fl 
.posición á i. ;jl vía., prueba la exqeriria .lo una garantía 
por parle do GordoniiE. 

Que esta exijmeia está de acuerdo enn la disposición 
Helad. 17, til. I", Ser. i\ Lili, d", Código Civil, donde 
se establece que en las obligaciones í\ plazo ó de tracto 
sucesivo, e¡ acreedor que no exijiÓ lianzas al celebrarse o! 
contrato pndrá cxijirla, si después do celebrado el deudor 
se liieicse insolvente; y consta que Gordoniz esijió una 
garantía en Mar/o [1 riel presente año ; es decir, cuando 
ya había ten id. i lugar el incendio de la casa de negocio de 
Cann y del granero y triaos acopiados, l-Ybroro rf-1 mismo 
año, cuyo accidento disminuye la responsabilidad del de- 
mandado en el sentido de la dispnsiemn rilada del Código. 

I'or estas consideraciones, fallo, que el demandado está 
"Migado ó dar lianza por el valor de los carros, ó en su 
defecto á pagar el [.recio, ó devolver los carros, lo que 
deberá verificar en el término de diez días. 

Y considerando por lo que respecta á la reconvención : 
'pío la partida de 7ÓI1 ,\* Sí) es. está abonada en cuenla 
nirrienle presentada por el mismo Cano á f. 17. ÍW 
esta circunstancia, como la de haber st4o conducida fa 
''■'inga en los mismos carros, cuyo precio aun no ba sido 
pagado; prueba sufieicnteinenle que el pago de llctes 
debía entenderse en la cuenla corriente y no inmediata- 
mente ,|o recibida la carga, eo asegura la paite de 

Cano. 

Róp estas consideraciones j de acuerdo cr.n lo dispueslo 
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en ol art. 7íi, inciso lo, deí Código de Comercio, aplicable 
por analojía, absuelvo á íí. Joaquín Gordoni* de la reeon- 
venc.on. Repónganse los sellos, y en oportunidad nrchí- 
vese. 

Juan C. Álbarracin. 

Cano apeló y concedido el recurso libremente, expre- 
sando agravios ante la Suprema Cnile dijo : que debía 
revocarse el auto apelado y hacerse lugar á la reconven, 
cron ; que resultaba no haberse est.pulado garantía, la 
que se pidiú después dei incendio do su casa ¡ que no 
estaba probado su estado de insolvencia ; que Gordoni/ 
debía considerarse como un comisionista v que la ley co- 
mercial art. 3K1 prescribe que se reembolso el dinero 
adelanlado por el comisionista al conla.lo salvo estipula* 
cmn contraria; que en el caso había la estipulación del 
plazo y Gordoniz no podía alterarla; que respecto ¡í la 
reconvención era inadmisible la compensación en cuenta 
corriente de su crédito de fletes que no tenia plazo, con el 
de Gordoniz que aun no era exijible. 

Corrido traslado pidió Gordoniz fa confirmación de la 
sentencia. Dijo que eran tan claras las constancias de autns 
V tan sólidos los fundamentos de la sentencia, que con- 
sideraba inútil agregar una sola palabra en defensa do su 
«nidenle derecho. 



Fallo de I» «uprrmft rorte. 



lluenos Aires, Nuiiombre i ,| c |h:;l 
: por sus fundamentos se confirma, con costas, 
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el auto apelado fie foja cincuenta y una vuelta; y satisfechas 
estas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Fuancjscü Deu;aíjo. — José Hahhus 
Pazos. — J. JJ. Gorostiaca. — J. 

UOSIINGL'EZ. 



CAUSA CXXXVI 



Los Sres. Paals y C\ contra el Fisco Nacional, 
sobre apelación de una resolución di- 
ta Aduana. 



Sumarte. - i* El administrador de la aduana juzga como 
administrador y no como juez y puede á pedido de las 
partes reformar válidamente sus resoluciones. 

2» Por consiguiente en el caso de haberse pedido 
reconsideración de una resolución do la aduana, no corre 
el término para apelar ante el Juzgado de Sección, sino 
después del decreto quo so dicte ¿obre la reconsidera- 
ción. 



FALLOS DE LA SITIIE3IA CdllTE 



íí° Concedido el recurso de apelación por el adminis- 
trador de la aduana y no habiéndose apelado de esta re- 
solución, el deber del Juez de Sección es resolver sobre 
el fundo del auto apelado y no averiguar si la apela- 
ción se ha interpuesto dentro ó fuera del término Je- 
gal. 

— Sr— — 

Caso. — Paats y C* pidieron á la aduana el despacito 
de un cargamento de aguardiente venido á su consigna- 
ción, manifestando cascos con 39,000 I i iros. Re- 
sultó qiu los cáseos con ten i un fl.h'87 litros y el admi- 
nistrador de Herí tas en Julio íll de I87ÍÍ declaró caído 
en comiso al exceso. Paals y O pidieron reconsidera- 
ción y habiendo el administrador en Agosto 11 de 187;í 
con li miado el anterior fallo, pidieron la entrega do su 
espediente para hacer uso del derecho de apelar. Entre- 
gado el espedí eilte ocurrieron al Juzgado Kedi-ral pidiendo 
se les señalara termino para es presar agravios, MI juez 
dio vista al Fiscal quien, formando articulo de previo 
pronunciamiento, pidió no so hiciera lugar al recurso con 
arreglo al art. I|:>1 de las Ordenanzas de Aduana. |)ijo, 
que la resolución de ln Aduana fué notificada á Paats y 
O en :il de Julio : que estos pidieron reconsideración 
dejando vencer el término lijada p..r el arí. 1 MÍO de las 
Ordenanzas de Aduana para deducir apelación; qm> no 
Ilay ley alguna que establezca el recurso de reconsidera- 
ción y muelo) menos que suspenda por esta los términos 
fatales de la apelación. 

Conferido traslado, Paats y O contestaron que no debía 
hacerse lugar al articulo ; que la practica de la adminis- 
tración es aceptar ó no la reconsideración de sus reso- 
luciones, que en esta práctica no hay violación de ley 
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alguna porque ninguna ley la prohibo y que por con- 
súmenle el argumento del Fiscal faltaría de base no pu- 
diendo demostrarse que no esta" en las ;ilr¡ luiciones del 
administrador reconsiderar sus resoluciones; que además 
la administración procede administrativamente y en sus 
tallos no hay propiamente instancia. 



rullu del Jim»x »*rri«iial 

lineaos Aires, Setiembre 1ó de i 873. 

Y vistos ; resultando, que los Sres. \Y. Paats y O, 
no se han presentado ante el Administrador de Aduana 
dentro del término míe indica el articulo i 130 de las 
Ordenanzas, dé acuerdo al t!3l de las mismas, no há 
lugar í'j la apelación que se interpone ante este Juzgado 
de la resolución de f. O vía., y en su consecuencia, de- 
vuélvanse los autos, previo pa ft 'o de costas y reposición 
de sellos. 

Andrés (Jgarrüa: 

l'anls y O apelaron y concedido el recurso en relación 
y elevados los autos á la Suprema t'orte, esta diú vista 
al Sr. Procurador General quien ta evacuó diciendo que 
se dehia revocar la sentencia apelada y mandar al juez 
que mandara es presar agravios al apelante ; que estando 
concedido el recuiso de apelación por el administrador 
\ no habiéndose apelado de esta resolución, el delier del 
.luez de Sección era rc«dver sobre el fondo y no ave- 
riguar si la apelación hahia sido interpuesta dentro ó fuera 
del termino legal; (¡uc además habiéndose interpuesto esta 
dentro de los "> dias del último auto, dehia considerarse 
que estaba en tiempo ; que la administración juzjja adnu- 
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nistraltvamente y muchas veces reforma válidamente sus 
sentencias á petición de las partes ; que siendo legal el 
recurso de reconsideración, la parte no ha podtdo apelar 
ante e) Juez de Sección sino después de confirmada por 
el decreto de lt de Agosto la resolución de ai de 
Julio. 



r*ll» de I* ftuprem» Corle. 



líuenos Aires, Noviembre C de 1873. 

Vistos: de acuerdo con lo espuesto y pedido ñor el 
Señor Procurador General en la última parte de su pre- 
cedente vista, so revoca el auto apelado de foja veinte y 
"ele, y satisfechas las costas y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

Khaxcisco Delgado. — José ÍUit- 
ROS Pazos. — J. B. Guuostiaga, 
— J. Domínguez. 
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CAUSA CWX1H, 



11 Julio M. U, f ,s t rmtra //, José Finet, sobre res- 
tition de emirato, cubra de alquileres é in- 
demnización de daños ¡j fierjun-hs. 



Sumario. — La Suprema Corto no conoce en grado do 
apelación en las causas menores de 200 £ Ftcs. 

Caso. — D. Julio M, Joñas argentino demandó á I). 
José Imet español pop rescisión de contrato ile arrenda- 
miento de una casa de mi propiedad que Finct había 
a l»ando nado, arrojúndolu la llave en el palio y pur cobro 
do alquileres, 6 indemnización de daños y perjuicios. 

Corridu traslado, contestó Finel r[ue el contrato había 
quedado rescindido por haber Tallado Junas á sus obli- 
gaciones ; que por consiguiente no tenia derecho a exi- 
fc'ir el cumplimiento y su demanda debia rechazarse cun 
cosías. 

■ 

rallo del Juez «Ip fteeeion. 

Buenos Aires, Octubre 1 de IHT3. 

Autos y vistos : J)e común consenlimiuntu de parles, 
T - v - 1H 
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declárase rescindido el contrato de arrendamiento cele- 
brado entre 1). Julio M. Joñas y D. José Fínet, corriente 
á f. la, y en cuanto a\ los arrendamientos vencidus que 
se cobran, habiéndose guardado silencio por el demandado 
respecto ú este punto, lince estos por reconocidos, de 
acuerdo al nrt. Ku de la ley do procedimientos; en su 
consecuencia, se declara que D. José Finct debo abonar 
á II. Julio M. Junas la suma de $ f8(>Q m/c. importe 
del arrendamiento á razón de $ 1000 mensuales, en el 
mes y 2G días que van corridos desdo el 20 de Julio, 
en que se lia dejadn de pagar, y 23 de Setiembre en que 
se entablo la demunda por rescisión, cuyo cantidad deberá 
deducirse de los $ 2000 m/c. que, como garantía, que- 
daron en poder del demandante, según consta del con- 
trato, y devolviéndose lo domas al demandado ; quedando 
á salvo las acciones de 1). Julio M, Joñas para pedir 
lo que crea conveniente, respecto a' la indemnización de 
daños y perjuicios que le hubiere causado por destrucción 
ile la finca, y debiendo cada una de las partes pagar las 
costas quo les son relativas. Repónganse los sellos. 

Andrés Ugarriza. 

Joñas apeló en relación diciendo que los alquileres 
se debían basta el dia de la sentencia y que no pudian 
pagarse sobre tus ÜOIIO $ depositados en garantía de la 
manutención de la casa ; quo el juez debia fallar también 
sobre la indemnización pedida y ponerlo en posesión do 
su propiedad. 

Kl Juez concedió la apelación en ambos efectos y 
Joñas pidió ante la Suprema Corte se pasaran sin mas 
trámite los autos al relator por haber sidu en relación 
la apelación interpuesta. 
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rallo de ln Suprema Corle. 

Buenos Aires, Noviembre de 1873. 
Vistos : con arreglo n lo dispuesto por ol artículo cuatro 
de la ley .lo catorce do Siembre de mil ochocientos 
sesenta y tros sol>re jurisdicción y competencia de los 
twtoaíea nacionales, devuélvanse prévjo pago Jo uostas 
S caigo del agíanle y repusicion de sellos. 

Francisco Deigadq. — José Narros 
Pazos. — J. lí. Coküsoaüa. — J. 

ÜüMtSCL'íiZ. 



CU HV (WWlll. 



1> Víctor Sauz eonim Da. Mercales Cueto de Pim, 
por cobro ejcvnta-o tte pesas. 



Sumario. — i Las deudas contraídas un nombre pro- 
pio por los herederos ó administradores de una testa- 
mentaría, no pcrU-necen h esta y no escuiaü á los deudores 
de responder en un juicio particular separado del juicio 
universal de la tutamen taria. 



FALLOS LE LA SLTUEMA CUltTE 



2" Reconocida la (¡roía de un instrumento privado, 
queda también reconocido el cuerpo del documento, y 
tiene fuerza de instrumento público, si no se justifican 
Jas excepciones u pues tas do falsedad é inhabilidad del 
titulo. 



Caso. — Reconocidas por D\ Mercedes Cuelo de Picol, 
á pedido de U, Viclor Saus, las Urinas de dos puyares, 
puro negándose por ella su contenido, Saux la demandó 
ejecutivamente por la cantidad de |250 $ i',, importe total 
de dichos pagarés. 

ICI Juez ordenó ei pa^o y se lícvó adelanto el juicio 
ejecutivo hasta la citación de remate. 

Citada de remate, opuso ka demandada las excepciones 
de incompetencia del Jugado y de filsedad é inhabilidad 
del título; dijo rpju el bu. pie Heredes, en cuya repara- 
ción dubtau invertirse las cantidades que figuran recibidas 
en ios menciona dos pagares, fué eum prado en vida de 
su es puso, y que el presente juicio debía deducirse con- 
tra ta testamentaria de este y no contra ella perso- 
nalmente ; que el primer pagaré n« era cierto sinó por 
una pequeña suma, y el segundo era falso en su con- 
tenido. 

Conferido traslado, contestó Saux que debían recha- 
zarse las excepciones opuestas ; que el Juzgado era com- 
petente puique S.iun lütbia contratado con la demandada 
y no con la testamentaria ; que lus documentos estaban 
reconocidos y no estaba pro hada su falsedad. 

El Juez llamó á prueba sobre las excepciones do fal- 
sedad ó inhabilidad de lus títulos. 

Producidas las pruebas de una y otra parte, presentado el 
alegato por el actor y oido el informe in toce de la 
demandada, se dictó el siguiente 
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Fallo del Jim / de Hereíaii 

C&wíenics, .lanío -2S .Iií ík::j. 

Y víalos : estos nulos ejecutivos seguidos entre Ü, Al- 
fredo Lnfl'inl, apoderado de IK Víctor Saux y D" Mer- 
cedes do Pi^ot sobre cobro do posos que esta adeuda 
á aquel ; con las pruebas producidas \ ]o espuesto por 

Y considerando: 1" nuc eifcaila de remate la señora 
Gucto de Picol lia opuesto la rxnrpeinn de falla de juris- 
dicción en osle .Ic/^ado, por cuanto bis pagarés en virtud 
de los cuales se lia despachado la ejecución, espresan 
que el dinero suministrado por Saux ha sido para gastos 
y composturas del paladín l/Vrn^w, que fué comprado 
en vida de su esposo, cuya testamentaria no está aun 
liquidada, y las de falsedad tí inhabilidad de luí títulos. 

2" Qne por lo que respecta á la primera, este Juzgado 
rs competente para entender en esta causa, puesto que 
so trata de una deuda con traída por la señora de Pioot 
en su nombre particular, y im como administradora de 
los liienes de la testamentaria de su esposo, aunque haya 
i n ver hdn ese dinero en la conservación de dichos bienes, 
lo que le daria acción para reclamarlo en el juicio do 
testamentaria, pero no la escusa tic responder en un 
juicio particular separado del universal pur la deuda con- 
traída, pues á este solo corresponden las deudas del di- 
funto y no las de los herederos ó administradores que 
contraen en nombre propio. 

3* Qne jl señora Cuelo de Picol no ha probndo las 
excepciones de falsedad Ó rnlmbiÜdaá de ¡os títulos, pues 
los lesivos solo aseveran que ella pagaba ú los que 



202 K.U.UÍS fiK L A SfI'RF,MA O WIK 



ijaban en ta compostura del buque y que sacó di- 
nero prestado íi oirás personas para este objeto; pero 
de oslo no se sigue que los pagarés lirmados y ^co- 
nocidos por ella á favor de Saux .sentí falsos, puesto que 
no se dice cu olios cnanto eos tú dicha cum postura, ni 
si Saux hacía bis pagos personalmente con su dinero ó 
ín prestó ú la ejecuta. la para que ella lo i n vertiese en 
el buque, debiendo por lo lanío presumirse que la 
deuda reconocida á favor de Saux es cierta, tanto mas 
cuanto que el hecho de haber sacado dinero prestado a 
Oirás personas para la compostura nada prueba, pues 
que ese dinero ha podido ser invertirle en otros objetos. 

*° Que Befüj) el arl. 15, titulo « Uc los instrumentos 
privados i del Código Civil, estos tienen el mismo valer 
que los instrumentos públicos una vez reconocidos, y 
según el 17 del raisnio titulo, hasta que se reconozca 
la lírma para que el cuerpo del dncumenlo quede tam- 
bién reconocido; de donde resulta que aunque la Sra, 
Cuelo haya negado el rmitenido del documento de f. i, 
habiendo reconocido su firma, aquel tiene tuerza de ins- 
trumento público, y seria preciso que hubiese justificado 
algunas de las excepciones opuestas para desvirtuar su 
fuerza ; pero las pruebas producidas no consiguen este 
objeto, ni se ha intentado siquiera justificar que ¿folio 
documento fué sustraído por la esposa de Saux contra ta 
voluntad de Ja ejecutada, como io ha alegado. 

I'or estos fundamentos , definitivamente juzgando, falh, 
y declaro que U* Mercedes C, de I'ieot no ha just id- 
eado las excepciones deducidas en el juicio ejecutivo; y 
en su consecuencia se le condena al pago de láütl f. 
con los intereses del 1 <> (J mensual desde la demanda, 
que resultan de los pagarés reconocidos corrientes á ts. :j 
y 4 de los autos, y llévese adelante la ejecución has la 
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l'I pago fío la deuda, intereses y cosías causadas y que 
so causaren. Hágase sabor y repónganse los sellos, 

Carlos Luna. 

La demandada apeló y se le concedió el recurso libre- 
monte. 

Llevados los autos á la Suprema Corte, Saux pidió 
se mandara pasar los autos al relator por haberse de- 
ludo conceder el recurso en relación con arresto á l\ 
expresa disposición del art. 305 de la ley de 14 do Se- 
tiembre do istia. 

js los autos al relator, se dictó el siguiente 



Fallo de la Suprema Corle. 



Muenos Aires, Setiembre i:i de 1N73. 
Vistos : Por sus fundamentos se confirma con costas 
l¡i sentencia apelada do foja óchenla y nueve; satiste- 
etus y repuestos tos sollos, de vuelvan se. 

FitANCisco Dklgaimj, — Josk FUnnos 
Pazos. — .1. B. Cüíiostjal.a. — ,L 
Domínguez. 



FALLOS DE LA SLTREllA CORTE 



Los Sreis. Telfener y C\ contra ÍK Jase de la ficta 
sobre apropiación de un campo. 



Sumario. — No mejorándose el recurso en el termino 
<ie U ley, se oYel.ru desierta la apelación á la primera 
rebeldía que acuse el apelado. 



Cato. -En los autos seguidos por los Sres. Telfener 
y C% empresarios del forro-carril .i Tucuman, cunLra I» 
José de la Reía s.d.re espropiaeion de un campo, á es- 
crilu presentado por aquellos acusando n.d.eldi.i .'■ JU ta 
por no Imber mejorado el recurso de apelación, se dicló 
el siguiente 

r *"° d «* »* *"pr«-iun Corle. 

Huenos Aires, Noviembre 13 de («7& 

Par lo que resulta del preeedenle certificado v á me- 
ntó de lo dispuestü en el artículo doscentos' catorce 
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do 1,1 ley d<> procedimientos, declárase desierta la ape- 
lación ; de vuelvan so en consecuencia Jos autos, previo 
pairo de costas y reposición de sellos. 

Fuá vasco Helgado, —José Bahros 
Pazos. - J. B. Gorostíaga. — J. 



CAUSA. 



/>. Jacinta MM de IÍ0VÍra t contra la Munici- 
palidad de Hncnos Aires, sobre pago de 
cusías acraidas. 



Sumario. — Fn el c.iso de seguirse un juicio ejecutivo 
pnr el pago d honorarios de ahogarlo y procurador, no 
pueden estos cohrar al ejecutado los honorarios del mismo 
juicio ejecutivo, porque gestionan ellos por su propio 
crédito y porque asi ya es de practica. 



Caso. — Condenada la Municipalidad de Buenos Aires 
en los aut .s seguidos contra ella por h. Jacinto Pebres 
de ftovira sobro despojo, fueron regulados los honorarios 
del ahogado y procurador de Iíovíra, y desechada la opo- 



StiU 
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sicion del procurador municipal se libró contra él el 
correspondiente mandamiento de ejecución. 

Seguidos los autos ejecutivos hasta los avisos <le venta 
de una casa de la Municipalidad, so pagó por ci procu- 
rador municipal el importe do diclios honurarius y se 
levantó el embargo 

Kl l)r, Palacios abogado y d Sr. Casanovas procurador 
de Pebres de lloví ra ocurrieron en seguida al Juez de 
Sección pidiendo contra la Municipalidad el pago de los 
honorarios y costas acrecidas que habían tenido lugar 
en el juicio ejecutivo. 

Hecha saber la regulación do estos honorarios el pro- 
curador municipal se opuso á su pago. Dijo que en 
el juicio ejecutivo Palacios y Casanovas habían gestionado 
por ellos mismos como acreedores de la Municipalidad 
y no habían ejercido el rol de abogado ni de procura- 
dor 

Kl juez llamó las partes í juicio verbal en el que Ca- 
sanovas libró al juzgado la solución del incidente. 

Fallo 'del Jurz Seccional 

BtWDOfl Aires, Octubre 10 de 1H73. 

Y vistos : oidas las partes en juicio verbal y por los 
fundamentos espuestos en el escrito de f. 273 que es 
además la práctica observada por los tribunales en casos 
iguales, no há lugar al pago de las acrecidas reguladas á 
f. M vía., y hágase saber, reponiéndose los sellos. 

Vgarrisa. 

Casanovas por Febres de Hovira apeló, y concedido el 
recurso en relación, so dictó el siguiente 
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tullo I» Huprrilin < «rtr. 

Unenos Aires, Ntivu'inbre ir* ile 1813. 

Vistos : por sus fundamentos, se cnnfinufl con costas 
el ;into apelado de foja doscientos setenta y seis y satis- 
fecha s y repuestos los sellos, devuélvanse. 

FnANcisco Delgado. — José Bamios 
Pazos. — J. B. GurtuáTiACA.— J. 



Dan Jacinta Casannras contra ¡a Municipalidad de 
Buenos Aires, sobre Urantamiento de a 



Sumario, — t" Las resoluciones judicinles no tienen efecto 
sitió contra las partes en litigio y no puede ex tenderse 
su acción á otras que no lian intervenido en noto tire 
propio t l o el juicio. 

2" El juicio promovido por quien compró á un concurso 
sobre ejecución de la compra, es un incidente dei juicio 
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de concurso y por consiguiente. m<> puede ser sometido ol 
conocimiento do los Tribunales Nacionales. 



Ca,™. — Kn un juicio seguido por ] a Municipalidad de 
Buenos Aires contra l>, Jacinto l'.lir,^ de Kovira pobre 
cobro tic posos, se mandó suspender ó pedido úv\ l'iocu- 
rador Maniripnl el corle de los árboles en los « Campos 
Elíseos » de Pal entio. 

D. Jacinto Casa novas pidió se .li jara sin efeelo dicha 
suspensión. Ilij t , fJtt e los árboles no pertenecían á tUira 
sinó ,-] en v.rlud de compra que halfó hecho en público 
remate de lorias las existencias de tos . Ha ni pos Elíseos » 

Corrido trasladn, el Pragürador Municipal pidió que el 
juzgado so declarara incompetente por haber comprad.» 
Casanovas a! concurso do la Sociedad tCampos Elíseos ■ * 
y por ser la entroja de ]..* oléelos comprados por él un 
inciiier.te del juicio de concurso. 

Conlcndo traslado, de la orticuíaciOrt, Contestó Casaim- 
vns que debía rechazarse; que no se trataba de un inci- 
dente del eoncurso ; que el pedía se dejafa sin efecto un 
nulo listado por el Juez de Sección y uo podía dirigirse 
sino al mismo Juez .¡uo gol.» p,„lu revocar sus propios 
autos. 

Folio del Jim-, Krrrioniil 

Biieiws Aires, Mv&m ti -le 1x7:1. 
Y vistos estos aillos en el incidente sohre competencia 
deducido por el Procurador .Municipal en la demanda pm- 
o.ovida por h. Jacintn t;¿isaimvas para obtener so deje sin 
,1, ' rt " , l ''¡'d 'do ¡i t i 1 del IVoeiirad.tr Municipal, 
en el juicio que osle stguft contra Mires de lioura, impi- 
diéndote la corta do árboles que se denunciaba por el 
escrito de í. AH de los autos con ÍUvira que es al que 
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se re fu* re el auto cita fio, "considerando: l" (Jtje las re- 
soluciones judiciales solo U L *rmi duelo contra las partes 
en litigio sin que pueda esleuderse su acción á otras que 
nu han intervenido on el juicio. -' (Jue en este caso el 
auto en cuestión habiendo sido dictado cu un juicio en 
que no es parle Cisanuvas por derecho propio y si sola- 
mente cojijo apoderado de Honra, no lo Comprende la 
prohibición que . ■íitiene el atilo rilado al ime ha sido 
dictado contra II y en el concento de quo era este 
cuntía quien se dirigia ta denuncia de] Procurador Muni- 
cipal, 'M íJiig por los documentos que lia presentado Ca- 
sanovas se pune de manilieslo que sus derechos los deduco 
de su calidad dt- comprador «le his trueles y demás exis- 
tencias de la soeird.id t (lampos Kliseos * en remate pú- 
blico autorizado por <d Jim/ dH limu uní de dicha sociedad. 
4" (Jue en osle concepto el nuevo juicio ;'i que dá lugar 
este hecho entre el Procurador Municipal corno represen- 

lanfe del ndmirn>li';idor de !<>s l< rtvrn s de |'a¡. ¡ prvtrn- 

di endo pertenecer á ellos los árboles que so encuentran en 
su suelo y Casa novas que se dice comprador de ellos al 
concurso de l.i sm ir<Lnl * (!ampus plíseos » es un ¡nei- 
denle del concurso, por cuanto deducir los derechos que 
ciirrespondcn á Casanuva, ses indispensable conocer v junar 
lns que correspondan á su causante al concurso. V .V (^ue 
dados estos antecedentes es el caso de aplicación del art. 
la, inciso 1", de la ley sobre jurisdicción y Competencia. 

IV eslos fundamentos, Cilio, declarando no compelen lo 
la jurisdicción de este Jugado para v\ nuevo juiciu ini- 
ciado por I). Jacinto C.asanovas dejando en toda su fuerza 
el auto de f. \X dentro de los limites legales que le cor- 
responden, ocúrrase por el demandante á dundu corres- 
ponda llágase saber y reponíanse los sellus. 

Andrés Utjarr'tza. 



270 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Casanovas apeló y concedido el recurso en relación, se 
dictó el siguiente 

Fallo é> 1* Suprema Corte, 

FJuciios Aires, Noviembre !5 de 1873. 
Vistos; por sus fundamentos se confirma con costas eJ 
auto apelado de laja veinte y dos vuelta ; satisfechas y re* 
puestos los sellos, devuélvanse. 

Francisco Delgado. — José Baiuios 
Tazos. — J. B. CokoStiaoa. — J, 

ÜÜSIINGLEZ. 



CAUSA CXLII. 



El Procurador Ftscal contra I). Salvador Mendij, por 

cobro tk derechos. 



Sumario.— i n Los ríos arlieulus 27!) y Sur» de Ja Joy 
de procedimientos nacionales sobre el recurso de apela- 
ción contra la sentencia de remate, establecen que este 



üe justicia nacional 

sea solo en relación, aunqno con suspensión do los pro- 
cedimientos por parte del juez a quo. 

2" En dichos recursos no pueden presentarse alegatos, 
y solo queda íntegro á las partes el derecho de la de- 
fensa oral al tiempo de verse la causa. 




a por 



Caso. — Rechazada la 
el Procurador Kiscal contra 1). 
cobro de derechos, el Procurador Fiscal interpuso m 
de apelación, que so Je concedió por el Juez de 
en ambos efectos. 

Elevados Jos autos á la Suprema Corte, 
cando el art. ai>5 de la ley de procedimientos nacio- 
nales, pidió y obtuvo que pasaran los autos al relator. 

El Sr. Procurador (íeneral reclamó del auto mandando 
pasar los autos al relator, y pidió se le permitiera es- 
presar agravios, fundándose en el orí. 270 de 



Fallo «le la Suprema Corle 



Buenos Aires, Noviembre 20 de 1S7J. 

Considerando que, si bien por el artículo doscientos 
setenta y nuevo de la Ley do procedimientos, se dispone 
que la sentencia de remate es apelable en ambos efec- 
tos, por el articulo trescientos y cinco, destinado ú es- 
tablecer la forma de di dio recurso, se prescribo quo 
una vez elevados los autos, se dará cuenhr-en acuerdo 
y se mandarán pasar al Uelalor, agregando en el si- 
guiente, que nn debe admitirse en la Suprema Corto 
escrito alguno de alegato, lo que equivale á decir que 
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lio debe sor libremente, sino solo en relación: qua lo 
dispuesto en el articulo doscientos setenta y nueve ha 
sido ya cumplido desde que el Juez de Sección ha pa- 
sado los aulus a" este Tribunal y suspendido sus proce- 
dimientos, que son los dos electos legales del recurso 
á que se refiere dicho artículo y que se designan gene- 
ralmente en la práctica con Lis espresiones i en ambos 
efectos», y pop el auto He trece del corriente no se ha 
hecho otra cosa que ordenar el cumplimiento do los 
otros artículos antes citados, quedando al Ministerio Pú- 
blico, si considera conveniente, impugnar los fundamentos 
de la sentencia apelada, el derecho do hacerlo oralmente, 
al tiempo de verse la causa, con arreglo al mismo arti- 
culo trescientos y cinco, do ha lugar al presente recurso 
y estése ú lo proveído. 

Francisco Hlu;aiu». — José Haimos 

PaühS. — J. u. (jUHOSTIAGA. — J. 
DOMLNCLEZ, 
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Ü. Francisco Dentales, con ll. Vicente Manives, 



Sunutrb. — I". Se supone que es administrado? leg-al 
de un establecimiento de campo la persona que aparece 
cuino tal con conocimiento dt?l propietario. 

Sun legítimos los pa¡,'os hechos ¡i eso adminis- 
trador por pastajes del establecimiento. 



Caso. — En 17 de Setiembre de 1872, J>. Lino Pa- 
checo apoderado üe Ü. Francisca Javier (teníales se pre- 
sentó ante el juez de sección de Mendoza esponiemlo : 
(Jue en Julio de su representado compró la es- 

tancia de Chillante, recibiendo la escritura h. Juan Vicente 
Mira quien lunió posesión por el comprador, rédenle en 
Chite, por cuya razón ignoraba que la estaba ocupando y 
usufructuando con una crianza de animales, U. Vicente 
Munives ; fj ne cuando tu vu noticia de este hecho, díó 
sus órdenes ¡í su sirviente l'jlar Amaya para que recabara 
de Munivos, desde lu fecha de la compra, los arriendos 
y talages correspondientes; que Munives se excepcionaba 
r, v. . J*j 
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diciendo que había pagado y seguía pagando á Amaya 
hecho cúmplela mente iiiuxactu» pues solo lo habia pacido 
25 pesos anuales pot el cuidarlo y administración de los 
animales, —Que habiendo Munives ocupado el Tundo por 
tí años consecutivos con un número de hacienda no 
ménus Je 300 al precio miniino de un peso al a ñu por 
cabeza, lo demandaba por la su ni a de WfiOQ pesos y las 
cosías del juicio. 

Acompañó á la demanda la escritura de propiedad, 
Corrido traslado, I). Agustín rerreyra por Munives con- 
testó que su representado nu liabia ocupado nunca el campo 
á que se ritiere la demanda, sinú desde Abril de 1871 
on que lo lomó en arrendamiento, según la escritura 
pública ijuu acompaña, en la cual consta que en esa fecha 
Bernales entrega á Munives el campo por el término de 
8 anos bajo las cláusulas y condiciones que se espresan, 
entre las cuales liay una por la que Munives se com- 
prometió ú sembrar 21 1 fanegas de trigo todos los años, 
dando Heñíales la semilla, 

Ouc el da mandai de jamás tuvo otro encargado en el 
campo que Pilar A. naya quien lo administraba, ya arren- 
dando, ya recibien lo animales á talaje y percibiendo los 
frutos como suyos propios, que Munives, como uno de 
tantos, también había puesto sus animales á guarda pagan- 
do como los demás; que sus animales no habían alcan- 
zado nunca al número que se espresa en la demanda, ni 
tampoco en las lechas á que se rdicre. — Ouu la escritura 
acompañada contradice la demanda, pues en ella consta 
que en Abril del 71 el mismo Bernales entregó el cam- 
po á Munives, y no se entrega lo que no se tiene, á lo 
que se agrega que la demanda es hasta Julio del mismo 
anu . — pidió se rechazara con costas la demanda. 
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Admísm, conlradcmandó ,, ur 20 ^ ,, c lfi , 
«Wido telado Jc ln ,. t . c „ nve „ t . |n , 
En solida „„ fm , a cau 

«J« r 94- rim-iteií ] * J£ m,il 1 "ocspriísa la cuanta 

1 ,u íü »«pwwp eo ose contrato 
Con Ja prueba producida se dictó el ^ 



del j iars a wi0llli 



Mendoza, Mayo u de isTrí. 



' *•* »« 

Vicios : I). Lino l'aoheco con po dor do I) Franoi.no 
4 ■ r" 1 " 1 "' ^ *** Je tal, s 

! do !,!;:;::;;. * w j *■ «** ?■ * » 

1-1-, >, andándolo, ya .ciando 
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á varias personas» y que á él le tuvo algunos anima- 
les do crianza, los que jamás ascendieron al número que 
asegura el ador, y que por olios pagó el estipendio que 
con venia con Amaya. 

Niega haberlos tenido desde la fecha y épocas á quo 
so refiere el demandante y concluye reconviniendo á este 
por 20 fanegas de trigo a pesos ii fanega, que Bernalos 
está obligado á entregarle por contrato y quo no le ha 
entregado, y ademas por la cantidad de pesos 30'J según 
so detalla en una cuenta que ha presentado. 

Corrido traslado de la reconvención, la parte de üerna- 
les se limita á desconocer los valores porque se lo recon- 





La causa fué recibida n prueba. — Y considerando. Une 
el demandado ha probado con las declaraciones de Do- 
mingo Alarcon f. 73 vla. f José M. Toledo f. 
Nicolás Laurel f. Sti, Amaro Alvarez t 90 vía. 
, Í 150 vía,, Hipólito Barros f. litt vta. y Vi< 

f. 128, que l'ilar Amaya estuvo siempre encargado de la 
csUncia denominada Chillante, que él contrataba los tala- 
ges, recibía los animales y el precio del pastage y que 

varios de los declarantes, siendo repu- 
todos como el único administrador. Que estas 
corroboradas por al contenido de la 
cariado f. lio 1 reconocida por (témales, en cuya carlu 
supone este que Munives puede tener animales en ol fundo, 
y habla de Amaya de tal modo como si fuese ol admi- 
nistrador, y ademas, en las posiciones absueltas á t 1 1 ti 
á la 15* pregunta, confiesa Berna les que las labranzas y 
mejoras que hay en la estancia fueron hechas por I'ílar 
Amaya, y aunque niega que se hiciesen por su orden, no es 
de presumirse las hiciese un simple sirviente ó inquilino 
con sus recursos propios. Que por otra parte, á la 18» 
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pregunta del referido pliego de f. 110 asegura el actor que 
supo que Pilar Ama ya tenia anímales á guarda ó varias 
personas y no constando que de modo alguna haya desa- 
probado la conducta dn Amaya, es bastante fundada la 
creencia de que lo autorizó á esLc oiijcto, ó por Jo menos 
de que tácitamente lo constituyó en mandatario. Qtte aunque 
Iternales ha tratado de probar que Amaya nunca fué admi- 
nistrador, ninguna fé merece el testigo Manuel Amaya por 
la contradicción notable en s is declaraciones de f. 50 y f. "¡i 
por cuya causa ha sido acusado criminalmente, y los tes- 
tigos .Magdalena (¡nnzalez, José .Marín y .losé Serda, ó decla- 
ran sobre un hecho negativo, tal que Amaya nunca fué 
administrador, ó ellos mismos aseguran que tuvo animales 
A guarda á otras personas, como es do verse á f. 48 f 52 y 
55. Que siendo Pilar Amaya el único administrador del 
fundo, como está prohado, á él debían los deudores de 
talage hacer el pago, y no al Sr. Neníales quien residía en 
la República de Chilo, y consta por las declaraciones de 
los testigos del demandado que Munives pago por ta lagos 
y cuidado do la hacienda, como todos los que tuvieron 
anímales en el Chillante, y el mismo demandante, con- 
tostando á* la pregunla lila del pliego de posiciones de f. 
110 confiesa que Munives le pago $ 55 por los animales 
que tuvo en la estancia, el año que él vino de la líepú- 
Idica de Chile, IK70. Que por otra parte, el Sr. liorna les 
asegura en su doma mía qno Munives pagaba ó Pilar 
Amaya pesos 25 al año por el solo cuidado do la ha- 
cienda, y habiéndose probado por los misinos testigos del 
actor que pagaba pesos TiO, debe creerse que pagaba tam- 
bién por lalages, muy principalmente si se tiene presente 
quo los animales nunca pasaron Je cien y que ese precio 
está on relación con la clase de pastos. Oun las cons- 
tancias anteriormente relacionadas, como el haber el actor 
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con el demandado el contrato do f. 22 sobre 
campos pertenecientes á la estancia, sin reserva alguna 
por deudas anteriores procedentes fie esos mismos campos, 
prueban suficientemente que el precio por pastage fué pagado. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo dispuesto 
en la ley l\ tít. U, [>. 3 a , art. ¡i" y So, M. fl», sec . 3*, |¡b. 2o 
Código Civil, absuelvo á D. Vicente Muníves de la demanda 
interpuesta con costas al actor. Devuélvase las cartas de l f*3 
á Olí de conformidad á lo dispuesto en el art. 25, til. 5", 
sec. 2 a del libro y Código citados. Y considerando por lo 
á la reconvención, míe el Sr. Muníves ningún 
determinado h->;epor la falta do cumplimiento del 
contrato de í. 22 por la que respecta á la entrega de 20 
fanegas de trigo y á la coseclia de la sementera y por el 
contrario á f 102 confiesa que no cobra las 20* fanegas, 
contestando á fi- pregunta de la* posiciones do f. 1(10. Une 
la \* partida de la cuonla de t UM no está suficientemen- 
te justilicatla, pues nos consta que las muías fuesen de 
propi -dad de Alunivcs y de las carias del Sr. ÍSernalcs de 
f. íir> á 9ti, resulta que lo pedia animales á flete por lo que 
es de creerse que el precio fué pagado junto con el de 
los domas animales que Muníves mandó mas tarde, dada 
la práctica en estos casos y el tiempo trascurrido, üuc no 
se ha probado que líernaJes vendióse en Chile una de la* 
molas fletadas, y en caso de haberse muerto, como con- 
fiesa esto, no está obligado á pagarla. Que no hahiendn 
la parte de Mu n ¡ves justificado contrato alguno en virtud 
del cual Ilernales estuvise obligado ¡í pagar los valores 
que representan las partidas 3\ i\ 5* y l> de la referida 
cuenta, y no siendo el servicio prestado relativo á la ocu- 
pación ó modo .le vivir del que lo presfó, deben eens 
partidas desecharse ( nrls. I 'A\ y 13B, til. fl", soe. 3\ 
fib. 2 n , Código Civil, l ^ linalmenle que de las demás 
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idas solo se lia justificado con la carta de f. 10Q 

la obligación en que está Ber- 
la mitad del valor de un medio muerto 
en su servicio sin que so liaya justificado su precio. Por 
estas consideraciones y de acuerdo con lo dispuesto en 
la citada ley primera, lít. 11, I*. 3% mandó que D. Fran- 
cisco .1. [teníales pri^ue á l). Vicente Munives, á juicio 
de peritos» la mitad del valor del macho muerto, quedando 
á aquel su derecho á salvo por el valor de las 20 fanegas 
de trigo que Munives lia confesado deberle y que el actor 
no ha comprendido en su demanda. Sin especial condena- 
ción en costas. Repónganse. 

Juan C. Alharrañn. 
Habiendo apelado Berna los se dictó este 
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Unenos Aire*, Noviembre ±1 de iftTtf. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma la sentencia 
apelada, escoplo en cuanto A la condenación en costas 
contra líe males, en cuya parte se revoca, debiendo ser 
satisl'echas las do ambas instancias, sc^un hayan sMn causa- 
lias:; satisfechas las de esta instancia y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

Krancisco Delcado. — Iosk ÍUimos 
Pazos. — .1. 11. (iiiitiisTiACA. — J. 
Domínguez, 
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CAUSA CILIV. 



Doroteo García contra [>. Pascual Rosas sobre denun- 
cia de obra nueva. Incidente sobre competencia. 



Sumario.^ i* Desapareciendo la causa de inhibición de 
un Juzgado antes de estar radicados los autos en otro, 
estos deben volver al orijinario. 

2o Las leyes sobre jurisdicción y competencia son de 
orden público ; y no expende de la voluntad de las 
partos su aplicación. 



Caso.— D. Guillermo Rodripioz, en representación de 
D. Doroteo García, estrangero, iniciú conlra D, Pascual 
Rosas, argentino, un interdicto de obra nueva en un 
edificio que se construía en la ciudad del Rosario de 
San ta -Fe'. 

El Juez de esta Sección, Dr. D, José María Zuviría, 
se declaró impedido por haber abierto opinión sobre el 
asunto, y los autos se pasaron al Juez Seccional do 
Enlrc-Rios. 

Ante este Juzgado la parte denunciada pidió se citara 
de saneamiento á su causante D. Natalio Ricardone, 
vecino de Santa-Fé. 
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Esto incidente fué resuelto por el Juez de 
por fallo de 8 da Agosto de 1H2 confirmado por la 
Suprema Corte con fecha NovicmLre 14 del mismo año, 
ordenando se hiciera la citación solicitada por 

Devueltos los autos al Juzgado de Sección, se 
exhorto al Juzgado Federal de Santa-Fe 
por el Dr. D, Fenelon Zuviría p&ra que hiciera citar 

El Juez do Santa-Fé contestó: Que el asunlo habia 
pasado al Juzgado de Entre-Ríos pc-r impedimento de su 
antecesor; que habiendo cesado ese impedimento, creia 
icitar la remisión al Juzgado á su cargo 




De esta contestación se corrió vista al Procurador 
Fiscal, quien espuso: Que el Juez do Santa-Fé no ha- 
bia debido dictar de oficio la providencia a" que se 
refiere su nota; que además estando radicado el asunto 
en el Juzgado do Entre- Ríos, ya no podia salir de él 
sea cual fuese el motivo que lo hubiese llevado á él. 

El Juzgado, para mejor proveer, dio vista á las 

D. Eloy Escobar, en representación 
adhirió al dictamen del Procurador Fiscal, 
la remisión de los autos al Juzgado de Santa-Fé solo 
daria lugar á mayores perjuicios y demoras en la sus- 





D. Miguel J. Malarini, por Rosas, espuso: que los 
remitirse en virtud de las razones aduci- 
do Saüta-Fé á lo cual dehia agregarse 
que siendo Ricnrdorio el obligado á contestar la deman- 
da y residiendo cslr individuo en el Rosario, ante el 
Juez do osa Sección debía seguirse la causa. Que no 
es exacto que el juicio esté radicado en la Sección de 
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Entre-Ríos, pues que la demanda no había sido contes- 
tada a* causa del incidente sobre saneamiento. Que los 
aulos habían pasado por una escepcion al Jugado de 
Entrc-Rios, siendo de jurisdicción originaria del de San- 
ta-Fé; y que habiendo cesado la causa del impedimento 
debían volver los aulos al Juez originario, 

r«ll*> drl Juez d> Hetrinn 

Paratú, Setiembre 10 de 1813. 

Considerando : que aun en el suplios' \ de que el 
Juez Seccional de Santa-Fe no pudiese gestionar de 
oticio su competencia para conocer del presente asunto, 
el suscrito tampoco podria sostener legalmente la suya, 
desde que consta que el hecho accidental que motivó 
la inhibición de aquel Juez y autorizó la competencia 
de este ha desaparecido: que esto establecido y siendo 
de órden público las leyes sobre jurisdicción y compe- 
tencia, su aplicación no depende de la vuluntad de las 
parles, según lo ha declarado la Suprema Cúrle á que 
se agrega que la de Rosas se oponu ¡i que la causa se 
ventile ante este Juzgado : que la razón espuesta por el 
Fiscal especial, de que las causas deben terminarse en 
el Juzgado en que oslen radicadas, no es conducente, 
porque en primer lugar, ella solo es aplicable cuando 
la radicación tuvo lugar en virtud de una jurisdicción 
legalmente prorogada, según la ley nacional del G3, no 
cuando hubiese procedido en virtud de un hecho acci- 
dental de inhibición del Juez, emú pétente como el de 
que se trata, y además porque tw lialiii'-ndnse aun ci- 
tado á la parle demandada no puede decirse radicado 
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el juicio para ese efecto. Por estas consideraciones el 
infrascrito se declara incompetente para conocer en esta 
cansa, debiendo remitirso al Juez Seccional de Santa 
Fé, previo pago do costas. ¡Nómbrase regulador do los 
honorarios del Fiscal especial al Dr. I). Mariano Leiva, 

M. de T, Pinto. 
Habiendo apelado el Procurador Fiscal, se dicto este 

Fallo de I» Suprema Carte. 

Dueños Aires, Noviembre 27 de 1873. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma el auto 
apelado dn foja ciento treinta y nueve vuelta; satisfe- 
chas las costas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Francisco Delcaih». — .losé Barros 
Pazos. — J. Domínguez, 
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CAUSA CXI.V. 



Don Santiago Pedcmonte contra la Municipalidad 
de San Nicolás de tos Arroyos. — Incidente 
$obre competencia* 



Sumario. — 1° La justicia nacional os competente para 
conocer en las causas en que son parte una municipalidad 
argentina y un subdito estrangero. 

2* Fara los efectos del fuero deben considerarse como 
ciudadanos argentinos □ las corporaciones anónimas que 
hacen sus negocios en la República. 

3o Puede prorogarse la jurisdicción provincial por el 
estrangero que, ya como demandante ya contó demandado, 
la acepta, demandando ú contestando ante ella. 



Caso. — Don Antonio Üodero con poder de I>. Sanliago 
Pedemonte, estrangero y vecino de San Nicolás dn los Ar- 
royos, se presontú ante el Juzgado Federal en liuenns 
Aires esponiendo : 

Que su representado era dueño de un terreno ubicado 
en aquel pueblo pnr compra que hizo á 1). Ilarlnlo (Vampn 
entrando en pacifica posesión ; que la Municipalidad del 
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Partido habia desconocido el Ululo del propietario y so 
habia permitido usar de parle del terreno, concederlo ó 
vendarlo á uiid eui presa de Tramway. 

Que de otra parle del mismo terreno so había posesio- 
nado 1). José Menchaca, autorizando según entiende, por 
ia Municipalidad, por lo que había deducido contra él la 
conveniente acción ante el Juez Provincial. 

Que la otra parle que es la mayor es la que trataba de 
usurpar la Municipalidad contra quien entablaba demanda 
á electo de que l'uese condenada á reintegrar á su repre- 
sentado en la pacifica posesión, con indemnización de 
daños y perjuicios y pago de costas. 

Corrido traslado, y espedido testimonio de los títulos 
invocados?, el Procurador Campos por la Municipalidad pro- 
movió articulo de previo pronunciamiento aduciendo las 
escepciones do incompetencia y de delecto legal en el modo 
do proponer la demanda. 

Que al lado del terreno de Pedemonte existia un terreno 
municipal del cual una parte se vendió á Menchaca ; que 
Pedemonle pretendiéndose dueño del terreno, demandó ante 
el Juez de Provincia á Menchaca j este ató de eviccion á la 
Municipalidad quien contestó la demanda. 

Que por tanto, sobre ese terreno que forma una sola 
entidad respecto á los derechos alegados por el deman- 
dante y por la Municipalidad, existo ya pleilo pendiente ante 
los Tribunales de la Provincia, 

Uue no siendo el asunto do fuero Nacional por razón de 
la materia, sino de jurisdicción concurrente por las per- 
sonas, debe decirse que ya sea por haberse prorogado tá- 
citamente la jurisdicción, ya por existir la misma cuestión 
pendiente ante el Tribunal de Provincia, ya por haber este 
prevenido en el conocimiento do la causa que es una en 
su orijen y en sus derechos aunque el terreno está hoy 
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fraccionado! ya porque no so divida la continencia do 
ella y no se incurra en el peligro de dos juicios distintos 
sobre loa mismos derechos, que el conocimiento de este 
asunto corresponde al mismo Juzgado do Provincia que 
conoce del entablado contra Menchaca, 

Que ademas en la demanda no se espresa claramen- 
te cual es la acción que se ejercita, si es real ó po- 
sesoria. 

Corrido traslado de la escepcion, Dodero contestó ; que 
ante la jurisdicción provincial la Municipalidad no había 
evacuado legalmente el traslado á que se refiero su pro- 
curador, puesto que» si bien es verdad que antes de ser 
notificado el capónente del decreto en que se hacia lugar 
a la citación de eviccion, presentó la Municipalidad un 
escrito en que decia contestar la demanda, también lo es 
que en tiempo pidió se retirase ese escrito mientras Men- 
chaca presentaba título en forma pues casi puede asegu- 
rar que no fué la Municipalidad quien le vendió ese terreno. 
Que por otra parte ese argumento á nada conduce 

no al terreno que de- 
idad de- 




de la iniciada ante 
surje de la 
ti ei estrangero y una 




mandada. 

Que en esta demanda, á 
los Tribunales de Provincia, el 
distinta nacionalidad de las 
municipalidad argentina. 

Que la sentencia que dicten los Tribunales do Provincia 
nunca podrían hacer cosa juzgada en este pleito, porque 
las cosas demandadas en una y otra jurisdicción son com- 
pletamente diferentes, como son diferentes también las 
partes que intervienen. 

Que en cuanto á la segunda escepcion debe recordar que 
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pidió ser reintegrado en la panifica posesión de su terreno, 
io cual explica claramente la acción deducida. 
Pidió se rechazara cotí costas el articilo. 

rail* del Jupz de Keceitn 

llucnos Aires, Setiembre 23 de 1813. 

Vistos y considerando: 1" Oue tratándose en la pre- 
sente demanda de un caso en que soi partes un es- 
trangero y la Municipalidad de San Nic.dás y que versa 
sobre la propiedad de un terreno, este Ju/gado es com- 
petente para conocer de él rotiont, personarían con ar- 
reglo á los artículos 2", i neis o ¿° y í' de la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los Tribunales de )a 
Nación que declaran de la competencia de los últimos 
el conocimiento de las causas civiles en que sean 
partes un ciudadano argentino y un estrangero; y que 
debe considerarse ciudadanos argentinos para los efec- 
tos del Ibero á las corporaciones alónimas que liacen 
sus negocios en la República j 

2 o Ouo aunque es verdad que en los términos del 
inciso 4° artículo 12 de la misma ley citada anterior- 
mente puedo prorogarse la jurisdicción provincial por 
el estrangero que, ya como demandante ya como de- 
mandado, la acepte demandando ó contestando ante 
ella, en esto caso no lia tenido lugar dicha proroga- 
cion porque no es exacto que haya lila pendentia auto 
uno de los Jueces do Provincia, como lo pretende la Mu- 
nicipalidad demandada, desde que la demanda á que 
se refiere fué deducida contra otra persona y por otra 
tracción de terreno; 
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3° Que Ja escepcion de defecto en el modo de pro- 
poner la demanda si bien puede hasta cierto punto 
considerarse atendible á estar solo á la demanda no 
puede subsistir en presencia del último escrito en que 
se manifiesta qua es acción reivindicatoría la que deduce; 

Por estos fandamentos : declárase competente este 
Juzgado para cmocer en la presente demanda, no ha- 
ciendo lugar á a escepcion de incompetencia, ni á ta 
de defecto legal en el modo de proponer la demanda, 
y en consecuencia intímese á la parle demandada eva- 
cúe el traslado pendiente dentro del término de la ley. 
Repónganse los tollos y notifiquese con el original. 

Manuel ZavaUta. 



De esta sentencia apeló el apoderado de la Munici- 
palidad. 

Después de vista la causa, la Suprema Corte para 
mejor proveer dió vista al señor Procurador General, 
quien la evacuó diciendo : Que la sentencia apelada es 
perfectamente justa y arreglada á la ley por las razo- 
nes en que ella ss funda. 

Que el pleito que el demandante sigue contra Men- 
chaca en los Juzgados de Provincia no puede decirse 
idéntico al presente, porque versa entre personas dis- 
tintas y sobro un terreno diferente; y según la ley el 
Juez Nacional es competente para entender en una 
acción dirijida por un estrangero contra la Municipali- 
dad de San Nicolás. 

En consecuencia pidió á la Suprema Córte que con- 
firmara con costas la sentencia apelada. 
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Fallo 



Corte. 



Buenos Aires, NuviemLre 29 de 1873. 

Vistos : de conformidad con lo espuesto y pedido por 
el señor Procurador General, y por sus fundamentos, se 
confirma con costas el auto apelado de foja treinta y 
seis; satisfechas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Francisco Delgado, — Josi-: ÜAimos 
Pazos.— J. B. Gorqstjaga. — J. 
Domínguez. 



T. V, 
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CUS I C\I4 I. 



Rogtjiero y Compañía, contra Silveyra y Gouistone, 
sobre nulidad de una patente de invención. 



Sumario. — 1°. El privilegio acontado a* D, J. A. Ro^icro 
en ta patente do fecha 28 de Diciembre de 1870, le 
acordó el derecho de que ningún otro pudiese emplear 
el acido ladrador ico para conservar carnes- 

2". La escluáion del empleo de un agento determinado 
para un uso industrial dado, si bien crea un obstáculo 
al progreso de la industria y de las artes, eso obstáculo 
está compensado con el estímulo del privilegio acorda- 
do A tos inventores y con que el invento ó descubrimiento 
pase al dominio común, vencido el término del privilegio. 

IR En el caso contrario podría el inventor procurar 
conservar secreto su invento tanto tiempo cuanto le fuese 
posiblo con mayor perjuicio de ta industria y las artes. 

A°. Mejorado ó perfeccionado un invento por otro 
que el inventor, puede este obstar entre una prima abo- 
nada por aquel para gozar de la esplolacion esclusiva 6 
ta esplolacion concurrentemente con el mejorante. 
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Caso, — En 28 do Diciembre de 1870 el Poder Ejecu- 
tivo Nacional otorgó una patento de invención pop el térmi- 
no de 15 anos ú favor de ». Joan Antonio Hoggicro 
por un nuevo sistema para la conservación de carnes, 
cuya descripción es del tenor siguiente: 

*Mi invento está basado sobro la coagulación de la 
albúmina y la caseína que constituyen parles integrantes 
de las carnes ; es decir, que yo hice el descubrimiento 
(fue, obteniendo una pequeña capa de albúmina y caseína 
Coagulada alrededor de los pedazos do las carnes, so 
conservan perfectamente lauto IVescas como haciéndolas 
secar. 

Esla capa dedada preserva el restante de las carnes 
de todos los agentes estemos de la atmósfera. Si pongo 
la carne A secar al aire libre se evapora espontánea mente 
toda el agua de constitución sin t¡ tío sean alterados en 
lo mas mínimo lodos sus principios nutritivos y consti- 
tuyentes de jas carnes destinadas á Ja alimentación y por no 
presentar los inconvenientes do Ja carne salada ; y si 
la conservo fresca ta pongo en barriles sin otra prepa- 
ración ; ni so altera ni se corrompo de ningún modo 
y se conserva perfectamente con su frescura. Varios son 
los reactivos que puedo usar para obtener el resultado 
arriba espresado habiéndolo practicado yo y verificado 
después de muchos años de espenmentos hechos sobre 
las carnes; pero a* preferencia yo me sirvo del ácido 
clorhidrico siendo el mas apropósito para su compusi- 
cion, y después de agua cuasi insensiblemente alcalina, es 
decir, tomo una parle de ácido clorhídrico y sesenta y 
cuatro partes de agua ; pongo esta mezcla en recipiente 
que sea de materia indiferente tanto que no se Tormo com- 
binación ninguna con el poco ácido puesto en el agua 
y después pongo los pedazos de carne en este líquido 
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dejando por liompo de algunas horas sumergida y pron* 
lamente empieza la coagulación superficial y no permite 
que la albúmina, la caseina y la sangre puedan ser di- 
sueltas por el liquido, Después la saco y lavo dicha carne 
con otra agua separada insensiblemente alcalina por medio 
de la cal apagada, es decir, como mil partes de agua 
y una parte de cal. Acabadas estas dos operaciones, si 
quiero secarla, espongo dicha carne suspendiendo al aire 
libre á la evaporación espontánea y mientras que se eva- 
pora el agua, la capa delgada de la albúmina y caseína 
coagulada» no permiten que los agentes estemos de la 
atmósfera puedan obrar en el interior délos pedazos de 
carne y corromperse; y sí quiero conservarla fresca la 
pongo en barriles sin otra preparación y ia misma capa 
de albúmina y caseina coagulada preserva la carne igual- 
mente de ser alterada por los mismos agentes de la atmós- 
fera que pueda quedar en los barriles y se conserva per- 
fectamente. El ácido empleado para obtener dicha capa 
de albúmina coagulada no siendo que la saturación del 
agua por medio del gas ácido clorhídrico, no se combi- 
na con la carne y solamente obra por la presencia de 
contacto y socando la carne se evaporiza espontáneamen- 
te el poco ácido, y conservándola fresca basta solo lavar 
la carne con agua ¡ así que la carne, sea de un modo 
ó de otro, queda en su periodo estado natural. La car- 
ne queda con lodos sus principios constituyentes sin ser 
alterados en lo mas mínimo y no se encuentra en ella átomo 
alguno de los reactivos arriba espresados. La gran ven- 
taja que tiene el método de conservación por medio de 
mi sistema, es que no pierde la carne asi preparada 
ninguno de sus principios alimenticios, ni alterados de nin- 
gún modo por los agentes de la atmósfera, cuando al 

actualmente con la 
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sal pierde por lo menos casi la mitad de sus principios 
alimenticios y no queda sino fibra y sal. Para usar de 
la carne preparada con mi sistema, para los usos culi' 
na ríos, bástaselo mojarla en agua, si es seca la carne, 
para ablandarla recobrando lodos los caracteres de la carne 
fresca, v si es conservada fresca basta solo lavarla en 
agua igualmente. Estas carnes cocidas quedan como la 
carne fresca carneada del dia y el caldo igual, en fin, 
no hay diferencia ninguna por su sabor como por su olor 
á la que todos los (lias se espende en las carnicerías. 
La carne preparada con mi sistema, á mas de no ser 
alterados sus principios constituyentes y nutritivos, es un 
alimento sano para la alimentación. La carne según mi 
sistema de preparación cuando seca es como el pez-palo 
y cuando fresca así conservada es como lo que se car- 
nea en el mismo dia, so puede conservar indefinidamente 
sin que sufra alteración ninguna y se puede esportar á 
cualquier país del mundo. — Buenos Arres, Setiembre 
22 de 1870. — Juan Antonio ítogtjiero.* 

En 7 do Setiembre de 1872, Ü. Agustín Silveyra y Don 
Arturo Goulstonc, obtuvieron también patente de inven- 
ción por un nuevo sistema de conservación de carnes, 
cuyas espiraciones son del tenor siguiente : 

* Diversos ensayos que por largo tiempo liemos puesto 
en práctica nos Irán demostrado por la evidencia, que pode- 
mos presentar un sistema enteramente nuevo para la 
conservación de carnes euyas especies dejamos enume- 
radas y que abrazan las condiciones siguientes : 

1*. Conservación de todas las propiedades alimenticias. 
2*. Abierto el embaso que las contiene, lavándolas con 
una mezcla de Í10 "/ de agua y 10"/,, de vinagre es- 
al aire por un espacio de 3G á 48 horas 
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adquieren la frescura y el color de la carne recien car- 
neada. 

:K Conserva su color, olor y sabor. 

A'. En el embnse do la la soldado de la maño de dos 
á cuatro arrobas puede sufrir el trasporte a cualquier parle 
del mundo. 

f>\ Condiciones inofensivas usadas como alimento diario. 

Procedimiento para ia conservación por este sistema: 

Precediéndose á la ma lanza de los animales que quieren 
conservarse, drbe efectuarse esta de mudo que el animal 
sea perfectamente desangrado, leniendo especial cuidado en 
no golpearlo para evitar el coágulo de la sangre en la 
parle contusa. Es preferible la carne de animal de 3 á 
A años do edad, bien descansada para la conservación 
por es le método. 

Efectuaría la matanza se despedaza el animal en trazos 
aparentes para el mercado en que quiera introducirse, se 
cuelgan estos pedazos en parles ventilarías y á cubierto 
de la influencia de la atmósfera eslerior dejándola en esa 
posición para que se consolide y en el acto que quiera 
cambiar tic color ú olor ponerla en un líquido compuesto 
del .nodo siguiente : 

La mezcla de esle líquido debo ser hecho siempre con 
agua pohihli! corola v enfriada. Mézclase ")0 galones de 
agua ( a la cual se pone en una vasija de madera inodora 
la carne que quiera conservarse en oslado indicado 'Aú 
onzas güenrina. onzas bisulfito de soda (ó en f n defecto 
30 onstas) f iigo -■> de sulfilo de soda y S onzas de ácido 
hidro-clúrico puro, mezclándose eslos ingredientes bien 
con el agua, se tapa perfectamente bien la vasija para miar 
la evaporación y se deja así en invierno por lií ó 15 
horas y en verano de ¡20 A 2">. Si durante este tiempo 
el ácido hidro-clórico hubiese perdido por la evaporación 
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el olor sulfuroso que debo tener esto líquido se lo añado 
una onza nías jia r;i conservar sus propiedades y fuerza, 

Pasado este tiempo se saca la carne y se la sudóla á 
una tempera lura de cien grados á fiu de que se seque lo 
unís prunlo posible, do lo que depende el buen resul- 
tado ile esle método. 

Oreada la carne se pone por carnadas en latas polvoreando 
ligeramente cada carnada con bisulfito do soda en polvo, 
y llena la lata con la carne, se suelda inmediatamente.» 

En 3 de Abril de 1873, l). Juan Antonio Hoggiero 
y Compañía se presentaron ante el Juez Federal do liuenos 
Aires es poniendo : — Que como se vé en la descripción 
anterior la patente de Silveyra y OüuUtono, es por el em- 
pleo de la glicerina, el bisulfito de sosa y el ácido hidro- 
clúrieo puro. 

üue el empleo de la glicerina y del sulfilo de sosa para 
la conservación do la carne había sido ya ideado y ensa- 
yado por U. Siais líodard do Strasbugo y por D. Enrique 
Mover de ¡tremen. 

Que el uso del Acido hidro*clórico con el mismo objeto 
bahía sido ideudo y patentado por el esponento con mucha 
anterioridad a Ja fecha de la patento concedida á Silveyra 
y t.oulstone, 

(,mc de lo espuesto resulta que esta patento no ha podido 
concederse, por un sistema que dicen haber inventado, pues 
dos do bis medios empleados eran ya conocidos y publicados, 
y el tercero había sido inventado y patentado por el 
espolíente. 

Que con arreglo al art. i" de la loy de patentes ora 
nula la concedida á Silveyra y Goulstonc, y además estos 
no podían emplear el ácido hidro-clúrico para la conser- 
vación ile tas carnes en virtud de lo dispuesto en el art. | fl 
de la ley. 
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Pidió se declarase nula la patente concedida á Silveyra 
y Goulstone y se intimara á estos que se abstuvieran 
de emplear en ningún caso el ácido hidroclúrico para la 
conservación do carnes. 

Corrido traslado, Ü. Juan R. Silveira, por Silveyra y 
Goulstone, pidió se rechazara con costas, danos y perjui- 
cios la demanda instaurada. 

Que los Sres. Homero y C\ tiabian obtenido un pri- 
vilegio por un procedimiento industrial que consistía en 
la conservación de las carnes por medio del ácido liidro- 
clúrico puro. Que sus representados lo habían obtenido 
también, pero empleando no un solo cuerpo, sino una 
combinación do glicerina, bisulfito de sosa y ácido hidro- 
clórico. 

Uue como se vé los medios son distintos y en con- 
secuencia tienen que ser distintos los resultados. 

Ouc la demanda se comprenderla si el medio empleado 
para la conservación de las carnes lucra el patenlado á 
favor de Itoggiero, pues no es lo mismo emplear un 
cuerpo que la combinación de varios. 

Que la oficina de patentes de invención que conoce 
perfectamente todo cuanto se ha hecho en materia do 
conservación de carnes, y que ha estudiado separada y 
concienzudamente los procedimientos empleados por Uog- 
giero y Silveyra, que ha podido en consecuencia compa- 
rarlos buscando su analogía, lejos de considerar que el 
procedimiento de Silveyra y Goulstone era el mismo que 
el de los demandantes, lia considerado que es diferente 
en el hecho de otorgarles patente. 

Uue no es legal el argumento de que la glicerina y 
el bisulfito d«* sosa habían sido ya ensayados en Europa 
porque las materias empleadas en las invenciones moder- 
nas son siempre conocidas, y la novedad de ellas no está 
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mas que en su nueva disposición y combinación, y es 
fácil concebir el triste resultado para la ciencia y para la 
industria á que conducirla la doctrina do los demandantes 
si fuera posible que existiese eso monopolio absoluto que 
pretenden tener en este caso 

Que por olra parte, la patente concedida á Silveyra y 
Goulstone está completamente protegida por el art. 3" de 
la ley de 11 de Octubre de 18G-Í, pues su procedimiento 
consiste en una nueva aplicación de medios conocidos. 

Que Silveyra y Goulstone lian obtenido 5 privilegios por 
otros tantos sistemas do conservación de carnes, y este 
es precisamente el menos usado por ellos por razones que 
no son del caso señalar. 

Después tle llamar autos el juzgado, para mejor proveer 
y á solicitud del demandado, pidió copia de un informe 
del sub-comisario D. Miguel Puiggari en la solicitud de 
D. Agustin Silveyra y de l). Arturo Ctoulstone sobre con- 
servación de carnes y producido, se dictó el 

Fallo del Juei de fteeelon. 

Dueños Aires, Agosto i 8 de 1873. 

Vistos estos autos seguidos por los Sres. ftoggiero y Com- 
pañía contra Silveyra y Goulstone sobre nulidad de una 
patente de invención para la conservación de carnes y 
resultando : 

i". Oue con fecha 28 de Diciembre de 1870 los de- 
mandantes obtuvieron privilegio esclusivo de esplotacion 
durante 15 años, de un nuevo sistema de conservación de 
carnes, en que se empleaba como único ó cuando menos 
como principal conservador, el ácido hidroclórico en la 
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proporción de una pnrte de dicho ingrediente por 64 de 
agua, casi insensiblemente alcalina, espidiéndoseles en con- 
secuencia el lilulo justificativo de dicho privilegio, do con- 
formidad con lo dispuesto por la ley Nacional de 11 do 
Octubre de 1864, y previas las formalidades que la misma 
designa, como Jo demuestran la copia de descripción del 
sistema y del informe do los sub-comisarios respectivos 
que se encuentran i f, 8 y !), y la patente original que 
corre a f, 4. 

2°. Que los Sres. Sil ve) ra y Goulstnne obtuvieron tam- 
bién privilegio de esplotar durante lo años, un nuevo 
sistema de conservación de carnes, cuyo procedimiento con- 
siste en colocar la carne ventilada, libre do la influen- 
cia de ta almósfuro eslerior y cuandu principia á cambiar 
de color y olor, en un líquido compuesto en la pro- 
porción de cincuenta galones de agua cocida y enfriada, 
treinta y dos onzas glicerina, 25 onzas bisulfito de sosa 
y cinco onzas de ácido hidroclórico por un determinado 
número de horas que varia según la estación, otorgándose* 
los á su vez el correspondiente título y previns las for- 
malidades legales, todo lo cual está constatado por las 
correspondientes piezas que en copias autorizadas corren 
¡i f. 28 y f. 39 y por la patente original que se registra 
á f. 30. 

3*. Que la parte Roggiero y (X, sosteniendo que la 
patente concedida á Silveyra y Goulstone to ha sido con 
violación del arl. A 1 de la citada ley de patentes indus- 
triales por emplear agentes conocidos y del dominio público 
como la glicerina y el sulfilo de sosa, y el acido hídro- 
clórico ideado por los demandantes con el mismo objeto, 
y patentado con mucha anterioridad á la fecha de la con- 
cedida á los Sres. Silveyra y íioulslonc, solicitó se de- 
clarara nula la concedida á estos últimos, intimándoseles 
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se abstuvieran de emplear en ningún caso el ácido hidro- 
dórico para ta conservación de carnes. 

é". Qur los demandados sostienen la validez de la 
patente que se les acordó por ser el caso de una nueva apli- 
cación de medios conocidos para la obtención do un resultado 
ó de un producto industrial, lo que, según el art. 3 o de 
la ley del Congreso, so repula descubrimiento ó invención 
nueva. 

Y considerando : — 1". Qne la cuestión á resolver abraza 
dos puntos : — 1°. Si dad;i la patente concedida á los 
demandantes han podido otros que ellos emplear ácido 
hídrieo para conservar carnes. — 2°. Si ta patento con- 
cedida á los demandados lo lia sido en contravención al 
art. i" de la ley de patentes industriales sancionada por 
el Congreso. 

2". (¿uo el privilegio acordado A los demandantes es 
por un invento industrial que consiste en la conservación 
de las carnes por medio del ácido Iñdro-clórico y él les 
acuerda el derecho de que ningún otro pueda emplear el 
mismo agente con igual objeto de conservar carnes, con 
arreglo al art, I o de la ley de la maleria, porque de lo 
contrario el privilegio se baria completamente ilusorio, por 
el hecho de combinar el ácido hidro-clórico con cualquiera 
otra sustancia, pudiera emplearse dicho agente para la 
conservación de carnes por otros quo por los patentados. 

3°. Que aunque es exacto que conceder que la exclu* 
sion del empleo do un agente determinado para un uso 
industrial dado seria crear un gran obstáculo al progreso 
de la industria y de las arles, corno lo observan los deman- 
dados, este argumento, que va directamente contra el sis- 
tema de los privilegios, ha sido desechado por todas las 
legislaciones que han admitido el principio de la propie- 
dad industrial, aunque no á perpetuidad sino por un tiempot 
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considerando que el obstáculo que artificialmente so creaba 
al progreso de la industria estaba mas que compensado 
con el estímulo del privilegio acordado a los inventores 
y con que el invento ó descubrimiento pasase al dominio 
común, una vez es^ irado el privilegio, mientras que en 
el caso contrario podria el inventor procurar conservarlo 
Becreto tanto tiempo cuanto le fuese posible, con grande 
y mayor perjuicio también de la industria y de las 

4°. Que por otra parte el privilegio acordado á los 
inventores esta atenuado en sus efectos, respecto a las 
trabas que pone á la industria, por el derecho que la ley 
Nacional acuerda por los arts. 27 y 2ÍI que permiten me- 
jorar ó perfeccionar los descubrimientos patentados, salvo 
el derecho del primer inventor de optar, entre una prima 
que el segundo le abonará para gozar de la esplotacion 
esclusiva de su invento y la esplotacion de la mejora en 
concurrencia con el mejorante, todo lo cual es por otra 
parte la demostración mas evidente de que cuando se 
emplea un medio combinado con otros para obtener un 
producto dado, que se obtiene por uno solo de los me- 
dios combinados solo puede haber mejora ó perfecciona- 
miento del invenlo ó descubrimiento, si alguno do los medios 
empleados constituye un privilegio 6 favor de alguna per- 
sona, y «o es por consecuencia del dominio común. 

5 o . Quo de la doctrina espuesta en los precedentes con- 
siderandos fluye lógica 6 incuestionablemente la conclusión 
de que el sistema de Silveyra y Goulstone no puede en 
los términos de la ley, considerarse un invento ó des- 
cubrimiento patentable, no solo porque se emplea un 
medio de que tienen dominio esclusivo los Sres. Roggiero 
y C'., sino porque, como se ha visto, solo podria constituir un 
mejoramiento ó perfeccionamiento del sistema 
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por los últimos, y cuyo empleo pueden prohibir en virtud 
de los privilegios concedidos á los mismos. 

C° Que no obsta á la precedente conclusión la dispo- 
sición contenida en el art. 3* de la ley de patentes in- 
dustriales invocada por los demandados en la parte que 
considera invento ó descubrimiento la nueva aplicación de 
medios conocidos para la obtención de un resultado ó de 
un producto industrial, porque debiendo ser armónicas las 
diversas disposiciones de la ley y no escluirse las unas á 
las otras, debe entenderse la disposición citada de ta) 
manera que no cscluya los certificados de adición ó per- 
feccionamiento de un invento que autoriza el art. 27 de 
la misma ley ; y si empleándote el mismo medio que 
constituye el invento en combinación con otros no es el 
caso de la mejora ó perfeccionamiento, este caso no lle- 
garía jamas, y por consecuencia quedaría escluido él, y 
sin objeto, lo quo no debo admitirse según el citado ar- 
tículo 27. 

7° (Jue por otra parte, el texto mismo del art. 3 o cs- 
cluye la interpretación que le atribuye la parle demandada, 
porque al reterirse á medios conocidos no puede referirse á 
otros que los que son del dominio público y pueden ser 
empleados por todos y no á los que, aunque conocidos 
por haber sido empleados por alguna persona, forman la 
propiedad de esta, con esclusion de toda otra por un 
tiempo determinado, como se deduce del art. 4» de la 
misma ley ; pues lo contrario sería autorizar basta la com- 
binación de los mismos medios patentados, y por con- 
secuencia dejar sin efecto los privilegios acordados. 

8» Que la doctrina expuesta en los considerandos de 
esta sentencia está ademas corroborada por diversos pa- 
sages de la ley que demuestran con claridad que, ya se 
trate de invento, de mejora 6 perfeccionamiento, siempre 
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debo haber un invento ó descubrimiento, como se vé en 
sus artículos 1° á 3 y en su art. 29 relativos los dos pri- 
meros á tas patentes do invención, y el último á los cer- 
tificados de adición ó de perfeccionamiento ; de torio lo 
cual se deduce que aunque Sil ve y ra y Goulstone lian lincho 
un nuevo empico 6 aplicación de agentes ó medios de 
conservar carnes, nueva aplicación que constituye un in- 
vento, sin embargo este invento, empleando un medio cuya 
esplotacion esclusiva está concedida a otras porsonas, no 
constituye sino un perfeccionamiento, mientras que, si los 
medios empleados hubiesen sido del dominio común, el 
invento consistente en la nutra aplicación ile aquellos, ha- 
bría podido ser objeto de una patente de invención. 

9" Y para evidenciar que la doctrina establecida en la 
sentencia es la que nace de la ley : Que esta tiene por 
objeto premiar todo invento que constituya un adelanto 
industrial, adelanto que puede presentarse bajo tres for- 
mas : i a De nuevos productos industriales ó do nuevos 
medios aplicados á la obtención de un resultado ó pro- 
ducto industrial ; 2¿> líe nueva aplicación de medios cono- 
cidos y de esplotacion común á la obtención de un resul- 
tado ó producto industrial ; y 3" Uc mejora ó perfecciona- 
miento, ya de los productos industriales ú de la aplicación 
de nuevos medios, ya de la nueva aplicación de medios co- 
nocidos ; lo que nos conduciría á admitir que el sistema do 
los demandados está comprendido en el caso do mejora de 
la aplicación de nuevos medios, que es precisamente la 
conclusión á que conducen también los considerandos an- 
teriores. 

Último; Que no siendo el caso de un invento, en los 
términos de la ley, sinó de un mejoramiento, la patente 
concedida á los Sres. Silveyra y Goulstone, lo ha sido en 
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contravención á los arts. 1* y 3" de la ley de ti de Oc- 
tubre de 1864 y por consecuencia es do ningún valor. 

Por estos fundamentos, y con arreglo á los arls. 51 y 
52 do la ley últimamente citada, fallo, declarando que los 
Síes. Sílvoyra y Goulstone no tienen dereclio para emplear 
el ácido clorhídrico en la conservación de carnes, y nula 
y do ningún valor la píllente de invención cuyo título corre 
i f. 30 y t(uo so les lea otorgado por el sislema ñ que se refiere 
la descripción de f. 28 é informe de C -47, salvándoseles 
su dcreclio para ocurrir donde corresponda en solicitud 
de certificado de adición ú perfeccionamiento ; y con es- 
pecial condenación o o costas á los expresados Silveyra y 
Goulstone. Repónganse los sellos y notifiquese con el 
original. 

Manuel Zavakla. 
Habiendo apelado el demandado so dictó este, 

rallo de la ftupremn Corte, 

Itucnos Aires, Noviembre £0 de 1873. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma, con costas, el 
auto apelado de Toja cincuenta y seis vuelta ; y satisfechas 
las costas y repuestos los sellos devuélvanse. 

Fkancíscü Delgado, — José Bahros 
í'azos. — J. 11. Gürostíaga. — J- 
Domínguez. 
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CAUSA CXVIU. 



Don Agustín Ríos contra Don Luis Seribani, 
sobre pago de costas. 



Sumario. — 1° El procurador y el abogado pueden á su 
propio nombre cobrar por la vía do apremio las costas en 
que hubiese sido condenado la parte contraria á su de- 
fendido. 

2° En el procedimiento de apremio no pueden admitirse 
otras escepcionos que las que espresamente permite et 
art. 215 de la Ley do Procedimientos. 



Caso. — Confirmada por la Suprema Corte la sentencia 
del inferior en que declaró que Jas costas en que habían 
sido condenados Da Teodora Iseas y D. Luis Seribani, 
debian ser pagadas por mitad, el procurador Barcos por 
Ríos, habiendo iniciado el procedimiento de apremio, de- 
nunció como bienes de Seribani una cantidad de pesos 
que el escribano D. José Victoriano Cabral debía entre- 
garte, y nidió se notificase al mencionado Cabra! retu- 
viera en su poder la suma de 722 $ fts 72 cts. mas 3,000 
m/c. para responder á las costas del juicio de apremio. 
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Marcos que él era el 
del mencionado crédito, en razón de haber abonado á su 
los honorarios regulados según el recibo que 



Proveído de conformidad por la cantidad de 7,223 $ 54 
e/s. por haber el resto sidr compensado con mejoras he- 
chas en la finca, y hecha la notificación; el Juez, de Sec- 
ción recibió un oficio del de I a Instancia do la Provincia 
para que, de la cantidad que Hios cobraba á Scribani, 
retuviese la suma de 3,095 £ m/c, importe de honorarios 
y costas que dicho Uios adeudaba al Dr. Palacios y al 
escribano Lacasa. El Juzgado de Sección ordenó se hiciera 
la retención solicitada. 

Notificado el procurador Barcos espuso quo el crédito 
que perseguía contra Scribani no era de la pertenencia 
de Rios, sino honorarios y gastos hechos por él, por 
cuya razón era el único dueño y los cobraba en tal carác- 
ter. Que úl tione el derecho de cobrar estos honorarios 
á la parte contraria que había sido condenada en cusías, 
y solo en el caso de que ese cobro no pudiese hacerse 
efectivo, ocurriría a" su comitente. Que solo en la hipó- 
tesis de que se probase que Uins le había pagado esos 
honorarios y gastos hechos por el espolíente, podría apli- 
carse ese dinero al pago de otras deudas. Pidió se de- 
jara sin efecto el auto anterior. 

Kl Juzgado ordenó se librase oficio al Juez de 1" Ins- 
tancia de la Provincia para que hiciera saber al Itr. Pa- 
lacios á fin de que compareciera al Juzgado de Sección 
A contestar la tercería deducida por Marcos. 

Notificada l)a Catalina (¿audula, esposa y apoderada do 
Scribani, espuso que el Dr. Palacios nada tenia que ha- 
cer en el asunto ; que era ella quien ejecutaba ¡í Ií¡i>s 
anle el Juez de Provincia y quien por lo mismo se 
t. v. 2\ 
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á la tercería deducida por Barcos, Que su esposo tenia 
que pagar a Uios una cantidad do pesos por ante el Juez 
de Sección y ¡i la vez le cobraba otra cantidad por ante 
el Juzgado de la Provincia, (¿ue la tercería de Barcos se 
se funda en quo su c red i lo proviene de honorarios y cos- 
tas; pero que esos honorarios y costas se adeudan á 
Barcos y á su abogado csclosivamentc por Hios A quien 
han defendido; que su esposo tenia que pagar en virtud 
de la condenación, á Ríos el importe de los honorarios 
y costas y quo ese cobro no podia ejercitarse preferente- 
mente por el abogado y procurador do la contraparte. 

Después de un juicio verbal en el que A nada pudieron 
arribar el Juez hizo comparecer á I). Miguel Barcos á 
absolver preguntas bajo juramento. Preguntado si era ver- 
dad que no había sido pagado su honorario por la parte 
de Ríos, contestó que era verdad, pues ni el papel sellado 
se le había abonado todavía. 



Unenos Aires, Octubre 23 de 1873. 

Y vistos, considerando: 1° Que la parle de Scribani 
fué condenada conjuntamente con D" Teodora Iseas al 
pago de las costas causadas a la de Hios. 

2° Que el procurador Barcos, que representa á Uios en 
el juicio, ejercitando la vía de apremio contra Scribani, 
pidió á luja cuatrocientos quince en nombre propio, como 
dueño del crédito procedente do las costas en virtud do 
haber sido representante de Uios y de haber abonado sus 
honorarios al Dr. Pacheco, acompañando como justificativo 
de este último el recibo do í*>ja cuatrocientos once, que se 
la cantidad de diez y ocho mil setenta y ocho 
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pesos moneda corriente, ordenándose á D. Victoriano Ca- 
bra! retuviese dicha suma de otra mayor que debia entre- 
gar á Seribani, como lo ordenó efectivamente este Juzgado 
por el auto do veinte y uclio ele Junio último que corro 
a foja cuatrocientos quince vuelta, 

3° Que la [jarte de Seribani no ha negado á Marcos quo 
estuviese impago de las costas del juicio, cuando se le hizo 
saber el auto referido en el precedente considerando, el 
derecho para poder ejercitar Barcos á nombre propio la 
vía <le apremio por el pago de aquellas, y por consecuencia 
no tiene derecho Seribani para compensar con dichas cos- 
tas otros créditos quo los quo tuviese contra el mismo 
Hios, procedentes del nuevo juicio seguido ante este Juz- 
gado, como se compensaron las mejoras quo el último 
doblé abonar. 

4" Quo la conclusión espuesla en el precedente consi- 
derando es lauto mas decisiva en esta causa cuanto que 
Hios recibió ya lo que debía recibir según las sentencias 
ejecutoriadas, y que es incuestionable el derecho que tie- 
nen lanto el procurador como el abugado para requerir 
el pago de sus honorarios directamente de aquella parlo 
que hubiere sido condenada, como es de práctica diaria 
en nuestros Tribunales. 

5» Y final meo le, f|uo en el procedimiento de apremio 
no pueden admitirse otras escepciones, que las que es- 
presamente permite el artículo do la I.ey de Procedi- 
mientos, y en esto caso no so ha opuesto escepcion com- 
prendida entro aquellas. 

G u Que si so considerase por otra parto como pertene- 
ciente i Hios la cantidad retenida en poder de Cabral, 
tendría mejor derecho aquel que primero hubiese solicitado 
el embargo, caso en que se halla Barcos. 

Por estos fundamentes no ha lugar á lo solicitado por 



308 



FALLOS DE LA SLTREMA CORTE 



lo parlo do Soribani, y se declara qtio el crédito do líbreos 
debe ser pagado con preferencia coa la suma retenida en 
poder del escribano Cabral. Repónganse los sellos y noü- 
fíquese con el original. 

Manuel /.avale ta. 
Habiendo apelado la parlo de Scribani, se dictó este; 

Fallo de la «uprein» Corle. 

Nuenos Aires, Diciembre 2 He 1813. 

Vistos : por sus fundamentos se conlirma con costas el 
auto apelado de foja cuatrocientos cincuenta y ocho vuelta; 
satisfechas las de la instancia j* repuestos los sellos, de- 
vuélvanse, 

Francisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — J. li. Gorostiaga.— J. 
Domínguez. 
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CXLVIII. 



El Fisco Nacional, contra D. Luis Dagnino de 
Antonio, sobre comiso. 



Sumario. — El ocho por ciento de tolerancia á que se 
refiera el artículo 134 de las Ordenanzas de Aduana, debe 
computarse con relación al contenido de cada bulto y no 
at total de la factura. 



Caso. — Don Luis Dagnino de Antonio pidió á la Adua- 
na de Buenos Aires el despacho directo de 1000 cajo- 
nes fideos venidos á su consignación en la barca alemana 
i Olharina ». El peso manifestado fué de 10 á 11 kil. 
cada uno. 

Al empezar la descarga, un carrero dio cuenta al Alcaide 
i" de la Sección Aduana Vieja que llevaba cajones de dos 
arrobas. 

Hecha la verificación resultó que en "0 cajones iban 
15 con peso de 2á kil. cada uno, y los demás bien 
manifestados. 

Al día siguiente de la verificación Dagnino de Antonio 
se presentó á la Aduana rectificando el manifiesto y ule- 
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gando que siendo esta mercancía de las que so avalúan 
al peso, la diferencia estaba comprendida dentro de! 8 
o/° de tolerancia. 

Levantado el correspondiente sumario y pesado todo el 
cargamento resultaron 72 cajones con 22 kil. cada uno, 
los cuales se mandaron detener. 

El representante de Dagníno declaró que el exceso pro- 
venia Je que los remitentes do Genova escribieron di- 
ciendo que venían 1000 cajones fideos sin esprenar el 
peso. Que necesitando la carga por tenerla vendida, pi- 
dieron el despacho manifestando de 10 á 11 kil. como 
generalmente vienen los cajones. 



FALLO DEL ADMINISTRADOR. 



Buenos Aires, Agosto 21 de 1873. 

De acuerdo con et art. 093 de las Ordenanzas do Adua- 
na, se dfldara caído en comiso el exceso detenido ; há- 
gase saber y fecho, pase á la Contaduría y Tesorería á sus 
efectos. 

Aguirre. 

Habiendo apelado Dagnino, espuso anto el Juez de Sec- 
ción que el art. 003 do la Ordenanza solo manda co- 
misar cuando la diferencia excede á lo manifestado en 
mayor cantidad que la de la tolerancia acordada por el 
art. 131. 

Que en el presente caso no hay exceso sobre la tole- 
rancia ; que se manifestó 1000 cajones con peso de 10 
á 11 kilógramos, peso que ha resultado exacto menos en 
72 cajones que han resultado con 22 kilógramos, diferen- 
cia que no alcanza al 8 J" ; que la diferencia se debe 
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calcular con relación á toda la partida porque no so hizo 
mas que un manifiesto. 

Pidió se revocara la resolución de Aduana. 

El Procurador Fiscal contestó que el 8 /° de tolerancia 
no se computa con relación al total de la factura, sinó 
al contenido de cada bullo ; que es osa la práctica de la 
Aduana y la verdadera inteligencia que debe darse al art. 
134, sobre todo si se tiene presente los anterioros desde 
el 107, 

Pidió so confirmara la resolución del administrador. 
Fallo del Juez de Sección 

Buenos Aires, Octubre i i de 1873. 

Por los fundamentos espueslos por el procurador fiscal 
en su precedente vista, se confirma la resolución de Adua- 
na de f. 10 vía., devolviéndose en su consecuencia. 

Andrés Vgarriza. 
Habiendo apelado Dagnino de Antonio, se dictó este 
Folio de lo Supremo Corle. 

Huciios Aires, Diciembre 2 de 1873. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas el 
auto apelado de foja veinte y cualro ; satisfechas las de 
la instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Francisco Delgado. — José Barros 
Pazos. - J. U. Guhostiaga. — J. 
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D. Amadeo Grat y D. Miguel Zamora^ contra 
D. Gervasio Paez, sobre cobro de 
pesos. 

Sumario — Para evitar el pago de intereses desde él dia 
de la demanda de las cantidades realmente debidas, es 
necesario consignarlas. 



Caso. — Paez y O agentes del vapor • Entrc-Rios » ob- 
tuvieron del Gobierno Nacional una subvención de 300 
Ftes. mensuales á favor de dicho vapor, con la condición 
de hacer un número determinado de viagos á puntos se- 
ñalados. 

El vapor < Enlre-Rios * hizo algunos viages, dejó de 
hacer otros, y otra vez los hizo asociado con el vapor 
i Garibaldi * ; de manera que los Sres Pacz no cobra- 
ron todas las sumas de la subvención, que fué suprimida. 

En 10 de Octubre de 1872 D. Amadeo Gras co-dueño 
del « Entre-Itios i demandó á Paez por el pago de 6,180 
Ftes. por dicha subvención, desde Marzo de 1870 basta 
Junio de 1871 en quo el « Entre-Hios > fue arrendado á 
un Sr. Paggi por sus dueños. 
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Posteriormente á la demanda se celebró entre Paez y 
Gras un convenio estableciendo que Paez abonaría la mitad 
de las subvencione» cobradas en dicho tiempo, debiéndose 
hacer el pago al contado desde que la persona nombrada 
por las parles hubiera establecido la cantidad correspon- 
diente. 

Notificada In demanda en este sentido, pidió entonces 
Gras se condenara Paez al pago de las sumas liquidadas 
por el Sr. K. de Agustín i intereses y costas. 

Corrido traslado Paez opuso que de Agustini no habia 
fijado la suma correspondiente y que debia deducirse la 
parte que correspondía á los 5 viages que habia hecho el 
vapor * Ga riba Id i ». 

Uam^ilti l;i causi .í prueba, y producida esta» se dictó 
Ú siguiente 



Fallo del Jiie* dr Bereion. 

Buenos Aires, Octubre 1* de Í873. 

Vistos : estos autos seguidos por It, Amadeo Gras por 
si y en representación de l). Miguel Zamora, como con- 
dominos del vapor * Entre ttins », contra íh Gervasio Paez, 
por cobro de una subvención que el Gobierno Nacional 
acordó á dicho Paez, como agente del espresado vapor. 

Y resultando : 1* Que el Gobierno Nacional acordó al 
vapor ■ Entre Ríos » una subvención monsual de Ftes. 
3GÜ mensuales con la condición de hacer un número de- 
terminado de viages á puertos señalados, punto justificado 
por los escritos do demanda y contestación, asi como por 
los informes de la Contaduría Nacional que corren en 
autos. 

t. % í¿ 
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2° Que desde el 21 de Marzo hasta el 31 de Junio 
de 1 870, se abanaron por menta de la subvención solo 
Ftes. 780 en razón de que no se hicieron algunos viages 
de los que determinaba el contrato en cuya virtud se acor- 
dú la subvención ; que en los meses subsiguientes hasta 
Febrero del año siguiente 1871 el * Entre Utos • no hizo 
viago alguno y no se pago subvención; y Jes de Marzo del 
último año citado hasta Junio del mismo, hizo el servicio, 
asociado ai * Garibaldi i, habiendo aquel hecho 8 viages 
y el último 5 viages ( informe de la Contaduría Nacional 
corriente á f. 10). 

3° (Jue con fecha 15 de Abril de 1871 la parte de 
Gras espidió un despacho telegráfico al capitán del * Entre 
Kios », que estaba en el puerto de Zarate, autorizándolo 
para emplear en el dicho vapor toda vez que sacase los 
gastos, punto justificado por el telegrama que, en copia, 
corre á f. 70, y que ha sido reconocido por Gras a 
foja 08. 

4° Que está además justificado por confesión de Gras 
que este arrendó el vapor * Entre Rios * á D Natalio 
Pagge desde el 20 de Junio hasta el 11) de Agosto, y que 
el último recibió la subvención correspondiente á los via- 
ges de 22 de Julio, 5 y 19 de Agosto de 1871. 

h° Que con posterioridad á la fecha en que fué dedu- 
cida la demanda, oslo es, en 2fc de Octubre de 1872 se 
hizo un convenio en virtud del cual se comprometió Paez 
á abonar á ios din-nos del vapor la mi¡ad de la subvención 
que habia cobrado por cuenta del mismo, hasta la fecha 
del arrendamiento á l'agge, deduciendo de dicha suma la 
de Fies. 200 por saldo de las cuentas del vapor, y de- 
biendo el remanente abonarse al contado, asi que la per- 
sona nombrada por ambas parles hubiese lijado la suma 
correspondiente ; convenio con sujeción al cual fué noin- 
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lirado D. E, de águslini, quien, previos informes ó datos 
que dice hnbcr lomado en el Ministerio fiel Interior y en 
la Contaduría General do la Nación, frjó la cantidad do 
Fies. 228;) ( copias corrientes A í 4 y 5). 

C' Que Vuoz pretende que debe deducirse la pnrle que 
corresponde á los 5 vincos (jue el vapor < Garihaldi » hizo 
por el * Entre Hios i desde Marzo a Julio de 1871, y que 
de Agustini no halda fijado aun la suma correspundienlo. 

Y considerando : 1" Que los propietarios del vapor € En- 
tre Hios i no pueden tener otro derecho que el de Cobrar 
las subvenciones quo dicho buque hubiera panado, cum- 
pliendo el contrato con el Gobierno; pora de ningún modo 
In subvención que correspondiese al servicio efectuado por 
otros buques, no solo porque el contrato de s obvención 
impone obligaciones recíprocas, cuyo cumplimiento solo 
puede compeler á la otra parle á cumplir las que contrajo, 
sino porque seria contrario al principio, según el cual, 
nadie debe enriquecerse con daño de otro, y esto principio 
seria violado si el vapor « Entre Hios * ganase la subvención 
sin hacer el servicio á que se obligó y con daño del vapor 
que lo prestó. 

2 o Que la doctrina espnesta en el precedente conside- 
rando es tanto mas legítima, cuanto que los dueños de) 
vapor t Entre Hios * no han hecho cargo á Paez por mala 
administración del vapor, lo cual induce la presunción de 
que el vapor hizo los viages que podia hacer ó que sinú 
los hizo con la rapidez posible, no habia nada que imputar 
á los agentes por tal hecho, pues no es de presumir quo 
dad» tal culpabilidad, no la hubieran hecho presente. 

3* Que por otra parte, consta de autos que durante el 
contrato do subvención el capitán del « Entre Hios » obe- 
decía directamente las órdenes de Gras, como lo demues- 
tran el telegrama de que se ha hecho mérito en la prí- 
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mera parte de esta sentencia y el hecho de haber arren- 
dado el vapor á Pagge, lo cual corrobora que no puede 
imputarse culpabilidad á Paez como agente del vapor. 

¿° Qu« por otra parte, la subvención fué concedida á 
solicitud de Pac?, sin que se huya hecho constar que 
procediera en virtud de instrucciones de Oras, y por con- 
secuencia no puede negársele el derecho que tenia para 
solicitar posteriormente que el servicio se hiciera por dos 
vapores en combinación, a" lo cual se agrega que eso 
mismo refluia en los intereses de los propietarios, si el 
• Entrettios * no podia por sí solo cumplir las obligacio- 
nes del contrato con el Gobierno. 

5« Que por consecuencia, ú los erectos del convenio de 
f. A t solo debe tenerse en cuenta la subvención correspon- 
diente A los vi ages efectuados por el vapor * Entre Rios ». 

Por estos fundamentos, fallo, condenando á D. Gervasio 
Paez A abonar á 1). Amadeo Gr.is y á 1). Miguel Zamora, 
propietarios que fueron del vapor « Entre Hiost, la mitad 
de la subvención correspondiente a" los viages efectuados 
por dicho vapor desde Marzo Jo 1870 hasta la fecha del 
arrendamiento á Pagge, debiendo deducirse de dicha can- 
tidad la de Ftcs. 200, y cargarse sobre el saldo el interés 
que cobra el lianco de la Provincia desde la notificación 
de la demanda, y sin especial condenación en costas, de- 
pónganse los sellos y nolifiquese con el original. 

Matmel Zavaleta. 

Paez apeló en relación en la parte en que no se con- 
denó al demandante al pago de costas y en la que se le 
condenó á ól al de los intereses. 

Dijo ; que él no se resistió nunca al pago de lo quo 
justamente se le cobraba, que por lo tanto no debía los 
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temerario, 

Ful lo de I» Kuprrma Corte. 

Buenos Aires, Diciembre á de l«73. 

Vistos : No Subiéndose consignado por la parte de Don 
Gervasio Paez la cantidad <pie reconoce corresponder ó 
los propietarios del vapnr < Kritre Ilios » en la subvención 
acordada por el Gobierno Nacional, se confirma la sen- 
leneia de foja ciento uno en la parle apelada ; satisfechas 
las costas de la instancia y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

Francisco Helgado. — Josk Hahhos 
Pazos. — J. Ü. Goilostiaga, — J. 

IKWUNGL'EZ. 
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< AI HA di.,. 



Don Angel Mustio contra h>$ Srex. Ihtgtwt \j C\ 
sobre cobro de pesos. 



Sumario. — I o Hl documento en que se tunda una acción 
debe considerarse como reconocido ¡ior el actor en todas 
sus parles. 

2 o El art. IÜH de) Código fie Comercio debe interpre- 
tarse con arreglo á la doctrina del art. ú\ til. t Üe los 
instrumentos privados > Cud. Civil. 

3° Cuantío los pactos ile un contrato no son contrarios 
á derecho, dehe oslarse al principio de que el contrato es 
ln ley de tos eoulraliuitos. 



Caso, — Don Angel Ytoz/.io demandó á los Sres. hujruei 
y C a agentes del vapor icoles i El Argentino» por la en- 
trega de unas barras y alados, de Jieiro que «lijo iall.ir á 
un cargamento venido á su consignación en dicho vapor 
ó al pae;o de su importe en la soma de tí¡5 .V lis. 

Córralo traslade, Diluid y C :i formaron artículo de pre- 
vio y especial pronunciamiento, diciendo que Muzzio se 
fundaba en el conocimiento del buque que eontenia Ja etau- 
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sula do que todos los rodamos debían ser arreglados direc- 
tamente con la compañía inglesa propietaria del buque, con 
arreglo ó las lf yes inglesas y con eselusion de todo procedi- 
miento en los tribunales de cualquier otro país. 

Conferido traslado del artículo, contestó Muzzio quo 
dicha cláusula no tenia valor pur no haber sido categóri- 
camente aceptada y por fallar la tirina del cargador. 

Se llamó ta causa á prueba, y producida esta por los 
demandados se dicló el siguiente 

Fallo del Juez Seccional. 

[(osario, Aposto 2li «Je 1873. 

Visto el artículo promovido por tos Sres. Tomás Duguid y O 
con lo nielado y probado por las partes respecto de él y consi- 
derando : I o Que en general para que un documento cual- 
quiera que importe un contrato bilateral, nbligue a los que 
figuren como contratantes, es menester que sen suscrito por 
ambos á dos de un tenor, de manera que uno tenga en su 
poder la firma ilol otro para que pueda exigirlo el cumpli- 
miento de las obligaciones estipuladas ; ó al menos que so 
pruebe, en ciertos casos, por oír as medios y de una manera 
eficaz, quo el pleno consentimiento de las parles existió en ta 
celebración del convenio; lo que no lia sucedido en esto 
caso, en que los medios probatorios, de que no so lia 
usado, están especialmente determinados por el derecho ; 
2 o Que el conocimiento de carga, esencialmente destinado 
¡i establecer las relaciones legales entre el capitón del 
buque por una parte, y el cargador ó consignatario por la 
otra, es un acto jurídico que tieno una f.jrma rigorosa- 
mente establecida por la ley, y de la quo toma su validez, 
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fuera de la cual no existe ; á la inversa de otros actos 
que no exigen para su existencia ninguna forma especial- 
mente prescrita, con tal que so liayan verificado y puedan 
justificarse (arls. 30 y 31 y nota al primero, cap. 3o, S. 
8% lít. 2 n , Cúd. Civil) : estando las formas que debo re- 
vestir un conocimiento y de las que carece el do f. 10 
determinadas es presa mente por el art. 1 HH del Cód, de 
Comercio, sin las cuales no tiene eficacia legal ; como ya 
antes de ahora se ha resuello por este Juzirado en el asunto 
de D, Manuel Ocampo contra el Kiseo. 3" üuc la paite de 
Duguid y O para eseepe ¡uñarse do contestar la demanda 
ante este Tribunal, que el competente, no lia presentado 
en apoyo de sus cscepcioncs ei conocimiento que, lirmado por 
el cargador, deberia existir por ley en poder del capitán, 
como no ha ofrecido otras pruebas de que ese conoci- 
miento haya sido firmadu por aquel, ni aun ha alegado 
que exista en poder de dicho capitán ; faltas que le son 
exclusivamente imputables. Por estos fundamentos y otros 
que se omiten, no ha lugar á las escepciones deducidas 
por la parlo de los Sres, Duguid y O ¡ dehicudo contestar 
derechamente la demanda. Hcpon^anse los sellos. 

Feneton Zuvuia. 

Duguid y O apelaron en relación y concedido el re- 
curso, se dictó el siguiente 
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Uuenos Aires, Diciembre 2 de 1873. 

Vistos: Considerando que en el conocimiento do foja diez 
espresainenlo pactado que toda reclamación por 
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falla de tos efeclos carga Jos y otras, cualesquiera, deben 
ser hechas directamente a" la Compañía propietaria del bu- 
(| ue, y anle los Tribunales ingleses: que ese pacto no 
es contrario á derecho, y en tal caso debe estarse al 
principio de que el contrato es la ley de los contratantes : 
que el espresado conocimiento ha sido presentado por el 
demandante como fundamento de su reclamación, y desdo 
entóneos debe tenerse como reconocida por él su fuerza y 
validez, sin que le sea permitido admitirlo para unos obje- 
tos, y rechazarlo para otros: que su ílrma, como con- 
signatario ó recibidor de la carga no lia podido figurar en un 
contrato hecho por otros en otro pais: y la del cargador 
ó remitente no es de necesidad desde que el ejemplar que 
obra en autos es él que le corresponde y ha sido remitido por 
¿1; no debiendo eslenderse la disposición del articulo mil ciento 
noventa y cuatro del Código de Comercio sino con arreglo 
á la doctrina del artículo segundo, titulo * l>e los instru- 
mentos privados • Código Civil ; por estos fundamentos, 
se revoca el auto apelado, declarándose bien fundada la 
declinatoria de jurisdicción, y satisfechas las costas, de- 
vuélvanse. 

Francisco Delgado. — José Bar- 
ros Pazos. — J. B. Goiiustiaca. 
— I, Domínguez. 
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CAUSA CU. 



D. P. E. Johnsen, contra los Síes. Sievers y Mcyer, 
sobre cobro de estadías. 



Sumario. — Los testigos que no se refieren á los mismos 
hechos y á las mismas lechas son singulares y por con- 
siguiente no hacen prueba. 

Caso. — Johnsen capitán de la barca noruega * Schwei- 
gaard » demandó a Sievers y Meyer por el pago de So'J 
Fies, importe de 25 días do estadías. 

Dijo ; que según el relativo reconocimiento la descarga 
debía hacerse á razón do 30 toneladas por cada di»; que 
el buque llegó á este puerto el di» 20 de Noviembre «lo 
1872 y debía por consiguiente concluir su descarga el día 
27 del siguiente mes ; que la descarga se concluyó por 
culpa lie los consignatarios el dia 21 de Enero de 1873, 

Corrido traslado contestaron los demandados, que no 
negaban la demora ; que esta debia atribuirse ú la falla 
del capitán, y defjia rechazarse su demanda. 

Limitada la en usa a prueba y producida esta por parte 
de los demandados, después de babor pedido informe de 
la Capitanía del Puerto y de la Administración de Rentas 
Nacionales, se dictó el siguiente 
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Pullo del Juc* Sección*! 

Büenos Aires, Seliemhre -20 de i 813. 

Vistos ; ios autos seguidos por D. J. E. Johnson, ca- 
pitán do la barca A. M. Schweigaard, contra Sievers y Me- 
yer por cobro de estadías en la descarga de 028 toneladas 
de carbón. 

Y resultando : 1° Que según la carta de fletamento, la 
descaren debió efectuarse a razón de 30 toneladas cada 
día hábil ( f. 5 á 7 ). 

2o Que e l buque estuvo espedilo. para entregar la carga 
el 22 de Noviembre último y debió quedar terminada la 
descarpa el 27 de Diciembre ( Escritos do demanda y con- 
testación i informes de la administración de rentas y ca- 
pitanía del puerto). 

"¿o Que la descarga terminó el dia 10 de Enero de 
esto afm y no el 27 de Diciembre en que espiró el plazo 
concedido, ni el 21 de Enero, como lo afirma el deman- 
dante, pues la última lancha fué despachada, según las 
notas de á bordo, en dicho dia 10 de Enero, como lo 
informa el Administrador do Den tas á !'. 77, informe que, 
por emanar de una oficina pública, merece 1'é en juicio. 

Que el demandante dedujo su demanda par cobro 
de la cantidad que por estadías ajustadas al contrato cor- 
responden á 25 di as de exceso sobre el plazo lijado, de- 
duciéndose de su importo el valor de 28 toneladas de 
carbón que resultaron de menos que la carga renibiJa á 
bordo, contra lo que opusieron los demandados la escep- 
cion de haber sido producidas las sobre estadías por culpa 
del capitán ó de la tripulación que en diferentes ocasio- 
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nes se negó á entregar carga, punto sobre el cual se 
abrió á prueba ta causa. 

Y considerando : lo Que era deber de los consignata- 
rios de la carga, según se ha visto en el 2 D resultando 
de esta sentencia, efectuar la descarga en el término de 
21 dias hábiles, que espiró e! 27 de Diciembre último, 
y pagar las sobre estadías al precio fijado en el contrato, 
en cuanto excediesen de aquel plazo. 

2 a Que para exonerarse de la responsabilidad que Jes 
imponia el contrato celebrado, en caso de no efectuar la 
descarga dentro del dicho plazo, debian justificar causa ó 
lazon legitima que les hubiese impedido cumplir la obli- 
gación, como lo han reconocido implícitamente en su 
contestación á la demanda. 

3° Que no han justificado debidamente la escepcion que 
con el objeto espresado en el precedente considerando opu- 
sieron, pretendiendo que la demora en la descarga era 
imputable al capitán ó á la tripulación, pues la prueba 
testimonial rendida á dicho efecto es insuficiente, como 
lo demuestran las siguientes razones: 1' que los testi- 
gos, con escepcion del pesador do carbón, no solo no 
espresan Ja fecha en que los hechos á que se refieren 
tuvieron lugar, sinó que no designan las lanchas, ni se 
refieren tampoco á los mismos hechos ó buques, pues 
uno declara en cuanto se relaciona á la lancha t Domin- 
ga », otro respecto á la lancha < Venecia *, un tercero 
respecto á la f Catalina Solan y los dos restantes sin 
designar buques ni fechas, por lo que son testigos sin- 
gulares ; 2" porque aunque el pesador también se refiera 
á la lancha • Venecia ■ , lo hace para decir que su carga 
se hizo con lentitud, mientras que Angel Torantine, de- 
clarando á f. 38, dice que una vez que fué con la última 
lancha tuvo que retirarse sin carga, forzosamente se re- 
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fiere á otro hecho y á olra fecha que aquel, y por con- 
secuencia sus dichos son siempre singulares ; 3* porque 
el mismo pesador ( f, 39) dice que el buque entregó 
carga al vapor € Añila i el día 12 de Enero, festivo por 
ser Domingo, con mucha lentitud, porque la tripulación 
no quería trabajar y porque del informe de f. setenta y 
una consta que en los dias 5 y 6 de Enero también fes- 
tivos se entregó carga ¡ lodo lo que demuestra la voluntad 
que tenia el capitán de terminar la descarga cuando hacia 
trabajar á la tripulación hasta en Jos dias de fiesta ; 4' 
porque si hubo mal tiempo durante la descarga, ó ha 
sido antes de espirar el plazo señalado para verificarla y 
en tal caso no ha sido conipulado como hábil ó ha ocur- 
rido después de producida la demora, y entonces respon- 
den de ella los consignatarios de la carga; 5* que la 
consecuencia que se desprende do los considerandos ante- 
riores es que tos cardadores deben abonar las sobre estadías 
con sujeción al contrato y do conformidad á la doctrina 
espuesta, que es la que claramente fluye de los artículos 
118ÍÍ, 1314, 209, 211», é inciso $• del art. 220 de la ley 
de Procedimientos. 

Por estos fundamentos, fallo, condenando á los Sres. 
Sievers y Meyer á abonar al capitán del buque 14 dias 
de sobre esl idías con sujeción al cuanto designado en la 
póliza de íletarncnto deduciéndose de la suma que resulte 
el importe de 28 toneladas de carbón que eslá conforme 
rebajar dicho capitán, y cargando sobro el saldo el interés 
á contar desdo la demanda arreglado á la laza que cobra 
el Banco de la Provincia y sin especial condenación en 
costas ; Repónganse tos sellos y notifiquese con el ori- 
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Apelada esta sentencia por ambas parles Sievera y Meyer 
espresando agravios dijeron : que sus testigos no podían 
ser llamados singulares por la fuerza acumulativa de sus 
declaraciones ; que el capitán había pedido las estadía* 
hasta el 21 de Enero y no hasta el IÜ y dobia por lo 
tanto ser condenado en las costas. 

Corrido traslado, el capitán dijo: que no se había pro- 
ducido prueba alguna de la pretendida lentitud en la des- 
carga ; y que la singularidad de los testigos conlrarios 
no podia llamarse acumulativa por discordar en los he- 
chos, fechas y oirás circunstancias esenciales. 

Espresando sus agravios la misma parte dijo ; que debía 
revocarse la sentencia en la parle en que 01 llenaba la 
deducción del importe de 28 toneladas Jas que habían ya 
sido abonadas, y debía ampliarse la condenación al pago 
de las estadías hasta el 2t de Enero por no poder hacer 
fé los informes contradictorios de la aduana, y por haber 
sido admitida por la contraparte la demora hasta el refe- 
rido dia 21. 

Conferido traslado de la adhesión, contestaron los de- 
mandados ; que his 28 toneladas no habían sido abonadas ; 
que el informe de la aduana hacia plena fé no habiendo 
sido observado por el capitán ; que ellos habían admitido 
una demora, pero no hasla el día 21 de Enero. 

rallo de la luprcm» Corte* 

Dueños Aires, Diciembre 4 de ltt"3. 

Vistos: Estando probado por el informe del Adminis- 
trador de Rentas á fija setenta y seis vuelta, que la fecha 
en quo ta barca noruega, * A. M. Schwuiguard, * concluyó 
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la entrega de la carga de carbón rjne condujo á este 
puerto, fué el día diez do Enero del corriente ano ; y no 
habiéndose justificado por el capitán Juhnsen el pago de 
lus veini icho toneladas de carbón que lian resultado de 
fulla ; se confirma por sus fundamentos la sentencia ape- 
lada de foja setenta y nueve, y salisfecbas las costas de 
esta instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Francisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — J. B. Gü[iostiac\. — J. 
Domínguez. 



cu sa <;i.ii. 



■ 

D. Vicente Rodrigues, contra D. Andrés Astaryo t 
sobre entrega de un fundo. 



Sumario. — I o El Administrador tiene el deber de en- 
tregar la cosa administrada con sus frutos. 

2 Ü Los gastos hechos por el Administrador y el salario 
correspondíate deben ser pagados pur aquel á cuyo nom- 
bre administraba. 



i)ZO FALLOS DE LA SUPREMA COUTE 

Cato. — En 5 de Noviembre de 1872, D. Vicente Ro- 
drigues: y ü' Trinidad Morales, albacea de la testamentaría 
de su finado padre, celebraron un contralo por el cual 
esta dió en arriendo á aquel una finca con su vasija y 
útiles por el término de dos años, obligándose Rodríguez 
por todo el arriendo 4 pagar al Gobierno á su tiempo, $ 
350 y sus intereses correspondientes á la redención do 
un capital capellánico de $ 700 rjuo reconocía la testa- 
mentaria y por cuya redención la estaban ejecutando, abo- 
nando ademas las costas de ese juicio, la escritura de 
redención, las pensiones ordinarias de contribución direc- 
ta é irrigación, correspondientes á los dos años del ar- 
riendo, y á mas á su vencimiento, al hacer la 
verificarla divididos los herederos sin honorario alguno. 

En 15 de Marzo de 1873 Rodríguez se presentó ante 
el Juez do Sección esponiendo : 

Que cuando pactó el arrendamiento fué en circunstan- 
cias que D; Andrés Astargo, con motivo de su quiebra, 
procuraba alquilar un local en que vivir; y entonces le 
ofreció esta finca y ademas hacerle parte en el arriendo 
para que recibiese algún provecho. 

Que habiendo recibido un golpe que le impidió caminar 
antes de recibir la finca, encargó á Astargo qno Ja reci- 
biera por él bajo inventario, y que la atendiera mientras 
arreglaban la manera como debía quedar, y la parle que 
le concedía. 

Que Astargo hahia recibido la finca A nombre del espo- 
nente ; [iero sin darle el inventario de lo recibido ; y 
una vez en posesión habia empezado á hostilizarlo llegando 
hasta ponerle trabas en los riegos de su tinca que está 
un poco mas arriba bajo la misma toma que la arren- 
dada. 

Oiío Astargo no solo se negaba á devolverle la finca en 
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ta cual liabia corlado algunos árboles, sinó que so habia 
negado á aceptar una de las cuatro proposiciones que le 
habia hecho : I a que pasara la cuenta de lo gastado en 
cuidar el fundo y do lo percibido, y la desocupara desde 
luego previo su pago ; 2* quo concluyese de percibir los 
frutos de eso año pagándole $ 251) at contado y desocu- 
para el fundo el i° do Junio de este año ; 3 a que tomara 
el fundo por los dos años, bajo fianza, pagando $ oüO 
al contado y siendo u> su cuenta los derechos de con- 
tribución directa ó irrigación ; i a que lo concedia pudiese 
celebrar un nuevo contrato con los dueños del fundo, 
exigiéndole únicamente se cancelara el celebrado con el 
esponente. 

Que no estando ya dispuesto á hacer concesiones al 
demandado, solo aceptaría ahora la segunda proposición 
en razón do haberle menoscabado los frulos de este aiio t 
bajo el concepto de hacérsele el abono mencionado den- 
tro de tercero dia y dándosele fianza por lo que quedara 
en p iidcr de As largo. 

Pidió, entablando demanda ordinaria, so ordenase al de- 
mandado el desalojo de la finca dentro de 24 horas sinú 

cío. 

Corrido traslado, D. Andrés Astargo contestó que el 
contrato celebrado con la Sra. Morales le habia sido ce- 
dido por ltodriguez, primero en sociedad, siendo el es- 
ponente el adminislrador, y mandándolo como tal á re- 
cibir el fundo con sus útiles. 

Que como no se le entregasen los útiles, herramientas 
y demás anexos necesarios á la labranza, tuvo el espo- 
nente que comprarlos, gastando no menos de $ ÍÍOO en 
esos objetos y en las demás cargas que pesaban sobre la 
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Qub en vista do este gasto Kodriguez te cedió el tun- 
do arrendado por el término de su contrato. 

Que no habiéndoselo enlrcgado la vasija para beneficiar 
los mostos ni las demás herramientas necesarias en una lin- 
ca, había sufrido perjuicios por valor de ,V 400 por cuya 
cantidad entablaba formal reconvención. 

Corrido traslado de la reconvención, Don Daniel £>. 
Aultono negó que le hubiese heclio la cesión que pre- 
tende As largo y por consiguiente que fuera responsable 
de los perjuicios <|uc pretende haber sufrido. 

Pidió se rechazara con costas la reconvención. 

En seguida se puso la causa á prueba, debiendo versar 
la de testigos sobre los puntos siguientes : lo La clase y 
condición de tos útiles que recibió Aslargo ; El valor 
de lo gastado por este en el servicio de la linca y de 
lo percibido por el mismo basta la contestación de la 
demanda. 

Con la prueba producida por las parles, se dictó este 

Fall* del Juez de geeeion. 

San Juan, Julio 24 de 187a. 

Vistos : entre D. Vicente ttodriguez y D. Andrés Aslar- 
go, sobre entrega de un fundo que este tiene adminis- 
trando a nombre de aquel, con lo alegado y probado por 
las partes, teniendo en cuenta la reconvención del deman- 
dado. 

Y considerando por el mérito do los autos : i° Que 
Rodríguez celebró un contrato de arriendo con D* Trini- 
dad Morales, como albacea de la testamentaria de su tinado 
padre, de un fundo ubicado en el Departamento de « De- 
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saniparados i con la vasija dü la bodega y útiles existen- 
tes por el término de dos ttuos, desde el dia de su en- 
trega, lijando por precio del arriendo en los dos años 
la suma do $ 350 y los intereses correspondientes á la reden- 
ción do on capital capellán ico de $ 700, abonando además las 
costas del juicio ejecutivo que se seguía contra el fundo, 
la escritura de redención, las pensiones ordinarias de con- 
tribución directa ó irrigación, y por último con la obliga- 
ción por parte de Rodríguez, ú su vencimiento, hacer la 
división y entrega de los bienes testamentarios á los he- 
rederos, sin honorario alguno por su trabajo ( contrato 
de r. i*). 

2 U Que imposibilitado Rodríguez por accidentes impre- 
vistos para recibirse de! fundo arrendado, encargó á I). 
Andrés Astargo, lo recibiera en su nombre, ofreciéndole 
hacerle parto en los beneficios y productos del fundo, 
y este, aceptando La comisión, se recibió de él en 18 de 
.Noviembre del año pasado. 

3 o Que á los dos meses mas ó menos do oslar Astargo 
administrando el fundo arrendado por Rodríguez, y á con- 
secuencia de un disgusto entre ambos, esto le exigió 
su entrega ofreciendo abonarle lo que hubiese gastado y 
aquel se negó a" entregarla, alegando que Rodríguez le 
hübia cedido el contrato en todas sus partes. 

4" Quo venidos á juicio por demanda do Rodríguez pi- 
diendo la inmediata entrega del fundo, Astargo insiste 
en quo le ha sido cedido e) contrato do arriendo verbul- 
mento por Rodríguez, y que si este no acepta el traspaso, 
pule se le pague lo gastado, con deducción de lo pro- 
ducido, comprendiendo en el cíirgo el sueldo de § 30 
mensuales que fija por su trabajo , apareciendo en la cuenta 
de f. 32 que el gasto asciende á la cantidad de $ 477 2 '/* 
r-U., y el producido á la de $ 20U 7 rls., sin contar con 
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los productos existentes que figuran en la nómina de f. 33. 

5» Que abierta la causa á prueba, sulo se tía probado 
cumplidamente e) hecho de la promesa de Uodriguez 
de hacerle parte á Astargo del producido de la finca 
cuando lo encargó se recibiera de ella, no habiéndose 
probado el hecho de la transferencia del contrato que 
alega Astargo sin haber justificado la cuenta de gastos 
y producidos que presenta. 

6 o Que por lo espuesto por el actor en el G° párrsfo 
do su escrito de demanda, refiriéndose á Ja 4 1 propuesta 
que dice le hizo á Astargo y por ta declaración de l). Juan 
Aubono á f. vta., contestando á la cuarta pregunta, 
aparece que hubo por parle de Rodríguez Ja intención ó 
propósito de cederle el contrato, no estando probado en 
autos que asi lo hizo, sino en la presunción que arroja 
la declaración de un solo testigo, 

7o Que la deficiencia de la prueba en este caso hace 
imposible una resolución legal en pro ó en contra de 
lo que las partes pretenden bajo la base de la rendición 
de cuentas quo no han sido probadas; y es llegado el 
caso en que el juez arbitrando conforme á la justicia y 
equidad, resuelva la cuestión consultando los derechos de 
ambas partes. 

8* Que para arbitramientos de esta clase debe el Juez 
aproximarse en cuanto soa posible á la voluntad ó in- 
tención de tas partes. 

Por estas consideraciones y otras que so omiten, fallo, 
definitivamente juzgando y declaro : l 1 » Que en el término 
do 10 días Astargo haga entrega del fundo á Ü. Vicente 
Hodriguez con todos ios útiles que recibió bajo do inven- 
tario ; 2* Que por el tiempo que Astargo ha administrado 
el fundo desde que lo recibió hasta el dia de su entrega 
se entienda habérsele cedido el contrato de arriendo ; 
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debiendo abonar á Rodríguez la parte proporcional del pre- 
cio fijado en el mismo ; 3" Que para este objeto se 
haga la liquidación por el actuario, avaluándose el hono- 
rario de las particiones de que habla aquel en cien pesos 
fijado por las partes, computándose además las canti- 
dades de intereses, costas y pensiones que constituyen el 
arrendamiento, previa justificación por las partes dentro 
de tres dias ; bajo e! apercibimiento de derecho; i" Que 
los productos existentes de la finca al tiempo do la en- 
trega sean de cuenta de Astargo, pudiendo abonar el pre- 
cio del arriendo con ellos mismos al precio corriente en 
plaza ] siendo de cargo de cada parlo sus costas y las 
comunes por mitad ; hágase saber, reponiéndose los sellos, 
y pudiendo el actuario nulificar la presente original lucra 
de la oficina. 

Natanaet Morcillo. 
Habiendo apelado Astargo, se dictó este 



Fallo de Ir Suprema Corle. 

Rueños Aires, Diciembre i de 1873. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma la sentencia 
apelada en cuanlo declara no probada la cesión del con- 
trato do arrendamiento de foja primera á favor de Astar- 
go : y resultando on consecuencia, quo este no ha sido 
otra cosa quo un administrador de la finca arrendada por 
cuenta del arrendatario Rodríguez, so revoca dicha sen- 
tencia en su parle dispositiva, declarándose que debo pro- 
cederse a hacer entrega de dicha finca al demandante 
con los frutos existentes bajo el correspondiente inventario ; 
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prévio paga de los gastos hechos por Aslargo en razón 
de ta administración, y dd salario que corno tal le cor- 
responde ; deducidos los productos de la misma finca ; y 
debiendo ser fijado por peritos arhitraríorcs, tanto el men- 
cionado salario, como el importe áe los productos y gas- 
tos ; todo dentro del término que prudencialmente de- 
signo el Juzgado ; y satisfechas las costas, devuélvanse. 

Francisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — J. B, Gohostiaca. — J. 

ÜUMíXüL'tü. 



< lili. 



Dan Jorge II. Bmh contra el Banco Hipotecario de Unenos 
Aires, sobre suspensión de. un remate. 



Sumark.— Voz la ley orgánica del Banco Hipotecario de 
Buenos Aires los tribunales carecen du lacullad para man- 
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dar suspender un remate ordenado por él de un bien que 
le está hipotecado. 

Caso. — I). Jorge II. ltush se presentó at Juzgado Fede- 
ral de Buenos Aires esponiendo : que el Banco Hipotecario 
de la Provincia había vendido en remate público unos 
terrenos de U. Ernesto Beutefhür, los cuales había com- 
prado el esponenle por la suma de 313,300 $ m/c, según 
el boleto acompañado. 

Que su obligación era depositar el saldo que resultara, 
deduciendo el importe de la hipoteca que debía iíeutelür 
con mas los gastos de remate y la renta atrasada. Pero 
que el Director entendia equivocadamente que tenia el 
derecho de exigir la entrega en dinero do todo el valor 
de la linca comprada. 

Pidió, entablando formal demanda, que se condenara 
al Banco á otorgar la correspondiente escritura de pro- 
piedad, previa oblación del saldo mencionado. 

Para comprobar que el caso era de la jurisdicción na- 
cional» la demanda fué firmada por dos testigos que de- 
claraban constarles quo el demandante era ciudadano 
Norte-americano. 

El Juzgado proveyó que, prévia ratificación de los tes- 
tigos, volvieran tos autos al despacho. 

En este estado el demandante so presentó de nuevo 
esponiendo : que el Banco había vuelto á anunciar en re- 
mulo público el mencionado terreno por no haber el 
esponente cumplido con la oblación dol precio. 

IJue esto era inexacto , pues se encontraba pronto á 
cumplir su compromiso tal como entendía haberlo con- 
traido. 

Pidió que en el dia y bajo su responsabilidad se man- 
dara suspender el remate anunciado. 



Buenos Aires, Octubre 17 de 1873. 

De acuerdo al artículo treinta de la ley orgánica del 
Banco Hipotecario, no ha lugar á la suspensión del remate 
anunciado. 

Ugarriza. 

De este auto apeló el demandante y el recurso se le 
concedió en relación. 



Dueños Aires, Diciembre de 1873. 

Vistos : de conformidad con lo dispuesto por los artículos 
veinte y nueve y treinta de la ley orgánica sobre el Banco 
Hipotecario de la Provincia de Buenos Aires, se confirma 
con costas el auto apelado Je foja nueve vuelta, y satis- 
fechas estas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Francisco Delgado. — losé Barros 
Pazos.— J. B. Gorostiaca. — J. 

ÜuBllNGUEZ. 
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Acucrdo de la Suprema Corte nombrando Conjueces 
para el aüo 4S?4. 

En Buenos Aires á ocho de Enero de mil ochocientos 
setenta y cuatro, reunidos en su sala de acuerdos tos 
Señores Presidente y Vocales de la Suprema Corte de Jus- 
ticia Nacional, con el objeto de nombrar Conjueces para 
el corriente año, do conformidad á lo dispuesto en el ar- 
tículo veinte y tres do la Ley de Procedimientos, acordaron 
nombrar i los Señores Doctores Don Üalmacio Velez Sara- 
líeld, üon Lorenzo Torres, Don Ángel Navarro, Don Miguel 
Estoves Sagui, Don Federico Pinedo, Don Rufino de Eli- 
zalde, Don José Antonio Acosla, Don Bernardo de Yrignyen, 
Don Víctor Martínez, Don Daniel María Cazón, Don Eduar- 
do Carranza Viamont, Don Feliz Sánchez do Zelis, Don 
Felipe Coronel!, Don Juan A. García, Don Juan María 
Gutiérrez, Don Miguel Navarro Viola, Üon Ezequiel Pereira, 
Don Nicolás Avellaneda, Don Eduardo Uasavilbaso, Don 
Juan Miguel Terrero, Don José Francisco López, Don Ma- 
nuel Obarrio, Don Antonio E. Malaver, Don Eduardo Guido 
y Don Vicente Martínez, —Todo lo cual dispusieron y 
mandaron, ordenando se registrase en el libro correspon- 
y que se publicara, firmando ante mí. — 

Salvador M. oel Cahril, — Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos.— 
J. B. Gorostiaga. 

ZV. Rojo 

Sécreuño. 

T. T. « 
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Don Pedro (¡rayera con la Compaída Argentina de Seguros, 
Incidente, sobre pago de costas. 



Sumario. — 1° Los procuradores responden de las costas 
en que sus poderdantes sean condonados. 

2* Es un deber en ellos hacerse espensar convenien- 
lemenle. 

3° Por el hecho de acoplarse un poder en un juicio 
pendiente, se contrae la obligación de pagar las cosías 
anteriores, sí el poderdante fuese condenado en ellas. 

Caso, — Ejecutoriada la sentencia del Jucü de Sección en 
los autos seguidos por D. Pedro Gragera contra la Compa- 
ñía Argentina de Seguros por cobro de pesos, en f¡ue se 
absolvió á la Compañía y se condenó ó (iragera en las 
costas del juicio ; se regularon lus bonorarios del abogado 
y del procurador de la Compañía, y la regulación se hizo 
saber á D. Enrique Carbono, apoderado de Gragera desde 
antes de dictarse sentencia definitiva. 

Notificado Carbone espuso que no comprendió el objeto 
de la notificación puesto que su mandato había cesado, 
y no le correspondía abonar honorarios y gastos que no 
se habían causado mientras él había ejercido la personería 



DE JUSTICIA SAC10NAL. 



330 



do Grasera ; quo él no era responsable do mas honorarios 
y costas que las devengadas dorante su intervención, por- 
que el mnndu tario en ningún caso respondo por los actos 
do su mandante ni por las penas á que se hace acreedor; 
que oslo mismo ha sido resuello por la Suprema Corto 
en un caso semejante ; que estando dispuesto a abonar 
las costas correspondientes á su representación, pidió se 
ordenase que estas se regulasen separadamente. 

Corrido traslado, el Procurador Lamas por la Compañía 
contestó que debia rechazarse la petición de Carbone por 
ser inoportuna é ilegal. 

Que si se le ha notificado la regulación es porque ac- 
tualmente representa á Gragera ; que se equivoca al creer 
que ol apoderado judicial no respondo sinó por las actua- 
ciones en que ha intervenido ; que la jurisprudencia quo 
se ha establecido para los Tribunales Federales imponiendo 
al apoderado l* obligación de pagar las costas del espe- 
diente, tiene por base, no solo la responsabilidad que loma 
sobre si todo individuo que acepta un poder, haciéndose 
solidario de la posición asumida por el poderdante, sinó 
también la necesidad de que baya una persona que res* 
ponda por los gastos del juicio. Que si se admitiera la 
teoría de Carbone, cualquier litigante temerario podría 
escapar á las penas que las leyes les imponen, siempre que 
antes de sentenciarse la causa se presentara un procura- 
dor que le representase, lo que le dejaria libre de salir 
del país como lo ha hecho Gragera en este caso. 

FalU del Jiies <le Seeeien. 

Buenos Aires, Octubre 7 de 1873. 

Y vistos, considerando : I o Que es un principio general de 
aplicación diaria en nuestros Tribunales que los procuradorai 
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responden de las costas en que sus poderdantes hubiesen 
sido condenados, siendo un deber de aquellos hacerle 
espensar convenientemente. 

2° Que el principio antes espresado tiene por lo menos 
v'gor cuando no so présenla el poderdante á satisfacer las 
costas en que hubiere sido condenado, que es el caso 
actual, en que el poderdante Gragera, como to afirma el 
apoderado de esta última, está ausente del pais. 

3° Que no obsta a la doctrina espuesta, en los prece- 
dentes considerandos la excepción deducida por Carbone 
en cuya virtud pretende restrinjir aquella Á las costas cau- 
sadas con posterioridad a la constitución del poder, porque 
por el hecho de aceptar esto en un juicio pendiente de 
mucho tiempo antes, debia saber que su poderdante podía 
ser condenado en ias costas causadas á su contrario, y 
porque si tal restricción so admitiese solo seria para las 
costas en que el poderdante hubiese sido condenado antes 
de hacerse representar en el juicio, 

4° Que el caso citado por Carbono no tiene analogía 
con el presente, porque en aquel se trataba del honorario 
del abogado que patrocinó al poderdante antes de consti- 
tuir apoderado, y por consecuencia de deudas á cargo do 
la parte desdo que se hizo el trabajo, mientras que en el 
caso actual so trata de costas causadas á la contraparte, 
y á cuyo pago fué condenado Gragera, cuando ya estaba 
representado en el juicio por Carbone. 

Por estos fundamentos, no ha lugar á la declaratoria 
solicitada por U, Enrique Carbone. 

Manuel Zavahta. 



Habiendo apelado D. Enrique Carbone, se dictó este 
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Fallo de Ib Suprema Corte. 

Buenos Aires, Enero 13 de 1874. 

Vistos : Por sus fundamentos y siendo la condenación en 
cosías de la sentencia de Fuja ochocientos uno posterior 
a" la presentación en juicio del poder de foja setecientos 
odíenla y nueve, se confirma con costas el auto apelado de 
Toja ochocientos ochenta y cuatro vuelta; satisfechas la de 
esta instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Caiuui..- Fiiascisco 
Delgado.— Josf: IJauiios Pazos. 
— J.B. Godos jiaga, 

— — mm *>* 



Los Señores Scicas y Compañía, contra D. Vicente Ikltron, 

sobre cobro de pesos. 



Sumario. — 1° Es válida la dech.racion de un lesivo 
prestada fuera Jcl término concedido por el juez pata la 
prueba, si dentro do dicho término se ha fijado día para 
la declaración, y esta se ha prestado dentro del esta- 
blo ci do por la ley. 
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2° La prueba testimonial es admisible on los contratos 
de transporte, aunque sea mayor de 200 pesos fuertes 
la importancia del asunto. 

3o Lo mismo debe decirse de los contratos con los 
dueños, administra dures y patrones de lanchas. 



Caso. — Seixas y Compañía demandaron á D. Vicente 
Deliran por el pago de 10,180 pesos moneda corriente, 
importo de lanchage y acarreo de algunos millares de 
piés de pino descargados por el buque * Aurelia, i 

Conferido traslado contestó Bcltrau que debia recha- 
zarse la demanda por haberse convenido un precio muy 
inferior. 

Llamada la causa á prueba sobro la existencia del rc- 
feriijo convenio, producidas las pruebas por parte del 
demandado y presentados los alegatos de ambas parles 
se dictó el siguienlo : 



t ullo del Juez de Sección 



Buenos Aires, Octubre IT «te 1873, 

Vistos estos autos seguidos por Seixas y Compañía, 
contra D. Vicente L. Ikllrau, por cobro de cantidad 
de pesos, procedentes He la descarga de maderas llegadas 
á este puerto en el vapor « Aurelia » y resultando: 

I o Que está justificado, por confesión del demandado, 
el hecho de haber los demandantes descargado, por cuenta 
y úrden de aquel, los millares de piés de pino que so 
detallan en la cuenta de f. i a, la cual está también cons- 
tatada, que so halla ajustada á la tarifa vigente de precios 
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2o Que el demandado ha opuesto la oscepeiuu do 
haber convenido la descarga á razón de ciento cinco pesos 
el millar de pies, esto es, tanto el lanchage como el 
acarreo por aquel precio. 

a« (Jue habiendo el ju/.gado hecho comparecer al de- 
mandado al salón del despacho, a" ün de (jue afirmara 
bajo de juramento e--n cual de los socios do la razón 
de Seixas ó hijo feabiá contratado la descarga y cuales 
justificativos podía presentar en corroboración del hecho, 
afirmado por aquel, afirmó haber celebrailo dicho contrato 
con Seixas hijo, y que el justificativo que lema era haber 
interpelado al último delante de Jos testigos, que reeor. 
dura que habían contratado !a descarga á razun de ciento 
cinco pesos, á lo cual le habla contestar con estas pa- 
labras. * Usted sabe que no hay con! ral.» escrito, y que 
por consiguiente puedo cobrarle según tarifa. > 

4 U Que negado por Seibas hijo baju de juramento el 
contrato aludido por IJjllr.in y la referencia anterior, el 
juzgado recibió la causa á prueba con el objeto de acreditar 
el contrato. 

> 1 j tic de la prueba producida resulta: ! n Que Don 
Francisco L. Casares fué quien vendió á Ueltran el car- 
gamento del * Aurelia, • reservándose cien mil pic¡> que 
debian descargarse por el último, debiendo abonar sobre 
ellos la descarga, según Casares, con arreglo á tarifa, 
menos un veinte por ciento, y sobre los cuales abonó á 
ciento cinco pesos el millar que es casi exactamente igual 
a aquel. ( Declaración de dicho Casares á f. y ¿7. ) 

2 o (Jue el testigo I). Jusé Fernandez dependiente de los 
Sres. líerlolachi y O, lancheros, declara que durunte la 
descarga del « Aurelia t, le preguntó varias veces Seisas (hijo), 
en las inmediaciones de la aduana donde se encontraban 
con frecuencia, si era verdad que dichos Bertulachi y C' 
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habían descargado maderas para Deliran á razón de cíenlo 
cinco pesos el millar de piés, agregándolo dicho Soixas que 
esle precio lo había ofrecido aquel, y que el testigo no 
queriendo darle cuenta de las operaciones do la casa, le 
contestó que no era cierto» no obstante serlo en realidad. 
(Declaración de f. 57 vta. y 28). 

3o Declaraciones do los tesligos Domingo Anglade y 
Francisco Loncaysi según los cuales, retirándose un dia 
del mes de Mayo último, cerca do anochecer del corralón 
de Beltran, en la cnlle de Callao, tomaron por Divadavia 
y al llegar á la de Garantías so encontraron con un indi- 
viduo que no conocian, pero que resulto ser el Sr. Seixas 
hijo, presente en el solón del Juzgado, y él que según el 
primer testigo, trabó conversación con Beltran sobro parto 
del cargamento de madera que el último decia fallarle, 
agregándole el mismo Beltran que esperaba que no se 
retractaría del precio convenido de ciento cinco pesos el 
millar do piés, de pino y replicándole Seixas que no ha- 
biendo contrato escrito podia cobrarle con arreglo á tarifa, 
y según el segundo testigo algo hablaron los dichos Deliran 

haberse retirado algo de los interlocutores y por la con- 
fusión producida por los gritos de ambos, pero si, asegura 
haber oido claramente que Bel Irán le dijo al otro, Seixas, 
que habiendo convenido a* ciento cinco pesos por el pino, 
solo tenia derecho á cobrar dicho precio, á lo que había 
contestado el último que no habiendo contrate escrito podia 
cobrarle el precio de tarifa. ( Declaraciones de fojas 2Ü á 
32 y 3G á 30 ). 

<W Que los dos últimos testigos se han ratificado en 
su declaración en presencia de Seixas y á pesar de haber 
este negado no solo la verdad de los hechos cspueslos 
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sostenido que solo hablaron de la medición do la madera, 
y para pedir la cuenta de dicha medición. (Declaraciones 

antes citadas). 

Y considerando: 1° Que está justificado el hecho de IH 
descarga como igualmente que el precio que se cobra es 
ajustado á la tarifa vigente para los casos en que no lia 
precedido convenio, la cuestión á resolver consiste esctusi- 
vamente en la declaración sí es ó no cicrlo que lia prece- 
dido el convenio á que aludo la parle de Heltran. 

2o Que de la prueba producida por Bellran en estos autos 
resulta justificada la excepción que opuso de haber con- 
venido con Seixas que la descarga se baria al precio de 
ciento cinco pesos el millar de pies, incluso el acarreo, 
convenio o contrato determinado probablemente por la se- 
guridad que dió Bellran de haberlo descargado al mismo 
precio la casa de Bcrlolacbi y C como resulta do las si- 
guientes declaraciones : 

i* Porque es un bocho justificado por las 




de los testigos Osares y Fernandez que bay quienes 
la descarga á un precio igual al de tarifa menos un vcm.u 
por ciento, ó sea al precio de ciento cinco pesos m/c. el 
millar, y es de presumir que Bellran debió procurar obte- 
nerlo, y que si lo procuró lo obtuvo lauto mas cuanto que 
a dicho precio debia descargar para Casares, y que no es 
natural que abonase un precio mayor que el que le abona- 
han, y por consecuencia asi convino con el que se encargó 
de efectuar la descarga, quién probablemente fué inducido 
á" admitir diclio precio porque le dijeron que Bcrlolachi 

1* '. 1__ .I.l.. nim 



lo hacia por esc precio, lo que 

según Fernandez le bizo en repetidas ocacioue» »>r, 
y esplica basta cierto punto que en vista de la negativa 
de aquel (Fernandez) no respetase Scixas un convenio al 
que babia sido imputado por uno falsedad. 
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2* Porque hay dos testigos Anclado y Lamban que aür- 
man quo en su presencia dijo liellran ú Seixag sin que esto 
le contradijera, y al contrario, io confirmara implieilamen- 
te que habían convenido la descarga al precio de cíenlo 
cinco pesos el millar, lo cual constituye la DOnfesion extra- 
judicial que según la Ley U t til. 13» Part. 3\ es una prue- 
ba completa. 

3 U Purque no obsta contra el mérito do !o prueba testi- 
monial el hecho de haber uno de los testigos, Lombari, 
prestado su declaración después de vencido el término con- 
cedido para ta prueba, porque por una parte Seixas no ha 
opuesto tal tacha, y por la otra la declaración no fué pres- 
tada después del plazo permitido por ta ley y lo fue cu 
virtud del auto ( t ) de este juzgado espedido dentro del 
término concedido, y por consecuencia cumulo todavía ba- 
hía tiempo hábil don tro del cual pudo la parle de Deliran 
solicitar la prúroga hasta los treinta dias du ta ley, y cuan- 
do el juzgado puede decirse con propiedad, estaba hunihlado 
para prologarlo de oficio, puesto que el olicio del Juez 
prohibido por regla general, es permitido respecto ú la 
prueba, y solo en cuanto á ella concierne, y pur consecuen- 
cia, las diligencias ordenadas durante el término concedido 
para la prueba, y practicadas con posterior idaj á aquel y 
antes de espirar el que puede concederse para la prueba 
dentro del municipio, deben considerarse com» ejecutadas 
dentro del término probatorio, y especialmente en este caso 
en que el hecho de haber el juagado ordenado el eompa- 
pu rendo do uno de los testigos, el único que no había de- 
clarado todavía, ha podido ser la causa por la cual la p.trle 
de Ueilran no solicitó la prúroga domóle las huras hábiles 
que hahian do correr todavía después del auto que ordenó 
el comparendo, puesto que fundadamente debía creer que 
era inútil solicitar una prúroga del término probatorio cuan- 
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dü solo quedaba á evacuar una diligencia, y se había seña- 
lada de oficio el dia y hora que debía evacuarse. 

3 U Que en la hipótesis de ser completa por su natura- 
leza, la prueba testimonial analizada anteriormente, debe 
estarse á lo <|ue resulte de su examen, por cuanto aunque 
es verdad que por regla general, no es admisible la prueba 
testimonial en causas que excedan de doscientos pesos Tuer- 
tes, cumu lo es la pendiente, regla que lia invocado la 
parte de Seixas y O en su defensa, no es aplicable á 
contratos de esta naturaleza en virtud de excepción esta- 
blecida para los contratos de trasporto con acarreadores, 
porteadores ú empresarios de traspelle, los que eslan sujetos 
á las disposiciones especiales contenidas en el capítulo 5", 
título 3", libro 1" del Código de Comercio que son aplica- 
bles (arl. lili) del mismo Código) á los dueños adminis- 
tradores y patrones de lanchas, disposiciones que no eselu- 
yen ta prueba testimonial, y al contrario la admiten por el 
arl. lf JO, admisión que se corrobora ademas por el hecho 
de estar este contrato legislado¡separadamentc de los demás, 
legislados por el Código de Comercio, y antes do tralar de 
los contratos de comercio entre cuyas disposiciones está 
comprendida la que prohibe la prueba testimonial. 

I'or eslus fundamentos, fallo, declarando: que D. Vi- 
cente L. Deliran ha justificado la escepcion que opuso, 
y por consecuencia solo está obligado á abonar ta descarga 
al precio de ciento cinco pesos m/e. el millar de piés de 
pino, y los intereses de banco desde la demanda ; y atento 
& que son lus demandan les los que propiamente han dado 
margen al presente juicio, se declara que son de su cargo 
las costas del juicio, llcpónganse los sellos y uolifíquese 
con el original. 

Manuel Zaialeta, 
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Apelada esta sentencia por Seixas y O, se dictó el 
siguiente 

f Hilo de I» Suprema Corte. 

Buenos Aires, Enero 1") iic 1871. 
Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas el 
auto apelado de foja cincuenta y nueve; y satisfechas las 
costas y repuestos los sellos, devuélvanse* 

Salvado» M° del Cáhuil. — Francisco 
Delgado. — José IUnnus Pazus. 
— J. B. Gouoütjaüa. 



CAUSA III. 



Don Ernesto Dcuteführ contra el Banco Hipotecario de ta 
Provincia de Duchos Airea, sobre ¡legalidad de 
anuncios de remate, y daños y perjuicios. 



Sumario. - — 1 n En los casos en que hay plazos fijadns 
en lus contratos para la obligación del deudor, se consti- 
tuye ente en mora por el sulo hecho de dejar vencer el 
plazo sin cumplir con la obligación, 

2» El contrayente que cumplo estrictamente el contrato, 
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y la ley que lo rige, usa de su derecho, y cualesquiera 
que sean los perjuicios causados por esta medida no pue- 
den serle imputados. 

Cato. — D. Ernesto Iteulefulir recibió en préstamo del 
Raneo Hipotecario do Unenos Aires In suma de 5 mil pesos 
Tuertes obligándose á devolverlos en pagos semestrales anti- 
cipados de 250 $ fts. ; á la seguridad y garantía de sus com- 
promisos hipotecó á favor del lía neo varios terrenos do su 
propiedad ctt el pueblo de Moreno, y se obligó a" abonar 
el interés del 2 p. % sobro las cantidades que dejase de 
pagar, en el plazo convenido, estipulando además que en 
lodo caso de falta de cumplimiento A sus obligaciones pu- 
diese exigirse por el Banco el pago tulal con facultad do 
proceder en caso do no efectuarse tal pago a la venia 
pública del inmueble hipotecado. 

No habiendo pagado HeuLeiuhr anticipado el semestre 
que vencía en Julio de 1873, el Banco le cobró la multa del 
interés y anunció el remato de los bienes hipotecados. 

tJeulefuhr ocurrió en Mayo de 1873 al Juzgado Federal 
pidiendo se suspendiera por ol Banco el remato anunciado, 
y se lo condenara al pago de los daños y perjuicios que ha- 
bía causado con este anuncio a su crédito. 

Dijo que según el art. 20 de la ley de Noviembre 25 
de 1871 a* la que se refirieron el Banco y él en su con- 
trato debe procederse al remale de los bienes hipotecados 
á los 75 dias después de vencido el semestre en que es- 
tuviese dividida la anualidad; y que el semestre no ven- 
ciendo sinó en el 1° de Julio, los 75 dias arriba indicados 
debían empezar á correr desde aquel dia. 

Corrido traslado contestó el Banco que debía rechazarse 
con costas la demanda de Beuteführ; que si no había ven- 
cido el semestre había vencido por confesión de él el plazo 
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de su pago anticipado; que en el 
pulado el derecho del Raneo do proceder 
caso de cualquier Taita de cumplimiento á 
y que los 75 dias del aiL 20 estaba 
para indicar que pasado esto plazo el Banco 
mente proceder á dicha venia. 



se había esti- 
re mate en ol 
obligaciones; 
únicamente 

debía forzosa- 



Fallo del Juex Seccional. 




por D. Ernesto Beutefiihr 
so por indemnización de danos y 



Buenos Aires, Ocluiré i» de Í8T0. 

visto 
contra el 
perjuicios, y 

I o Que la demanda se funda en los perjuicios que pre- 
tende el demandante haber recibido por haber el Banco 
Hipotecario puesto indebidamente a remate unos terrenos 
de su propiedad. 

2 o Que pretende haberse tomado indebidamente esla me- 
dida por cuanto habiéndole sido afectados en hipoteca los 
terrenos por la suma de cinco mil pesos fuertes, que re- 
cibió el demandante en cédulas de la serie O, con pago 
semestral, satisfizo adelantado ol segundo semestre del año 
próximo pasado y en cuanto al primer semestre del cor- 
riente año, si bien no efectuó el pago en la primera quin- 
cena de Enero los derechos del Banco se limitaban a car- 
gar el dos por ciento sobre el semestre impago, el que no 
debia considerarse vencido para los efectos del art. 29 de 
la ley orgánica del Banco sinó en Julio del comente año, 
teniendo desde entónces todavía setenta y cinco dias mas, 
antes de cuyos plazos no estaba autorizado el Banco á 
poner en remate los terrenos afectados. 
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3 n Que en la contestación á la demanda el Banco ha 
sostenido sus derechos á remalar los terrenos que le fue- 
mu ;if,rl:nl.is por el hecho solo ilo no haberse pagado el 
primer semestre del eorricnle año en la primera quincena 
de Enero, ruin! ¡indos o en la ley orgánica del Ha neo y cláu- 
sulas de la escritura de hipoteca suscrita por el deman- 
dante, conviniendo por lo demás en los hechos aseverados 
en ta demanda. 

4° Que colocada en estos términos la cuestión sub-jwUce 
es de puro derecho y su resolución está comprendida en 
términos de la lev y del contrato entre las partos. 

5 o Que sr-iin aparece este último por la escritura pú- 
blica de f. 30, se convino por cláusula que la primera 
quincena do los meses de Enero y de Julio de cada año 
seria la época precisa de cada pago semestral el que se 
efectuarla adelantado, empezándose A efectuarlo en esta 
desde el principio que se pagó adelantado el segundo se- 
mestre del aún próximo pasado. 

0° Que en los casos en que hay plazo fijado en la obli- 
gación del deudor so constituye en mora por el solo hecho 
de dejar vencer el plazo sin cumplir con la obligación. 

7" Que para los efectos producidos por la demora en el 
pago y demás fullas a" lo pactado, los contrayentes se 
refieren á la ley orgánica un el final de la escritura de 
hipoteca, teniendo además aquella fuerza obligatoria como 
una ley provincial emanada del I'oder Legislativo do la 
Provincia. 

8« Que por el art. 28 de la ley citada se dispono que la 
falta de pajjo de un solo semestre hace exigihle el total de 
la deuda actual y el ¿!t da al Itanco la facultad de proce- 
der á la venta en remato de los bienes afectados no solo 
para el caso del inciso 1° del citado artículo sinó también 
y espesamente para el del articulo 28, y 
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9 o Que estando reconocida por el demandante su falía 
de pago on la primera quincena de Enero del corriente 
año designada espresamente en el contrato como época 
del pago en el Banco, se hallaba autorizado a" proceder al 
remate do los biones afectados y cualesquiera que hayan 
sido los perjuicios quo esta medida hubiera causado al 
demandante no pueden ser imputados al Banco Hipotecario 
que usaba de su derecho. 

Por estos fundamentos, fallo, declarando no haber lugar 
á la demanda interpuesta por Don Ernesto BeuleFhr con- 
tra el Banco Hipotecario por indemnización de daños y 
perjuicios y que las costas del juicio son á cargo del de- 
mandante, llágase saber y repónganse los sellos. 

Andrés Ugarrita. 

Apelada esta sentencia por Beulefübr y elevados los 
autos se dictó el siguiente 



Fallo de la Suprema Corto. 



Buenos Aires, Enero 20 de 1874. 

fundamentos se confirma con costas el 
ja cuarenta y cuatio; y 




Salvador M. del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pa- 
zos. — J. 
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D. Ernesto Beuteführ con el Banco Hipotecario de Buenos 
Aire», iobre mpension de un remate. 



Sumario— Con arreglo al artículo 30 de la ley orgá- 
nica del Banco Hipotecario de Buenos Aires, los tribu- 
nales no pueden suspender los procedimientos do venta 
mandados 




Coso.— En 18 de Octubre de 1873 0. Ernesto Beu- 
teführ, extrangero, enlabió demanda ordinaria contra el 
Banco Hipotecario de Buenos Aires, pidiendo la nulidad 
de una venta hecha por el establecimiento de terrenos 
del demandante que estaban hipotecados en garantía de 
un crédito. 

Antes que la demanda fuera contestada Beuteführ es- 
puao ; que el Banco había ordenado se pusiera en po- 
sesión de los terrenos al Dr, RaiceB, comprador, sin es- 
lar resuella la cuestión principal ; de manera que se pro- 
ducía una novedad en el derecho de propiedad y de 
posesión completamente contraria á la ley. 

T. T. 35 
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Que en salvaguardia de sus derechos solicitaba so di- 
rigiese un oficio al Juez de Paz do Moreno, para que lo 
hiciera respetar en la tranquila posesión y dominio de 
dichos terrenos hasta quo so resolviera la cuestión con 
el Banco demandado. 

El Juzgado no hizo lugar por no denunciarse acto al- 
guno tendente á perturbar la posesión. 

Notificado Beutcführ, acompañó un número de « La 
P,impa » en el cual se anunciaba por los rematadores 
Balbín y Plowes la venta de los terrenos mencionados. 
Agregó que la autoridad local de Moreno habia interve- 
nido en la posesión que pedia se respetara. 

Quo para mayor abundamiento de que se perturbaba la 
posesión mencionada y se trataba de vender clandestina- 
mente los bienes materia de este pleito, pedia se noti- 
ficase á los rematadores mencionados para que espresa- 
sen si los terrenos que iban á vender eran del esponen- 
te y estaban hipotecados al Banco; y fecho se ordenara 
la suspensión de la venid y se librase el oficio corres- 
pondiente al Juez de Paz de Moreno. 

Fello del Ju« de Recelan. 



Buenos Aires, Noviembre 5 de 1873. 
esto Juzgado con arréelo al artículo trein- 



ta do la Ley Orgánica del Banco Hipotecario suspender 
los procedimientos de venta mandados practicar por este, 
—no ha lugar á \o pedido. 



De este auto apeló Beuteführ y el recurso se le con- 
cedió en relación, 
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auto .it 



Fallo de la Suprema Corle. 

ires, Enero 22 de 1874. 

, se confirma con costas 
do foja quince; satisfechas y repuestos 



Salvadob MarIa del Cáhuil — Fran- 
cisco Delgado— J. Buhos Pa- 
zos.— 



CAUSA V* 



y 



contra el Dr. D. Manuel ¡liúda, por 
'o ejecutivo de petos. 



Sumario.- ~Xo es ejecutivo un documento en que cons- 
ta quedar en poder del deudor una suma do dinero para 
garantir la buena construcción de una obra. 



£ffw.~En 30 do Noviembre do ifi":2 el Dr. D. Ma- 
nuel Uueda otorgó el siguiente documento: 

f Declaro por el presento que ha quedado en poder 
« la suma do iüUOÍ) $ m/c. del valor de la obra calle del 
■ Rincón número 59, con los cuales se garante por cua- 
ttro meses la buena construcción; los cuales los abo- 
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t naré á ios Sres. Couton y Gallardellí al vencimiento 
f del plazo; y para que conste les doy el presente, en 
t Buenos Aires á treinta de Noviembre de 1872. 

* Manuel Rueda, i 

En 4 de Junio de 1873 D. Antonio Escalada por 
Couton y Galla rdelli inició ejecución cuiilra el Dr. Rue- 
da por el valor del documento anterior, invocando el 
inciso 4' del articulo 249 do la ley de procedimientos. 

fin la citación de remate el Dr. Rueda opuso la cs- 
cepcion de inhabilidad del titulo en el doble sentido de 
no estar cumplida ta condición del documento y de de- 
mandársele por mas de lo que debia ; diciendo quo ha- 
bí;* entregado algo á cuenta. 

Corrido traslado de la escepcion, Escalada pidió no se 
hiciera lugar á ella por ser infundada como se demos- 
traba con el hecho de no haberse presentado ningún 
recibo ó documento que pudiese compensar al de la 
ejecución. 

En seguida se puso la causa á prueba para acreditar 
las escepciones de pago y de inhabilidad. 

Con la prueba producida, se dictó este 



Fullo del lucí «le Serrion 

Buenos Aires, Octubre 31 de 1873. 

Vistos estos autos ejecutivos seguidos por Couton y 
Gallardelli, ciudadanos estrangeros, contra el ciudadano 
argentino Dr. D. Manuel Rueda por cobro de cantidad 
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de pesos, procedentes de la construcción de una casa 
y considerando : 

i* Que el documento en que se apoya esta ejecución 
y según el cual el Dr. Uueda es deudor á los ejecu- 
tantes de la cantidad de $ Í3.000 m/c. espresa que 
dicha suma quedaba en poder del deuder para gara 'tir- 
so por 4 meses la buena construcción de la casa calle 
de Uincon número 59. 

2* Que el ejecutado lia opuesto la escepcion de in- 
habilidad del titulo, fundado en la mala construcción de 
la obra ; escepcion que recibida á prueba, ha sido de- 
bidamente justificada por las declaraciones de los testi- 
gos Peralta, Sañudo y Sanabria que corren de f. 55 
adelante. 

3* Que por consecuencia, á estar a" los términos del 
documento, justificada Ja mata construcción, es aquel in- 
hábil para ejecutar, puesto que en él se reconoce que la 
cantidad retenida, lo era en garantía de las obras, lo 
cual implica confesión de parte de los acreedores de ser 
responsables por la mala construcción, responsabilidad 
que, por otra parte, es impuesta por el artículo 154, 
titulo 6% Sección 3', libro 2" del Código Civil. 

Por estos fundamentos, se declara que no ha lugar á 
la ejecución solicitada contra el Dr. ü. Manuel IV>eda 
por los Sres. Couton y Gallardelli, a quienes se conde- 
na en las costas del juicio. Repónganse los sellos y 
nutífíquese con el original. 

Zavakla. 

De este auto apelaron los ejecutantes y el recurso se les 



FALLOS DE LA SU CREMA CONTE 



Fallo de la Suprema Corte, 

Dueños Aires, Enero U de 187 i. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma con costas 
La sentencia apelada de foja setenta y dos vuelta ; sa- 
tisfechas las de la Instancia y repuestos los selles, de- 
vuélvanse. 

Salvador M 4 del Caiuiil — Francisco 
Delgado. — José Uauhos Pazos. — 

l B. GOIÍOSTUGA. 



CVISA VI. 



ios griegos con el Fiscal , 
argentina. 



Sumario. — No es admisible una solicitud para obtener 
carta de ciudadanía, que se presente, firmada á ruego 
de víirios solicitantes sin el correspondiente certificado 
exigido por el artículo 7 o de la ley de procedimientos, 
sin la indicación exacta de los domicilios de los solici- 
tantes, y sin que se pueda examinar fácilmente la prueba 
de cada uno de ellos. 
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pidieron caria de ciu- 
dadanía argentina, presentando *u solicitud en un mismo 
escrito. Dijeron : f» se lujaban dciimUvomenle es - 
Mecidos desde i años en Buenos Aires, y nuo d ta 
admitirse la información de los testigo que presentaban 
sobre su conducta y tiempo de residenma con arreglo a 
la ley. La idKotMI M firmada por algunos de los so- 
licitantes y á ruego do los demás. 

El Juez mandó recibir la información dando vistj al 

FS El Fiscal Pidió se dejara sin efecto el anterior decreto 
v se mandara que cada uno de los solicitantes se pre- 
senta por separado, para ,uc asi pudiera controlarse 
fácilmente su prueba. 



rallo del Jn» Herrlnnal. 



Hítenos Aires, Noviembre SI de 
No oponiéndose á las formas del procedimiento la prc- 
tttadrt de varios solicitantes en un sulo W> 
T fenen qué valerse de los mismos »^<*£ 
a bdMtftt que se ofreeo con citación tiseal ,afi 
cuyo erecto desígnese el miércoles del comente á 

la una - Vgarñza. 

Apelada esta sentencia por el Fiscal, y elevados loa 
autos, la Suprema Corte dio vista al Sr. Procurador Ge- 
neral quien la evacuó pidiendo la revocación de los 
procedimientos del Juez de Sección. 

Uno que la demanda tenia muenos vicios no ablis , 
que los solicitantes kibiao dado un domicilio fulso no 
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habiendo podido por eso ser notificados por 
de las providencias del Juez; que el escrito era firmado 
á ruego sin el correspondiente certificado exigido por el 
artículo 7° do la ley de procedimientos ; y que el ha- 
ber hecho ocho solicitantes una solicitud do mancomún 
en un mismo escrito se oponia á la claridad de la 




Fallo de la luprcma Corte. 

Dueños Aires, Enero 27 de 1874. 

Vistos : de conformidad con lo espuesto y pedido por 
el señor Procurador General» se revoca el auto apelado 
de foja tres y devuélvanse. 

Salvador M. del Cáhuil. — Josá Dar ros 
Pazos. — J. B. Gürostiaga. 



El Señor Procurador General, en recurso de fwja 
el Juez de Sección en Tucuman. 



Sumario. — La Suprema Corte es incompetente para co- 
nocer eu grado de apelación en causas de menor cuantia. 
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Coio.— D. José Fernandez, estrangero, se presentó ante 
el Juez Federal en Tucuman esponiendo : que su peón Fe- 
derico Luna se había enganchado sin su conocimiento 
para servir en el Ejército Nacional ; que el peón le debía 
54 $ 3 rs. por lo que pedia le fuera pagada la espresada 
suma por el Comandante del enganche D. Domingo Gu- 
tiérrez. 

Sustanciada la causa se dictó este 

Fallo del Ju» de ftmian. 

Tucuman, Marzo 8 de 1813. 

En vista de la solicitud de D. José Fernandez, al objeto 
de que le sea abonada por el Comandante Ü. Domingo 
Gutiérrez la cantidad de 54 $ anticipada por sus servicios 
al peón Federico Luna enganchado como soldado de linea 
para el servicio del Ejército Nacional ; oido el informe de 
dicho Sr. Comandante contra quien so hace este reclamo, 
é informado de todo cuanto al respeclo expone al Sr. Gefe 
de Policía, el Juzgado de Sección considera : 

i* Que al haber autorizado el Soberano Congreso la re- 
monta del ejército, entre otros medios, por el enganche 
que se ha puesto ya en ejecución en todas las Provincias 
de la República, es y ha debido ser bajo el concepto de que, 
tos que se ofrecieran á entrar asi al ejército, estuviesen li- 
bres, y no ligados por obligaciones anteriormente contrai- 
das, por las que hubiesen comprometido sus servicios 
personales ó recibido á cuenta sumas de dinero, como 
sucede en el presente caso entre el peón enganchado Fede- 
rico Luna y su patrón D. José Fernandez. 

2° Que si bien se debe considerar de alta conveniencia 
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nacional la formación del ejercito, con el número de hom- 
bres necesarios para llenar sus objetos, no puede esto 
hacerse sin indemnizar suficientemente á los patrones de 
los que se enganchasen, por el dinero anticipado á aque- 
llos^ en atención á verificarse por este hecho una expropia- 
ción de servicios que, como cualquiera otra, debe previamente 
ser indemnizado, según el oprrsu mandato de nuestra 
constitución en su art. 17 y ¿< m leyes dictadas por el 
Soberano Congreso que en esta parte la corroboran y com- 
plementan. 

3" Que á [mas, por el Reglamento sancionado por la 
Honorable Cámara Provincial se garante de la manera mas 
eficaz al patrón por los servicios á que su pcon se hubiese 
obligado, y sin cuya seguridad, la ruina de la industria 
general seria su inevitable consecuencia. 

A° Que para garantir aun maB á los patrones y evitar 
equivocaciones á este respecto, se lleva en el mismo De- 
parlamento de Policía un especial y prolijo registro en 
que se consignan los nombres de dichos peones que han 
obligado sus servicios y de los patrones en cuyo favor se 
han comprometido. 

Por tales fundamentos, como Juez Nacional de esta Sec- 
ción, falto, que debo declarar y declaro: que el Coman- 
dante D. Domingo Gutiérrez como encargado por el Exmo. 
Gobierno Nacional para verificar el enganche mencionado, 
se halla en el deber de abonar á D. José Fernandez la can- 
tidad de 5i $ adeudada por Su t son Federico Luna, en* 
ganchado ya para el servicio dol Ejército ; declarándose 
igualmente que, sin este requisito, no se le considerara" 
enganchado, y que en consecuencia, dicho peón Federico 
Luna, no podrá ser remitido á ningún punto fuera de los 
límites de esta Provincia, sin que previamente se hubiese 
efectuado la ordenada indemnización. — Y habiendo otros 
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patrones mas redamado ante este mismo Juzgado sus res- 
pectivas indemnizaciones encontrándose en idéntico caso 
al presente que ha dado origen á esle auto, se declara 
finalmente, que aquellos, una vez comprobado su reclamo, 
sean también indemnizados en conformidad á esta resolu- 
ción y bajo las mismas garantías en ella establecidas, 
Tóngase en conocimiento del Sr. Comandante 1). Domingo 
Gutiérrez este fallo, por medio de copia legalizada que se 
le remitirá con la correspondiente nota y hágase saber al 
interesado para los fines de ley. 

Agustín Juito de la Vega, 

En 18 do Agosto del mismo año el Sr. Procurador Gene- 
ral se presenlú ante la Suprema Corte, pidiéndolo que 
revocara el auto del Juez de Sección por haber sido dictado 
sin jurisdicción para ello. 

Oido el informe del Juez, se dictó este, 



Fallo de I* ftiiprcnM forte. 

Huenos Aires, Febrero 5 de 1874. 

Vistos : con arreglo á lo dispuesto por el artículo cuarto 
de la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos se- 
senta y tres sobre competencia de los Tribunales Nacionales, 
devuélvanse. 

Salvador M. del Cáhuil. — FnANG seo 
Delgado. — José Barhos Pazos. — 
J. B. GuuosiiAGA. — J. Domínguez. 
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contra D. Meliton de Ybarlucea, sobre 
indemnización de daños y perjuicios. 



Sumario. — 1° Las únicas dientes de obligaciones son 
los contratos, los cuasi-contralos, los delitos, los cuasi- 
delitos y la ley, 

2 a Ningún acto voluntario tendrá el carácter do ilícito, 
ai no fuera espresamenle prohibido por las leyes. 

3" El ejercicio de un derecho propio ó el cumplimiento 
de una obligación legal no pueden constituir como ilícito 
ningún acto. 

Cato. — En 3i de Octubre do 1872 los Srcs. Rezzia y 
Sala celebraron un contrato con el director de la oficina 
dn Ingenieros Nacionales para la construcción de una 
Aduana en el Rosario, la cual debia edificarse sobre el 
terreno que ocupaba la existente y además sobre el espa- 
cio comprendido entre esta y la casa del Sr. Comas. Toda 
la obra debia estar concluida á los 18 meses, debiendo los 
empresarios pagar una multa de 2,000 $ fts. por cada mes 
de retardo, y obligándose por su parte el Gobierno Nació- 
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nal á pagar una primi de 1,500 $ ÍU. por cada mea que 
anticiparan la entrega de la obra. En compensación del 
trabajo el Gobierno debia pagar 134,000 ¿fls. divididos en 
4 cuotas iguales. 

En 10 de Enero de 1873 las mismas partes hicieron un 
nuevo convenio para concluir la casa comprada por el 
Gobierno Nacional al Sr. Gomas, cuya obra debió termi- 
narse en el término de i meses, por una compensación de 
8 t 000 $ fts. t comprometiéndose los constructores á pagar 
una multa do 1,000 ¿¡Os. por el no-cumplimiento del 
contrato. 

Con eBtoi antecedentes se presentaron ftewia y Sala, ex- 
Irangcros, con fecha Julio 28 de 1873 esponiendo : que en 
virtud de esos contratos empezaron & construir las obras, 
poniendo lodos los elementos necesarios, no solo para no 
incurrir en las penas contratadas sino también con la se- 
guridad de ganar las primas estipuladas. 

Que por decreto del Juzgado, fecha 20 de Febrero, á pe- 
tición de D. Meliton de Ybarlucea se había mandado suspen- 
der la obra en un cuadrilátero de 16 varas de frente por 
55 de fondo, por cuya suspensión levantaron oportuna- 
mente la correspondiente protesta. 

Que posteriormente, con fecha 3 de Mano, esa suspen- 
sión había quedado reducida á un cuadrilátero de 16 varas 
de frente por 16 metros de fondo, la que había subsistido 
hasta el mes de Julio en que se mandó dejar lia efecto 
por sentencia definitiva de la Suprema Corle, en la cual se 
había declarado que Ybarlucea carecía de posesión y do- 
minio en el terreno espresado. 

Que mientras tanto la suspensión había durado 5 me- 
ses, quitándoles casi la 3» parte del término a que se re- 
fiere el contrato de 31 de Octubre de 1872, sin que á 
causa de ella hayan podido cumplir el contrato de 10 de 
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Enero de 1873 ; incurriendo por tanto en la multa deter- 
minada en él, y causándoles serios y valiosas perjuicios 
en ios demás contratos parciales que tenían celebradas para 
proporcionarse tos diversos elementos de construcción. 
..Que los perjuicios reales sufridos por los esponentes á 
causa de la injusta suspensión solicitada por Ybarlucea son 
las siguientes; 

1» 6,000 1 fts. por la pérdida de 4 meses de prima que 
debieron percibir, según el contrato de 31 de Octubre, pues 
la obra pudieron concluirla en 14 meses. 

2o 400 $ por interesos sobre 8 t 000 $ al 1 °/ por 
atraso de 5 meses del trabajo á hacerse en ta casa que 
fué de Gomas. 

3' 1,000 $ fu. por pérdida sufrida en estipulaciones ce- 
lebradas con los trabajadores para la desviación del caño 
maestro, loa cuales se habían ido por no permitírseles que 
continuara el trabajo. 

4? 3,000 $ fts. por materiales perdidos y pagados con 
anticipación, como también por sueldos pagados á alham- 
íes para que no se fuesen duraote la suspensión. 

5» 1,000 ¿(te. por la multa en que habían incurrido 
según el contrato de 10 de Enero. 

Fundados en estos hechcs é invocando los arts. 28, tít. 
t De los hechos y actos jurídicos i y 3", tít. iDe los actos 
ilícitos >, entablaron formal demando contra Don Meliton de 
Ybarluoea por el pago de U f 400 $ fia. á que ascienden 
las cantidades mencionadas por perjuicios. 

Corrido traslado, Ybarlucea pidió no se hiciera Jugará 
la demanda, y se condenase en Jas costas á Hezzía y Sala. 

Dijo que la suspensión de la obra no había sido pedida 
á su nombra si o ó en el de Ybarlucea linos., cuya socie- 
dad fué U que dejó para calle publica el terreno en que se 
pretendían construir las obras, 
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Que Rezzia y Sata no pueden haber sufrido perjuicio en 
las obras ú hacerse en la easa que fué de Comas á que se 
reitere el contrato de 10 de Enero, porque la suspensión 
no fué en esa casa sino" esclusivamente al terreno de calle 
pública en el cual recien iban á iniciarse trabajos. 

Que el caño maestro á que se refiere ese contrato está 
también en la casa del Sr. Comas y en ninguna parte consta 
que la desviación hubiera de hacerse por lo que hasta 
entonces era calle pública. Que esa desviación que tam- 
poco pudo verificarse sin permiso de la Municipalidad, 
podía llevarse por otro lado, por los almacenes que están 
al naciente de la casa de Comas ó por el edificio viejo de 
la Aduana. 

Que es temerario el cargo por 400 $ íts. por intereses 
de los 8,000 valor del edificio á hacerse en la casa de 
Comas, porque, como se ha visto, la suspensión nada tuvo 
que ver con ese edificio. 

Quo los 4,000 $ fls. que cobran por materiales perdidos 
y por jornales do al bañiles que no trabajaron durante la 
suspensión es un cargo injusto que le bucen, porque esos 
materiales y esos alhamíes pudieron ocuparlos y los ocupa- 
ron en las grandes construcciones que tenían contratadas 
sobre las que no habia pesado suspensión alguna. 

Que fuera de esto los 1 ,000 $ fts. de multa á que se 
refiere la demanda, de ningún modo debian estar consig- 
nados en ella: 1\ porquo aun supuesta la falta de cum- 
plimiento al contrato de 40 de Enero, ellos no habían in- 
currido en la multa estipulada desde que esa falta provenía de 
causas que no les eran imputables ; _ ', porque por este 
motivo ni Be les ha exigido ni han pagado ni pagarán 
la mencionada multa. 

Que ademán no habiendo vencido aun, á la fecha de la 
contestación loi 18 meses acordados por el primer coa- 
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trato, no puede saberse si la obra se concluirá antes ó 
después de) tiempo estipulado ; y no es lícito en derecho 
cobrar perjuicios hipotéticos ó futuros, á lo cual se agrega 
que el tiempo de la suspensión los demandantes han 
podido emplearlo en las grandes construcciones á que se 
refieren los contratos mencionados. 

Que por otra parte Razzia y Sala carecen do derecho 
para demandar al esponente que ni ha contraído ni cuasi* 
contraído obligación con ellos puesto que el interdicto no 
se entabló contra los demandantes sinó contra el Admi- 
nistrador de lientas Nacionales, y puesto que en las sen- 
tencias pronunciadas en ese interdicto no ha sido conde* 
nado á pena alguna ni hay en ellos declaración de que pueda 
inferirse el derecho para reclamar daños y perjuicios. 

Que no puede invocarse tampoco el lít. * De los actos 
ilícitos * porque en el interdicto solo ejercieron un derecho 
propio inherente á la calidad de dueño. 

Finalmente que no se podría en ningún caso entablar 
una acción por danos y perjuicios mientras enjuicio ordi- 
nario no se resuelva á quien pertenece la propiedad del 
terreno sobre que versó el interdicto. 

Con la prueba producida por las partes, se dictó este : 

WmUm del Jucb ** Bc«elM. 

Rosario, Noviembre 5 de 1873. 

Vistos, estos autos seguidos entre los Sres. Rezzia y Sala 
demandantes, contra D. Meliton Ybarlucea, por cobro de 
pesos, á consecuencia de perjuicios que dicen haberles 
causado este con el ejercicio de una acción de denuncia 
de obra nueva en el edificio de construcción de ta Aduana, 
su mérito resulla lo siguiente: 
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Rczzin y Sala contrataron ron el administrador do lientas 
Ja construcción do aquel edificio en el local que ocupaba 
el antiguo, comprendiendo además un terreno adyacente 
que Ybarlucea reputaba de su propiedad. Hechas en esta 
á rea las osen vnc ion es para tus cimientos, y comenzada la 
construcción de estos para unas columnas, Miarlucca de- 
nunció la obra, pidiendo se mandase suspenderla en toda 
esa área. Instruido el juicio correspondiente, se ordenó 
la suspensión solo en una superficie de diez y seis varas de 
[rente por diez ij seis mvtros de fundo. 

Apelada esta resolución por el denunciante, la Suprema 
Corte ta revocó mas aun en su contra, ordenando se 
levantara totalmente la interdicción, por no haber aquel 
acreditado en su concepto el dominio ó la posestnn actual 
del área de terreno que dió origen á la denuncia ; sin con- 
denación especial en costas, danos ó perjuicios. 

Cumplida la resolución de la Suprema Corle, Re/zia y 
Sala se han presentado contra U. Melilon Ybarlucca co- 
brándole desde luego la suma de once mil cuatrocientos 
pesos fuertes por daños y perjuicios que dicen haber reci- 
bido con la suspensión, apoyándose en lo declarado y re- 
suelto por dicho Tribunal Supremo. 

Ybarlucca contestó á su vez, desconociendo lodo dere- 
cho en los demandantes para hacerle semejante cobro, 
fundándose no solo en que no litigó con ellos, sino en 
que, aun cuando hubiese litigado, la misma resolución 
que invocan no contieno condenaciones especiales que den 
motivo á tales reclamos, que por otra parle, reputa, exa- 
geradísimos. 

Abura bien, para la resolución de esta causa, ante todo 
es menester buscar la fuente de obligación que establezca 
relaciones de derecho entre las parles y que responsabilizo 
á Ybarlucca á favor de Hezzia y Sala. 

t, v. 2G 
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Considerando en este concepto : I o Que las únicas 
fuentes de obligaciones que reconoce el derecho son : el 
contrato, el cuasi-contrato, el delito, el cuasi-delito ó 
hecho ilícito y la ley. Contrato no existe, pues ninguno 
han celebrado : cttasi-conlrato tampoco, pues no han liti- 
gado en el juicio de denuncia, ni se encuentran en otras 
condiciones de derecho que dan origen a este vínculo jurí- 
dico : delito, no se ha cometido por Ybarlucca, pues, rc- 
quiriéndose dañada intención en e! acto, no se ha probmlo 
ni alegado esta, presumiéndose en tal caso la bueua fé : 
la ley tampoco establece en esta vez, obligaciones especia- 
les entre ellas por razones de familia ú otros motivos que 
las crean sin el consentimiento y sin el aclo ; y para ver 
si procede el cuati-delito ó hecho ilícito es necesario estu- 
diar las disposiciones legales al respecto. En tal virtud 
considerando : 

2° Que el Código Civil, Libro 2<\ 
artículo I o establece que; ningún 
el carácter de ilícito, sinú lucre espresamente prol 
por las leyes ordinarias, municipales ó reglamentos de 

pena ú sanción de esto código, sinó hubiera una disposi- 
ción de la ley que la hubiese impuesto. En cuyo concepto, 
al ejercitar Vbarlucea una acción judicial que de buena fé 
p, y fundado cu sus documentos, en ningún sen- 
un hecho ilícito, ni prohibido por las leyes, 
y era por tanto el fallo judicial y las penas que él esta- 
bleciese, los que debieran imprimirlo el carácter de lícito 
ó ilícito, y según este dar ó no Jugará acción de daños y 
perjuicios, ora sea de parte del contra!! ligante como el Ad- 
ministrador de Heñías ; ora de un tercero, damnificado, 
como Bezzia y Sala. Ahora bien, la sentencia de primera 
instancia le reconoció derechos para pedir la suspensión. 
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La de seguuda, se los desconoció, mas no lo declaró me- 
recedor de las ponas de un litigante temerario *, resolución 
que debiéndose conceptuar como la verdad por la ley, y 
ofreciendo la única fuente de responsabilidad respecto de 
Ybarlucea, no puede ella dar base á otras que las que ella 
expresamente establece. En esta virtud, los perjuicios que 
realmente hubieran recibido Rezzía y Sala por el inespe- 
rado uso de un derecho por parte de aquel deben ser 
reglados por las leyes que rigen los casos fortuito ó fuerza 
mayor, y según ellas y sus contratos, sufrirlos ó deducir 
contra quien corresponda las acciones que en ciertos casos 
franquea el derecho. A T «mo regulariter tenetur de ca$u for- 
tuito. 

3 o Que además, según el artículo G° del mismo título 
y libro del Código : i El ejercicio de un derecho propio 
• ó el cumplimiento de una obligación legal, no puede 
a constituir como ilícito ningún acto ; » siendo indudable 
que la denuncia de Ybarlucea importaba el ejercicio de un 
derecho propio ante los tribunales, librando á ellos su 
apreciación y sometiéndose á sus resoluciones; razón por 
la cual no podia reputarse dañosa su acción en sentido 
jurídico, pues: nema damnun facit, nisi qui id facit quod 
[acere, juri non habet ; y porque como bien lo establece 
Massé, tomo 1°, pagina -iSl : * No se atiende á los de- 
c rcclios de los otros, cuando no se hace sinó lo que se 

< tiene derecho de hacer, n condición, sin embargo, de no 

< usar este derecho sinú en los limites que le son asignn- 
c dos i i como lo esponc también Aubry y Rau, tomo 4% 
pág. 754: < No se puedo atribuir el carácter de cuasi- 

■ delito á los actos quo entran en el ejercicio de un 

■ derecho, > siendo esta la opinión de todos los tratadis- 
tas. Y solo pudiera babor sido responsable Ybarlucea, si 
hubiere usado de un derecho ó producido la suspensión 
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por medios ilegales ó ilícitos, por la fuerza, usando de 
dolo, de obrepción o subprecion, para inducir en error á 
los Tribunales ; mas esto ni se lia probado, ni so ba esta- 
blecido en la sentencia de la Suprema Corte. Pues como 
Jo dice Massé : * para la apreciación do los casos de in- 

• demnizacion, es preciso tener cuidado de distinguir bren 
i los becbos en sí mismos de los medios empleados para 

• realizarlos, pues un becbo perfectamente lícito puede 

< dejar de serlo si es efectuado por medios ilícitos. > 

4 o Que en mérito do estos antecedentes, no procede el 
artículo 3°, del titulo O", Sección 2 a , libro 2°, del Código, 
que establece que : < todo ci que ejecuta un becbo, que 
por su culpa ó negligencia ocasiona un daño á otro, está 
obligado á la reparación del perjuicio, » y por cuando el 
demandado no ba incurrido en culpa al ejercitar un dere- 
cho ante los Tribunales. Como carece igualmente de aplica- 
ción por los mismos motivos, el artículo 28, tit. \ \ Sec. 
2 1 , lib. 2<> cuando determina : * que la ignorancia de las 

< leyes ó el orror de derecbos en ningún caso impedirá los 
■ efectos legales de los actos lícitos, ni escusará la res- 

• ponsabilidad do los actos ¡lícitos, i 

5o Que además do estas consideraciones, y aun supo- 
niendo que Rezzia y Sala bubicran tenido derecho para 
demandar daños y perjuicios á Ybarlucea, según el mérito 
de la prueba producida, han incurrido en notoria y exa- 
gerada plus petition, demandando perjuicios imaginarios, 
que no lian recibido, como los referentes á multas sufridas, 
á premios que han dejado de ganar, á pérdidas en mate- 
riales ; no habiendo ni aun ¡atentado la prueba de algunos 
graves cargos; y no habiendo tampoco corregido su de- 
manda en la estación oportuna ; todo lo que induce legal- 
mente á establecer que si lian recibido algún perjuicio es 
insignificante comparado con la gruesa suma de once mil 
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cuatrocientos pesos fuertes^ que indebidamente cobran ; lo 
que entre otras declaraciones se comprueba con e' impor- 
tante informe del Administrador de lientas de f. 32, y la 
declaración del Ingeniero Memela que, con estudia y co- 
nocimiento especial, solo reputa que será un mes el 
retardo de la terminación de la obra á causa de la inter- 
dicción. 

Por estos fundamentos y demás que ver conviene en 
hcclio y derecho, no lia lugar con costas a* la demanda, 
absolviéndose de elln á Don Mol i ton Yba Horca y previnién- 
dole como al Dr. Don Emiliano (jarcia que se abstengan 
de usar en adelante el lenguaje injuriante é injusto que 
lian usado para los adversarios y sus testigos, esívecial- 
numte para el honorable (i nado Sr. Cafa reúna ; fallando con 
ese proceder, á lo que prescriben lus leyes. Hágase saber 
y repónganse los sellos* 

Fenclon Zuviria, 

Habiendo apelado los demandantes, se dictó este 

Fallo de I« Suprema forte. 

«uenos Aires, Febrero 7 de 1874. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma con costas la 
sentencia apelada de foja ciento cuarenta y seis ; satisfe- 
chas las de la instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvaijor M 1 ihül Cáhuil, — Francisco 
Uelcadu. — Jusé Barros Pazos, — 
J. Ü. GounsiiAüA. — J. Domínguez, 
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CAUSA IX. 



Los Sres, Bartoli y Díaz, contra D, Juan Miqnoni, 
sobre falsificación de patente de invención. 



Sumario. — 1° Para aplicar la pena impuesta por la Ley 
de patentes de invención á la falsificación do un invento, 
es indispensable la prueba concluyentc de la identidad, asi 
del invento y del producto que se pretende falsificado¡ como 
de los medios y procederes empleados en su respectiva fa- 
bricación. 

2° El fabricante de un producto privilegiado no puedo 
ejercer ninguna acción penal contra el fabricante de otro 
produelo de igual clase que conste haberse fabricado y es- 
pendido con anterioridad á la concesión de su privilegio. 

3° La prosecución de la acción penal no tiene objeto 
en las cuestiones do patentes, una vez que las partes de- 
claran haberse arreglado. 



Caso. — Bartoli y Diaz fabricantes del queso llamado 
«mantecoso*, respecto al cual obtuvieron del Gobierno 
Nacional patente de invención, entablaron demanda contra 
D. Juan Mignoni, por delito de falsificación de dicho queso, 
pidiendo contra él la aplicación de las penas establecidas 
por Ja ley. 
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Corrido traslado, contestó Mignoni que debia rechazarse 
la demanda ; quo la paleóte conseguida por Harloli y Diaz 
era nula por mu ser ellos autores de un descubrimiento 
nuevo, siendo únicamente sucesores de la lúbrica de ¡púa les 
quesos de Lamessi ; cjue además sus quesos eran di si i utos 
de los fabricados por ellos. 

El Juez llamó la causa á prueba sobre la igualdad de los 
dos productos y de los medios empleados por ambas fabri- 
caciones. 

Producidas las pruebas de una y otra parte, se dictó el si- 
guicnlo 

Fftllft drl Jut-z de Srrcion 

Buenos Airas, Marzo 13 le lS7;í. 

Y vistos estos autos iniciados por los Sres. Harto] i y 
Diaz, contra U. Juan Mipmni, por falsificación de procedi- 
mientos industriales para la produeeion de quesos pulen- 
lados á su favor. 

Y considerando : lo quo, al con (oslar la demanda, Mig- 
noni ha opucslo la nulidad de l.i patente obtenida por Uur- 
toli y Diass, fundado en que eslus últimos no son los 
inventores do los procedimientos que emplean, sinó con- 
tinuadores de los que, desdo 1807, empleaba tí. Juan 
Lamessi en su fábrica de San Martin, y la diversidad de los 
procedimientos de que Lace uso en su fabricación el de- 
mandado. 

2o Que en cuanto á lo primero, oslando la patente de 
í f> espedida do acuerdo á lo prevenido por la Ley de pa- 
lpites de invención de 11 de Octubre de 1 80 1, no puedo 
admitirse, contra este título, que los tenedores no sean 
los legítimos inventores ( arl, i", ley citada) y mucho 
menos aún, cuando de los autos resulta que los demandan* 
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»jd son sucesores por compra á D. Juan 
reconoce el demandado como verdadero inventor. 

3° Que del reconocimiento pericial é inlbrme do i'. 81 
resulta comprobado que Mignoni ha empleado tos mismos 
procedimientos patentados A favor de Barloli y Díaz para 
la confección de los quesos denunciados por estos ul- 



nua. 



4° Que la prueba producida por el demandado, lejos de 
justificar sus escepeiones, comprueban los hechos aseve- 
rados en la demanda, resultando de las declaraciones de 
Martin Larroy, f. 64, Domingo Amestoy, f. 65 y Juan 
Ardoy, f. 70, que los quesos espetididos por Mignoni son 
iguales á los de la fábrica de llartoli y Diaz y los demás 
testigos que afirman lo contrario se refieren á diferencias 
de forma y otras igualmente insignificantes que en nada 
afectan los procedimientos usados en ta fabricación, sobre 

Y 5' que de las declaraciones de los testigos citados y 
demás que figuran en los autos, resulta que el demandado 
tenia establecido su negocio de los quesos falsificados, 
defraudando así los legítimos derechos de los patentados. 

Por estos fundamentos, fallo, declarando que D. Juan 
Mignoni ha incurrido en el delito de falsificación definido 
y penado por el art. 53 de la Ley de Patentes de Inven- 
ción, y de conformidad á lo dispuesto en el mismo, lo 
condeno á una mulla de $ Ftes. ÍÍOO, que en caso de no 
su pago, se sustituirá por la de seis meses 
i, y cuyo importe será distribuido de acuerdo 
á lo prevenido en el art. 60 de la ley citada, siendo además 
á su cargo las costas del juicio, llágase saber y repón- 
ganse los sellos, notificándose con e 
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Apelada esta sentencia por Mignoni y concedido el recur- 
so, se dictó el siguiente 

rali» de U *uprem* Corle. 

IJuenos Aires, Febreru 10 de 1874. 

Vistos : Considerando que Mignoni al contestar a la de- 
manda, á mas de alegar la nulidad de la patente concedida 
á Baitoli y Üiaz. negó que los quesos que él fabricaba fue- 
sen iguales a tos fabricados por lus demandantes; y mucho 
menos les medios y procederes empleados para la fabrica- 
ción de unos y oíros: que la causa fué recibida á prcuba 
para el esclarecimiento de eslos dos puntos; prueba tanto 
mas indispensable, cuanto que el objeto do la demanda es 
pedir la imposición de una pena, y se trata de un privilegio 
que coarta el ejercicio de una industria antigua y general- 
mente conocida en el país : que la producida en autos no 
basta, sin embargo, para dar á los jueces la certidumbre ne- 
cesaria ; Primero ; porque los testigos que declaran sobre la 
identidad de ambos productos no dan razón cierta y satisfac- 
toria de susdicltos, limitándose á espresar el juicio individual 
de cada uno de ellos, sin que conste absolutamente su com- 
petencia en la materia de que se trata ; Setjundo : porque el 
informe del perito Puiggari, ámas de babersido espedido sin 
Jas*IVirmalidades leg;tles, y con referencia a quesos que dice 
haberle sido remitidos para inspeccionar, pero de cuya pro- 
cedencia no hay constancia, concluye por emitir un juicio, 
que no es sino una inducción basada en las apariencias 
de lus producios á que se refieren ; Tercero: porque ni el perito 
ni los testigos manifiestan conocer prácticamente, ni en 
virtud do un exámen apropiado, los útiles ni los procederes 
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de que se valia Mignoni, lo que era de loda necesidad para 
su comparación con los de üartoli y Díaz ; Cuarto : porque, 
á estar á la descripción de fojas tres y cuatro del sis.ema y 
medios de los demandantos, comparada con lo que resulla 
de Ja diligencia de embargo de los útiles de Mignoni (foja 
ciento cuarenta y dos) y con lo demás que sobre el parti- 
cular aparece de )a prueba, se vé que hay entre unos y otros 
una absoluta diversidad. 

Considerando por otra parte que antes de haber obtenido 
su patente Bartoli y Diaz, es un hecho constante que Don 
Juan Lamessi había fabricado, sin privilegio, quesos de la 
misma clase que los de Mignoni; y que en el auto de 
la absolución de posiciones espresaron aquellos que se 
habían arreglado con el demandado, teniéndolo actual- 
mente á su servicio, lo que hace que no tenga objeto ta 
prosecución de la acción penal intentada; se revoca la sen- 
tencia apelada de foja ciento veinte. Satisfechas las costas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M* del Carril — Fran- 
cisco Delgado. — José Dahros 
Pazos. — J. 1). Gurostuüa.— 

J. DoMlNGtKZ. 



CAUSA X 



D, Marciano Molina, contra fí. Augusto S. Meycr, sobre 
liquidación d' sociedad y nombramiento 
de arbitros. 



Sumario. — 4° La sociedad no se entiende liquidada por 
el mero hecho de poner avist.s al público de que lia quedado 
disuclta amigablemente. 

2o La liquidación de la sociedad tiene lugar cuando se 
fijan las obligaciones de los socios entre sí y para con Jos 
terceros y so dividen las existencias. 

3o La sociedad de capital é industria no puede decirse li- 
quidada con la sola entrega de las existencias al socio ca- 
pitalista, sin que se complete la liquidación con la rendición 
de cuentas del socio industrial. 

4o El término de diez dias para observar la liquidación 
corre desde que se comunique á los socios, 

5o Cuando los liquidadores son los mismos socios, y uno 
de ellos no acepta la liquidación formada por el otro, no 
puedo decirse que esta haya sido acabada, y que haya em- 
pezado a correr el termino de la prescripción. 

6o Tara ello es necesario que el que está conforme inli- 
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me formalmente al que no lo osla para que preste su con- 
formidad ó deduzca sus observaciones, 

1° El tiempo en que los tribunales están cerrados, puede 
no contarse al efecto de librar al acreedor de las conse- 
cuencias do la prescripción, si cesada la clausura se pre- 
senta inmediatamente ejercitando sus acciones. 



Caso. — Molina y Meyor celebraron en Corrientes una 
sociedad siendo éste el socio ¡nduslrial y aquel el socio 
capitalista. Meyer por recompensa de sus trabajos tenia 
la 3» parte de las utilidades, no debiendo ser menores do 
6000 patacones anuales. La sociedad se contrajo por dos 
años, pero vencido su término se prorogó por otro año, 
y se disolvió por último de común acuerdo en Diciembre 
de 1872, publicándose con fecha 15 de dicho mes en los 
diarios de aquella ciudad el siguiente aviso al comercio. 

c Habiendo vencido el término de nuestro contrato, queda 
disuclta amigablemente Ja sociedad que giraba en esla 
plasa bajo la razón de t Augusto S. Meyer y O », quedando 
el Sr. D. Marciano Molina á cargo del activo y pasivo ». 

En Enero 8 de 1873 Molina ocurrió al Juzgado do Sección 
pidiendo se citara á Meyer á comparendu verbal para pro- 
ceder al nombramiento de árMtros según el arl. 511 del 
Cód. de Com, t teniendo que hacer varias reclamaciones 
contra él. 

Corrido traslado, contestó la parte de Meyer que según 
conslaba del aviso publicado ta sociedad estaba ya termi- 
nada y liquidada amigablemente, y que por consiguiente 
no podia tener lugar el nombramiento de Arbitros. 

El Juez llamó la causa a prueba sobre la liquidación do 
la sociedad y el modo con que se recibió Molina de las 
existencias sociales. 
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Producidos las pruebas de una y otra parte y presentado el 
alegato pur la parle de Mcyer quien opuso contra las re- 
clamaciones de Molina la prescripción del arl. del 
Código de Comercio, se dictó el siguiente 

Fallo del Jnn Se ce i «nal. 

Corrientes, Agosio 10 de 1873. 

Y vistos : resulta de estos autos lo siguiente : 1° Que D. 
Marciano Molina y C a se presentaron á este Juzgado pi- 
diendo se citase á comparendo verbal á 0. Augusto S. 
Mcycr con quien habian tenido sociedad de capital é indus- 
tria, para proceder a nombrar arbitros arbitradores, que 
decidiesen las reclamaciones que tenian que hacerle sobre 
varias operaciones fraudalcnlas hedías por el socio indus- 
trial Mover, mientras administró la sociedad, relacionando 
en el escrito algunos de los puntos sobre que debía versar 
el arbilrage. 

2 U Que corrido traslado á Meyer, este espuso, por medio 
de su representante, Ü. Norborto Zalazar, que la Sociedad 
que había tenido con Molina y C* estaba completamente 
terminada y liquidada amigablemente como lo prueba el 
anuncio firmado por ambos, publicado en el diario «La Fu- 
sion» que presentaba, y que en consecuencia de ese conve- 
nio, Molina se liabia hecho cargo del activo y pasivo de la 
sociedad, libros, papeles y demás, celebrando nueva so- 
ciedad con U. N. Márquez, llevando como capital las mis- 
mas existencias.de la sociedad estinguida, cobrando y 
pagando las deudas de la casa ; que por lo tanto no estaba 
obligado al nombramiento de árbitros, como lo pedia Molina, 
pues seria revivir un asunto completamente terminado y 
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fenecido de común acuerdo, lo que solo podia tener lugar 
per mutuo disentimiento. 

3° Que abierta la causa á prueba resultan justificados 
loa hechos siguientes : 

Í a Que según el contrato do sociedad que corre á f. I a , 
esta debía durar por 2 años, que principiaban en 21 de 
Mayo del 70 y vencían el 21 de Mayo del 72, pero do 
común consentimiento so prorogó el plazo basta fin del 
año 72, lo que no so cumplió exactamente sínó que con- 
vinieron en dar por terminada dicha sociedad el 15 do 
Diciembre del mismo año 72, ó sea 15 dias antes do 
vencido el término porque fué prorogada, según todo resulta 
de la 15» y 16 a posiciones absueltas por Meyer á f. 108 
vuelta. 

2° Que los socios procedieron al inventario de la casa, 
y Molina se recibió de las existencias á medida que se 
inventariaban, cuya operación concluyó el 15 de Diciem- 
bre, poniéndose después en limpio el borrador y firmaron 
ese mismo dia el aviso publicado en la « Fusión • el 18, 
procediendo acto continuo al balance que terminó el dia 
24 de Diciembre, el que no quizo firmar Molina, todo lo 
que resulta desde la 1» hasta la lia posiciones citadas y 
del balance que aparece firmado por Meyer en el libro de 
inventarios en la fecha indicada. 

Y considerando : 1° Que según el art. 405 del Gód. de 
Com., los derechos y obligaciones principian desde la Techa 
del contrato y no terminan hasta que, disuelta la sociedad, 
se hallan satisfechas y estínguidas las responsabilidades 
sociales, y estas no concluyen sinó cuando hecha la liqui- 
dación y propuesta la forma de la división se aprobase por 
los socios ó no fuere reclamada en el término de 10 dias 
desde que hubiere sido comunicada, art. 504 del mismo 
Código, de donde resulta que la significación que Meyer 
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quiere dar al aviso que se publicó es contraria á la dispo- 
sición de la ley y a su texto literal, pues que él solo dice : 
que queda disuelta 



como 
anticipar el término 
el fin del año, 
a comprenc 

que no 
el mismo Meyer. 
ó industria solamente, 
parle en las ga- 
idad fijada 
socio meramente 








en que 




ta disolución que 
confesión de Meyer, sin que 
esta quedaba hecha la 
pero ni 
este era socio de 
y nada tenia de eslraño que no 
nancias, porque ellna no 
en el contrato, ni 
industrial á resj 
sociales, art. it, inc. 2", 

recibiese de las existencias y respondiese por las 
do la sociedad ; ni os cstraño tampoco que celebrase nueva 
sociedad y entregase á su socio como capital socit 
mercaderías que recibió de Meyer bajo inventario; 
hechos no ¡mporlan en manera alguna la liquidación com- 
pleta de la sociedad, lo cual solo tiene lugar cuando estún 
fijadas las obligaciones de los socios entre sí y para con 
los terceros y se dividen en fin las existencias. 

3 o Que tampoco puede decirse que había cesado toda 
responsabilidad entre los socios por haberse publicado de 
común acuerdo el referido aviso sin el aditamiento en 
liquidación, pues según lo que se ha dicho en el anterior 
considerando la operación en este caso debia reducirse á 
la entrega de las existencias y á una rendición de cuentas 
por parte del ex-socio Meyer, y bien pudieron convenir en 
que ¡a sociedad no so pusiera en liquidación para con los 
terceros respondiendo el socio Molina por todas las obli- 
gaciones de la casa; pero de esto no se sigue que este 
convenio importase la renuncia del derecho á exigir cuentas 
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inmediata 



al socio que tuvo & su cargo 
de la Sociedad. 

4« Que según el art. 443 del Cód. de Com., los socios 
capitalistas y los terceros tienen contra ol socio industrial 
las acciones que la ley concede contra el gestor ó manda- 
tario infiel, culpable ó negligente, y es claro que, ni por 
el aviso publicado ni por el recibo de las existencias so han 
estinguido estas acciones que duran hasta que se apruebe 
por los socios la liquidación final, según el art. 504 citado, 
la cual fué desaprobada por el socio Molina y se negó á 
firmarla, como aparece de la confesión de Meyer. 

5« Que últimamente se ha alegado por el 
de Meyer la prescripción de la acción por no haber 
vado en tiempo la liquidación practicada, cuya escepcion 
ha debido ser expuesta en tiempo y en la forma debida á 
fin de que pudiesen discutirse los hechos en que deben 
fundarse; pues que toda prescripción exige ciertos requi- 
sitos que deben alegarse y probarse por el que la opone, 

0° Que estando á lo que consta de autos y examinando 
el art, 504 del Código, resulta que las acciones entre los 
socios por liquidación y partición se esiinguen ó por con- 
formidad de estos con la liquidación practicada ó por pres- 
cripción que tiene lugar cuando un socio la recibe y guarda 
silencio y no la observa en el término de 10 dias, el Có- 
digo no espresa ante quien deben deducirse las observa- 
ciones, si antes los liquidadores ó ante el Juez ordinario» 
pero exige que dicha liquidación tea concluida por los liqui- 
dadores y so proponga la forma do la división ¡ y en este 
caso los mismos socios eran los liquidadores de confor- 
midad al art. 407 del Código de Comercio; y no se puede 
decir que la liquidación estaba acabada desde que el uno 
no estaba conformo con la que el otro habia formado, y 
por lo tanto para que ese término de 10 dias, tan breve 
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y perentorio, principiase á correr, habría sido preciso por 
lo menos, que Meyer informase á Molina formalmente que 
se conformase ó dedujese sus observaciones, de otro modo 
no estaban los socios en el caso del arl. 501 citado ; 
tanto mas cuando no consta y antes Lien es de suponer 
que Molina manifestase á Mcycr los motivos que tenia para 
negarse á firmar en el acto que la concluyó el tenedor do 
libros. 

7° y último. Quo aun suponiendo el caso en que dicha 
prescripción ha debido principiar desde el 21 de Diciem- 
bre, bailándose en ese tiempo ceirados los Tribunales t 
estañamos en el caso del art. 34, tít. de ta prescripción, 
Código Civil, quo autoriza al Juez para librar al acreedor 
de las consecuencias de la prescripción, cuando por dificul- 
tad ó imposibilidad de hecho se impidiese temporalmente el 
ejercicio de una acción, con tal de que inmediatamente 
después de su cesación, aquel hubiese hecho valer sus 
derechos, como ha sucedido en este caso en que Molina 
se presentó formalmente el día 8 do Enero ó sea en el 
acto de abrirse los Tribunales, como aparece del escrito 
de f. 3. 

Por estos fundamentos, fallo, y declaro que debe pro- 
cederse por los ex-socios Meyer y Molina á nombrar úrbÜros 
arbitradoros que entiendan de las reclamaciones que amóos 
socios tuvieren que hacerse para liquidar la sociedad que 
giró bajo la razón social t Augusto S. Meyer y C a t, en el 
término de 10 días desde que quede ejecutoriado este auto 
y bajo apercibimiento de que el Tribunal los nombrará de 
oficio si así no lo hicieren. llagase saber y repónganse 
los sellos. 

Carlos Lima. 

Apelada esta sentencia, Meyer espresando agravios dijo 
quo debia ella revocarse; que Molina no firmó la liqui- 

T» V. 27 
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dación, no porque se rehusó á firmarla, sinó porque él 
no se to pidió, no siendo necesario después del aviso pu- 
blicado por los diarios ; que en el caso no habia necesidad 
de liquidación, bastando la simple entrega do las existen- 
cias sociales á Molina ; que este debia reclamar dentro de 
los diez di as después de presentada la liquidación ; y que 
el art 31 del Código Civil citado en la sentencia apelada 
no es aplicable, porque á pesar de la clausura de los tri- 
bunales podía Molina ocurrir ;í una protesta poniendo á 
salvo sus acciones. 

Conferido traslado, Molina pidió la confirmación de la 
sentencia apelada. 

Dijo ; que no hubo liquidación puesto que él no la firmó ; 
que si se hizo el inventario, este no es la liquidación ; 
que el aviso publicado al comercio no equivale ni supone 
la liquidación ; que en efecto el aviso es de fecha 15 y la 
liquidación presentada por Meyer lleva la fecha de 24 de 
Diciembre; que no habiéndose hecho la liquidación no 
cesan las responsabilidades de los socios y que prescin- 
diendo de la inmoralidad de la prescripción opuesta prr 
jr, esta no podia correr estando él imposibilitado 




Buenos Aires, Febrero 24 de 187 i. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas 
el auto apeado de foja cuarenta y cuatro, y satisfechas estas 
y repuestos lo¡» sollos, devuélvanse. 

Salvador M, del Carril.— Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos. — 
J. D. Gorqstíaga, — J. Domínguez. 
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CAUSA XI. 



Don Ernesto Bculeführ contra el Banco Hipotecario de 
Buenos Aires, sobre recurso de revisión. 



Sumario. — No ha 
una sentencia Jo ta 
art, 241 de la ley de 



al recurso de revisión con Ira 
ina Corlo sinó en los casos del 




Ca$o. — 0. Ernesto Rculcfíihr interpuso recurso de revi- 
sión contra el Tallo do la Suprema Corte de Enero 20 de 1874, 
confirmatorio de otro del Juez do Sección do Octubre 1° do 
1873 on los autos seguidos por él contra el Banco Hipotecario 
Buenos Aires sobre ilegalidad de anuncio de remate, y 
daños y perjuicios. 

Dijo: que en el fallo de la Suprema Corte se había 
omitido proveer sobre el menoscabo inferido á su crédito 
por el proceder arbitrario del Banco. 

Corrido traslado, contestó el Banco que no debía hacerse 
lugar al recurso en cuanto la cuestión de los daños y per- 
juicios había sido explícitamente resuelta por el juez a qno 
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Buenos Airas, Febrero 26 *le 187*. 
Visto,, por sus fundadentos se confirma con costas el 
auto apelado de foja sesenta y dos vuelta ; salisíeelias oslas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvado u M. del Carril. — Fhancisco 
Delgado. — ■ José Üarrqs Pazos.— 
J. Domínguez. 



Contienda de competencia 
Sección de únenos Aires 
viñeta en los autos seguidos por D. i 
vapor « el Comercio del llosario » 
los Sres. Carvalko y de 
pesos. 




la misma Pro- 
eapitan 

sus 




Sumario. — En el caso de ser demandada una sociedad 
á la que se ha formado un concurso, el juez competente 
para conocer de la causa es el juez provincial de comercio, 
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aunque esta corresponda por razón de la materia á la ju- 
risdicción de los tribunales nacionales. 



Caso. — D. Pedro Sosa demando ejecutivamente á Carvalho 
y Asamljuya por la suma de 22,810 pesos importe de sueldos 
adeudados ó la tripulación del vapor t El Comercio del 
Rosario. » 

Después de entablada esta demanda Carvalho presentó 
en quiebra ante el Juzgado de Comercio, la sociedad Car- 
valho y Asarnbuya. 

Seguidos los ñutos ejecutivos en rebeldía de los doman - 
dados ante el Juez do Sección hasta la citación de remate, 
el Juez de Comercio en el juicio do concurso formado á la 
referida sociedad libró oficio al de Sección, pidiéndole re- 
misión do dichos autos para agregarlos á los del concurso. 



Fallo del Juez de *e**lon. 



Buenos Aires, Julio 21 de 1873. 

Y vistos : Considerando, 1° Que el crédito perseguido por 
Don Pedro Sosa procede de provisiones suministradas al 
vapor < Comercio del Rosario i y de salarios del capitán y 
tripulantes del mismo buque, caso en que la jurisdicción 
nacional es la competente con arreglo al inc. 1", art. 2«, 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales. 

2» Que aunque la jurisdicción provincial puede proro- 
garse en los casos señalados en el inc. 4°. del art. 12 de 
la mistna ley, y aunque según el inc. I a del mismo artí- 
culo, habiendo juicio universal do concurso do acreedores 
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y de partición do herencia, debo conocer el Juez compe- 
tente de Provincia y en este caso se trata de un juicio do 
concurso seguido á los armadores del vapor t Comercio 
dol nosario i, las disposiciones citadas no son aplicables al 
caso sub-judice, por cuanto los incisos citados consagran 
una escepcion al principio general que declara privativa la 
jurisdicción nacional, excluyendo á la de Provincia, y como 
escepcion debe restringirse y no ampliarse, y por conse- 
cuencia limitarse la aplicación al caso en que la jurisdic- 
ción nacional solo es competente por razón de las personas 
interesadas, y no por razón de la causa á materia, ratione 
materia, que es la que en el juicio pendiente determina 
la jurisdicción de este Juzgado. 

Por estos fundamentos: contúslcse al Señor Juez de Co- 
mercio que este Juzgado es el único competente para enten- 
der en el espediente á que se refiere la nota que dicho 
Señor Juez pasó á este Juzgado, con fecha 30 del pasado, 
y que en consecuencia este Juzgado no puede acceder á 
lo que en la citada nota 60 le pide, trascribiéndose la pre- 
sento resolución. Üepónganse los sellos y notilTquese con 
el original, Manuel Zavakla, 

£1 Juez de Comercio dio vista de esta fallo al Síndico 
del concurso quien lo evacuó pidiendo que el Juez de 
Comercio sostuviera su jurisdicción. 

Dijo : que el art. 12 de la ley sobre jurisdicción y com* 
petencia de los Tribunales Nacionales no hacia en su inc. 
lo ninguna distinción ; y que la distinción introducida por 
el Juez de Sección era en contradicción con todas las leyes 
que establecen la universalidad del concurso, la igualdad 
de los acreedores, el orden legal de la preferencia, y la 
inhabilidad del Fallido para gestionar ante cualquier tri- 
bunal. 
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Falle del Jura de Comercio. 

Buenos Aires, Agosto 29 de 1873. 

No estando el juzgado conforme con las observaciones 
en que ol Sr. Juez Nacional ha fundado su negativa á la 
remisión del expediento atenta ta serié de consideraciones 
que se aducen en el precedente escrito, dirijáscle el corres- 
pondiente oficio, insistiendo en la remisión solicitada y á 
cuyo efecto se trascribirá aquel escrito. 

Barra. 

Llevados los respectivos autos a* la Suprema Corte, con 
arreglo al art. 52 de la ley de procedimientos, su di 6 vista 
al Sr. Procurador General quien la evacuó como sigue: 

Existiendo un juicio de concurso de acreedores ante el 
Juez Provincial, el Juez de Sección no debe sustraer un 
incidente de ese juicio para someterlo á su jurisdicción, 
aunque le corresponda por razón do la materia ; porque 
esto seria faltar á los principios del procedimiento divi- 
diendo la continencia de la causa, y violar lo que espe- 
samente dispone la ley sobre jurisdicción do los Tribunales 
Nacionales en su art. i 2. 

La distinción en que so funda el Juez de Sección de 
causas por razón de Jas personas y por razón de la ma- 
teria no es conforme á este caso ni á los principios de 
derecho, ni á la letra y espíritu de la ley. 

En consecuencia la Suprema Corle se ha de servir decla- 
rar que la jurisdicción compete al Juez de Comercio y 
mandar que el Juez do Sección se abstenga de conocer 
on esta causa, remitiendo todo lo actuado al Juez com- 
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Fulle de I» 

Buenos Aires, Febrero 26 de 1874. 
Vistos : de conformidad con lo espuesto y pedido por el 
Señor Procurador General en su precedente vista, y resul- 
tando de los autos que el concurso de Carvalho Riveiro es 
el demandado, se declara que el Juez do Comercio os el 
competente para conocer en esta causa. Remítansele en 
consecuencia estos espedientes y hágase saber por oficio al 
Juez do Sección, previo pago de costas y reposición do 



M, del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos, — J ( D. Gorostiaga. — J. 
Domínguez. 



CU SA VHI. 



D. José A. 



Sumario, — No ha lugar al arraigo del juicio autorizado 
por el art. 55 de la ley de procedimientos, no estando jus- 
tificado el crédito que se reclama por escritura pública ó 
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por documento fehaciente, y encontrándose domiciliado el 
demandado en el lugar en quo se ha entablado Ja de- 
manda. 

Caso. — Soage demandó á Arzac por cobro de pesos, pi- 
diendo se le ordenara arraigar el juicio dentro de 3" dia 
o apercibimiento de embargo. 
El Juez proveyó con el siguiente 

Fallo del Juu ti* Seeelon. 

Buenos Aires, Diciembre 10 de 1813. 

Con arreglo al artículo 55, inciso 3 (l de la ley de pro- 
cedimientos, intímese á D. Félix Arzac arraigar el juicio 
dentro de tercero dia bajo apercibimiento de lo que haya 
lugar. Repóngase 11 y arriza. 

Apelada esta sentencia por Arzac y concedido el recurso 
en relación se dictó el siguiente 

Fallo de I» Supremo Corle. 

Buenos Aires, Febrero 20 de 1874, 

Vistos: No estando justificado el crédito que se reclama, 
por escritura pública ni por documento fehaciente, y en- 
contrándose domiciliado en esta ciudad el demandado, se 
revoca el auto apelado de foja veinte y cuatro; satisfechas 
las costas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M" del Carril. — Francisco 
Delga no.— José Barros Pazos. 
— J. B. Gohostiaga.— J. Do- 
mínguez. 
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CAUSA. XIV. 



Contienda de competencia entre el Juez Federal de la Sección 
de Mendoza y el poder judicial de dicha provincia. 



Sumario. — 1° Toda cuestión de competencia entre los 
Jueces de Provincia y los de Sección debe ser decidida 
por la Suprema Córte. 

2* El J uez ue Sección que lia prevenido en el cono- 
cimiento de una causa en la que es competente por ra- 
zón de las personas, ordenando un embargo de un fundo 
hipotecado, es el único competente en todas las demás 
cuestiones ejecutivas que se susciten sobre el mismo bien 
embargado, aunque por razón do la materia y de las 
personas puedan ser de la competencia de los Tribuna- 
les Provinciales. 

Cojo, — D. Clodomiro Moyano, ciudadano argentino, de- 
mandó ante el Juez do Sección de Mendoza á D. Juan 
A. Pando, chileno, por cobro de pesos, presentando una 
escritura pública de hipoteca y pidiendo ejecución. 

D. Francisco Bustos se presentó posteriormente ante 
el mismo Juez, ejecutando igualmente á Pando en virtud 
de otra escritura hipotecaria. 
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El Juez ordenó el embargo del bien hipotecado llama- 
do iLa Bodega de Pando» habiéndose hecho ta traba 
por Moyano en Enero 25 de 1870 y por Bustos en Fe- 
brero 22. 

D. Fernando Raffo, depositario del fundo embargado, 
ocurrió después al Juez de Letras de la Provincia, di- 
ciéndose acreedor de_ Pondo y pidiendo el embargo de la 
misma « Bodega. * 

Este embargo se decretó por el Juez de I a Instancia 
de la Provincia, y ae realizó en Junio 14 de 1870, 

El Juez de Sección mandó llevar adelante los autos 
ejecutivos pronunciando la sentencia de remate- 

Apelada esta sentencia y perdida la apelación ante 
la Suprema Córte, el Juez provincial mandó hacer e/ 
remate de la finca. 

Anunciado este por los diarios, el Juez de Sección 
á petición de partes, entabló la competencia. 

El Juez provincial remitió los autos a" la Cámara pro- 
vincial, quien decidió la competencia, como sigue: 



t allo de I» 




de JuMttct» de 



a, Octubre 17 de t 871. 

Autos y vistos: y aceptando el dictamen del Fiscal y 
considerando además: — 1" Que la justicia nacional no 
procede de oficio, art. 2° de la ley de 16 de Octubre de 
1802; 2 o Que solo á instancia de parte la Suprema Cór- 
te decide las competencias de jurisdicción, art. 17 de la 
ley de H de Setiembre de 1803; 3 o Que el Juez de 
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Sección no es parte ni puede serlo porque se converti- 
ría en litigante, lo que ante la ley y el buen sentido es 
repugnante; 4° Q ue siendo Ra fío extrangero lia contes- 
tado á ta demanda del ciudadano D. Clodomiro Moyano 
ante el Juez de Provincia, y por esto hecho queda radi- 
cado el juicio ante la Justicia Provincial, art. 42, inc. 4* 
de la ley citada; 5« Q ue aunque el Sr. Juez de Sección 
por su nota de 4 de Julio último, dirigida al Juez de 1» 
Instancia, hace presente que íí solicitud del apoderado sus- 
titulo de D. Clodomiro Moyano, protesta de! remate anun- 
ciado por el Juez de Provincia de la linca que se ejecutaba á 
petición de Xí. Fernando liafíb como acreedor hipotecario 
de D. Juan A. Pando, la parte de Moyano no ha ocur- 
rido ante el Juez de Provincia á declinar jurisdicción; 
que en lugar de hacer uso de este arbitrio legal, ha 
reconocido la competoncia del Juzgado do Provincia: I o 
por haber pedido suspensión del remato en 9 de Agosto 
ppdo. á f. 96 de la ñnca embargada en 18 de Julio 
último por auto de 14 de Junio; 2° por haber consen- 
tido los autos siguientes, el de 21 de Agosto, aprobatorio 
del remate, y el de 9 de Setiembre no aceptando la 
competencia que de o/icio suscitó el Juez de Sección al 
de Provincia porque no versaba sobre la jurisdicción ori- 
ginaria de este, y mandó dar la posesión al ejecutante, 
conservándose en depósito el valor del remate hasta la 
resolución sobre la tercería; 3" y siguiendo los actos 
de reconocimiento de la jurisdicción por haber deducido 
acción de tercería de mejor derecho en 10 de Agosto, 
y aunque intentó retirarla el 12 de Setiembre rondán- 
dose en que no se habia contestado la demanda sobre 
tercería, lo que no es exacto porque el mismo dia 12 
contestó el ejecutante pidiendo ser pagado con prefe- 
rencia, y no se ha resuelto este punto por el Juez de 
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I a Instancia porque- pendían los autos ante el Tribunal 
para resolver la competencia promovida por el Sr. Juez 
de Sección. Por esLos fundamentos y demás que cons- 
tan de esta causa, so declara que la jurisdicción pro- 
vincial es la competente y que el Sr. Juez de Sección 
no ha debido promover de olioío la competencia pertur- 
bando la jurisdiociun do Provincia. Trascríbasele esto 
auto y el dictamen del Fiscal con la nota acordada; 
devolviéndose la causa al Juzgado de su origen para que 
le dé el curso correspondiente, encargándose la breve- 
dad por el retardo que ha sufrido. — L'slrctta. — García. 
— Gómez. 

El Juez do Sección no se conformó con que la Cá- 
mara Provincial juzgara esla contienda y remitió á la 
Suprema Corle los varios espedientes seguidos en esta 
cuestión presentando la solicitud do las partes, pidiendo 
so decidiera la competencia. 

Dadose vista de la causa al Sr. Procurador General 
este la evacuó pidiendo se declarara competente para 
conocer de ella al Juez de Sección. 

Dijo que la Suprema Córte debia lomar conocimiento 
de esta causa en virtud del art. 17 de la ley sobro ju- 
risdicción y competencia; que según todos los prácticos 
el caso de discordia entre dos poderes judiciales debe 
resolverse en forma de competencia; que el Juez de Le- 
tras de Mendoza debia remilir á la Corle sus autos y 
no á la Cámara Provincial; que esta no debia tampoco 
decidir la cuestión por en establecido expresamente liaberso 
la ley que toda competencia suscitada con un Juez de 
Sección ha do ser decidida por la Suprema Cúrte; que 
el Juez de Sección había ordenado el embargo antes 
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que conociera el de Provincia, y el embargo es la apre- 
hensión que hace el Juez de los bienes de un deudor, 
para tenerlos en su peder, bajo su administración y á 
su disposición ; que por consiguiente mientras dura el 
embargo, nadie puede disponer de los bienes embargados 
sin ofender y desconocer la jurisdicción del Juez que ha 
proveído en ta causa. 

Falle de I» Suprema Curie. 



Buenos Aires, Marzo 5 de 1814. 

Vistos : de conformidad con lo espuesto y pedido por 
el señor Procurador General en su visla de foja cin- 
cuenta y cinco, se declara que el Juez de Sección es el 
competente para conocer en esta causa seguida por Don 
Clodomiro Moyano, Don Francisco Bustos y Don Fer- 
nando Uaffo contra Don Juan Antonio Pando. Devuél- 
vansele en consecuencia estos autos previo pago de costas 
y reposición de sellos; y avísese por oficio al Presidente 
de la Ilustrísima Cámara de Justicia de Mendoza. 

Salvador M' del Carril — Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos. — 
J, B, i 
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CAUSA XV. 



I), Pedro Hosso, contra Perelli y t>, por cobro de 
fletes y estadía!. 



Sumario, — I o Cuan Jo en un contrato de fletamento se 
acuerda un número fijo de dias corridos para la carga y 
descarga del buque, y en la carga se emplean todos los 
concedidos, los trascurridos durante la descarga, aun los 
inhábiles, deben abonarse como sobroestadías. 

2° El pago de sobrestadías es la indemnización de 
los daños causados al buque por la demora á que le sugeta 
el cargador. 

3° Los daños causados durante la mora son á cargo del 
que incurrió en ella, aun los que provengan de caso for- 
tuito. 

&° Una transacción en negocio do mayor cuantía no 
puede ser probada por solo testigos. 



Cato. — En 4 de Enero de 1872, D. Pedro Rosso pro- 
pietario del patacho nacional Pía 2^ celebró en Montevideo 
un contrato de fletamento con D. M. Perochetti, para 
cargar y conducir al puerto de Buenos Aires, mas ó menos 
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280 toneladas do piedra cortada, cediendo al cargador 16 
días corridos para la carga y descarga, á contar desde el 
dia 8 de Enero. El precio del íletamento se convino en 
2 1 patacones por tonelada, y 20 patacones diarios por 
cada dia de demora. 

En virtud de esto contrato el patacho cargó en Monte- 
video 40.209 piedras con trescientas toneladas, trascur- 
riendo durante la carga los 16 días acordados para la 
carga y descarga. 

Con estos documentos y el recibo de la carga completa, 
firmado en SI de Febrero por el lanchero Andrés Ansaldo 
y O, se presentó D. Pedro Rosso ante el Juez de Sección 
de Buenos Aires esponiendo que en la descarga se habian 
empleado 22 días hasta el 21 de Febrero en que se acabó 
de recibir, por cuyo tiempo, con arreglo al contrato, te 
debian los cargadores 440 pesos fuertes do sobreestadías, 
pues que en U carga se emplearon Jos 16 acordados para 
estadías, además de los 750 $ Ftes. importe del íleta- 
mento. 

Que no habiendo tos consignatarios Carlos Perelli, Roca 
y C a pagado ni el flete ni las estadías, el buque estaba 
sufriendo perjuicios por no poder salir del puerto falto de 
los recursos necesarios. 

Entablando demanda en forma contra los espresados 
consignatarios, pidió fuesen condenados á abonarle las can- 
tidades mencionadas. 

Perelli y C* antes de contestar la demanda oblaron y se 
entregó á los demandantes los 750 $ Fíes, importe del 
flete, f. 

Contestando la demanda dijeron : 
1» Que en la descarga no se habian empleado 22 días, 
sinó muchos menos, 

2o Que aunque es exacto que fueron avisados el dia de 
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ta ílogndíi dol buque, ese aviso fué inútil porque habiendo 
ido á cícctunr la descarga, encontraron qno no podía ha- 
cerse por falla do las diligencias de la Aduana quo no 
lniLia licclio el capitán, en lo cual empleo después cuatro 
ó cinco dios, demora que les perjudicó, faltando uno gran 
parlo de los adoquinas y no pudiendo hacer la descarga 
en los días subsiguientes por el mal estado del rio, lo cual 
también obstó & que pudiesen entregar los piedras que 
tenían vendidas en plaza en el tiempo convenido, teniendo 
después que hacer una rebaja para quo las recibiesen, 

3 o Oue habiendo hecho presente estos perjuicios al ca- 
pitán, celebraron con él una transacción en presencia de 
varias personas, conviniendo en chancelar cuentas con la 
entrega de solo el fíele íntegro, transacción que debia man- 
darse cumplir. 

Pidió se rechazara lo demanda con costas. 

En seguida se puso la causa ;í prueba sobre los puntos 
siguientes : 

1° Si es verdad que so han invertido en la descarga 
los 22 dias de exceso que espresa la demanda. 
-° Si lo dcuiura ha provenido do culpa del capitán. 
Con la prueba producida por las partes, se dictó el 

fallo ■(•! Jittx ilc gmion. 

Uuenos Aires, Octubre .'11 de 187a. 

Vistos estos autos seguidos per D. Pedro llosso, propie- 
tario del patacho t Final E'ia >, contra los Sres. Carlos 
PerelU, Uoea y O, por cobro de Heles de adoquines con- 
ducidos dol puerto do Montevideo por el espresado patacho 
y de estadías causadas al mismo. 

ivv. 28 
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Y resultando: 1" 0"0 con bicha i do Enero del cor- 
riente año Ü. I'eilru Uussu ccMiró c*n .Montevideo con í*. 
M, PeríeheUi contrato do [lelamente del nspresado paladín 
< Final Pía > para cargar y conducir á este puerto 2N0 
toneladas, m&s ó menos, de piedra corlada, por el fleta 
de dos y medio pesos Tuertes la tonelada pagaderos después 
do concluida la descarga, y concediéndose 1G dias cor- 
ridos para cargar en Monlevido y descargar en este puer- 
to, á cuyo efecto debería anotarso en el contrato los dias 
empleados en Ja car ja, estipulándose para el caso quo so 
empleara mas tiempo, que el cargador abonaría ¿ Fíes. 

20 por cada dia de exceso, sobre los concedidos por el 
contrato, todo lo cual consta del contrato que corre A 

2° Que según la anotación puesta al pié del mismo con- 
trato, so invirtieron en la carga del buque 10 dias, termi- 
nando diclia operación el 24 del cilado mes, en cuyo 
fecha se firmó el conocimiento de f. 3, según el cual se 
habia cargido 10,20!» piedras cortadas con 300 toneladas 
do peso, y se habia comprometido el capitán á entregar esas 
piedras á la urden de los Sres. Cárlos Perelli, Itoca y C\ 
quienes debían abonarle el (lele según contrato. 

3" Uue el lanchero encargado do la descarga otorgó 
recibo por 40,200 adoquines, como consta del recibo de 

21 do Julio último que corro á f. i*. 

4° Qoo Rosso, acompañando el contrato, conocimiento 
y recibo citados, y manifestando que en la sola carga 
en Montevideo habia invertido el Helador los ltí dias con- 
cedidos por el contrato para la carga y descarga, y que en 
esla última operación terminada el 21 de Febrero habia 
invertido $$ (lias, dedujo demanda contra los consignatarios 
do la targa Cárlos Porotií, lioca y G? cobrándoles ,V Fies, 
ti 0, imparto de lus 22 ú'uía de deimoM, uta» la cantidad 
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tic ,9 Ftes. 7TiO importo del Helo, rnns los danos y perjui j 
cios que le irrogase la detención del buque, costos y cosías 
del juicio, {escrito do demanda de f. 7 h H). 

5° Que los demandados Carlos l'erelli y C ft opusieron 
las siguientes excepciones: i" no ser cierto que el buque 
hubiese invertido en la descarga el número de dias deter- 
minados en la demanda, porgue aunque el capitán dió 
aviso, el buque no estaba espedito para la descarga por 
faltar quo llenarse algunas diligencias en la Aduana ; 2° 
i»o haber recibido lodos los adoquines, por lo que, habien- 
do deducido su reclamo al capitán, so arribó á una tran- 
sacción en virtud de la cual so acordó que por saldo total 
abonarían al capitán el importe del Hete íntegro. 

0* Que recibida la causa .4 prueba, las parles produjeron 
la que corro de t. 133 a 2(H, y cuyo resumen es el si- 
guiente : i" el buque llegó á este puerto el 2$ de Enero 
del ano próximo pasado, (echa en que el capitán presentó el 
manifiesto al Uesguardo, quedando el buque listo para la des- 
carga el dia 5 de Febrero, (informes do la Capitanía del 
Puerto y do la administración de Hentas Nacionales los 
cuales corren ¡i fojas f 77, 185 Á 180 y iílj ; 2<> que los 
demandados lian producido prueba < en den te á justificar que 
baldan celebrado una transacción con el capitán, en cuya 
virtud oslo renunciaba á las estadías y aquellos a fallas 
que dicen resultaban en el cargamento ; 3° que en cuanto 
á prueba directa de culpabilidad del capitán respecto a" las 
estadías, el demandante lia presentado con el objeto de 
destruir aquella, á hs testigos José Maglioni, Andrés Ansal- 
do, quienes en sus declaraciones corrientes de fojas ftá a* 
HH, afirman que la demora en la descarga no ha provenido 
del capitán quien estaba empeñado en concluir cuanto 
antes y frolcslaba contra aquella, sino de parlo de los car- 
dadores que reí descargaban bis lanchas pm- no lener donde 
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depositar la carga, afirmando Maglioni, encargad» de lle- 
var los libros do tos lancheros, que ta primera lancha fué 
con fecha 30 de Enero del año pasado, eslo 



es, 5 dias antes de terminar las diligencias de entrada ; 
4" que los demandados lian presentado á Iob testigos: Fran- 
cisco E. Amadeo que á f. 1G3 vía., quien dice que ha habido 
demora por parte del capitán para obtener el alije del 
buque; Estovan Xatta que Á f. ICO afirma haber el capitán 
en su presencia y en el escritorio do los demandados re- 
conocido tener alguna parte en la demora, como que babia 
habido también falta en los adoquines, sin espresar cuanta 
fué la demora causada por el capitán J Francisco líernardi, 
encargado de recibir los adoquines, que a f. 171 declara 
que el capitán demoró como C dias para obtener el alije, 
y que hubo dias de mal tiempo en que no se podia des- 
cargar. 

Y considerando : One habiéndose invertido en la opera- 
ción de cargar el buque en Montevideo, como resulta 
de la anotación puesta en la póliza de netamente, al doran, 
los lü dias acordados como único plazo para la carga y 
descarga, esta última debía hacerse fuera de aquel, y por 
consecuencia, lodos los días que trascurrieren hasta termi- 
narla, debian abonarse á razón de $ Fies. 20 cada uno, 
no solo porque en el plazo principal so acordaron dias 
corridos, no dias hábiles, sinó porque siendo dichos $ Ftes. 
20 la indemnización do los danos causados por culpa del 
cargador que no hizo ambas operaciones dentro del plazo 
único concedido, y los danos se sufren tanto en los dias 
hábiles como en los que no lo son, cuanto porque es un 
principio que los danos causados, aun por caso furltiil^ 
pero después do haber mora en el cumplimiento de la obli- 
gación, son á cargo del quo incurrió en mora, do acuerdo 
con lo prescriplo por el art 21 i) del Cúd. de Comercio. 
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2" (lúe está plenamente justificado por los informes de 
la Aduana que el buque quedó espedí lo para la descarga 
el 5 do Febrero, feeba en que se giró la primera papeleta 
de a bordo, ( informe de f. 24-7 ), y que termin6 el 20 do 
Febrero, inviniéndose por consecuencia, jfl dias, los míe 
estando á la doctrina espuesta en el precedente conside- 
rando, deben abonarse por los cargadores al precio do 
$ Fies. 20 cada uno, toda vez quo no se justifique falla 
de parte del capitán. 

3<J Que si alguna lentitud pueile reprocbarse al capitán, 
es solo durante los dias que so emplearon para tramitar 
la solicitud de entrada del buque, ó sea antes del 5 do 
l ebrero, y esos dias no están computados en el precedente 
considerando. 

4° Que la transacción ú que se refieren los demandados, 
y sobro la cual ban producido prueba á pesar do no ser 
ella un punto comprendido en el auto relativo, no puede 
admitirse, negada como lo ba sido por c! capitán; y no 
puede justificarse por medio de testigos, porque, recayendo 
snbre negocio de mayor cuantia, dicha prueba es inadmi- 
sible, con arreglo al art. 11)3, párrafo 2° del Código de 
Comercio, salvo cuando hay principio de prueba escrita, 
que no es el caso sub jwlice. 

T>o Que no so ba becbo objeción respecto del flele, y 
antes al contrario, ban pretendido los demandados no tener 
otra obligación que la de abonar el Hele, cuyo importe 
es de $ Ftes. "50, que es lo que correspondo á las ¡100 
toneladas do adoquines espresadas en el conocimiento 
al precio de $ Fies. 2.50 cls. lijado en la póliza. 

í\° Y liiialmenle, que eí demandante ba deducido su ac- 
ción por dias mas de los que se lo adeudan de sobre 
estadías, puesto que ba incluido los dias en que, según la 
Admiuislrueiüii de líenlas, no puJia bacerse lo descarga, 
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esto es mien Iras se hacían las diligencias para o) alijo, 
ú es pe Jilo de] buque para descargar, circunstancia que 
lü exhonera del papo Jo las costas. 

Por estos fundamentos, fallo, condenando a* los Sre£ 
Pcrelli, íloca y C 1 á abonar al capitán del patacho * Final 
Pia », 1». Pedro liosso, la cantidad de $ Ftes. 750, importo 
del flote, y la do pesos de igual moneda por 10 dias 
de sobre estadías, mas los intereses sobre dichas cantidades 
á contar desdo el dia de la demanda, computados cim 
arreglo á la taza que lia cobrado y cubra el Banco de la 
Provincia, y sin especial condenación en costas. Impón- 
ganse los sellos y nolifiquesc con ul original. 

Manuel Zavaleta. 

De esta sentencia apelaron las dos parles. Los deman- 
dados, en el fondo del asunto; y los demandantes solo en 
cuanto no se condena en costas ¿i los contrarios, y en la 
que disminuye los dias de estadías que espresa la de- 
manda. 

rallo d> la Suprema Corle. 

Dueños Aires, Marzo 5 de 1871. 

Vistos : por sus fundamentos, so continua la sentencia 
apelada de foja doscienlus cincuenta y cinco, con declara- 
ción de que los intereses por el valor del lleli: deben com- 
putarse desde la notificación do la demanda ljasla la obla- 
ción; satisfechas las costas y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

Salvador Mama del Camul. — Fiiax- 
ciscu Delga uo. — JusÉ Ü.umus Pa- 
zos. — J. It. tlíJlt'ISTJAGA. — J. L)ü- 
WLNCLLZ 
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Criminal^ El Coronel Don Ricardo Vera, inculpado 
tic violación de correspondencia pública, pidien- 
do cscarcetacion bajo (¡ama. 



Sumario, — En el en so de un inculpado de violación do 
correspondencia pública, en el que ta pena ú imponerse es 
la de dos á seis meses do trabajos públicos 6 una multa 
de 101) á 3(10 pesos tuertes, ó una y otra juntamente, pue- 
do acordárselo la cscarcolacion provisoria bajo fianza car- 
colera, cuantío consten del sumario circunstancias atenuan- 
tes y el acusado baya sufrido ya varios meses de prisión. 



C nmM — |] Administrador de Correos Nacionales de 
la llioja demandó auto el 4ucz de Sección al Coronel l). 
Ricardo Vera, por babor abierto la correspondencia man- 
dada por él al administrador do igual claso do Villa Ma- 
la n/an. 

YA íiim ordenó la prisión del acosado y levantó el su- 
mario, constando do las declaraciones de varios testigos 
y del mismo acusado í|ti0 este abrió la balija cu virtud do 
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autorización que había recibido del actual administrador 
de correos nacionales de Y¡Ua Melanzan Sr. Orihucla, 
cuando era este administrador de correos provinciales, para 
abrirla en cualquier ocasión y sacar su correspondencia. 

Procedí José por el Juez á la confesión del acusado en 
la que se ratificó en su declaración, se pidió por el acu- 
sado mismo su escarcelacion bajo Danza de cárcel segura, 
por ser el delito de tal naturaleza que su penalidad se re- 
solvería en una mulla pecuniaria. 

Dado vista al Fiscal quien opinó por la escarcelacion, 
se dictó eí siguiente 



Folio del Juh 4« Mrcelon. 



moja, Noviembre 17 tic 1873. 

Autos y vistos y considerando : que el delito do sustrac- 
ción y violación dtí la correspondencia pública que se le 
imputa al procesado, es de aquellos que, según su grave- 
dad, sugeta á su autor a la aplicación de una fena corpo- 
ral ó pecuniaria ó una y otra juntamente. 

Que no habiéndose hasta ahora desvanecido algunos de 
los hechos en que se fundó el auto de prisión, y no pu- 
diendo en el estado do la causa apreciarse el mérito de la 
gravedad del delito que se requiere, pues este resultara do 
las pruebas que se aduzcan por el Fiscal y el Defensor ; 
no ha lugar á ja solicitud do escarcelacion que se solicita, 
con costas y hágase saber. 

Marduquco Molina. 

Apelada esta sentencia y concedido el recurso en relación 
se dicto el siguiente 
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Fallo de 1* Suprema Corte 



i, Marzo 10 de 1874. 

Vistos: atentos los cargos que resultan del sumario, lo 
dispuesto por el artículo cincuenta y uno de la ley Nacio- 
nal Penal de catorce de Setiembre de mil ochocientos se- 
senta y tres, y el tiempo de prisión sufrida por el Coronel 
Don Iticardo Vera, se revoca el auto apelado de foja diez 
y seis vuelta, y devuélvanse para que el Juez de Sección 
proceda á la escarcetacion provisoria bajo fianza carcelera. 

Salvador M. del Carril. - Francisco 
Delgado. — José Carros Pazos.— 
J. B. Gorostiaga. — J, Domínguez. 



CAIS1 XVII. 



Casares é hijos contra Lavedati 



Sumario — I o Los hechos 




os en la demanda y 
ion, se estiman como 
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confosados, siendo de tal naturaleza que deban necesaria- 
mente ser conocidos por el demandado. 

2 U Los gastos de lanchage deben ser pagados por el 
consignatario do las mercaderías. 



Caso.— En ü de Enero de 1872, D. Vicento Casares 6 
iiijos demandaron ante el Juzgado Federal en Buenos 



Aires á los señores La vedan, 1) urnas y C" por la 


suma 


da 7521 $ m/c SU s 


intereses y Lis 


costas. — Dijeron que 


esta deuda provenía de desembarco 


y acarreo de 


mío r- 


caderías, en la forma siguiente : 




!• Mayo de 1870 


Sivoie 


2 cajones $ 


45 


2° Agosto n u 


Poilou 


2O0 bultos « 


7«U 


a» < « < 


Poitou 


5 <í « 


75 


4° Setiembre * « 


Lezzie Dclglisli 


Til i u 


mu 


5 a í « « 


Trch íiralie 


í * i 


tu* 


a Octubre * « 


Ocean 


25 « 


io;t 


7" Enero i 1871 


Gio Ualta Hicci 




ÜOUK 


8" c t i 


Picardía 


4 a «i 


11 i 


#> - i i 


Savuiu 


80 i i 


270 


ÍÜ I t « 


Kiniliemie 


2ÍO | « 


780 




'*•*' 


10.021 


Recibido á cuenta. - 


-Febrero 4 de 187 i 1000 




ií í « 


Julíl) |.;'« « 


15U0 


2500 


Saldo , 


i. >••■•<(.<( , 


7521 



Corrido traslado do Ja demanda, el actuario lii/o salicr 
que no liaiiia notificado ú La vedan, Üuinas y C 1 por igno- 
rar su domicilio. 

Los demandantes pidieron entonces quo se notificara 
al socio Dumas cuyo domicilio indicaron. 

D. Fermín llodri-íucx con poder de Ü. Leonel Humas, 
contestando el traslado dijo ; — que no pudiu aceptar la 
demanda. 
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i" Porque su representado jamás Imbuí tenido socie- 
dad con D. Clemente Lavedan. 

2° Porque la sociedad Leonel, Üumas y O cuyo único 
socio era el padre do su representado, no adeudaban 
nada, ni jamás habían tenido negocios con U. Vicente 
Casares ó hijos. 

Que Lavedan habiu sido un simplo despachante do 
aduana que nunca habia tenido sociedad con sus repre- 
sentados, los que, por lo mismo, no podían ser respon- 
sables de sus actos. 

Pidió so rechazara con costas la demanda interpuesta, 
y se ordenara á los demandantes ocurrir contra quien 
correspondiera. 

En seguida so puso la causa á prueba ú efecto de 
acreditarse la verdad del crédito reclamado. 

Con la prueba producida por las partes so dictú el 

Fallo del Juez de Sección. 

Ilucnos Aires, Junio H de 187.T 

Vistos estui autos seguidos por Ins Sres. Vicente Ta- 
sares é hijos contra Lavedan Üumas y C É por cobro de 
la n el i ages y acarreo y resultando : 

1" Que ÜU Leonel Üumas ha contestado á la demanda 
oponiendo no haber tenido sociedad alguna con U. Cle- 
mente Lavedan, y no ser la sociedad Leonel, Üumas y 
C*i de la que son únicos sócios aquel y su señor padre, 
deudora do ninguna cantidad á los Sres. Vicente Casares 
ó lujos ; 

-" Que está justificado que tos despachos corrientes 
do f. oíi á il pertenecen á Leuiiel Üumas, «¡gnu feo 
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ha reconocido personal mentó diclio Leonel Diluías, uií la 
diligencia de f. 52 vuelta; 

3" Quo el mismo Dumas ha presentado la cuenta do 
lanchage do f. 58, correspondiente al despacho de t 52 
firmado por D. Clemente La vedan, y encabada aquella 
á nombre del último, sin que el espresado Dumas haya 
manifestado la causa por la cual él conservaba en su 
poder una cuenta quo aparace pasada el 28 de Eneru 
de 1871 á D. Clemente Lavedau que, según el deman- 
dado, era despachante de aduana, y sin haberla devuelto 
con observación, si es que le había sido pasada perso- 
nalmente; 

-i u Que habiéndose intimado á D. Lionet Domas por 
dos veces, y la última, bajo apercibimiento de estimár- 
sele por confeso, compareciere en día y hora señalada 
& contestar á preguntas quo el Juzgado debia hacerlo de 
oficio, no compareció á declarar; 

5* Que el Juzgado se proponía pedir espiraciones á 
Dumas sobre Ja manera como habia ido á su poder la 
referida cuenta exhibida por el último ; y acerca del gé- 
nero de relaciones que lo ligaban con Lavodan. 

Y considerando: I o Que no habiendo la parle de Du- 
mas contradicho en su contestación a* Ja demanda et 
hecho afirmado por los demandantes de haber descar- 
gado las mercancías que se detallan en la cuenta do I'. 
1*, su silencio debe, con arreglo al art. 8<¡ de la ley 
de procedimientos, estimarse como confesión de aquel 
hecho, toda vez que este sea do naturaleza tal que deba 
necesariamente ser reconocido por el demandado, ú que 
deba presumirse tal ; 

2" Que está justificado que las mercancías antedichas 
en su mayor parto pertenecen al demandado por haber 
venido á su cotisignaciuii y sido despachadas personal- 



DE JUSTICIA NACIONAL. 



mente por el mismo, lo quo esta plenamente justificado 
por su confesión, como se ha visto en el segundo pár- 
rafo de esta sentencia, y por el informe ile la admi- 
nistración do Nenias quo corro á f. iG vuelta; 

3* Que no habiendo Domas csplicaüo como llegó á 
pus manos la cuenta de fojas cincuenta y ocho correspondíen- 
lo al permiso de f. 42 firmado por D. Clemente Lavcdan, 
ni el género de relaciones quo osle último tuviese con 
aquel, debe presumirse que Lavedan depositaba por cuen- 
ta de Dumas, ó quo ambos eran socios, porque do lo 
contrario Dumas habría devuelto la cuenta pasada á La- 
vedan, ó habría esplicado como fue a su poder, á lo 
que se agrega que la última presunción está corrobora- 
da por el informe citado de la administración de Ren- 
tas, según el cual, so han introducido efectos consig- 
nados á Dumas Lavcdan y t? y despachado por los mis- 
mos ; 

4" Quo una vez constatado que las mercancias desem- 
barcadas por Casares é hijos pertenecían al demandado 
ó á una sociedad de la cual ora miembro, deber suyo 
es abonar la descarga» salvo las acciones que tuviere 
contra sus co-asociados (art. -lüi del Código de Comercio ) . 

I*or estos fundamentos, fallo condenan Jo á D. Lionet 
Dumas á abonar á los Sres. Vicente Casares ó hijos 
el importe de la cuenta do f. \* con deducción de la 
primera partida procedente del desembarco de dos cajas 
litigadas por el Savoie y comprendidas en el despacho 
de f. 35 i y la última partida procedente de mercancías 
venidas por el Emilienne, debiendo por el saldo car- 
garse el interés do lía neo desdo la notificación do la 
demanda, y sin especial condenación en costas.— Hepún- 
ganse los sellos y nutiliqucsc con el original. 

Manuel Zavalrta. 
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línliíenilo apelado la parto do Dumas T se dictó esto 



tullo de ln Kuprruui C or Ir. 

Huenos Aires, Marzo 21 úú 18". i. 
Vistos: por sus fundamentos so confirma con costas 
el auto apelado do foja sesenta vuelta; satisfechas y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Cáhuil— Fran- 
cisco lítr.fiMJO— J. Ha unos V\- 




f). Emilio Chapón, contra fh F. Valle, capitán 
fiel vapor < Belgranc i , sobre pago de 
averias. 
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Caso, — I). Emilio Chapón domandó á ü. R Valle ca- 
pitón ifól vapor . Udgrauu ■ por el pago del importe do 
"na máquina litogrAíica que dijo haber sido averiada por 
!tl culpa, devolución del note, y pago de intereses y costas. 
En mu otrosí pidió so ordenara la detención del capitán 
mientras no arraigara el juicio con arreglo al inc. 3, art' 
do la ley nacional do procedimientos, acompañó los 
siguientes documentos: 

1" El conocimiento del cargamento do la máquina lito- 
granea, en cuyas cláusulas so establecía, que el capitán 
no era responsable do fas averías ocasionadas por acciden- 
tes y casos do fuerza mayor* ni por rotura de objetos 
frdg.los y derramo do limados, ni por peso, contenido, 
medula y valor de los bultos; y que los cargadores no 
respondían do los errores, faltas y negligencia de los ca- 
pitanes. 

2o El informo do tres peritos nombrados por el Cónsul 
I rances, declarando haber encontrado rota la máquina en 
vanas parles; oslas roluras habían sido producidas unas 
por choques sufridos y otras en el trasbordo á la aduana 
sin poderse componer sino en la misma usina do su fabri- 
cación en Europa, 

a- Una carta contestación do les caladores de París 
acusando recibo del reclamo dirijido ¡í dios por Chapón. ' 



Fiillo del Jmí7 «te ttrrrioii. 



Dueños Airo?, Marzo fu \<* mil. 

Por presentado con los documentos originales v tradur- 
* 'or.es constante!. É* t H, traslado pr,yin radicación del 
inductor por antu el actuarlo. Al 3- ulrosi no encou- 
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trándose comprendidos los documentos exhibidos en el 
inciso y artículos citados, no ha lugar al arraigo, ú in- 
Uinose al capitán no so ausente sin dejar apoderado ins- 
truido y expensado. Tengase presente el domicilio. 

Aiharracin* 

Apeló Chapón en la parle en que no se hace lugar 
al arraigo, y concedido el recurso en relación se dictó el 
siguiente 

Falta de la ftuprrm* Carie. 

lluenos Aires, Marzo 28 de 1874. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas 
el auto apelado de Tuja treinta y dos ; satisfechas las de 
la Instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvado» M" del Carril. — Fran- 
cisco Demudo. — José Barros 
Pazos. — J. II. Gorostiaca. 
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CAUSA 



Criminal, contra D> Eduardo Sotomayor y D. Nmecio Sosa 
por introducción y apendio de moneda falsa. 



Sumario.— En todo acto ilícito la ley presume el dolo; 
por consiguiente el que expende moneda falsa debe pre- 
sumirse que la expende de mala fé si no demuestra lo 
contrario. 

Cato. — D. Eduardo Sotomayor chileno, introdujo en la 
Provincia de San Luis una suma de dinero en cóndores 
chilenos con el objeto de comprar ganados, dió esta 
moneda en pago á varios individuos, y entregó 20 de 
ellos á D. Nemecio Sosa para que comprara hacienda 
con la condición de recibirla de él por un precio con- 
venido. 

Habiéndose encontrado algunos cóndores falsos entre 
los expendidos por Sotcmayor y Sosa, fueron puestos 
presos por órden de la Policía de San Luis, formándo- 
seles causa de oficio por el Juez del Crimen de la 
Provincia. 

Avocada la causa, á pedido de Sotomayor, por el 
Juez Federal, se siguió por este la sumaria iniciada, y 
*. v. 20 
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recibida la confesión de tos procesados, el Procurador 
Fiscal pidió contra ellos la pena de i años de presidio 
y de una multa de 500 $F, y condenación al pago 
de los perjuicios causados y de las costas. 

El defensor de Sosa pidió su absolución, diciendo que 
no estaba probado que hubiese expendido de mala té las 
cóndores que le dló Sotomayor; que debía además pro- 
sumirse su buena fe, no pudiondo suponerso que se 
hubiera espuesto á cometer el gravo delito de espender 
moneda falsa, por un interés de ninguna importancia. 

El defensor de Sotomayor pidió también su absolución, 
diciendo que no estaba probado el bocho de baber in- 
troducido y expendido moneda falso ; que la acusación 
se apoyaba sobre el dicho de un solo testigo ¡ y que 
además no estaba probada la identidad de las monedas 
depositadas en el Juzgado con las expendidas por Sosa 
y Sotomayor. 

Llamada la causa á prueba y producida esta se dictó 
el siguiente 

Fallo del Juez de Sección 

San Luis, Octubre 28 de 1873. 

Vistos estos autos seguidos por el Procurador Fiscal, 
contra D. Eduardo Sotomayor y D. Nemecio Sosa por 
introducción y espendio de moneda falsa de oro. 

Y resultando de ellos: I o Que Sotomayor confiesa (f. 
4 y f. -4 vía. ), que introdujo á esta Provincia una suma 
de dinero en cóndores chilenos con el objeto de comprar 
ganados. 

2° Que espendió esos cóndores ó gran parle de ellos 
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dándolo* en pago de animales comprados á D. Ceferino 
Suarez, D. Daniel Funez, D. Ireneo Berra, D. José Muñoz, 
D. Bartolo Herrera y otros muchos que constaban de cer- 
tificados que habian presentado á la Policía, entregando 
también 20 y tantos cóndores á D. Nemecio Sosa pora 
que le comprase hacienda, comprometiéndose á" recibirla 
por un precio que convencionalinente fijaron. 

3° Que Sosa con los cóndores que recibió compró en 
efecto ganados á I). Mateo Ojeda, á Da Gregoria Alcaraz 
de Zapata y D» Samuela Ojeda, cambiando algunos á D. 
Silbano Ballet quo los cambió á su vez á D. Gregorio 
Alfonzo según todo resulta de las declaraciones de estas 
personas á f. 10 vta., fojas 1G, 44, 48 y 63 y de la de- 
claración indagatoria y gsonfesion do Sosa á f, 17 vta. y 
f. 74. 

4" Que de los cóndores puestos en circulación de la 
manera que queda espresada se han presentado once al 
Juzgado por Ü. Daniel Funez, Da Samuela Ojeda, D* Gre- 
goria Alcaraz de Zapata, Mateo Ojeda y D. Gregorio Al- 
fonzo diciendo ser falsos. 

5o Que practicado el reconocimiento de ellos por los 
peritos Dr. D. Salomón Stern y D. Jacinto ttovere ha re- 
sultado que lo son en realidad (informe do f. G9). 

Y considerado respecto á Solamayor: 1° Que no obs- 
tante su negativa de haber espendido cóndores falsos, ha 
sido convicto de este hecho por las declaraciones de D. Da- 
niel Funes (f. 19 vta.) que afirma que el mismo Sotamayor 
le entregó en pago 3 cóndores falsos, por lo que D. 
Eusebio Calderón ( f.58 ) t que dice fué visto por Funez 
para que alcanzara á Sotomayor y le cambiara los cóndo- 
res malos que le había dado, y por lo que aseveran los 
antes mencionados testigos D. Mateo Ojeda, D« G re- 
gona Alcaraz de Zapata y D' Samuela Ojeda, diciendo 
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haberles entregado Sosa los candores falsos que lian pre- 
sentado, pues como se lia visto anteriormente Sosa se sir- 
vió para la compra de hacienda de tos cóndores que le 
dio Sotomayor, pudiendo menos dudarse de este hecho 
si se tiene en consideración que los cóndores dados por 
Sosa son de la misma composición metálica que los 
tres que Sotomayor entregó personalmente á Funez; de la 
misma fecha 1872, con escepcion de uno solo que es 
de 1870, y en lodo lo demás completamente idénticos. 

2° Que Sotomayor no habiendo acreditado que la mo- 
neda falsa que ha introducido y espendido, la hubiese 
adquirido de buena fé, debe darse por sentado que no 
Ja tuvo, porque en todo acto ilícito la ley presume el 
dolo, t 

Y 3 o que sin embargo de esto milita en favor de So- 
tomayor la circunstancia atenuante de la poca impor- 
tancia de la moneda circulada. 

Considerando respecto de Sosa : I o Que resulta acre- 
ditado que los cóndores que espendió los recibió de So- 
tomayor para comprarle ganado, ó lo que es lo mismo 
como anticipación del precio que este debia abonarle por 
los animales que le entregase, lo que demuestra que Sosa 
procedió de buena fé, porque el recibir moneda falsa le 
irrogaba un perjuicio evidente, á inenus que se supusiera 
haber mediado entre él y Sotomayor algún pacto repro- 
bado, sobre lo cual no hay dato ni constancia alguna en 
el proceso. 

Y 2" que aunque existen fuertes presunciones de que 
Sosa al espender ta moneda que recibió de buena fé pudo 
tener conocimiento de su falsedad ; porque Ü a Grcgoria 
Alcaraz de Zapata afirma en su declaración que trató de 
devolverle el cóndor que le dió en pago por creerlo malo, 
y otroa testigos dicen que los cóndores dados por Sosa 
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tcrtian el cordón un poco blanco, estas presunciones no 
alcanzan á formar prueba completa. 

Por tales consideraciones declaro al procesado D. 
Eduardo Sotomayor convicto del delito e introducción 
y espendio de moneda falsa de oro do nurso legal en 
la llepúbiica de valor inferior á la lejítima ; en su conse- 
cuencia do conformidad á lo dispuesto en el art. Gü 
de la ley penal, lo condeno a* la pena do 4 anos de 
trabajos forzados, computándose en ellos el tiempo de 
prisión sufrida y á una mulla de 0, 000; á indemni- 
zar los perjuicios sufridos por las personas á quienes se 
lia dado moneda falsa y al pago de las costas causa- 
das ; absolviéndose de la instancia á D. Nemccio Sosa 
á quien se pondrá en libertad con cargo de instaurarse 
nuevamente el juicio si apareciesen después nuevas 
pruebas. — llágase saber y en oportunidad comuniqúese 
al Poder Ejecutivo Nacional, é inulilízense los cóndores 
depositados en el Juzgado. 

Juan de Arredondo. 
Sotomayor apeló, y concedido el recurso, su defensor, 
espresando agravios, pidió su libertad y la condenación 
del Juez a quo con arreglo á las leyes 21 y 25, tiL 
22, Part. 3. 

Dijo que de los 33 testigos examinados en esta causa 
el solo Funes habia declarado contra Sotomayor; que 
su declaración además de ser inatendible por ser única 
era también falsa é inverosímil ; que un testigo habia 
declarado que habia habido cóndores falsos introducidos 
por otros en ta provincia ; que no estaba probado que 
los cóndores depositados en el Juzgado fueran los espen- 
didos por Sotomayor; que no estaba probada tampoco su 
mala Té en espenderlos; que Sosa había declarado haber 
recibido de él moneda legítima ; y que resultaba evidente 
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de los autos la intención del Juez de condenar a todo 
tranco á Sotomayor. 

Se pasó vista al Sr, Procurador General quien la eva- 
cuó pidiendo la confirmación do ta senloncia apelada y 
el apercibimiento al defensor de Sotomayor por el len- 
guaje empleado contra el Juez do Sección, 



Fallo de 1* Suprema Carie. 

Dueños Aires, Marzo 30 de 1314. 

Vistos: por sus fundamentos, y do acuerdo con lo es- 
puesto y pedido por el Señor Procurador General, so con- 
firma ia sentencia apelada de foja ciento veinte y nuevo 
vuelta, comunicándose al Poder Ejecutivo por medio do 
oficio, y prevéngase al abogado defensor doctor don Pedro 
Palacios guarde estilo en lo sucesivo en la redacción do 
escritos que haga en el desempeño do sus funciones do 
abogado, Fecho, devuélvase. 

Salvador M. del Cakiul. — Fran- 
cisco Delgado. — José Carros 
Pazos. — J. B. Gorostlvga.— 
J. Domínguez. 
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CAUSA XX. 



D. Florencio Madero y O contra D, Jos¿ Gregorio Laama 
sobre entreya de un palco y Ircs entradas 
en el teatro t Variedades » 



Sumario. — No puedo iniciarse ejecución sino con docu- 
mento que contenga una cantidad líquida de dinero, 
ó cuya base de liquidación exista en el título de obli- 
gación. 

Caso.— Ei Dr. D. Anjcl Fluro Costa en representación 
de \), Florencio Madero y O. se presentó ante el Juez de 
Sección en lluonos Aires, y espuso: — Que el contrato 
de arrendamiento del terreno en que está edificado el 
teatro de * Variedades» del que era cesionario D. José 
G. Lezama, le imponía entre otras la obligación de en- 
tregar un palco y tres entradas, obligación que basta 
ahora había cumplido, no obstante babor sido requerido 
por una carta. 

Que la obligación consta por escritura pública, art. 
4* del contrato con Tourneville, por lo que tiene fuer- 
za ejecutiva. 

Pidió se ordenara á Lezama entregase dentro de ter- 
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cero día la llave del palco y sus enseres correspon- 
dientes con mas las tres entradas estipuladas, bajo aper- 
cibimiento do ejecución y embargo. 

Fallo del liiei de «cedan. 

Buenos Aires, Marzo 12 de 1811. 

No siendo ejecutivo este juicio por no tratarse do una 
cantidad líquida, traslado. 

Ugamza. 

Notificado el Dr. Costa pidió revocatoria ó apelación 
en subsidio. — Dijo: que lo que demandaba era cantidad 
liquida y determinada, aun que no sea suma de dine- 
ro; que es un error decir que solo las obligaciones do 
pagar sumas de dinero pueden traer aparejada ejecución, 
pues que también son ejecutivas las obligaciones de dar 
cosas determinadas, cuando esas obligaciones se com- 
prueban con alguno de los instrumentos que tienen fuer- 
za ejecutiva. 

Negada la revocatoria y concedida la apelación so 
dictó este. 

1*11© de la liprtnu Certe. 

Buenos Aires, Abril 9 de 1874. 

Vistos : con arreglo á lo dispuesto en el artículo dos- 
cientos cuarenta y ocho do la ley de procedimientos, so 
confirma con costas el auto apelado de foja cincuenta 
y una, satisfechas las de ta instancia y repuestos los 

Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pa- 
zos. — J. B. Gorostiaga. — J, Do- 
mínguez. 
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C AUSA Mtl. 



Don José Leonardo Avegno contra ta Provincia de Buenos 
Aires , sobre reivindicación de una finca. 



Sumario.— I". Una demanda reivindicatoría, entablada con- 
tra un poseedor cuyo título emana de un concurso ya 
fenecido, no puede considerarse como incidente de él ni 
cae por consiguiente bajo la sanción del aft. 12 de la 
ley de jurisdicción y competencia de los tribunales na- 
cionales. 

2". La solicitud presentada ante el Poder Ejecutivo do 
una provincia en la gestión de un asunto t declarando 
que se presenta antes de ocurrir al tribunal compe- 
tente, no importa una demanda en justicia capaz de 
radicar el juicio; y equivale simplomente á los prelimi- 
nares conciliatorios que tienen lugar generalmente entre 
particulares antes do entablarse una demanda. 

3 o . La ley del congreso, por la que una provincia, 
considerada como persona jurídica, puede ser demanda- 
da ante la Suprema Corte por individuos vecinos de 
otra provincia ó eslrangeros, no es repugnante ni á la 
letra ni al espíritu de la Constitución Argentina ; no pue- 
de decirse depresiva de la dignidad y soberanía de las 
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provincias, ni incompatible con la independencia de su 
administración interna, y es obligatoria en ludo el ter- 
ritorio de la nación, para todas las autoridades tanto 
nacionales, como provinciales. 

Caso. — D. José Leonardo Avegno, ciudadano oriental, 
encargó á su apoderado 1) Jorge Pintos para que rei- 
vindicase del Gobierno de la Provincia de Kucnos Aires 
una finca situada en el pueblo de San Nicolás do los 
Arroyos, sirviendo ahora do cárcel pública, la que dijo 
haber comprado en 1853, no habiendo transferido á na- 
die sus derechos. 

Presentándose el apoderado a" este efecto al gobierno 
de la provincia, con una solicitud escrita acompañando 
sus títulos, se celebró una conferencia con el fiscal y 
asesor, y se rechazo" la solicitud, fundado el Gobierno 
en que esa finca habia sido comprada por él al con- 
curso seguido contra Avegno en 1857. 

Ocurrió entonces el referido apoderado á la Suprema 
Corle, entablando la correspondiente acciun reivindicato- 
ría. 

Conferido traslado, el fiscal general de la Provincia 
de Dueños Aires declinó la jurisdicción de la Suprema 
Corte, por los tre3 siguientes fundamentos. 

1°, Por no estenderse la jurisdicción de la Corte á los 
casos en quo una provincia es demandada por particu- 
lares. 

Dijo; que los gobiernos provinciales son independientes 
y soberanos, y obligar upa provincia á comparecer ante 
ta Larra del tribunal federal en una demanda de un 
particular, era desconocer su independencia y soberanía ; 
que el art. iOO de la constitución es una fiel Iraduccion 
de la cláusula 2* del art. 3 J . do la constitución de los 
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Estados Unidos; y la doctrina sostenida por los que toma- 
ron parto en la formación de la constitución Norte-Americana, 
fué la negación de esc dereclio á la Corte Federal, cuya 
doctrina fundó la enmienda XI, no como cláusula nue- 
va, sino enmo duclaratoria ; — que no puede oponerse á 
esta teoria la diferencia de nuestro origen, por ser 
nuestro ideal político la emancipación de los poderes lo - 
cales; ni el silencio de nuestros constituyentes por no 
ser admisible que habiendo aceptado la disposición Nor- 
te-Americano no hayan aceptado también su interpreta- 
ción auténtica. 

2 fl . Por no poder conocer la Suprema Corte de un jui- 
cio universal de concurso. 

Dijo : que Avecino fué declarado prófugo y concursado 
en 1857; que el gobierno compró á propuesta de los 
síndicos del concurso la finca en cuestión. 

3o. Por no poderse reabrir ante la jurisdicción nacio- 
nal una causa fenecida ante el Poder Ejecutivo da la 
provincia. 

Dijo : que la gestión del apoderado de Avegno ante 
el gobierno de la provincia fué un verdadero juicio en 
lo contencioso administrativo; y que el Poder Ejecutivo 
había conocido en diebo juicio y no se habla apelado 
de su decisión. 

Conferido traslado, la parte de Avegno pidió le dese- 
chara la excepción opuesta. 

Dijo respecto al 1er punto, que es preciso distinguir 
entre la provincia como entidad política y la provincia 
como persona jurídica; que como tal la provincia pue- 
de ser demandada ; que nuestros constituyentes nunca 
pensaron en aceptar las enmiendas Norte-Americanos en el 
art. 100 y 101 de la Constitución; que do hicieron 
sinó dos modiñeaciones respecto de la jurisdicción de la 
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Corto Federal, á sabor en los conflictos entre poderes pú- 
blicos y en los recursos de fuerza ; que esta teoría es una 
garantía de tranquilidad en las relaciones diplomáticas y 
está consagrada por varios folios do la 

Respecto al 2° punto : que en la 
no se trataba de un juicio de concurso sino 
de resolver sobro el mejor derecho entre sus títulos y 
de un pretendido concurso en los que se funda el gobier- 
no de la provincia. 

Respecto al 3°. punió ; que no lia intervenido en este 
asunto ningún juicio contencioso administrativo, ni él 
ha reconocido nunca jurisdicción en el Poder Ejecutivo 
para que fallase sobre su solicitud. 

Se pasó en seguida visto al Sr, Procurador general 
quien dijo que la competencia do la Corte en esta cau- 
sa estaba claramente establecida por el art 100 de la 
constitución que responde á necesidades evidentes del 
órden político; que la provincia obra en esto caso co- 
mo persona jurídica; que el ejemplo do los Estados- 
Unidos era contra proditcentem porque antes de ser en- 
mendada aquella constitución, se reconocía en la corle 
federal Norte-Americana jurisdicción para conocer de las 
demandas de los particulares contra las provincias ; que la 

pues, pero que nosotros debemos regirnos no por aque- 
lla constitución, sinú por la nuestra que no admitió 




de la 



Buenos Aires, Abril 11 de 1871. 

Yistos estos autos promovidos por Don 
do Don José Leonardo 
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do la República Oriental, contra la Provincia de Buenos 
Aires, sobre reivindicación de tina fínca situada en San 
Nicolás de los Arroyos; y el artículo en ellos promovido 
por el Fiscal de dicha Provincia, declinando la jurisdic- 
ción de la Suprema Corte, resulta quo la declinatoria se 
funda en las tres causas siguientes: 

Primera, que la casa que so trata de reivindicar fué 
comprada por el Gobierno de la Provincia al concurso de 
Don José Leonardo Avcgno declarado prófugo; y que por 
consiguiente, entrando la Corte a conocer de la demanda, 
conoceria en un juicio de concurso, contra lo dispuesto 
en el articulo doce de la ley do mil ochocientos sesenta y 
tres sobre jurisdicción y competencia. 

Segunda, que el apoderado de Avcgno reclamó la finca 
ante el Poder Ejecutivo de la Provincia, y desechada su 
petición, no dedujo recurso alguno ; quedando asi con- 
cluido el asunto, y no pudiendo ser reabierto ante la ju- 
risdicción nacional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 
catorce de la ley citada. 

Tercera, que con arreglo á la Constitución, la juris- 
dicción de la Corle no se estiende a* los casos en que 
una Provincia es demandada por particulares. 

Primero, con respecto al primer motivo, resulta que 
los documentos remitidos por el Gobierno de la Provincia 
demandada, y que corren en testimonio de fojas cincuenta 
y cuatro á ochenta y seis, no acreditan precisamente que 
Don José Leonardo Avegno haya sido concursado, ni que 
en el juicio de su concurso haya sido vendida la casa 
de la cuestión. Así pudiera hacerlo presumir la califi- 
cación de prófugo que el Prior del consulado aplica á 
Avegno en el oficio de foja cincuenta y cuatro ; y el en- 
cabezamiento con que á foja ochenta y cuatro vuelta 
aparece la cuenta del Banco relativa al depósito del pre- 
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ció. Pero hay otras circunstancias que convencen de lo 
contrario. No aparecen gestionando ante el Tribunal de 
Comercio los síndicos de un concurso, como seria si este 
existiera, sinó los mismos acreedores interesados. Son 
estos los que contratan la venta, los que formulan las 
condiciones, ó instan porque el Gobierno manifieste su 
aceptación; y al indicar en sus escritos el espediente en 
que se presentan, en vez de referirse á unos, autos de 
concurso ; dicen en los autos con Don José L. Avegno 
por cobro de cantidad de pesoSj fojas sesenta y nueve y 
setenta. Parece pues que no ha habido otra cosa que 
una ejecución seguida por dos acreedores contra Avegno, 
y que para pagar á esos dos acreedores fué embargada 
y vendida la casa. 

Pero hubiese ó no concurso, el resultado seria el misino. 
El juicio universal habria quedado concluido con la ven- 
ta de los bienes del deudor y distribución de su precio ; 
y de ningún modo puede decirse que viene á ser reabier- 
to con la presente demanda reivindicatoría ; demanda 
entablada por un individuo que afirma no ser el deudor 
concursado ó ejecutado, lo que á su tiempo se investigará, 
si fuere contradicho, y no dirijida contra el concurso 
fenecido hace diez y siete años, sinó contra el actual 
poseedor de la finca. El titulo de esta emanaría de un 
concurso; pero no por eso podria considerarse como in- 
cidente de ét la acción real intentada; como no podrían 
considerarse incidentes de un juicio de partición de he- 
rencia, las acciones dirijidas después de la liquidación de- 
finitiva contra los que hubiesen comprado bienes de la 
testamentaria. No es pues el caso de aplicar el artículo 
doce de la ley de jurisdicción y competencia, ni aun en 
la hipótesis de que haya habido concurso, 

Segundo, si el demandante hubiera deducido sus ac- 
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ciones ante el Poder Ejecutivo de la Provincia, siguiéndose 
un juicio propiamente dicho, indudablemente habría per- 
dido el derecho de ocurrir ante la Corte, en virtud del 
artículo catorce de la citada ley de jurisdicción y com- 
petencia. Pero á lo alegado á este respecto por el Señor 
Fiscal de la Provincia se contesta perentoriamente con los 
términos do la solicitud testimoniada á foja ochenta vuel- 
ta. Allí se vé que al presentarse el apoderado de Avegno 
ante ck Gobierno Provincial, pidiendo la entrega de la casa, 
dijo espresa meo le que lo hacia antet dt ocurrir, para la 
(jestion de sos derechos , ante el Tribunal que debia ampa- 
rarlo en el caso de una negativa. Aquella petición pues, 
no importa una demanda en justicia capaz de radicar el 
juicio, y de surtir el fuero provincial, con esclusion del 
nacional. Equivale simplemente á los preliminares conci- 
liatorios que tienen lugar generalmente entre particulares, 
y que no podían tener otra forma en este caso, atentos 
los respetos debidos á la autoridad á quien se dirijia la 
reclamación. 

Tercero, solo queda pues el tercer motivo alegado, que 
consisto en la falla de jurisdicción de la Corte para co- 
nocer en demandas de particulares contra una Provincia. 
Esta cuestión ha sido ya resuelta por este Tribunal, y 
bastaría reproducir aquí los fundamentos del fallo pro- 
nunciado en el caso de Mendoza Hermanos, contra la Pro- 
vincia de San Luis (causa LXXII, tomo primero de los 
rallos), si Ja importancia del asunto no hiciera convenien- 
te dar mayor desenvolvimiento á algunos de aquellos fún- 
dame ti tos, y aun aducir otros nuevos. 

Está espresamente declarado por ley del Congreso que 
una Provincia puede ser demandada ante la Suprema 
Corte por individuos vecinos de otra Provincia 6 estran- 
geros. 
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Así lo dispone la ley de mil ochocientos sesenta y tres 
sobre jurisdicción y competencia en el inciso primero del 
articulo primero, atribuyendo jurisdicción á la Corte para 
conocer en primera Instancia de las causea chites que 
venen entre una Provincia y algún vecino ó vecino» de otra, 
ó ciudadanos ó subditos cstrangerot. Lo sanciona virtual- 
mente la misma ley en el articulo ocho ; y hasta la po- 
sibilidad de suscitar dudas y cuestiones sobre el particular 
desaparece ante el inciso cuarto del artículo doce que se 
espresa en estos términos « siempre que en pleito civil un 
estrangero demande á una Provincia ó un ciudadano, &, &». 

Esta ley, como toda ley de la Nación es obligatoria en 
todo su territorio; y todas las autoridades tanto nacio- 
nales como de las Provincias le deben respeto y obe- 
diencia (articulo treinta y uno de la Constitución ); solo 
una razón puede obstar á que so aplique á los casos 
ocurrentes, y es que á juicio de la Suprema Corte, sea 
contraria á las prescripciones de la ley fundamental ó á 
los principios que le sirven de base. 

Toda la presente cuestión depende por lo tanto de in- 
vestigar si la ley del Congreso es ó no repugnante á la 
Constitución ; y de establecer para ello cuál es la ver- 
dadera significación de las cláusulas constitucionales re- 
ferentes á la jurisdicción de la Corte, 

Al entrar en esa investigación, es necesario tener pre- 
sente que, para que una ley debidamente sancionada y 
promulgada sea declarada ineficaz por razón de inconsti- 
tucionalidad, se requiere que las disposiciones de una y 
otra ley sean absolutamente incompatibles ; que haya entre 
ellas una evidente oposición según la espresion del i Fe- 
deralista » ( número ochenta y uno, párrafo tercero ). 

Así lo exije el respeto que se debe á los altos Poderos 
que concurren á la formación de las leyes. 
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La incompatibilidad puede ser con la letra de la Cons- 
titución, Ó solamente con su espíritu, es decir, con su 
verdadero significado cuando la letra es oscura ó dá lugar 
á diversas interpretaciones. 

Con la letra, puede asegurarse desde luego que no hay 
incompatibilidad ninguna en este caso * corresponde á la 
Suprema Corte, dice la Constitución , el conocimiento y 
decisión de todas las causas, , , .que se susciten entro 
dos ó mas Provincias; entre una Provincia y ios vecinos de 
otra;,... y enlrc una Provincia y sus vecinos contra un 
Estado ó ciudadano eslrangero ». iEn los casos en que 
una Provincia fuese parte, ta Corto Suprema ejercerá su 
jurisdicción originaria y oclusivamente*. 

Tanto en el lenguage común como en el jurídico se 
dice que una causa es entre una Provincia y un ciuda- 
dano ó subdito eslrangero, lo mismo cuando la Provincia 
es demandante que cuando es demandada : y una Pro- 
vincia e* parte, tanto cuando es demandada como cuan- 
do demanda. 

No es posible por consiguiente hacer ia menor objeción 
á la ley del Congreso bajo este punto de vista : su letra 
está en perfecta armonía con la letra de la Constitución. 
Los mas decididos opositores á la jurisdicción de la Corte 
Jo reconocen así ; y el representante de la Provincia de- 
mandada en este caso no pretende lo contrario, ni hace 
argumento alguno que requiera entrar en demostracio- 
nes que seria fácil Nevar hasta la evidencia. 

Lo que se invoca es el espíritu y los propósitos de la 
Constitución. 

La Constitución Argentina se dice, no ha hecho mas 
que adoptar el texto de la Norte-Americana, y debe su* 
ponerse que al adoptar et texto ha querido también adoptar 
su espíritu. Y como esto seria contra producenU . 
t. v. 30 
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en presencia de la enmienda undécima de aquella cons- 
titución, no acoplada por la nuestra, se pretende que el 
espíritu de la Constitución Americana era contrario ú la 
jurisdicción de la Corta aun antes de la enmienda undécima ; 
que esta no es mas que una declaratoria o interpretación 
de la cláusula constitucional ; y que por lo mismo, á pe- 
sar de no haber sido espresamente adoptada por nuestros 
constituyentes de mil ochocientos cincuenta y tres ni por 
los de mil ochocientos sesenta, debe considerarse adop- 
tada con el texto interpretado. 

Toda esta argumentación cae por su baso con solo 
observar que la Constitución Americana no ha sido opues- 
ta á ta jurisdicción do que se trata, sino después y en 
virtud de ta enmienda undécima; y que esta es una verda- 
dadera en mi nda y no otra cosa. 

Sostener lo contrario es alucinarse tomando como de- 
cisivas y concluientes opiniones individuales, que por 
respetables que sean, han tenido otras en contra de no 
menos importancia. La Constitución Americana tuvo opo- 
sitores numerosos, y exaltados á tal punto, que cada 
una de sus cláusulas, puede decirse, daba lugar á aca- 
loradas discusiones. — Sus mismos sostenedores se encon- 
traban a" veces divididos, y lenian que hacerse mutua- 
mente el sacrificio de sus opiniones individuales, para 
llegar al resultado final que se buscaba. 

Las cláusulas concernientes á la jurisdicción de la Su- 
prema Corte, fueron de las que mas ardiente oposición 
suscitaron, especialmente, en algunos Estados ; y esto es- 
plica porque aparecen entendidas y comentadas en di- 
ferentes sentidos. Pero á pesar de todo, ellas fueron al 
fin aceptadas tales como las sancionó la Convención cons- 
tituyente, sin alteraciones ó limitaciones,' que hubieran 
exijido una nueva convocatoria de aquella Convención; 
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y sin que las reservas particulares de algún Estado pu- 
dieron considerarse como la espresion de la voluntad 
gcne-al. 

tkápues de instalada la Suprema Corle, no tardaron 
en presentarse demandas de particulares contra algunoB 
Estados; y una prueba de que la inteligencia contraria 
a* la jurisdicción no fué una cosa generalmente admitida 
como se pretende, es que hubo alguno entro los Estados 
demandudos, que compareció llanamente y contestó á la 
demanda, como si fuera un deber fuera de luda diseu- 
siun. 

Fué el Estado de Georgia, demandado por un vecino de 
otro Estado, el que promovió la cuestión, dando lu^ar 
al gran débale conocido bajo el nombre de Chisholm V. 
Georgia. Todos los argumentos de la oposición se hi- 
cieron valer entonces hábilmente, los mismos que ochenta 
años después se reproducen hoy enlre nosotros ; pero 
la Suprema Corle, á pesar de todo se declaró competen- 
te, sosteniendo que con arreglo a la Constitución, en su 
letra y en su etpíritu, un Estado podía ser demandado 
por vecinos do olro. Y conviene notar para que se re- 
conozca todo, el peso ó importancia de esta resolución, 
que quien sostuvo esa doctrina como Procurador General, 
fué Mr. Ituudolf, antiguo Gobernador de Virginia y autor 
del proyecto llamado el plan de Virginia; y que entre los 
jueces que componían el Tribunal figuraban Mr. John Jay, 
uno do los compañeros de Ilamilton en la redacción del 
Federalista, el jurisconsulto Cushing, James Wilson y 
John Ulair, individuos de la Convención constituyente y 
firmantes do la Constitución : todos colaboradores mas ó 
menos espectables en los trabajos preparatorios de esa 
grande obra, amigos caracterizados del nuevo orden de 
cosas, y do bastante importancia para que fuesen llamados 
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á plantear é iniciar los trabajos de la nueva institución 
judicial. 

Con esa sentencia, pronunciada por jueces tan com- 
petentes en todo sentido, á quienes no puede atribuirse 
ignorancia de las cosas de la época , ni el ánimo de fal- 
sear la Constitución, quedó fijado el verdadero sentido de 
la cláusula discutida. La interpretación de la Suprema 
Corle, como Poder encargado de fallar en definitiva las 
cuestiones constitucionales, y mantener inalterable su es- 
píritu, es final y decisiva. Uno solo de sus fallos no 
hace jurisprudencia, en el sentido rigoroso <Ie esta pa- 
labra. Pero una vez conocida la conciencia y la opinión 
de los jueces, la presunción natural es que sus fallos sub- 
siguientes serán conformes con el primero ; y es por esto 
que en los Estados-Unidos, donde se tributa gran respeto 
á la máxima stare decisis, basta generalmente una sen- 
tencia para que se tenga por resuelto el punto cuestio- 
nado. Puede provocarse nuevos debates y nuevas reso- 
luciones, porque la Corle no decide sino casos particu- 
lares ; pero si se quiere prevenir eficazmente los efectos 
do la interpretación bocha, y establecer una regla ó prin- 
cipio contrario, que obligue aún á la Corte misma, no 
hay otro medio que la enmienda de la cláusula interpre- 
tada. 

La enmienda es lo único que autoriza la Constitución 
Americana en su artículo V, y á ella se recurrió des- 
pués del fallo do la Suprema Corte en el caso mencio- 
nado. Se quería hacer al Poder Judicial una limitación 
que no tenia en el texto, y so propuso la enmienda. Así 
la llamó el Congreso ; y como enmienda fué sancionada, 
ratificada por la mayoría de los Estados, é inscripta con 
su correspondiente número de órden á continuación de 
las precedentes ; y como tal ha sido tenida y designada 
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Y si ella comprendo los 
al tiempo de la sanción, 
sea una mera declaratoria, sinó porque asi 
misma enmienda, t El objeto de la en- 
mienda, ha dicho el Juez Marshail, comentando las pa- 




ño es 



labras ¡ camas- iniciadas ó proseguidas, fué no solo im- 



pedir la iniciación de procesos futuros, sinó detener la 
prosecución de los que estuviesen iniciados cuando ese 
artículo formase parte de la Constitución » (G Wheat Kep. 
cuatrocientos ocho). 

Puede pues, afirmarse quo « el Poder Judicial, según 
originariamente establecido, se estendia á las causas 
seguidas contra uno de los Eslados por ciudada- 



nos de otro 



ó por ciudadanos ó subditos eslran- 
geros i (KenL coment. lomo primero, párrafo trescientos 
veinte) y que fué necesaria la enmienda XI para quo 
dejara de Ber así. Resulta por consiguiente, que ha- 
biendo adoptado nuestra Constitución el texto originario 
de la Americana, omitiendo la enmienda XI que lo mo- 
dificó, es evidente que quiso dar á la jurisdicción de este 
Tribunal la estension que tenia el Americano según aquel 
texto, sin la limitación de la enmienda omitida. 

Pero no es lo que precede lo único ni lo mas 
tante en favor de esta conclusión. Antecedentes 
quo se echan en olvido, conducen á ella con mas evi- 
dencia, si es posible. 

institución de mil ochocientos cincuenta y tres, 
i relativa á la jurisdicción de los Tribunales 
estaba formulada en estos términos, * artículo 
noventa y siete. Correspondo á la Corte Suprema y á los 



En la 




Tribunales inferiores 



¡ion, el conocimien- 



to y decisión de todas las causas que versen sobre puntos 

las leyes de la Confo- 
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deracion y pop los tratados con las naciones eslrangcras ; 
de ios con ¡tictes entre tos diferentes Poderes públicos de una 
misma Provincia ; de las causas concernientes á emba- 
jadores, ministros públicos y cónsules estrangeros ; do las 
causas do almirantazgo y jurisdicción marítima ; de tos 
recursos de fuerza ; de los asuntos en quo la Confedera- 
cien sea parte; de las causas que so susciten entre dos 
ó mas Provincias ; entre una Provincia y los vecinos do 
otra; entro los vecinos de diferentes Provincias; extre una 
Provincia y sus pronos vernos ; y entre una Provincia 
y un Estado 6 ciudadano estrangero. » 

Este artículo no era uoa simjdo cópia del correlati- 
vo de )a Constitución Americana. El sometía á ta jti 
risdiccion de la Corte, no solo Us causas que le some- 
te aquella constitución, sino ademas los recursos de fuer- 
za, los conflictos ¿ntre los diferentes Poderes públicos de una 
misma Provincia, y lo que es mas notable, las causas 
entre una Provincia y sus propios vecinos. 

Basta notar esto para comprender que los autores do 
una y otra Constitución no eran guiados en esto punto 
por propósito igualmente limitados. Nuestros Constitu- 
yentes quisieron dar y dieron al Poder judicial atribucio- 
nes mas estensas que los Americanos. ¿Cómo conciliar 
esta tendencia manifiesta, con la aceptación tácita de li- 
mitaciones agenas al leslo que se adoptaba? 

La cláusula relativa á las cuestiones entre ima 1ro- 
rinda y su* propios vecinos, comprendía evidentemente 
tanto los casos en que la Provincia fuese demandante, 
como en que fuese demandada. El sentido literal do 
las palabras escluye toda otra inteligencia; y S no ser 
así, seria imposible descubrir ni la sombra do una ra- 
zón plausible para someter esas controversias no solo á 
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la jurisdicción nacional r sinú del mas alto Tribunal de 

Kl olíjeto no pudo ser otro que dar garantías a" los 
particulares, proporcionándoles para sus reclamaciones, 
jueces ai abrigo de luda inuuencia y tic toda parcialidad. 
Y si se llevaron cstus propósitos basta el eslremo do 
aplicarlos á los que tuviesen cuestiones con la Provin 
ciu de su propio ungen ú domicilio, ¿con cuánta mas 
razón no será necesario concluir que so quiso aplicarlos 
cuando el interesada fuese un cstranjero ó un vecino 
de otra Provincia? 

No puede pues decirse que los constituyentes de mil 
ochocientos cincuenta y tres guardaron simplemente si- 
lencio.— Por disposiciones de muy claro alcance revola- 
ron una intención y una voluntad enteramente con- 
trarias a la doctrina do la enmienda Americana. Y tan 
deliberado aparece su proceder, que ni mismo tiempo que 
eseluian la enmienda undécima, adoptaban é incorporaban al 
teslo otras varias, como la cuarta articulo diuz y ocbo), 
la quinta (articulo diez y siete y diez ocbo) y la déci- 
ma (artículo ciento cuatro) 

Vinieron después las reformas do mil 
sonta.— La convención provincial de 
puso la supresión de solo dos cláusulas 
noventa y siete: las que ,ometian a la £ 
te los recursos do fuerza, y la decisión dt 
tos enlre los diferentes poderes públicos de 
Provincia. Todo lo demás lo dejó 
la jurisdicción sobre las causas entre uno. 
fropios vecinos— Mas aun, pidió la incorporación en todo 
ó en parte de otras enmiendas Americanas no adoptadas 
es 




so- 
Aires pro- 
del articulo 
prema Cor- 
jos confite- 
ma misma 
inclusa 
a y sus 




y tres, como la 



y ta novena (artículo treinta 
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y dos y treinta y tres, Constitución reformada} y no hizo 
mención de la undécima— Y adviértase que esto no po- 
dría esplicarse ni aun por lo razón inexacta de ser es- 
ta una simple declaratoria, porque la novena tiene la 
misma forma, y fué sin embargo incorporada. 

Las sesiones de la Convención arrojan poca luz en 
esta materia, y ofrecen pocos elementos do interpreta- 
ción. Pero lo poco que contienen es contrario también 
á la doctrina de los opositores á la jurisdicción. Mani- 
festando dudas un diputado sobre si serian de jurisdic- 
ción nacional las cuestiones entre un simple estranjero y 
el Gobierno de un Estado, otro diputado le contestaba 
que si eran (Diario de Sesiones pájina doscientos treinta 
y seis) y el testo se dejaba como estaba; y ni aun con 
este motivo, que ponia de manifiesto la dificultad so re- 
curría á la enmienda undécima, ni se pedia su adop- 
ción. 

«Solo hay el caso de jurisdicción sobro los Estados, 
cuando un Estado demanda á otro», decia otro Con- 
vencional en el seno de la Comisión encargada de dic- 
taminar sobro las reformas; y se pretende sacar argu- 
mento de esta frase, aislándola -lo las subsiguientes que 
fijan su verdadero significado. — Se proponía ese conven- 
cional demostrar la necesidad de suprimir la cláusula 
que sometía á la Corte los conflictos entre los diferen- 
tes poderes de una misma Pfovincta, y después de las 
palabras trascriptas continuaba. —Pero entonces, no es 
el Poder público de un Estado que trae á la barra de 
la Suprema Corte el Poder público de otro Estado ; si- 
no que ambos comparecen en un interés particular , co- 
mo personas individuales, y no para discutir su capacidad 
política, ni para que las atribuciones de tus Podera pú- 
blicos sean juzgadas, limitadas ó esUndidas r según eljui- 



DE JUSTICIA NACIONAL 



441 



ció do la Suprema Corle. » Era pues el poder de Juz- 
gar á los Eslados ó bus Poderes públicos en tu carác- 
ter político, lo que se quena negar á la Corte; no el 
poder de juzgar sus controversias cuando comparecen 
como personas jurídicas, en un interés individual — Si 
el sentido do esa frase hubiera sido limitar do un mo- 
do absoluto los casos de jurisdicción sobre los Estados, 
aun en su carácter de personas jurídicas, habría sido 
evidentemente inexacta y no tendría valor alguno, por- 
que, como se verá mas adelante, hay otros casos en 
quo nadie niega que exista esa jurisdicción. 

Sometidas las reformas propuestas por Buenos Aires 
a la Convención Nacional do Santa-Fó, la parte relativa 
al Poder Judicial fué modificada, suprimiendo en el artículo 
noventa y siete (hoy cien) la cláusula que decia * entro 
una Provincia y sus propios vecinos i y quedando el final 
de dicho articulo, así formulado < y entre una Provincia 
ó sus vecinos, contra un Estado ó ciudadano estrancero • es 
decir, Lo mismo que antes era, con la 
de las palabras, ó sus vecinos, que vinieron á 
vacío, sin duda involuntario, del testo primitivo i acias 
délas Sesiones página veinte y cuatro ). Por consiguien- 
te, la jurisdicción sobre las causas entre una Provincia 
y un vecino de otra 6 un estrangero, quedó sin alte- 
ración. No se escribió, no se dijo i^da que revotase 
ni remotamente, la intención de adoptar le enmienda, 
para lo cual habría bastado una sola palabra. 

Estos antecedentes, olvidados como se dijo antes por 
los opositores á la jurisdicción, no dejan duda ninguna 
de que ni los autores ni los reformadores de la Constitución 
entendieron adoptar la limitación de la enmienda, y que 
por el contrario, la escluyeron deliberada é 
mente. 
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En apoyo de esto mismo y en prueba de que asi futí 
entendida siempre la cláusula constitucional, vienen ade- 
más Jos actos que se sucedieron después de puesta en 
vigencia la Constitución reformada. Está en primer lu- 
gar /a ley de jurisdicción y competencia do que se lia 
hablado al principio, y en que so declaro ostensiva la 
Corte á las demandas de particulares contra tos 
Sin que levantase en contra una sola voz, á 
de figurar en el Congreso personas de reconoci- 
da competencia, que habian hecho parte también de la 
Convención Constituyente. Solo hubo dificultad y dis- 
cusión respecto a las demandas contra la Nación, las 
cuales sostenían varios diputados que estaban v d.d.inn 
declararse comprendidas en la disposición constitucional. 

Está la promulgación de esa ley hecha por el Poder 
Ejecutivo, sin objetarla. 

Está el fallo de la Corte en el caso de Mendoza her- 
manos contra la Provincia do San Luis; 

Y está por último la negativa del Congreso á decla- 
rar necesaria la reforma de la Constilucion. La refor- 
ma fué propuesta por el hábil abogado que dirigía en 
juicio á una de las Provincias resistentes (la de Entre- 
nos, que últimamente ha contestado una nueva deman- 
da). La oportunidad no podia ser mas favorable, por- 
que se trataba de otra enmienda, considerada indispen- 
sable, para la cual dehia convocarse una Convención. 
Y sin embargo, el Congreso, único poder investido con 
la facultad do iniciar una reforma constitucional, decía 
rándola necesaria, desechó la proposición casi por una- 
nimidad, desestimando los motivos alegados. 

De modo que la cláusula constitucional fué uniforme- 
mente entendida como favorable á la jurisdicción de la 

Públicos de la Nación, en 
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ejercicio de sus respectivas atribuciones. Y todo esto 
cúmulo de autoridad y de opinión so pretende que debe 
considerarse corno do poca ó ninguna importancia. 

Pero se alega por otra parte, rjuo la Jurisdicción de 
la Corte para conocer en demandas do particulares con- 
tra las Provincias, seria depresivo do la dignidad y so- 
beranía de aquellas 5 incompatible con la independencia 
de su administración interior, y subversivo del régimen 
federal do gobierno. Es preciso lomar en consideración 
estas objeciones, para demostrar que también en eso 
terrena la oposición es destituida de fundamento. 

La jurisdicción existe incuestionablemente y todos la 
reconocen como constitucional y necesaria. Primero, cuan- 
du una Provincia demanda a otra. Segundo , cuando un 
Estado cslrangero demando ú una Provincia. 

Las Provincias en estos casos tienen el deber do 
comparecer ante la Corte y someterse a su fallo, sin 
<[iie nadie vea peligro alguno para las instituciones, ni 
la mas levo ofensa i la dignidad y soberanía do la Pro- 
vincia demandada. ¿Qué razón hay entonces para quo 
nu sea lo mismo, y por el contrario, so juzguen com- 
prometidos todos los principios, y basta la existencia 
de los gobiernos provinciales, cuando es un particular 
el que tiene que implorar justicia contra una Provin- 
cia? 

Si lo humillante es que una Provincia sea obligada 
a* comparecer ante la Corte, la persona que demanda y 
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jo un régimen de libertad y de igualdad come el quo 
garante nuestra Constitución. 

Pero hay algo mas cstraordinario todavía. La juris- 
dicción es reconocida sin dificultad, á mas de los ca- 
sos antes indicados, cuando un particular demandado por 
una Provincia, reconviene ó demanda á su vez á la 
Provincia demandante; y en general cuando una Provin- 
cia consiente en ser demandada por peliculares. 

Esto importa la negación mas absoluta de la doctrina 
opuesta á la jurisdicción; y la prueba mas concluyante 
do que su ejercicio ni compromete principio ninguno, ni 
envuelve el menor peligro para las instituciones. La 
misma autoridad ejerce la Corte sobre las Provincias en 
virtud de una demanda, que en virtud de una reconven- 
ción S¡ el ejercicio de esa autoridad hiriese y desna- 
turalizase las instituciones, lo mismo seria en un caso 
quo en otro. Si fuese cierto que aniquila el régi- 
men federal, el consentimiento no io estorbarla. 

La verdad es que todos esos peligros son imagina- 
rios y que se da la jurisdicción en los casos mencio- 
nados, y ta reconocen los mismos opositores, preci- 
samente porque no hay en ello violación de ningún 
principio fundamental, dada la índole de nuestras insti- 
tuciones, son limitaciones al ejercicio de una sobera- 
nía absoluta, como son los del artículo ciento ocho; 
pero limitaciones todas ellas que el sistema no solo 
permite, sinó que requiere para llenar mas cumplida- 
mente sus fines, y en que las Provincias mismas han 
consentido por altas consideraciones de política y de in- 
terés común. 

El objeto de la jurisdicción nacional en los casos in- 
dicados, como en todos aquellos en que tiene lugar por 
razón de las personas, es asegurar á los que se 
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en el caso de pedirla» una justicia libre de toda sos- 
pecha de parcialidad; y evitar complicaciones con Es- 
tados estrangeros, y querellas entre Provincia y Provin- 
cia, que pondrían en peligro la paz y el órden público. 

Eso se verifica en los casos de la cuestión, tanto 
como en los otros. Una denegación de justicia , una 
violación de las leyes contra los derechos de un estran- 
gero, daría lugar á que su Gobierno interviniese en su 
protección , y la República toda podría verse en coníl ic- 
ios estemos por el liecbo do uno solo de sus miembros. 
Otro tanto sucedería si el injuriado por una Provincia 
fuese un vecino de otra Provincia, desde que estas se 
encontrasen en el pió de una absoluta independencia, 
sin un Tribunal imparcial que decidiese la contienda. 

Es claro por consiguiente que la jurisdicción está en 
la razón y los fines de la Constitución tanto como en 
su letra; y no hay motivo para resistirla, al mismo 
tiempo que se admite en casos análogos. 

Ella hace imposible se dice, la administración inter- 
na de las Provincias, porque todos los actos de los 
Poderes provinciales pueden ser objeto de una deman- 
da; y siendo juzgados todos aquellos actos por la Corte, 
vendría á ser ella quien gobernase á las Provincias, 
desapareciendo los Gobiernos locales. 

El error de esta objeción no puede ser mas palpa* 
ble. Es lo mismo que decir que son los Jueces en ge- 
neral los que gobiernan las familias, porque tienen ju- 
risdicción para juzgar los actos de los particulares; ó 
que es el Superior Tribunal de Buenos Aires, por ejem- 
plo, el que gobierna la Provincia, porque juzga en úl- 
timo grado los actos del Poder Ejecutivo en lo conten- 
cioso administrativo. 

No es cierto que todos los actos de los gobiernos 
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provinciales puedan ser materia de pleito, sujeto á la 
jurisdicción do la Corte. Solo pueden serlo aquellos, en 
que las Provincias obran como personas jurídicas, y que 
pueden producir acciones civiles; y de estos mismos 
hay que exceptuar en la práctica, los casos en que vo- 
luntariamente se proro^a la jurisdicción provincial, ó en 
que se ha establecida por pacto espreso una jurisdicción 
especial La acción pues de los Poderes provinciales no 
sufriría mas trabas que si la jurisdicción fuese ejercida 
por un Tribunal de la misma Provincia; y la estrena- 
da exageración en que se incurro í\ este respecto apa- 
rece manifiestamente, observando lo que ha sucedido 
hasla el présenle. Hace mas de diez anos quo fué 
instalada la Suprema Corte : hace ocho años que so 
declaró competente en el caso de Mendoza hermanos, 
y sin embargo, solo un número muy reducido de de- 
mandas han sido intonladas contra una Provincia, y me- 
nos aun las que han sido encontradas por la Corle en 
condiciones de ser admitidas. El Gobierno de las Pro- 
vincias ha continuado libremente ejercido por los Po- 
deres constituidos de cada una do ellas: el raimen 
federal ha permanecido ileso: ninguno de los peligros 
señalados se ha convertido en hecho efectivo; y el úni- 
co resultado que puede mostrarse del ejercicio de la 
jurisdicción de la Corte, es el de haberse evitado una 
violación de la Constitución que sin ella so habría 
consumado. 

Otro error se padece aseverando que si una Provin- 
cia resistiese cumplir el fallo de la Corte, no habría 
medios de compelerla ; de donde se deduce un argu- 
mento contra la jurisdicción a que se atribuyo mucha 
importancia. 

Basta referirse á osle respecto a los fundamentos del 



HK 41VIIUA NACIONAL. i i 7 

fallo pronunciado en el citado caso contra la Provincia de 
San Luía sin entrar á considerar las peligrosas doctrinas 
con que se ha tratada de sostener esa proposición. 

Haciendo honor á las Provincias, debe mirarse como 
mi imposible moral la hipótesis de la resistencia y con- 
fiar firmemente en que ninguna de ellas ha de inten- 
tar a Izarse contra el Poder Judicial de la Nación, echan- 
do sobro si la responsabilidad du atentar contra el pres- 
tigio de uno de los mas poderosos resortes del siste- 
ma de ^ubicriio ;oloj.l:nlo. I ii .loe/ americano deeia en 
ignates circunstancias. « Kspero y pido a Dios (jue mn- 
pina de tus estrellas de la Constelación Americana lui- 
rá ja nías ipie se empuñe su brillo, oponiendo resisten- 
cia al Tallo de una Corte que ella misma ha adoptado, • 
flepiliendo estos votos, el Tribunal solo agregará una 
observación que hará imposible toda réplica. 

Supóngase que en uno de esos casos en que la ju- 
risdicción está lucra tic toda dmla, la l*ro\incia quien 
el tallo es desfavorable resiste cumplirlo. ¿Mué se La- 
ce? Desde que se reconoce la jurisdicción* alicun me- 
mo Je^al debe haber para hacer efectiva la sentencia, 
porque do lo contrario, el juicio seria ilusorio. ¿ (Juc 
medios pues se emplearían en esos casos ? (aialesquiera 
que se designen, esos mismos serian aplicables en el 
caso ile La cuestión. 

No hay pne*, es preciso repelí rio, ves (Luleros princi- 
pios violados ó comprometidos. i mira que no se in- 
voque el ejemplo de los Estados Uñólos, inconducente 
en esta malcría, es preciso notar que no fué en el 
interés de los principios, ni di; las instituciones que se 
verilicó la enmienda undécima. Hombres de importan- 
cia asi lo han pretendido, arrastrados la] vez por senli- 
micnlos ib 1 amor propio meiona!. IVro véafc como 
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esplica el hecho la Suprema Corte Americana, por el 
órgano de su Presidente Marshall, contemporáneo tam- 
bién de los sucesos. • Es una parte de nuestra historia 
que al adoptarse la Constitución, lodos los Estados te- 
man grandes deudas ; y el recelo de que esas deudas 
pudiesen ser exigidas ante los Tribunales federales tor- 
una objeción muy seria contra aquel instrumento, 
entablaron demandas y la Corto sostuvo su jnrisdic- 
, La alarma fué general, y para calmar las apren- 
siones en tanto grado suscitadas, fué propuesto esta en- 
mienda (la undécima) en el Congreso, y adoptada por 
las Legislaturas de los Estados. De los términos de la 
se infiere que su designio no fue presermr ta 
de los Estadas de la humillación |bí sc suponía 

unte el Tribu- 
nal de ta .\achtt. Ella no cumpronde las controversias 
entre dos á mas EsMbs f ú entro un Estado y un Es 
tado estranjero. La jurisdicción de la Corle se eslien- 
do todavía á esos casos ; y en citas un Estado puedo 
aun ser demandado. Es prenso en t Anees atribuir i a en- 
mienda á algutia otra causa que ta dignidad de Ion Es- 
; y no es di l'ieí l encontrar esa causa. Los que 
inhibidos de entablar demandas contra un Es- 
tallo, ó de proseguir las entabladas antes do la odnp- 




o- 



cion do la enmienda, eran probablemente sus 
res, f ü WiieaL Hcp. cuatrocientos seis. } 

Entro nosotros era distinta la situación, y falto á la 
doctrina de Ja enmienda su móvil principal. 

Uesulta pues de lodo, que la ley do 
mas que ceüirse á Ja letra y al e&pínti 
lucion, y la Corte, por lo tanto, no encontrando mé- 
rito sino para insistir rn su primera decisión, resuelve 
no hacer lugar al articulo promoví-Jo, y declara que el 
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representante de la Provincia de Buenos 
tostar a la demanda. Notiíiqueso con el original. 

Salvador M del Carril. —Francisco 
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con- 




J. Domínguez. 



D. Carlos Walrrond, contra /). Sebastian Carrion 
sobre retención de una finca. 



Sumario, — lo Fenecido un juicio de reivindicación de 
un inmueble en favor del actor, el poseedor del fundo se 
convierte en un simple tenedor de la cosa. 

2o Este no puede ejercitar el derecho de relencion del 
fundo en virtud de mejoras de las que no ha sido de- 
clarado acreedor, y sobre las que pende un juicio par 
lo. 



Caso. — Por fallo ejecutoriado del Juzgado Federal de 
San Juan se declararon dueños de una finca poseída por 
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tados por D. Carlos Walrrond, ordenándose la inmisión 
de este en la posesión cu el término de diese dias. 

Ejecutoriada esta sentencia y vencido dicho término, 
Walrrond pidió ser puesto inmediatamente en posesión dol 
mencionado terreno. 

Carrion se opuso á la demanda prr moviendo interdicto 
retinendac ¡nísscMionis por tener hechas mejoras impor- - 
tan les en el terreno, según resultaba del juicio iniciado 
por cuerda separada sobre mejoras. 

Fallo del Juez Seccional. 

San Juan, Enero 14 de 1874. 

Oidos : en el presente interdicto de posesión entro [). 
Carlos Walrrond y 1J. Sebastian Carrion, representado por 
I). Andrés As largo, deducido por el primero, para míe sea 
desalojado el seguudo de la posesión de los terrenos que 
lian sido declarados de su propiedad en juicio ordinario, 
con lo alegado por las partes, lo constante en los autus 
principales, 

Y considerando especialmente : 1" ijua declarado por 
la sentencia do f. l-o, ya ejecutoriada, que los terrenos 
ubicados en Cauceto que el tinado U. Trifon Gutiérrez 
vendió á U. Sebastian Carrion eran de propiedad do los 
herederos del finado 1>. Juan Guillies, representados por 
U. Carlos Walrrond en el juicio ordinario afinado, esto 
pide la posesión de dichos lerrenos por estar vencidos 
los diez dias que fija dicha sentencia para su entrega. 

2" íiuo Carrion, representado por I). Andrés Astargo, 
se opone a dicha entrega y posesión, fundándose en el 
derecho de retención do los terrenos que lo acuerda el 
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Código como poseedor de buena l"é mientras no le sean 
abonadas todas las mejoras Útiles y necesarias que tiene 
hechas en el tundo, sobro lo que lia iniciado demanda 
contra Wfllrrond r^ue está pendiente y se sigue por cuerda 
separada, invoeandu para ella el art, 78, tí t- 2 o , líb. IJ" 
y los arts. l u y 2 y del lít. 2°, Sec. 2% lib. A" del Cúd. 
Civil. 

íí° Une estando rucien iniciado el juicio sobre mejoras 
como poseedor de buena le por parto de Camón, no es 
aplicable en este caso c\ art. 7H, lít. Ü", lib. !í° del 
Código, el cual e mi cede el du recluí do retención al poseedor 
de buena ¡V tjue haya hecha ¡nejaras útiles y necesarhs, lo 
tino no está declarado aun cu este caso y es materia dul 
juicio que está aún pendiente. 

4" !.>ue tampoco proceden cu este e;iso los arts, 1° 
y 2° de! til. 2°, Sec. 2% lib. I", parque en ellas se su- 
pono la calidad de acreedor al poseedor para ^ozar del de- 
reclio de retención, coya calidad nu existe en el presento 
caso, por no eslar declarado tal pnr sentencia, siendo 
eslo el punlu mb-jmtiee cu el juicio de mejoras pendien- 
te, cuya doctrina se confirma al linal de la nota del arl. 
1°, donde se demuestra que no puede esleiulerse el de- 
reclio de retención al presunto acreedor, mienlras la obli- 
gación que demanda no proceda o traiga su origen do 
un contrato ó cuasi contrato entre las parles lo cual no 
ex i si c entro Walrroml y Carriorii 

5° Que afinado el juicio do reivindicación del fundo 
promovido por Walrrond y declarado este de propiedad do 
sus causantes, Carrion ha cesado en su carácter do po- 
seedor en el sentido jurídico de la palabra convirtiéndose 
en un simple tened*"' de ta casa, como lo prescribe el art. 
i 12, inc. 5" del til J", lib. 3" del Código Civil. 

ti« Que estando siempre afectado el valor «lo las me- 
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joras al fundo mejorado, el crédito que pudiera resultar á 
favor do Carrion, queda garantido a pesar de la enlrega 
del fundo al verdadero dueño, lo que por otra parte está 
ordenado en términos claros en la sentencia ejecutoriada 
de f. 1:25, que debe cumplirse en todas sus parles. 

Y omitiendo otras consideraron es t fallo definitivamente 
en este juicio, ordenando que I). Carlos Walirond Lomo 
posesión do dicho terreno en el término de diez dias de 
la notificación do este auto á las parles, librándose la 
orden respectiva al Juez del Distrito para que practique 
la toma de posesión con citación del actual tenedor Car- 
rion, pudiendo consignarse en las diligencias el estado 
del fundo en el acto de la entrega. Hágase saber, pu- 
de la oficina, repónganse los sellos. 

Natanael Morcillo. 

Apeló Carrion y concedido el recurso en relación, so 
dictó el 



Fallo de la Suprema Corte. 



ttuenos Aires, Abril 14 de i 874. 

Vistos; por sus fundamentos so confirma con costas 
el auto apelado do foja ciento setenta y dos vuelta, y sa- 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

SlLVADOÍV M. DEL CARRIL. - FílAXCISCO 

Delgado. — José BahROS Fazos.— 
J. B. Gokostuga,— J. Domínguez. 
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CALÍA 



Criminal, contra varios militares y particulares por 
conato de subtemciou y sustracción de 
presos sobre competencia. 



Sumario, — I a La Constitución Nacional al abolir todos 
los fueros personales, lia derogado los privilegios acor- 
dados por las ordenanzas del ejercito á los militares, en 
cuanto a lus delitos comunes cometidos en artu do ser- 
vicio. 

2* El art. I o de la ley de íi de Setiembre de 18G3 
dube limitarse en su interpretación al caso en que con- 
curra la jurisdicción nacional y militar en un mismo de- 
lito, previsto y penado en uno y otro código ; y no debe 
aplicarse al cuso de un delito común penado solamente 
por la ley nacional, á pesar de ser cometido en aclo de 
servicio. 

Caso. — El Alcaide de la Cárcel de la Ittoja dio cucula 
al Juez Federal <|iio el reo Carlos Parias preso á dispo- 
sición del Jo/gado Nacional habia sido encontrado con 
los grillos limados, y se lialna sublevado con otros presos 
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de acuerdo con algunos particulares, tíos cabos de la 
guardia y tres soldados. 

El Fiscal nombrado ad hoc t para que dictaminara sobre 
la competencia del juzgado, opiné que el juez debía so- 
breseer en las diligencias iniciadas contra los particulares 
por falta de mérito para seguir en la instrucción del 
proceso, y debia inhibir-so en el conocimiento de la causa 
respecto do los cabos y soldados. 

Dijo, que los cabos y soldados habían cometido un do- 
lito previsto y castigado por las ordenanzas del ramo y 
estaban bajo la jurisdicción militar; que la justicia na- 
cional no debe alterar la jurisdicción militar según lo 
dispuesto en el art. ~° de la ley de 14 de Setiembre do 
18(>¡1 ; y que respecto á los parlo uta res eran muy re- 
motas é inverosímiles, las presunciones que arrojaban las 
diligencias iniciadas. 

Fallo tlrl Juez Hercional. 

ílioja, Noviembre 16 de ÍR71 

Vista la solicitud del fiscal nd hoc para que en la causa 
criminal que se sigue ante el Juzgado, contra los autores 
y cómplices en el delito de evasión de presos de la cárcel 
pública, se sobresea en la causa por Taita de mérito en 
cuanto & los particulares que se hayan comprometido, y 
se declare incompetente en cuanto á la participación que 
so presume han tomado los cabos Gregorio Rodrigue* y 
José Brizne la y los soldados Macario Torres y Félix Fer- 
nandez, pertenecientes á una compañía que guarnecía la 
cárcel del reji miento Dragones de guardias nacionales mo- 
vilizadas y equipadas por la Nación, con el mérito de autos. 
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Y considerando: t° Quo el ari. Jfi de la Conslitueion 
Nacional al abolir imh fuero personal, lia derogado los 
privilegios acordados por las ordenanzas generales del ejér- 
cito á los militares que formaban parte do él, y los que 
posteriormente les fueron acordados por el art. 4" de la 
ley de 5 do Julio de 1823, dictada por el Estado de Ifue- 
nos Aires (encargado de la dirección general de los in- 
tereses de la República) en cuanto á los delitos comunes 
cometidos en los cuarteles, en campaña, ó en neto de 
servicio a quo esta se refiere. 

2o Que esta interpretación es tanto mas fundada, cuan- 
to que la Constitución al croar los tres grandes Poderes 
del Estado, que soo la base de su organización política, 
le ha dado á cada uno do ellos los medios de hacer efec- 
tivas las resoluciones que dictare, en la esfera propia do 
sus atribuciones, 

3o Ouo la independencia del Poder Judicial desaparo- 
ceria en parle, si algunos ciudadanos de la República, 
invocando fueros ó privilegios personales, desconocieran 
sus mandatos, violando las leyes nacionales que está en- 
cargado de aplicar; pues que en tal caso, este no ten- 
dría ni los medios legales para solicitar del P. E. N. 6 
de la autoridad competente la instrucción de un proceso 
y el castigo do los delincuentes. 

4o (Jue como fundamento de esta doctrina pueden ci- 
tarse las denuncias extrajudiciales que le han sido hechas 
al infrascrito por algunos ciudadanos de que : * El Gefe 
de! cuerpo y posteriormente un oficial del mismo, han 
sacado fuera de la Cárcel á un preso quo estaba inco- 
municado por urden de este Juzgado para ocuparlo en 
destacar caballos tic propiedad de aquellos» y que la falta 
de un Procurador Kiseal que excitara su jurisdicción y el 
halarse esetisado los denunciantes á formalizarlos con 
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arreglo á derecho, ha impedido que se procediera á ta 
averiguación del hecho : De lo que resulla que en la hi- 
pótesis de que esos gefes solo pudieran ser juzgados por 
la autoridad militar (en el presente caso ú otros mas gra- 
ves, por ejemplo, de soltura de presos, muerte de alguno 
de ellos, k ) es indudable que frecuentemente quedarían 
sin efecto los procesos que se sustanciaran ante el Juz- 
gado, con solo el hecho de aceptar aquellos la responsa- 
bilidad de sus actos infringiendo las órdenes que se les 
impartiera y desconociendo la jurisdicción del Juzgada para 
sumariarlos. 

5o Que no hay razón de interés público para que sub- 
sistan esos privilegios, que además de ser repugnantes al 
sistema de gobierno republicano democrático, y en virtud 
del cual, todos los habitantes, sin distinción de clase y 
condiciones, son juzgados por unos mismos jueces y una 
misma ley ; la existencia de aquellos no es esencial para 
la conservación de la disciplina : causa principal de su 
creación. 

6° Que en el presente caso, al sublevarso algunos mi- 
litares del cuerpo de guarnición, para sustraer por medio 
de las armas á los presos que se encuentran detenidos en 
la cárcel ; hay dos delitos que considerar, e) primero 
militar, de • sedición •, que atenta directamente contra la 
organización é integridad del cuerpo, su buena disciplina, 
íí, &, Si, el segundo, « común », que pone en peligro la se- 
guridad individual, y aun la existencia del orden social 
por la impunidad de los delitos ; el uno ejecutado en el 
cuartel del cuerpo ; el otro en la cárcel pública : y final- 
mente el uno previsto y penado en las ordenanzas gene* 
rales del Ejército y el otro en los arts. 41 y 43 do la 
Penal de Justicia Nacional. 
7*> Que para resolver esta causa, debe tenerse prc- 
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sentó que tos presos á cargo del Alcaide son entregados 
por este todos los dias ni oficial do guardia ; quedando su 
custodia al cargo csclusivo de esto desde las 5 de la tardo 
hasta el toque de diana. 

8" Que asi misino so debo tener en consideración que, 
según informes recibidos, por disposición del Gobierno de 
la Provincia fué encargado el piquete de (iuarnicion do la 
custodia do los presos ; quedando sugelo por este hecho 
en cuanto al servicio de la cárcel á Las leves y dispo- 
siciones vigentes, dictadas para las fuerzas que so mo- 
vilizan en cada Estado para ese objeto. 

í)e Que por lo espuesto resolta que el arl. 7* do la Ley 
Nacional do i-i de Setiembre do 18Í1U debe limitarse en 
su interpretación al caso en que concurriera la jurisdicción 
nacional y la militar para conocer en un misino delito, 
previsto y penado por uno y otro Código, como por ejem- 
plo, en los dolitos de rebelión, sedición, ejecutados por 
tropas do línea contra la estabilidad de los Poderes pú- 
blicos de la Nación. 

10. Que no está suficientemente adelantada la sumaria 
para decretar un subwseimiento respecto á los particu- 
lares que se presume lian tomado alguna participación 
en el delito que se inquiere. 

Por estos fundamentos, so declara que este Juzgado 
tieno jurisdicción y es competente para conocer en oí 
delito do sustracción de presos do la cárcel pública ejecuta* 
do por militares del cuerpo de guarnición. A sus efectos 
oficioso al (¡efe encargado de aquel para quo si los cabos 
Gregorio Hodrigney. y José Hrizuela y los soldados Macario 
Torres y Félix Fernandez, pertenecientes á diebo cuerpo, 
no han sido juzgados en consejo de guerra por el delito 
de sedición, los ponga á disposición de este Juzgado ; ó 
en caso contrario se sirva dar cuenta de la resolución 
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que en ta causa se hubiere dictado para proceder en la 
forma prescrita por derecho ; notifícese con original. 

Mardoqueo Molina. 

Apelada esta sentencia por el fiscal y concedido el re- 
curso eo relación se dio vista al Sr. Procurador General, 
quien pidió se suspendiera \a prosecución de la causa, 
hasta que se comunicara la sentencia qno debía espedirse 
por la jurisdicción militar. 



Fallo de Im Suprema Corte. 

Buenos Aires, Abril 10 de 1874. 

Vistos ; por sus fundamentos, se confirma el auto ape- 
lado de foja doce vuelta, y devuélvanse. 

Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pa- 
zos — J. B. Cürostíaca — J. Do- 
mínguez. 
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Don Agustín Itapalh contra fas Sres. Benito J. del Puerto 
y C\ por fletes y estadías. 



Sumario. — 1* El capitán do un buque que ha reconocido 
espontáneamente á una persona, como representante del 
cargador no puede, so protesto de no presentarle el conoci- 
miento endosado á su favor, negar á la misma persona el 
derecho de recibir la carga. 

2" El capitán de un buque no puede rehusar la entrega 
do la carga so pretexto de que no se le afianza el importe do 
las estadías, y le es por consiguiente imputable el tiempo 
transcurrido desde la negativa de la entrega. 



Caso. — El pailebot i Cuartino » dió entrada al puerto 
del Rosario en Setiembre 2i de 1873, trayendo á su bordo 
+00 fanegas de sal procedentes do Montevideo y carga-las 
con un conocimiento á* la órden por los Sres. Caprile y 
I'icasso, teniendo el pailebot 8 di as desde su llegada para 
la descarga. 

El agente del buque, ignorando quien fuese el endosa- 
tario del conocimiento avisó primero al público por medio 
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de la prensa su llegada y tos dias fijados para la descarga, 
y habiendo sabido después que la sal pertenecía á los 
Sres. Nuñez y Hno. üo Buenos Aires, insinuó a" los Sres. 
del Puerto y C* agentes en el ltusario do dicha casa para 
que le telegrafiasen al respecto. 

Telegrafiaron estos en 3 de Octubre y habiéndoles con- 
testado Nuñez y linos, que se recibiesen do la sal, pidieron 
al agente del buque que hiciera firmar por el capitán, Don 
Agustin Rapado, los permisos necesarios para La descarga. 

Negádose este por no haberse pagado las estadías, del 
Puerto y O lo demandaron pidiendo la firma de los cono- 
cimientos y la entrega de la sal con su condenación en 
las costas, y protestaron además por los perjuicios de la 
demora, fundándose en los arts. 117, 1115 y 1250 del 
Código de Comercio y alegando no haber recibido aviso 
sino en el dia 3 de Octubre. 

Corrido traslado eonlostó Hapallo que debia rechazarse 
la demanda con costas, y reconvino a* los adores por el 
pago del flete y de las cstailías desde el dia \<* do Octubre 
en que dijo haberse vencido los 8 dias fijados para la 
descarga. 

Conferido traslado de la reconvención, pidieron los acto- 
res que se rechazara con costas por no deber ellos las 
estadías y por haber sido en todo caso el acto del capitán 
arbitrario é ilegal. 

Se abrió la causa a" prueba y, no habiéndose producido 
prueba por ninguna de las parles, se dictó el siguiente 

Fallo del Jun Seccional. 

Hosario, Diciembre 4 de 1873. 

Vistos estos autus seguidos por Don Agustin llapallo, 
patrón del pailebot italiano * Juan Bautista Cuarlino, • 
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contra los Sres. J. B. del Puerto y O sobre cobro de esta- 
días y fletes, correspondientes á un cargamento de 400 
fanegas de sal, con lo demás en su razón alegado por las 
partes ; sin que en la estación oportuna se hayan produ- 
cido otras pruebas que los documentos acompañados á sus 
respectivos escritos ; resulta lo siguiente : 

El dia 23 de Setiembre del corriente año el espresado 
buque dio su entrada al puerto trayendo á su bordo 400 
fanegas de sal procedetiles de Montevideo, y cargadas con 
un conocimiento á ta órden, por los Sres. Caprile y Picasso, 
teniendo id pailebo! S «lias desde su llegada para ta des- 
carga r. 11. El agente de ese buque en este puerto lo era 
D. José CaíTarena, quien, ignorando cual fuese el consi- 
gnatario de esa carga, ó mas bien el endosatario de ese 
conoci filíenlo á ¡a árdea, hizo saber al público, por medio 
de la prensa, la llegada del buque y de la carga, acaecidas 
el 23 de Setiembro, como también que había dias fijos 
para la descarga, según se ve por los avisos que se regis- 
tran en la t Capital » desde el dia siguiente 2 i basta el 30 
del espresado mes, f. 12, El mismo dia de la entrada, Caf- 
farena espone, que mandó preguntar á los Sres. Benito J. 
del Puerto y O, si acaso eran encargados de recibir esa 
sal, contestándole eslos que no tenían conocimiento algu- 
no al respecto. Mas luego que CaíTarena tuvo conocimiento 
quo ella pertenecía ú los Sres. Ruñcz tinos, de Buenoa 
Aires, y quo siendo los Sres. Benito J. del Puerto sus 
agentes, debieran seguramente ser también los encargados 
de recibirla, so los hizo presente en persona ; insinuán- 
doles la conveniencia de quo telegrafiasen, preguntándolo á 
aquellos Sres. Asi lo hicieron sin demora en 3 de Octubre, 
como se vé por el telegrama presentado por ellos mismos 
á f. 2. En la misma fecha Nuñez tinos, contestaron di- 
ciendo que se recibieran de la sal, y que hicieran cargos 
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al patrón del tiuque por no haber participado su arribo ; 
contestación injusta y provocada sin duda por los términos, 
inexactas y deficientes del telegrama contestado. De todos 
modos queda fuera do cuestión que hasta ese dia, 3 de 
Octubre, ni Nuñez Unos, habían avisado cosa alguna de 
la carga á B. J. del Puerto y C% ni estos habían recibido 
conocimiento endosado ú su favor ¡ y que todo lo que habían 
sabido al respecto hasta entonces, era debido solo ü la oficio- 
sidad de Caifarena; siendo cosa cstraña (que no ha explicado 
ninguna de las partes), la intervención de Nuñez linos, do Bue- 
anos Aires en este asunto, pues ellos no han sido los carga- 
dores; la de los Sres. Bonito J. del Puerto y C* quo no han si- 
do'los endosatarios del conocimiento ú la úrden; pues ni lo han 
dicho, ni lo han presentado como era su deber; y mas cslraño, 
quo Caflarena les hubiese reconocido perfecta personería 
para solicitar la carga. En esta virtud, dichos Sres. Benito 
J. del Puerto, el dia 4 de Octubre, lo exijieron les firmase 
los permisos necesarios para la descarga, y Cairarona se 
negó á hacerlo; no por falla de una personería que les 
habia reconocido, sinó porque se rehusaron, dice, á satis- 
facerle las estadías correspondientes hasta ese dia en quo 
le presentaron los permisos á la firma. Con esto motivo, 
B. J. del Puerto y O contestaron a Caifarena, según lo 
espresa el patrón á f . 17, que conmltarian á sus comitentes, 
referencia que tiene lodos los visos de verdadera, por 
cuanto con fecha 7 del mismo mes les autorizaron Nuñez 
linos, por el telegrama de f. 13 para que arreglasen como 
cosa propia y mejor les pareciera el asunto con el patrón; 
y sin contestar cosa alguna á Caifarena, presentaron de- 
manda contra él para que so le mandara firmar los permi- 
sos. Y considerando en cuanto al derecho : 

I o Que si bien Benito J. del Puerto y C" no acreditaron 
su personería como correspondía (arl. 1202 del Código de 
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Comercio) presentando el conocimiento endosado á su favor 
por tos cartj 'adores , so la reconocieron el agente Calla re na y 
el patrón Ilapallo ; quedando por consiguiente estos res- 
ponsables, en caso stipervinienle á dichos cargadores, 

2 U Que habiendo el agente del pailebot dado por la 
prensa oportuno aviso de la llegada del buque, está exento 
de toda responsabilidad al respecto, pues por el contrario, 
lia dado avisos particulares oficiosos, á que no estaba 
obligado, siendo obligación del endosa I ario del conocimien- 
to presentarse á recibir la carga, tan luego, como del 
único medio posible, se avisó su llegada ; bastando al pa- 
trón ó á su agente, para cumplir con su deber legal, 
ponerla á ta disposición de la autoridad judicial local (art, 
1117 Cód. de Comercio). 

3 o Que no obstante de esto, habiéndose reconociólo derecho 
para recibirla á B. J del Puerto y C J , no podía rehusarse 
á firmar los permisos de descarga que se le presentaron 
por ellos el K de Octubre, dando por motivo quo aquellos 
se rehusaban á reconocerle derecho á las estadías corridas 
basta ese día, deducidos los 8 di as que tenían fijados por 
el conocimiento para la descarga; siendo su única facultad 
de exijir á los dueños ó consignatarios, en el acto de ta 
entrega de la carga ó después de ella, que depositen ó 
aftansen el importe del flete y demás gastos á que se cre- 
yese con derecho, por medios de las autoridades compe- 
tentes (arts, 1115 y 1:250 del Cód. de Comercio). 

A° Que por consiguiente los dias trascurridos después del 
4 de Octubre, en los cuales el patrón ha tenido la carga á 
bordo, le son imputables a" él mismo, y por tanto no tiene 
razón legal para pretender estadías por ellos, 

5" Que tampoco la parle contraría ha probado haber 
recibido perjuicios por ta demora ; como lo ha espucsto. 

Por estos fundamentos se declara : Que los Sres. B, J. 
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del Puerto y O soto deben abonar á D. Agustín Rapallo, 
con los intereses corrientes en plaza á principios de Octu- 
bre, el flete de la carga y las estudian correspondientes hasta 
el 4 de dicho mes y las de los dias empleados solo en la des- 
carga; devolviéndoseles, prévio abono de estas sumas, el 
documento quo han depositado en el Juzgado, procedente 
de la venta del cargamento de sal. Repónganse los sellos 
y á su tiempo archívese. Fenelon Zuviria. 

Apeló Rapallo y concedido el recurso libremente, expre- 
sando agravios, dijo que debian abonársele 3G dias de 
estadías; que no habiéndose presentado los conocimientos 
por los consignatarios de la sal, no estaba él obligado á su 
entrega y pudo convenir en hacerla con la condición de que 
se le afianzara el pago del fleto y estadías; que si la carga 
permaneció á bordo muchos dias fué por culpa de los 
mismos consignatarios no aceptando su racional exijencia. 

Corrido traslado contestó la parte de del Puerto y C', 
pidiendo la confirmación de la sentencia. 

Dijeron que el capitán no podia puner las condiciones 
que se le antojara ; que estaba obligado á poner la sal á 
disposición del Tribunal; y no tenia derecho á exijir la 
fíanza de las estadías. 

Fallo de la Suprema Corte. 

Buenos Aires, Abril 18 de 1874. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas 
el auto apelado de foja treinta y seis, y satisfechas, y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos. — 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
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D. Saturnino Sánchez contra D. Jorge Zenarruza, 
sobre indemnización de daños, perjuicios 
é intere&es. 



Sumario. — La designación de lugar que se hace en un 
contrato para au ejecución, importa la elección hecha por 
los contrayentes de un domicilio especial al oTecto, c im- 
plica la ostensión de la jurisdicción que pertonecia á los 
jueces del domicilio real de las personas í los jueces com- 
petentes del domicilio elegido. 



Caso. — D. Jorge Zenarruza vecino de la provincia de 
Jujuy, celebró en el lugar del Cánncn con D. Saturnino 
Sánchez vecino de la provincia de Salla, un contrato de 
compra-venta de ganado, comprometiéndose á venderle 
300 novillos de la hacienda de su estancia llamada « Ba- 
teas * . 

No habiéndose cumplido este contrato, Sánchez demandó 
á Zenarruza ante el Juzgado Federal de Salta por indem- 
nización de daños y perjuicios. 

t. v. 32 
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Corrido traslado, Zonarcuza declinó do jurisdicción por 
sor su domicilio en Jujuy. 

Corrido traslado del articulo, contestó Sánchez que debía 
rechazarse la escopcion por ser el Gármen el lugar del 
contrato, y las Ruteas el lugar de la ejecución del mismo, 
cuyos dos puntos pertenecían á la jurisdicción de la Pro- 
vincia de Salta. 



Fallo del Juez de Sección. 



Salta, Noviembre 28 de 1873. 

Vislos los presentes autos seguidos entre I). Saturnino 
Sánchez, demandante, y U. Jorge Zenarruza, demandado, 
sobro indemnización do daños y perjuicios, procedentes de 
falta de cumplimiento de un contrato, resulta de ellos que, 
corrido traslado de la demanda, el demandado opone la 
escepcion dilatoria de incompetencia de este Juzgado Sec- 
cional pur razón de su domicilio en la Provincia de Jujuy 
y fundándose en las disposiciones contenidas en los arla. 
í% 4°, 5' y G", Ut. 6o, Sec. \\ lib. i» Código Civil ; lo 
cual se impugna por el demandante, ijue sostiene la com- 
petencia del Juzgado, aduciendo en su apoyo, desde luego 
la autoridad do los preceptos legales, quo reconocen el 
domicilio de derecho como determinante o la competen- 
cia jurisdiccional do las autoridades sobre personas que, 
por razón del domicilio real so hallasen a pa ron te mente 
fuera de la acción ordinaria de aquellas en el ejercicio 
de sus atribuciones, y además que el domicilio elegido en 
este caso por el demandante es el que designa el con- 
trato cuya falla de cumplimiento ha dado origen á la 
demanda, el cual fue celebrado y debia tener cumplimien- 
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to en el Partido del Carmen, perteneciente ú la Provincia 
liii Sulla y á la misma sección judicial : resulta laminen 
que, recibida la causa A prueba acerca de esta úiliuia 
afirmación, lia sido ella justificaría debidamente por las 
diligencias corrientes do fojas 35 á 53 y por la notoriedad 
que la autoriza. En mérito do los antecedentes relatados 
Y teniendo en consideración : 4" Que la demanda se fun 
da en un contrato, cuya realidad no lia sido objetada 
ni contradicha por el demandado, y que el misino con- 
trato do fojas 28 y 29 aparece celebrado en el lugar del 
Carmen, debiendo cumplirse lo en él estipulado, según 
sus clausulas lo demuestran, en el citado lugar del Cdr- 
men y estancia de i Las Daleas * que se bailan dentro de 
los límites do esta Provincia : 2" Que la designación du 
lugar en un contrato, para la ejecución do los aclos que 
constituyen el objeto final del mismo contrato, importa la 
elección hecha por los contrayentes de un domicilio es- 
pecial al efecto ; porque es constante en derecho que el 



lucro se surte, mediante la 



domicilio por 



la determinación do lugar en que haya do cumplirse lo 
ó ejecutarse las obligaciones contraidas, ley 32, 



t. 2-, Part. 
> ■ • 




ie esa elección de domicilio 
de la jurisdicción que no per- 
lomitilio real de tas ¡tersarías, 
del domicilio elegido, art. 1-t, 
hb. lo Código Civil, Fallo por estos 
que el Juzgado es competente 
para conocer de la causa promovida, y condenando, en 
consecuencia, a la parte de D. Jorge Zenarruza á con- 
testar derechamente la demanda dentro del término ordi- 
nario y al pago de las costas del articulo. Uepóngase 
el sello. 
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Apeló Zenarruza y concedido el recurso en relación, 
se dictó el siguiente 

Buenos Aires, Abril 18 de 1874. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas 
el auto apelado de foja sesenta y dos, y satisfechas y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M 1 del Carril. — Francisco 
Delgado. —José Baimos Pazos 

— J. B. GODOSTIAGA. — J. DO- 
BIIXGUEZ. 



CAUSA XXVI. 



Castellanos y C 3 contra Díaz y Lojo, por cobro 
de mercaderías. 



Sumario. — Quedando sin efecto el recurso de apelación, 
queda también sin efecto la adhesión á él. 



Cojo. —Los Sres. Castellanos y C' del Rosario, enlabia- 
ron demanda contra los Srus. Diaz y Lojo agentes del 



DE JUSTICIA NACIONAL. 469 

vapor iThais», cobrándoles fT / a pipas do vino que resul- 
taron do menos en una carga venida á consignación do 
aquellos» 

Los Srcs. Dio* y Lojo contra de mandaron a" Castellanos y 
O, por cobro de fletes. 

El Juez de Sección do la Provincia de Santa Fe, dictó 
sentencia absolviendo de la demanda á los Sres. Díaz y 
Lojo y condenando á Castellanos y O á pagar c! flete co- 
brado, sin hacer mención de las costas. 

Los Sres. Díaz y Lojo pidieron se completara la sen- 
tencia condenando en costas a" los Sres. Castellanos y C\ 
y se concediera apelación en caso denegado. 

El Juez de Sección no hizo lugar á ta condonación en 
costas y concedió la apelación libremente. 

Notificado el aulo concediendo la apelación, los Sres. 
Castellanos y C 1 pidieron se les diera por adbcridos á ella. 

El Juez de Sección los dió por adheridos á la apelación. 

Remitidos los autos á la Suprema Corlo los Sres. Diaz 
y Lojo mejoraron el recurso para es presar agravios, á lo 
que accedió la Suprema CorLe. 

Al mismo tiempo los Sres. Castellanos y C 1 se presenta- 
ron diciendo: quo venian á mejorar el recurso de la ape- 
lación á que se hablan adherido. 

La Suprema Corle proveyó * en oporlunidad esprese 
agravios. > 

Pasados los 9 dias en que los Sres. Diaz y Lojo debian 
expresar agravios t los Srcs. Ciistellanos y C\ les acusaron 
rebeldía pidiendo se declarase desierto el recurso, inter- 
puesto por dichos Sres. y so le mandara espresar por su 
parle los agravios por haber llegada la oportunidad. 

Espedido el certificado sobre el vencimiento del término, 
se dictó el siguiente: 
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Fallo de 1» 



Corte. 



Buenos Aires, Abril I» do i87i. 
Vistos en el acuerdo; por lo que resulla del precedente 
certificado, declárase desierto el recurse de apelación in- 
terpuesto por Diaz y Lojo, y quedando, en su consecuencia 
sin efecto la adhesión a dicha apelación, devuélvanse pre- 
vio pago do costas y reposición de sellos por el apelante. 

Salvador M' del Carril. — Fhak- 
). — José Barros 




CAUSA WTII, 



El Capitán del bwptt español * Paraguaya i contra 
D. Damián Castro y (?, por cobro de fleten. 



Sumario. — \* Conteniendo el conocimiento la clausula 
de ignorar el capitán el peso de la carga y no responder 
por derrames, no puede el cardador exigir disminución de 
flete por mermas. 
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ge El nrt. 1 257 del Código do Comercio no es aplicable 
cuando ka sido «otada toda la bodega do un buque por 
una suma determinada, sin espesarse la especie de carga 



Caso. — En la ciudad de Itilbao a 1° de Abril de 1873, 
el capitán del buque español i Parag' aya, » celebró con 
Don Miguel Oliver, un contrato do «clámenlo de toda la 
bodega del buque para recibir un cargamento completo de 
mercaderías licitas con destino al puerto de Líuenus Aires, 
obligándose el cargador á pagarle P? r Lutl0 flutc ' la canU * 
dad de U.ÍÍOO $ lis. una vez bocha la entrega de la carga 
al costado del buijue. 

En viilud de este contrato Oliver cargó 301 pipas, 88 
medias pipas, l¡!i burila lesa», cuarterolas y 20 octavos 
de vino, para entregar en el puerto do Unenos Aires, según 
ol conocimiento firmado por ol capitán y el cargador, a 
los Srus. Damián i lastro y C* quienes abonarían el líete. 

El conocimiento tiene la cláusula : « Ignoro contenido 
y no respondo de derrames. » 

Con estos documentos el capitán demandó & los Sros. 
Damián Castro y O" la cantidad do 3,900$ fts., importe 
del líete con mas los intereses y las costas, espresando 
babor verificado La descarga de su buque. 

Corrido traslado, Damián Castro y C a contestaron que 
estaban dispuesto á abonar el flete ; pero que exigían so 
dedujera» 419 8 IU 85 es. por babérseles entregado entre 
el cargamento >~ [opas y ti medias completamente vacías. 
Pidieron se rechazara la demanda. 

Después do llamar autos, el Juzgado, para mejor pro- 
veer, ordenó que los demandados expresasen por diligencia, 
si los cascos á que se refieren on su contestación, vinie- 
ron completamente vacíos de á borbo ó resultaron tales 
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después de rinehidos los demás que formaban la totalidad 
del cargamento. 

Los demandados manifestaron que los cascos por los 
que reclama el flete al capitán lian venido vacíos de á 
bordo, como pueden comprobarlo, si el Sr, Juez lo cree 
necesario; dijeron además, que en justicia podrían aun re- 
clamarle al capitán por 25 cascos que les ha entregado 
(además de los 63 cascos tambores que le reclaman) en las 
condiciones del art. 1257 del Código de Comercio; pero 
que sin embargo deseosos de arreglar amiga lilemente con 
dicho capitán su diferencia se concretaron á reclamarle 
los G3 cascos que entregó vacíos, 

Agregaron que en el reclamo que hacen al capitán 
nada tiene quo ver la merma ordinaria del resto del car- 
gamento venido en buen estado; pero con merma por lo queso 
han visto obligados á conceder un G o/„ á sus compra- 
dnos. 



Buenos Aires, Noviembre 21 de 187.3. 

Vistos estos autos seguidos por I). Juan Elorduy, capi- 
tán do la barca española i Paraguaya |, contra los Sres. 
Damián Castro y í>, y resultando : 

1° Oue con fecha de 1 o de Abril do este año se celebró 
un contrato do fleta mentó de loda la bodega del citado 
buque i Paraguaya », en Bilbao, para recibir en este 
último puerto un cargamento completo de mercaderías Ma- 
tas con destino á esta ciudad, obligándose el fletador á 
pagar, después de la fiel entrega de la carga, por flete 
de todo el cargamento, la cantidad altada de 3,1)00 £ fls,, 
como lo demuestra ta póliza que corre á f. 1 g, 
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2° Que el fletador cargó el buque con pipas, medias 
pipas, bnrdalcsas, cuarterolas y octavas de pipas de vino 
linio y blanco ó clarete para entregar en este puerto á la 
órden de los Sres. Damián Castro y O, otorgándose cono- 
cimiento, firmado por el remitente y el capitán, en el que 
espresan que los consignatarios de la carga abonarían el flete 
según lo estipulado en el contrato de Aclámenlo, y que el 
capitán no respondía do derrames (conocimiento de f. 2.) 

3" Que llegado el buque á este puerto, y hecha entrega 
de la carga á 0. Damián Castro y C\ el capitán requirió el 
pago íntegro del flete á lo que se negaron aquellos, preten- 
diendo que debía descontarse la cantidad de cuatrocientos 
cuarenta y nueve pesos ochenta y cinco centavos Tuertes, 
importo del flete de cincuenta y dos pipas y once medias 
pipas que dicen haber resultado completamente vacias. 

4o Que convocadas las partes á un juicio verbal con el 
objeto de procurar una transacción sobre las diferencias 
suscitadas, no se consiguió dicho objeto sosteniendo la 
parte del capitán que no tenían ningún derecho los carga- 
dores para pretender una rebaja, aun haciendo abandono 
de los cascos vacíos. 

Y considerando: I o Que no respondiendo el capitán, 
según el conocimiento, do derrames, no puedo el carga- 
dor hacer responsable por la disminución procedentes de 
aquellos al capitán ó fletante, por ser la voluntad de las 
parles la primen ley de tos contratos; y por consecuencia es 
aplicable al caso la disposición contenida en los artículos 
mil doscientos cincuenta y cinco y siguientos del Código 
de Comercio, que no permiten pedir disminución del fíele 
estipulado siempre que el capitán baya cumplido por su 
parle el contrato, y eslo aun cuando hubieran sufrido dis- 
minución por mala calidad ó condición de lns envases. 

2» Que el artículo mil doscientos cincuenta y siete del 
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mismo Código tampoco permito al Helador 
de los efectos en pago de fio Le, salvo ul caso de tratarse 
de líquidos, cuyas vasijas hubiesen perdido mas de la 
mitad de su contenido, y tratándose en esto caso de pipas 
de vino que, se dice han resultado completamente vacías, 
es el caso de resolver si dicho articulo us ó no aplicable. 

3° Quo de la póliza de íletamento no consta que el bu- 
que hubiese sido fletado para conducir vino, ni se estipula 
por ella un fleto por cada casco do vino, ó por cada tone- 
lada del mismo, sino un líete ú precio único por toda la 
bodega, independientemente de la carga que la ocupa. 

4o Que no habiéndose estipulado quo el buque era fle- 
tado para conducir vino, ni el flete a tanto por casco o 
medida do aquella mercancía, el artículo mil doscientas cin- 
cuenta y siete del Código do Comercio no es aplicable ul 
caso, porque no so puede, con arreglo á la póliza, saber cual 
parle del líelo ha de ser la que deba disminuirse en cam- 
bio del abandono de los cascos vacíos, y porque la parlo 
demandada no pretendo hacer el abandono de la totalidad 
de ta carga en pago del fleto tu tal. 

5° <Jue tampoco puedo aceptarse que para eslimar el 
flete de los cascos abandonados so baga un cálculo pro- 
porciunado de la capacidad del buque y del número de 
cascos ó de la cantidad do vino que pueda cargar, porque 
tratándose de un buque fletado por entero, el Helador debe 
pagar el fleto íntegro aunque no completase la carga (art. 
122! C.ód. do Com.}, y por consecuencia, mal se podía es- 
tablecer precio do cada tonelada de vino, ó de cada pipa 
ni de otro casco diferente, porque la proporción sería ma- 
yor 6 menor según la mayor ó menor cantidad de líquido 
que se cargase, 

G° Que do lo espuesto en as precedentes consideraciones 
se deduce por otra parte que no siendo mayores los gastos, 
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ni los riesgos que puedo sufrir un buque que no carga 
vino que el que está cargado con esta mercancía, y ha- 
biendo una disposición espresa que autoriza al cargador & 
abandonar el casco vacio en pago del flete, es ev i tle uto que 
cuando cargase vino ú otros líquidos, cuyo fleto debiera 
abonarse á tanto por tonelada 6 casco, cobraría mas quo 
cuando so tratase de Hoto do merca ucías que no están 
espuestas á derrame, ó á disminución. 

7 U Quo admitir la preleneion del cardador en este caso 
importaría tanto como admitir que el buque cargado basta 
Ja mitad con cualquier mercancía seca, ó no sujeta á dis- 
minución ganaría un flete mayor que Cargado en su tota- 
lidad con vino, y de cuya última carga hubiesen resultado 
algunos tambores, aun on el caso de ser estos en muy 
pequeño número, conclusión que con Juco evid en tomento 
al absurdo, y que como tal debe repelerse ; y con tanta 
mayor razón, cuanto quo el cargador en este caso, solo 
entrega ó pretendo entregarlo completamente vacio, y no 
cascos que contengan alguna cantidad de líquido, como 
resulta tle su misma esposícion, que corre arriba de esta 

, fallo, condenando á los Señores 
á abonar al capitán Don Juan 
•es mil novecientos pesos fuertes, 
intereses du banco desde la 
ación en costas, 
original, 

Manuel Zavaieta. 




Damián Lastro y 
U. Elorduy la cantidad de 
estipulada en la 
demanda y sin 
los sellos y notifiquese 




Habiendo ai 



los demandados, se dicto esto 
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rallo de I» Suprema Corle. 

Buenos Aires, Abril 21 de 1874. 
Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el 
auto apelado de foja catorce vuelta, satisfechas Jas de la 
instancia y repuestos los sollos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Francisco 
ÜelciAdo. — - José Barros Pazos.— 
J. B. Gorostiaga.— J. Domínguez. 



CAUSA WVHI. 



D. Fermín Lapradé contra [), Josué Raynoni 
y C* por cobro de pesos. 



Sumario,— *\o El contrato de compra-venta queda con- 
sumado por parte del vendedor con )a enlrcga do la cosa 
en las condiciones y de la calidad estipulada. 

2» Recibida y enajenada por el comprador Ja cosa ven- 
dida sin protesta, tasación ni intervención judicial, so 
pierde todo derecho á pedir la rescisión dul contrato y la 
consiguiente indemnización de d;mos y perjuicios. 
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3" La declaración do un solo tesligo no hace 
en juicio. 

i" Para quo el vendedor responda de los vicios de la 
cosa vendida, después de la enlrega, es necesario que 
aquellos hayan sido ocultos. 

Caso. — D. Joaquín Fillol en representación de D. Fer- 
mín Laprade, Yice-Cónsul de Francia en el Rosario de 
Sarita Fe, se presentó ante el Juez Federal de aquella 
Sección esponiendo: Que en Febrero de 1873, su repre- 
sentado vendió a Josué Raynoni y O seiscientas Tanegas 
de trigo a! precio de 10 $ 2 rls. boliviano la fanega de 
15 §), puesto á bordo en el puerto de Santo Tomé, de- 
hiendo los compradores pagar su importe en el Rosario 

conocimientos. 

Que estando pronto el trigo para embarcarse, Laprade 
lo avisó al comprador para que mandase una persona que 
lo pesara y recibiera ¡ á lo cual Raynoni y C* contestaron 
autorizando a Laprade para que hiciese cargar el trigo, 
remitiendo los conocimientos. Que embarcado el trigo en 
la goleta « Flor do Barase » remitió el conocimiento ; y 
Botti y Mongiardini exijieron el pago de su valor 4747 $ 
(¡2 cts. bolivianos. Que Raynoni y C" abonaron solo 
3158 $ 78 cts., reteniendo el saldo de 1588 $ 84 cts. 
protestando que Laprade les adeudaba esa suma mas ó 
menos que debió abonar á su apoderado en Santa Fé, 
I). Ramón Lecubarri, y espresando por escrito que no 
m ese saldo hasta que Lecubarri les escribiese res- 



igo que decía haberle hecho Laprade. 
^Que hasta el 4 de Abril Raynoni y O solo se escusa- 
ban para no pagar con la supuesta deuda de Laprade ¡ 
pero que, una vez desvanecida la 
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el pago, habían empezado á tomar por protesto la su- 
puesta mala calidad del trigo, inferior ú la muestra; y esto 
después de haber sido vendido el artículo sin interven- 
ción ni siquiera un simple aviso al vendedor, haciendo 
así imposible la veritícacion. Que además, habiéndose 
estipulado que el trigo debió ser entregado en el puerto 
de Santo Tomé, y habiendo los compradores renunciado 
el derecho do examinarle, y no habiendo formulado re- 
clamo alguno ni dentro de las 24 horas ni por el segundo 
correo, es claro que se dieron por satisfechos del cum- 
plimiento del contrato, y no pueden después pretender ni 
la rescisión ni indemnización alguna. 

Fundado en estos antecedentes é invocando los arts, 
529 y 548 del Código de Comercio, demandó á Josué Ray- 
noni y C a la suma mencionada de 1588 £ 84 cls. plata 
boliviana, los intereses del l*/ 4 lv / mensual, y las costas, 
costos, daños y perjuicios. 

Corrido traslado, Josué Uaynoni y C' contestaron que 
era cierto que al principio retuvieron parte del precio 
del trigo, porque Laprade les adeudaba una suma de di- 
nero equivalente y relativa á un negocio anterior; que 
cuando supieron que Laprade había abonado á Lecubarri 
en Santa Fé esa suma, supieron Laminen que llegado el 
trigo al puerto del Riachuelo y habiendo tratado de reci- 
birlo los Sres. Juan Fusoni y C a , notaron que era de una 
calidad inferior á la espresada en el boleto, esto es, de 
pan colorado, y que en el romaneo daba la merma de 
350 ¡íj) 20 libs. Que el trigo comprado á Laprade por 
los espolíenles lo lenian vendido á 1). Angel Víale, quien 
se negó á recibirlo á causa de la diferencia mencionada 
en la calidad y en el peso, por cuya razón Fusoni y C a , 
para no seguir pagando las fuertes estadías del buque, 
trataron de venderlo, lo que no consiguieron sinó con 
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gran dificultad, tomándolo para almidón, los Sres. San- 
tiago Cassancllo y C al precio do 110 $ m/c. la fanega 
do Q @. Que antes de entregar el trigo al comprador, se 
hizo examinar por peritos quienes declararon que era 
inservible para la fabricación do harina, por ser muy chuco, 
algo picado y con muy mal olor. Que por otra parle, el 
trigo no podía ser depositado porque, según la espresion 
del reconocodor, ya empezaba á calentarse y fué por esta 
raxon que Fusoni y O procedieron á venderlo, de lo cual, 
lejos do quejarse, debo felicitarse el demandante, pues el 
depósito lo habria hecho perderse enteramente gravándolo 
tudavia con el ¡ilmacenage. Que los objetos de la ley y 
el fin que ella se propone al ordenar el cotejo de la 
especio vendida con las muestras, so han llenado sufi- 
cientemente al hacer constar la cantidad y calidad del 
trigo que Laprade pretendió entregar. 

(Jue estando demostrado el mal proceder del vendedor, 
y de acuerdo con lo dispuesto en el art. 529 del Código 
de Comercio, pidieron se rechazara la demanda y se con- 
denase a Laprade á reducir el precio del trigo según es- 
timación de peritos, condenándolo igualmente al pago de 
dañus y perjuicios y á las costas de la causa. 

Con la prueba producida por las parles se dictó este 

rallo del Juez de Sleecio». 

Itosario, Noviembre 24 de 1873. 

Vistos i-slus autos, seguidos por D. l'crmin Laprade 
contra Ü. Jusué Uaynuni y C a por cubro de mil quinientos 
ochenta y ocha pesos ochenta y cuatro centavos plata boli- 
viana, intereses, costos y costas, procedentes de una ven- 
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la de trigo ; y resultando de ellos lo siguiente: Los Sres. 
Josué Raynoni y O en 22 do Febrero del corriente año, 
compraron á I). Fermin Laprade seiscientas fanegas de 
trigo át pan colorado, según las muestras dadas por estos 
á aquellos en papeles abiertos, á diez pasos dos reales bolivia- 
nos la fanega do quince arrobas, puesto á bordo en el puerto 
Santo Tomé ; y debiendo efectuarse el pago en el Rosario 
á los Sres. Botti y Mongiardini, medíante la entrega de 
Jos conocimientos de la carga; como se espresa en el do- 
cumento de f. i*. Los compradores no consideraron ne- 
cesario mandar un encargado á recibir y romanear el trigo, y 
confiando en que Laprade no Jos engañaría, lo autorizaron 
para ello. Por el conocimiento de f. 3 consta, que en 
efecto el vendedor, usando de esa autorización, cargó en 
Marzo 17, en la goleta * Flor de Barase », á la órden del 
Sr. Raynoni y O, seis mil setecientas cuarenta y cinco arrobas 
de trigo, con destino á la Boca del Riachuelo ; importando 
la carga cuatro mil setenen tos cuarenta y siete pesos setenta 
y dos centavos bolivianos. Presentado por Botti y Mon- 
giardini el conocimiento á los compradores, solo los abo- 
naron tres mil ciento cincuenta y ocho pesos setenta y ocho 
centavos bolivianos, reteniendo el saldo de mil quinientos 
ochenta ij ocho pesos ochenta y cuatro centavos bolivianos, 
dando por razón para ello, que Laprade le adeudaba una 
suma equivalente de otra negociación anterior. Habiendo 
hecho constar Laprade, poco después, que ya no debía 
tal suma, Raynoni y C 1 resistieron sin embargo el pago 
de tal saldo, alegando que el trigo remitido habia resul- 
tado de mala calidad, muy inferior á la convenido según 
las muestras, y además con una merma de trescientas cin- 
cuenta arrobas veinte libras en el peso que espresaba el 
conocimiento, Juan Fusoni y C", de Buenos Aires, socios 
de los compradores, eran los encargados allí de recibir 
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el trigo y entregarlo á D. Angel Víale» á quien Raynoni 
y O lo tenían vendido desde antes, según las muestras ; 
mas Yiale so resistió á recibirlo, esponiendo por razón su 
mala calidad y la merma en el peso. Con tal motivo y 
con dificultad so espone, los Sres. Fusoni y O lo vendieron 
á Santiago Casanello y O para fabricar almidón, al precio 
de ciento diez pesos moneda tómenle por fanega de nueve 
arrobtts; venta que, se dice, hicieron con el doL!o objeto 
de evitar la compíela destrucción del trigo, y para no con- 
tinuar pagando una fuerte estadía ; pues que era inser- 
vible para la fabricación de harina, y no podía depositarse 
porque ya empezaba á calentarse. 



II. 

De la prueba producida por Lapradc, resulta: 4° Que 
cargó seis mil setecientas cuarenta y cinco arrobas trigo % 
en la goleta % Flor de Barace > (conocimiento de f. 3): 
2« Que el trigo era de calidad regular, sano y en perfecto 
oslado de conservación ; sin que en él se encontrase 
chuzo, ni trigo recalentado ó con mal olor ( declaración de 
los testigos Hilario Zavoroza, í. 61 vta ; Santiago Stelser, 
f, G5; José Place, f. 65 ¡ Mariano Zaballa. f. 62) : 3° Que 
el trigo vendido debió ser de clase buena, pero no supe- 
rior (posiciones de Raynoni y O, f. 38): 4° Que desde 
el mes de Abril, es decir, desde que el trigo llegó ¿ su 
destino, casi todos los cosechadoras en las Colonias, de 
donde procede el vendido, han sufrido daño por no po- 
derse conservar por su calidad (declaración de los mismos 
testigos citados : 5 o Que otros trigos remitidos sufrieron 
también merma en au peso ( posiciones de Raynoni y C«, 
f. 38); 6 o Que los muy pocos trigos de calidad superior 
t. v. 33 
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cosechados en este año, se vendieron en la época del con- 
trato, de once pesos dos reales, á once pesos cuatro reales 
la fanega { los mismos testigos ) : 7o Que el patrón do la 
goleta dijo á José Ferreira que el trigo que recibió estaba 
Baño y sin calentarse cuando se hizo á ta vela, habiendo 
esto principiado á suceder después de llegado á la < Boca 
del Riachuelo», cuando empezó á ser descargado; ope- 
ración que se hizo a los nueve dias de viage, uno ú río* do 
balizas, diez de estadía y ocho mas ó menos do sobrees- 
tad ia ; es decir, como á los veinte y nueve dias do ca re- 
gajo (testigo singular José E, Ferreira, f, £) vía.): y 8° 
Que los trigos cosechados últimamente, y aun los de anos 
mejores, son susceptibles de calentarse y picarse en quince 
6 veinte dias que estén en la bodega de un buque [de- 
claración do Ramón Seeubary, Manuel Montara y José 



III, 



Do la prueba producida por Josuó Raynoni y 
1° Que según el informe colectivo y recabado privada- 
mente de f. 43, los firmantes de el visitaron en la « Roca 
del Riachuelo* el trigo conducido por la goleta • Flor do 
Rarace» y lo encontraron inservible para la fabricación 
de harina, por ser muy chuzo, algo picado y con muy 
mal olor, constándolcs que habia sido rechazado por el 
primer comprador D. Angel Viale, y que tuvo que venderlo 
i ta almidonería de Santiago Cassanollo y C* al precio de 
ciento diez pesos moneda corriente fanega de nueve arroba* ; 
pues no se encontraba comprador por ningún precio, ni 



porque em¡ 



como 
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también que d¡ó una merma de tmcknUs 
veinte libras, según es ponen, por la declaración del patrón 
y dependían tes ; y que por fin, se Han pagado al primero 
estadías á causa de la mala calidad de dicho trigo. Los 
firmantes de diclia esposicion, han reconocido sus firmas 
bajo juramento ante el Juez de Sección do Buenos Aires, 
sin espresar empero, sí les comprenden 6 no las gene- 
ralas do la ley, con escepcion de Ü. Chíarmi y de San- 
tiago Cassanelle y O que dijeron no comprenderles (f. 

10 de una carta dirijida y reconocida, 

:e desistió de la 
por tener todos 
je el perito I). Da- 
\, que llamado 
por Bnynoni 



120 á 12G). 2o 
f. 125 pnr D. An 
compra del trigo 
tos defectos que en 
mian Son Miguel, a 
á 




es presa. 



y C, como entregada la una por Laprailu al celebrar el 
convenio, y la otra como tomada del cargamento de la 
gt.lcla en la Boca del Hiacbuelo, espresa : que dichas 
muestras son tío diferente clase, siendo la primera superiur 
a la segunda, añadiendo que el higo de esta tiene muehos 
defectos y que ha sido mojado en la era, y que el de la 
primera de las muestras, no podia averiarse en quince días 
(f. 3° Que de las declaraciones de los corredores B. 

Luis Lamas y D, Juan R. triarte { fs, 85 y 8l¡ ) se vé que 
el primero espono: que según le parece, la muestra pre- 
sentada á bu reconocimiento le fué entregada á Laprade 
por Ra y no ni y C\ al firmar el boleto de f 4 a , sin poder 
afirmar con evidencia que sea el mismo Lrigo, pero si que 
el de la muestra que entregó Laprade, era de bastante 
buena calidad. Y el segundo, Iriarte, afirma : que el trigo 
de la muestra es el mismo 
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IV. 



Y considerando en cuanto al derecho : I o Quo el con- 
trato de compra-venta celebrado entre D. Fermín La prado 
y los Sres. Josué Uaynoni y C% se hallaba perfeccionado y 
consumado, desde que el trigo cargado y entregado en el 
puerto de Santo Tornó estaba en buenos condiciones y era 
de la calidad estipulada ; según lo ha probado plenamente 
el primero. 2* Que los socios y encargados de Raynoni y 
O en Buenos Aires (Juan Fusoni y C a ), se recibieron del 
trigo y lo enagenaron en venta privada, sin previa tasa- 
ción, sin intervención judicial, sin consentimiento ni aviso 
á Laprade; pudiendo al menos efectuar esto sin demora, 
por medio del telégrafo ; procedimiento que desde ese mo- 
mento los deja sin derecho á pedir la rescisión del con- 
trato y la consiguiente indemnización de daños y perjuicios. 
3° Que si bien es verdad que el dolo se presta en todas 
las convenciones, y que por tanto Rnynoni y O han po- 
dido deducir esta excepción contra Laprade, no lo han 
probado, y menos en grado bastante para destruir las prue- 
bas producidas por esto; pues aun en el caso do que hu- 
bieran acreditado suficientemente que ,1as muestras pre- 
sentadas [como dadas por Laprade de la celebración del 
contrato), fuesen efectivamente las mismas, y que son de 
mejor calidad que las espuestas (como remitidas de Buenos 
Aires y tomadas del cargamento de la goleta), no se lia 
probado plenamente que estas muestras sean efectivamente 
do ese trigo; pues solo lo asegura Santiago Cassanello y 
C» al reconocer :u firma puesta en la cubierta de f....; 
mientras que el patrón de la goleta, que también aparece 
firmándola, niega absolutamente haber autorizado á nadie 
para hacerlo á su ruego; añadiendo, que ni aun conoce al 
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individuo que aparece firmando por él; de donde resulta, 
que es singular é insuficiente como tal, el testimonio de 
Santiago Casanello y O para comprobar el hecho en que 
estriba ta excepción deducida ; no importando nada tam- 
poco al efecto» el reconocimiento de los sellos por parte 
de los socios y encargados por los compradores, Juan Fusoni 
y C 1 ; -in que por otra parte, se haya probado, ni aun 
espresado el modo como esa muestra fuera tomada; lo 
que influye notablemente en la calidad, tratándose de gra- 
nos como el trigo; pues por una razón física, el mas 
grave y de mejor calidad, baja al fondo con el movimiento, 
quedando en la superficie y en aglomeraciones, el inferior ; 
de donde es natural suponer que tomaron las muestras 
Fusoni y O; mientras que, para formar una muestra legi- 
tima de esta clase de artículos, es menester confeccionar 
antes una masa común. 4 o Que aun prescindiendo de 
estas consideraciones, y aun suponiendo que esa fuera la 
muestra verdadera del trigo llevado á Dueños Aires, y que 
tuviera además los defectos que se indican en el docu- 
mento colectivo presentado por Raynoni y C", es natural 
y legal establecer, que el trigo ha recibido perjuicios en 
el largo tiempo que lia estado á bordo, según la plena 
prueba producida al respecto por Laprade; debiendo en 
tal caso recaer el daño sobre los compradores ( arts. 541 y 
543 Cód. Com.Jí tanto mas que aquel ha acreditado que 
el trigo fué cargado en buenas condiciones. 5° Que tam- 
poco se ha probado por Raynoni y C» que existiera la 
merma de trescientas cincuenta arrobas veinte libras menos 
de lo que espresa el conocimiento de la carga ; pues siendo 
este una prueba á favor de Laprade, no se ha producido 
para desvirtuarla, sino la simple referencia que hacen los 
firmantes del documento colectivo de f. 114, á declaracio- 
nes privadas del patrón y dependientes de la goleta ; decía- 
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raciones que no han sido tomadas en forma á quienes se 
dice las dieron, careciendo por tanto de valor jurídico, y 
mas que sea bastante para destruir aquella prueba, 6 n Que 
aun siendo efectivo que hubiese resultado dicha merma, 
es de suponer que haya sido originado por el deteriore 
sufrido por el trigo á bordo por el largo tiempo de veinte 
y nueve días, poco mas ó menos, que estuvo embarcado; 
perjuicio que según confesión propia de Haynoni y O, les 
ha acontecido á ellos en otro cargamento. 7° Que por 
otra parte, para que los daños que ocurran en las cosas ven- 
didas puedan recaer sobre el vendedor, es menester que 
no hayan sido entregadas al comprador, como lo fué el 
trigo, desde que Hay non i y O, renunciaron al derecho de 
recibirlo, delegando esa facultad en el Sr. Lnprade que lo 
cargó en Santo Tomé (art. 542 Cód. Com., especialmente 
inciso 3o); razón por la cual debe reputarse recibido y 
aceptado á satisfacción por ellos mismos; sin que esto no 
obstante enerve la acción que por dolo ó abuso de confianza 
pudieran deducir posteriormente contra él, pero bien enledido 
que tal circunstancia , aun siendo fundada la acción, no autoriza 
á retardar ni resistir c] pago íntegro de la mercadería reci- 
bida, reteniendo de propia autoridad el saldo de que eran 
deudores por un contrato perfeccionado y consumado, y en 
cuya virtud habían ya satisfecho la mayor parte del precio 
de la cosa vendida y recibida, 8" Que tal doctrina no 
puede tampoco considerarse contraria á la del art. 105 del 
Cód. Civil, Tít. 3°, lib. 2", sección 3*, pues que si en él 
se establece que el comprador puede remar el pago del precio 
si el vende/tor no te entrecote exactamente lo que expresa el 
contrato esto solo procede, cuando el comprador no lia 
recibido la cosa comprada y la ha enagenado ya, de propia 
autoridad, por el precio que ha estimado conveniente, en 
venta privada, sin aviso ni consentimiento del vendedor; 
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porque si fuera lo contrario, tal disposición, estaría en 
directa pugna con otra disposición del mismo Código y 
del derecho mercantil, aplicable á este caso. 9 o Que la 
condición resolutoria implicila en los contratos bilaterales 



sion, por cuanto los mismos Señores Raynoni y C* han 
realizado hechos que hacen imposible esa resolución ; 
debiendo por consiguiente, quedar firmes esos hechos, y 
producir en cuanto ¿i ellos las obligaciones del contrato , y 
porque además la cosa vendida ha estado y se ha ofrecido 
á la vista y examen del comprador, renunciando este vo- 
luntariamente al ejercicio de tal derecho ; razón por la 
cual, es inaplicable a su favor lo dispuesto en el art. 5¿9 t 
inciso A° del Código de Comercio, que invoca ; pues ha- 
hiéndese hecha la tradición del objeto vendido, no solo no 
ha probado que haya interpuesto reclamo alguno á la parte 
de Laprado en el plazo de veinticuatro horas, ni por el 
segundo correo, sinó que, como se ha dicho, sin su aviso, 
ni consentimiento, realizó la venta ; por honestos que ha- 
yan sido sus propósitos al hacerlo. Y por consiguiente, 
siendo imposible la resolución del contrato, que tampoco 
han pretendido Raynoni y Ca, mal pueden pretender la in- 
demnización de daños y perjuicios que presuponga la reso- 
lución de aquel (art. 218, Cód. de Comercio inciso 2 o ). 
ÍO. Que si bien el vendedor, aun después de la entrega 
de la cosa vendida, responde de ciertos vicios que ella tenga, 
es solo cuando esos vicios ó dclectos son ocultos, y no, de 
manera alguna, cuando son manifiestos y ha podido el 
comprador cerciorarse de ellos, como en este caso (art. 
545 Cód. de Com. en relación con el 548 que se invoca). 
Y puesto que aun en los géneros entregados bajo cubierta 
que impida su examen y reconocimiento, solo puede el 
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comprador en los tres dios inmediatos á la entrega, reclamar 
cualquiera falta en la cautidad ó vicio en la calidad; loque 
tampoco han practicado los Sres. Raynoni y C* (art. 546 
Cód. de Cono.) ; siéndoles contraproducente ta prueba que 
han pretendido producir con la declaración de Bolti y Mon- 
giardini, y las posiciones de Laprade. 11. Que en todo caso, 
para que Raynoni y C* pudieson acreditar, como corresponde 
en derecho, los vicios del trigo vendido y remitido por La- 
prade, debieron hacerlo constar tan luego de recibido, ante 
autoridad competente , por medio de peritos nombrados judi- 
cialmente ; según el espíritu del art. 559 en relación con el 
531 del Cód. de Comercio. 12. Que sí los apoderados de 
Raynoni y C\ no hubiesen de propia autoridad efectuado 
la venta privada del trigo, sin dar aviso al vendedor, este, 
en caso de resistencia de aquellos para recibirlo, habria 
podido usar del derecho de pedir la rescisión del contrato, 
6 bien que te pusiera á disposición de autoridad competente, 
y se ordenase su venta pública por cuenta de quien corres- 
pondiera ; derechos cuyo uso hizo imposible el proceder 
usado por Raynoni y O, y del que no han podido privar 
á Laprade, cualquiera que hubiera sido !a calidad del trigo 
remitido á Dueños Aires (art. 535 Cód. de Gom.) 13. Que 
si bien es verdad que la cantidad de este cereal remitida 
por Laprade ( 6,745 arrobas), no alcanza á la estipulada 
(9,000 arrobas), también lo es, á parte de otras conside- 
raciones, que los compradores aceptaron voluntaria y 
espontáneamente aquella cantidad, abonando la mayor parle 
de su valor, reteniendo el saldo por otros motivos ágenos 
á esta consideración, quedando por consiguiente consu» 
mada la venta de esa cantidad, y por consiguiente, sin 
derecho á hacer cargo alguno por ello al vendedor ( art. 
537 del Cód, de Com. ) sin que tampoco conste que este 
estuviera obligado á cargar el todo en una sola vez ; sino á 
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carpirlo en el término mas breve posible; sin que se le 
pudiera obligar, por otra parte, a mandar la cantidad mío 
la l taba» desde que Riiynoiii y C 1 , le resistían el completo 
pago i|ue debi¡in hacerle do la remitida scjpn el cono- 
cimiento <le f. 3. I i. Que además de las proscripciones 
del derecho mercantil citadas, exilien ominen en apoyo do 
his mismas doctrinas, )as contenidas en el Cód. Civil, lili. 
2o, til 3°, Sec. 3a, arls. 91, 92, 05 y !)/. 

I'or estos fundamentos, y demás que ver convino en lin- 
cho y en derecho, fallo, que los Señores Josué Haynoni y O* 
deben abonar á Don Fermín Laprude dentro de tercero dia, 
el saldo del valor del tri^o cargado y remitido en la goleta 
* Flor de llarare », sepun el precio estipulado en el docu- 
mento de r. I 1 y según el conocimiento de f. 3, con los 
intereses correspondientes hasta el dia del pago al tipo 
correspondiente de plaza en la época en que debió verifi- 
carse dicho pago. Hágase saber y repónganse los sellos. 

Feneton /.uviria. 

Raynoni y O 1 apelaron del londo de esta sentencia yLa- 
prade solo en cuanto no condena en costas á sus contrarios. 

Fallo de Ib Suprema Corle, 

Dueños Aires, Abril 30 de 18*74-. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma lo sentencia 
apelada de foja ciento sesenta y sois; satisfechas las costas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M' del Cáhuil. — Francisco 
Delgado. —José Barros Pazos. 
— J. B. Gokostiaga. — J. Do- 
mínguez. 
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